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Capítulo I

Derecho Administrativo

Acción meramente declarativa

Acción de inconstitucionalidad. Ley provincial. Servicio público. Transporte de pasajeros. Impuesto sobre los ingresos brutos. 

La Corte recordó en un precedente análogo que, como antes había declarado en Fallos: 306:516, la disposición contenida en el artículo 67, inc. 12 de la Constitución Nacional (texto anterior a la reforma de 1994) no invalida de modo absoluto los tributos locales sobre el comercio interprovincial, pero sí preserva esa actividad de aquellos que encarezcan su desenvolvimiento, dificultando su ejercicio, y añadió que, más específicamente en Fallos: 307:374, admitió que la potestad impositiva provincial no se inhibía, sin más, frente a actividades vinculadas con el comercio marítimo y fluvial interprovincial o internacional.

No obstante, aclaró que la pretensión de la actora, debía ser acogida a la luz de la doctrina de Fallos: 308:2153, reiterada en Fallos: 316:2182, cuando resultaba acreditado que las tarifas pertinentes fueron fijadas por la autoridad nacional (art. 5°, ley 21.892), que en su determinación no se había tenido en cuenta, entre los elementos del costo, al impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional,del impuesto a las ganancias, lo que tornaba aplicable lo decidido en los precedentes indicados, a cuyos fundamentos remitió la Corte en razón de brevedad.

Determinar si las tarifas fijadas por la autoridad nacional contemplan o no el impuesto en cuestión, si la actora se encuentra realmente imposibilitada de afrontar económicamente su pago y si es contribuyente en orden nacional del impuesto a las ganancias, remite ineludiblemente a un examen y valoración de la pruebas ajeno a las cuestiones de esta Procuración General.

Cooperativa de Trabajo Transportes Automotores de Cuyo T.A.C. Limitada c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa

C. 130, XXIX, 22 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Accidente de trabajo. Fuerzas armadas. Personal militar. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa A. 228, L. XXXII, "Azzetti. Eduardo N. c/ La Nación (Estado Mayor General del Ejército) accidente en el ámbito militar y F. Seguridad”.

La doctrina que cita la accionada, a los fines de habilitar la instancia extraordinaria, no resulta referible al presente litigio, toda vez que "la interpretación de las sentencias de la Corte sólo autoriza a la apertura de la vía del art. 14 de la ley 48 cuando son desconocidas por los tribunales inferiores en las mismas causas en que fueron dictadas"; circunstancia que, no se reproduce en la especie. 

Dicho temperamento, por otra parte, resulta conteste con el criterio de que "el sólo apartamiento de lo resuelto por ese Alto Cuerpo en otra causa, no es motivo que dé lugar al recurso del art. 14 de la ley 48", y con el valor conferido por el Tribunal Supremo a su jurisprudencia, toda vez que reconoció la potestad de los magistrados de apreciar con criterio propio sus resoluciones y apartarse de ellas cuando "no sean conformes a los preceptos claros del derecho". No obstante ello, la insistencia puesta de relieve por el recurrente en destacar el abandono por la juzgadora de una de sus doctrinas, traduce en forma ínsita una inteligencia contraria a la conferida por la Alzada a la ley federal en que el apelante fundara su derecho razón por la cual, es formalmente admisible el remedio intentado.

 

Soria, Juan Ignacio c/ Estado Nacional -Estado Mayor General del Ejército- s/ Accidente-Ley 9.688

S. 711, XXXI, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Inspección General de Justicia. Revisión del acto administrativo. Gravamen irreparable. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. 

El recurso resulta procedente, en tanto se ha puesto en tela de juicio la decisión del tribunal superior de la causa, alegándose la afectación de disposiciones de la ley 22.315, de indudable naturaleza federal, así como el ejercicio de facultades de un organismo dependiente del Poder Ejecutivo Nacional.

En cuanto al planteo sustancial, tanto el recurso jerárquico, con apelación en subsidio, de la entidad de ahorro, como el fallo de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, no poseen argumento alguno que, en rigor, cuestione la decisión adoptada por la Inspección General de Justicia, sobre la base eventual de que hubiese ejercido sus facultades en violación a las disposiciones legales vigentes, o porque en la negativa a la autorización solicitada, hubiera realizado una interpretación inadecuada de los preceptos normativos aplicables. 

Por el contrario, el fallo que se cuestiona, al no realizar un análisis de las normas que autorizaren eventualmente la solución que adopta en el caso, cuando indica la conveniencia de establecer nuevas reglas, implícitamente ha venido a desconocer las facultades propias y exclusivas del organismo que actúa en la órbita del Poder Ejecutivo Nacional y, lo que es más grave, ha asumido otras que, en realidad, no le corresponden al Poder Judicial, pues reglamentó pautas y condiciones de contratación, en violación expresa a las disposiciones de, la ley 23.515, que determina en su artículo 9, incisos "c" Y "f", que la Inspección General de Justicia es el órgano habilitado por la ley para aprobar planes y bases técnicas de colocación de los fondos de ahorro y reglamentar el funcionamiento de la actividad, dentro de los términos del decreto 142.277/43, con el agravante de que el mismo fallo, admite que no existen objeciones de derecho a la decisión del órgano administrativo, ni objetó la constitucionalidad de las normas que habilitaron su función y decisión en el punto.

Al ser así, más allá de las buenas intenciones de los jueces de la causa y el eventual grado de bondad y acierto de su construcción, lo cierto es que no ejercieron en el sub judice, en rigor, un control de regularidad o de razonabilidad del acto, a fin de verificar si, en el ejercicio de sus facultades, el órgano administrativo incurrió en ilegalidad o arbitrariedad manifiesta, sino que directamente han venido a suplir a dicha autoridad sobre el mérito o conveniencia de la normativa adoptada. 

Al respecto, la Corte tiene dicho que el ámbito de revisión de los actos administrativos sólo comprende -salvo arbitrariedad manifiesta- el control de su regularidad, y no el de la conveniencia o razonabilidad de las medidas que los funcionarios competentes hayan adoptado en el ejercicio de las facultades de que se hayan investidos por normas cuya validez no ha sido objetada, así como que si bien la actuación administrativa debe ser racional, justa, igual y proporcional, excluyéndose la arbitrariedad de la discrecionalidad, los tribunales no están habilitados para juzgar consideraciones de oportunidad o apreciaciones fácticas y sustituir la decisión administrativa con base en la distinta opinión que el tribunal pudiera sustentar.

Inspección General de Justicia c/ Pertenecer S.A. de ahorro para fines determinados

I. 128, XXXII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen



Usurpación de inmueble. Bienes públicos del Estado. Interpretación de la ley. Competencia. Procedencia del recurso. 

En primer lugar, el recurso resulta procedente, al constituir la decisión apelada la definitiva sobre el punto discutido, emanada del máximo tribunal de la causa, que finalmente, no admite el acceso al fuero federal.

Una inteligencia de la preceptiva principal invocada por el peticionante, esto es, la ley 17.091, tendiente a hacerse pleno cargo de su espíritu, habilita la aplicación del procedimiento compulsivo que dicho texto prevé al sub judice, desde que del mismo surge literalmente que se autoriza el desalojo no sólo del concesionario, sino de cualquier otro ocupante, de los predios del dominio público de que se trata. Es decir, aun de todos aquellos que no están ni estuvieron sujetos a un contrato de concesión, no resultando, por ende, razonable el criterio de los jueces de la causa de ceñir su aplicación a la exclusiva existencia de ese vínculo convencional. Tal interpretación, se condice con los fundamentos dados en la nota de elevación del proyecto de ley, de donde se desprende que el fundamental objetivo de la norma es la de crear un instrumento legal que habilite al Estado Nacional a hacerse de los aludidos espacios del dominio público, sin sufrir contiendas judiciales que por su dilación demoraren considerablemente la recuperación de los inmuebles afectados. 

Por consiguiente, no se advierte cual sería el sentido de que sólo fuera aplicable a los supuestos en que existió una relación jurídica, o compromiso del Estado expresado mediante una relación contractual, y en cambio no lo fuese respecto de las ocupaciones sin derecho o compromiso alguno, cuando en rigor, además, también resultan ser ocupantes ilícitos quienes permanecieran en los espacios ya vencida la concesión. 

Cabe también rechazar el único fundamento del a quo para entender que la competencia corresponde a los tribunales ordinarios, por tratarse de una sociedad que se rige por las normas de derecho privado, y porque las disposiciones de su creación la alejarían, en principio, de la aplicación de normas de naturaleza administrativa, ya que la regulación específica del artículo 4°, del decreto 502/91 , y la concreta alusión del artículo 1° de la mentada ley 17.091 a las empresas del Estado, tornan perfectamente aplicable a éste supuesto la normativa administrativa prevista en función del pronto recupero de los inmuebles públicos. La solución propuesta, convierte en abstractos todos los agravios vertidos por el recurrente en torno a la eventual contradicción de los pronunciamientos de los jueces de la causa.

Ferrocarriles Metropolitanos S.A. c/ Intrusos y/u ocupantes inmueble s/ Lanzamiento Ley 17.091

F. 1090, XXXII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Recurso de apelación (procesal)

Daños y perjuicios. Accidente en acto de servicio. Procedencia del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa A. 228, L. XXXII, "Azzetti, Eduardo N. c / La Nación (Estado Mayor General del Ejército) Accidente en el ámbito militar y F. Seguridad”.

Pereyra, Jorge Alberto c/ Estado Nacional Estado Mayor General del Ejército s/ Daños y perjuicios

P. 213, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Cuestiones de competencia. Expropiación. Admisibilidad del recuso. Confirmación de sentencia. 

El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible en cuanto está dirigido a cuestionar la denegatoria, por los jueces de la causa, del fuero federal que oportunamente reclamaron los actores. 

Cabe señalar que, si bien a los fines de resolver cuestiones de competencia se ha de tener en cuenta, en primer lugar, la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después del derecho que invoca como fundamento de su pretensión, ello es así sólo en la medida en que éste se adecue a los primeros.

Por lo tanto, no asiste razón a los apelantes en cuanto sostienen que la causa es de competencia federal por la materia, pues la expropiación del sub examine está destinada a una obra pública nacional y, por lo tanto, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 27 del decreto ley 505/58, corresponde a este ente autárquico nacional la expropiación de los bienes destinados a caminos nacionales, sus ensanches y obras anexas. 

La razón de esta doctrina se encuentra en el hecho de que las provincias conservan todo el poder no delegado por la Constitución Nacional al Gobierno Federal, se dan sus propias institucione s y se rigen por ellas (arts. 121, 122 y 123 de la Ley Fundamental). La competencia de la justicia local, en tales casos, no es sino consecuencia del ordenamiento constitucional cuya economía veda a los tribunales nacionales juzgar sobre aquellas instituciones, salvo la alegada violación de la Ley Fundamental o de normas de derecho federal, supuesto en cuya ocurrencia las eventuales cuestiones federales que hayan de suscitarse tendrán adecuada tutela por la vía del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48.

 

Dirección Provincial de Vialidad c/ Hernández, Marcelo Sebastián y otros s/ Expropiación

D. 165, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incapacidad laboral. Accidente en acto de servicio. Personal militar. Retiro militar. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

Un examen en términos estrictos del discurso recursivo del actor, lleva a concluir el incumplimiento, por su parte, de los requisitos atinentes a la debida fundamentación del remedio intentado, toda vez que su crítica no se hace cargo, íntegramente, de los argumentos suministrados por la sentenciadora al fundamentar su pronunciamiento.

La jurisprudencia de la Corte referida a la materia, fue configurando un conjunto de lineamientos que potenciaron el riesgo que de ellos se derivasen temperamentos jurisprudenciales encontrados. 

En la causa "Ducase c/ Nación Argentina", en que el reclamo fundado en el derecho común fue deducido por los padres de un cabo del ejército muerto en servicio, se sostuvo que no cabe duda de que las relaciones de derecho entre la Nación y el militar que perdió la vida, están gobernadas por el derecho público y que la responsabilidad del Estado por el fallecimiento de los soldados voluntarios ha sido especialmente legislada y acordada en los reglamentos soldados voluntarios ha sido especialmente legislada y acordada en los reglamentos militares; precisándose que, a su vez, el vacío legal relativo a la situación de los progenitores del suboficial fallecido, no puede ser cubierto transportando la solución del caso al campo del derecho civil desde que éste sólo rige las relaciones de derecho privado y, sobre todo, porque la fuerza de línea "y las relaciones de los hombres que la integran entre sí y con la Nación, se gobiernan por los reglamentos y ordenanzas que al efecto se dicten por el Congreso y en la medida y extensión que este lo establezca.

Las posturas a las que adhirió sucesivamente la Corte, oscilaron, de manera principal, en torno a la cuestión inherente al carácter resarcitorio o previsional de los beneficios bajo examen; no obstante señalar que en el último pronunciamiento, la Corte Suprema parece inclinarse en la última dirección. Sin perjuicio de ello, no resulta necesario pronunciarse sobre los extremos de esa disputa. 

Ello es así ya que, de las opiniones vertidas por los señores ministros en ocasión de fallar en la causa "Mengual", resulta que dos de sus miembros reiteraron el parecer expresado en el precedente de Fallos 315:1731; mientras que otros tres de sus integrantes, se inclinaron por la no aplicación analógica de la normativa común respecto de infortunios resultado de acciones bélicas, reproduciendo, al parecer, la doctrina en minoría de la causa de Fallos 312: 989. 

Al efectuar la sumatoria de esos criterios, resultaría la confirmación del decisorio de mérito; el cual se da en el marco provisto por el evento determinante del infortunio padecido por el actor, a saber: La Guerra del Atlántico Sur. 

Como se puntualizó en la minoría del precedente de Fallos 308:1118 y más tarde en la causa B. 512, L. XXIII, coincidente con el objetivo liminar de proveer a la defensa común, configura un plexo normativo del que se desprenden, respecto de los ciudadanos, obligaciones concretas de índole militar, las que son especificadas reglamentariamente según lo previsto por los arts. 21, 75, inc. 27 y 99, incs.12 y 14, de la Constitución Nacional. 

Es cierto que dicho plexo normativo provee sustento legal a las actividades militares tanto en períodos de paz como de guerra, pero si bien respecto de los primeros no existe obstáculo para que, frente a la falta de una reglamentación específica en el campo del derecho público, que determine el modo de establecer la reparación debida por el Estado a su personal militar incapacitado en servicio, pueda aplicarse en forma supletoria la normativa común, ello no resulta admisible respecto de los segundos. 

Así, toda vez que tales dispositivos, han sido concebidos para proteger los derechos de los ciudadanos en situaciones distintas a las que caracterizan una confrontación bélica, que se vinculan a la actividad militar como una profesión peculiar desarrollada por el Estado, las que pueden admitir formas de hacer frente a requerimientos eventualmente compatibles con la aplicación del derecho común. En las otras, sin embargo, ante la magnitud del compromiso de la Nación, se requiere un esfuerzo superior de los habitantes dirigido a garantizar su defensa, cuyo resguardo debe anteponerse a cualquier requerimiento de orden económico; so consecuencia de que eventuales exigencias materiales terminen afectando, contemporáneamente, su eficacia; o imponiendo, más tarde, a la Nación una responsabilidad patrimonial de tal envergadura, que resulte comprometida su continuidad e integridad. 

Dicho compromiso, respecto de reclamos como los incoados en la especie, sólo resulta compatible con el tenor de los propios reglamentos militares, únicos a los que concierne prever las condiciones atinentes a la citada alea bélica y establecer los alcances que habrán de asumir los eventuales beneficios, destinados a asistir al personal de las Fuerzas Armadas en guerra, profesional o convocado, que se incapacite en el ejercicio de la defensa, sin perjuicio de los subsidios específicos que el legislador pudiera ocasionalmente establecer, como ha acontecido en el derecho nacional y en el comparado.

Tales reglamentos prevén, en la materia, el reconocimiento de un haber de retiro para el personal militar incapacitado, haber que, ya ha sido conferido al accionante. Tal es el sentido que cabe conferir a la disidencia apuntada en la causa de Fallos 312:989, reiterada más tarde en "Mengual", orientado a distinguir los supuestos en que la lesión sufrida por el militar reconoce un origen típicamente accidental de aquéllos en que la lesión es resultado de una acción bélica, como consecuencia del cumplimiento de misiones específicas, características del servicio de la defensa; criterio que no fue profundizado en su oportunidad por resultar abstracto respecto de los planteos incoados, referidos a infortunios acaecidos en tiempos de paz.

Azzetti, Eduardo Narciso c/ La Nación Estado Mayor General del Ejército s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad

A. 228, XXXII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Concesión comercial. Concesión administrativa. Zonas francas. Estados extranjeros. Inmunidad de jurisdicción. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

El principio liminar en materia de demandas promovidas contra un Estado extranjero, es que el mismo no se halla sometido a las jurisdicciones de otros Estados, conforme una sólida y aceptada norma del derecho internacional, cuyo espíritu anima las disposiciones contenidas, tanto en el inciso 1° del artículo 24 del decreto ley 1285/58, como en la ley 24.488. 

Es de tener en cuenta, acto seguido, que la doctrina y la jurisprudencia fue admitiendo que, en algunos contados supuestos, puede dejarse de lado dicho principio de inmunidad, pero que ello ha de ser interpretado de modo restrictivo.

La ley 24.488, dispone, en éste orden de ideas, excepciones referidas a materias específicas, como aquellas demandas en lo previsional y lo laboral, y cuando se haya consentido, expresamente de modo escrito, en un tratado, convenio o declaración en particular, sobre materia comercial o industrial, o cuando, finalmente, surgiera la jurisdicción de los tribunales argentinos en virtud de tratarse de contratos celebrados en la República Argentina o en el exterior, que causen efectos en el territorio nacional. 

El citado convenio, que crea una zona franca en nuestro territorio nacional para uso paraguayo, establece, en su artículo 7° , que las actividades que allí desarrollen con motivo de su aplicación, deberán observar las disposiciones vigentes en la República Argentina relativas a la protección de la vida, la salud de las personas, el medio ambiente y la seguridad, con el compromiso de las autoridades paraguayas, de crear los controles necesarios para hacer efectivo el cumplimiento de tales disposiciones y reservándose la República Argentina el derecho de realizar inspecciones de acuerdo con las autoridades del Estado extranjero y de surgir la comprobación de alguna infracción tal hecho se hará conocer a la comisión mixta creada cómo órgano de administración del convenio para su interpretación, propuesta de modificación o ampliación, con lo cual se ha creado un organismo con facultades suficientes como para resolver conflictos en torno a los alcances del convenio, que resultaría previa a cualquier acto unilateral de alguno de los Estados partes. 

Por otro lado, en su artículo 16, se deja constancia que la zona franca permanecerá sometida a la jurisdicción argentina en lo que se refiere a la observancia de sus leyes y demás disposiciones. Pactan también ambos Estados, que la interpretación y aplicación del convenio, estará sujeto a lo dispuesto en el reglamento accesorio que firman las partes (art.1.8). 

Emerge también de dicho reglamento que la administración y organización de la zona franca estará a cargo del Estado Paraguayo a través de sus organismos competentes (Art. 1°), quién podrá contratar libremente de acuerdo a su conveniencia y necesidad con particulares y empresas argentinas, (Art.10). 

Se estipula asimismo que, a los fines del sometimiento a la jurisdicción argentina en los términos del artículo 7 del convenio, los delitos o infracciones estarán sujetos a las sanciones previstas en la legislación nacional, pero siempre que ello no esté legislado en el convenio o reglamento (Art.12), y que el control aduanero que realiza la autoridad Argentina, es al sólo efecto de que no se desvirtúen los fines del convenio o impidan la represión de los actos que impliquen riesgo o perjuicio fiscal argentino (Art. 14).

De todo lo cual, se deduce que el convenio ha venido a conceder al Estado Paraguayo prácticamente el uso exclusivo y sin cargo de dicho espacio territorial portuario, para que aquél pueda ejercer sus funciones públicas, vinculadas con el comercio exterior y la administración del servicio público que en principio configura la actividad portuaria, con expresa renuncia de intervención de la autoridad argentina, quien sólo ha resguardado y mantenido la jurisdicción soberana de nuestro país, respecto de todo aquello que se relacione con materias específicas que puedan afectar el orden público nacional y las normas de seguridad e higiene. 

A este respecto, no admite duda que la cuestión litigiosa que en el sub-lite se ventila no guarda relación con éstas últimas materias, sino con los alcances precisamente de la administración de la zona franca y, en consecuencia, al devenir dicho conflicto del ejercicio administrativo de la autoridad pública extranjera, se encuentra atada a las normas particulares que surjan del contrato que une al concedente con el concesionario, que en este caso se sujeta a las disposiciones del derecho público del Estado Paraguayo, en orden a la naturaleza de la entidad concedente y lo dispuesto por el art. 5°, inciso "c", "h" y "n" de ley 1.06 6, que creó el organismo encargado de la administración de la zona franca, el cual está integrado por autoridades designadas por el propio poder ejecutivo de la República del Paraguay, y que obra en la contratación de servicios, conforme a las disposiciones legales administrativas del país concedente.

De las resoluciones. 1926, y 2113 de la Administración Nacional de Navegación y Puertos de la República del Paraguay, se desprende, a su vez, que tal concesión se otorgó por medio de actos administrativos unilaterales, mediante los cuales se autoriza la explotación del servicio y su ampliación o cancelación por tiempo determinado al particular actor, ajustado a los términos del convenio internacional y disposiciones legales del Estado extranjero, disposiciones éstas que fueron expresamente reconocidas como aplicables al caso por la accionante, según consta en la correspondencia mantenida con la concedente. 

Por ende, no admite duda que el objeto esencial del contrato administrativo, cuya rescisión se discute, consiste en la prestación de un servicio público de la Administración Nacional del Estado Extranjero, delegado en un organismo descentralizado de dicha estructura estatal, y que el pedido de citación como tercero del Estado de la República Paraguay, no mereció oposición de la actora y provocó su incorporación a juicio, donde hizo valer la inmunidad de jurisdicción, al igual que ratificó la propia de su organismo delegado para el ejercicio de las funciones de prestación del referido servicio público que dan lugar a la litis. 

A los fines de establecer que naturaleza tiene el contrato que es motivo y razón de ser de la acción que se instaura, es el propio actor quien demanda con fundamento en legislación del derecho público extranjero, con citas de doctrina y jurisprudencia de interpretación de normas y actos de carácter administrativo y quien destaca que la demanda tiene como fin reclamar los daños derivados de la ruptura de dicho contrato, al que califica de concesión, para la explotación de la zona franca. La Corte tiene reiteradamente dicho que a los efectos de fijar la competencia, hay que estar a las normas que se invocan y no a las que pudieran ser aplicadas. 

Y no posee menor grado de interés, tomar en cuenta que la explotación y prestación del servicio portuario ha sido calificada por esa Corte suprema como de carácter público, según se desprende de precedentes de la Corte como "S.C.A. Meridiano c/ Administración General de Puertos", en el cual se señaló, que atento a la calidad de dominio público que tienen las instalaciones portuarias y el carácter de servicio público que puede tener el prestado por el puerto, los contratos y convenios a los que alude el Estatuto de la Administración General de Puertos, no pueden ser otros, que el de concesión de uso de bienes de dominio público y el de concesión de servicio público.

Es de resultas de todo ello, que corresponde advertir que en el caso en cuestión se están poniendo en tela de juicio, de manera exclusiva, las decisiones del Estado nacional extranjero en el ejercicio de actos de autoridad o imperio y no de otros eventuales donde pudiera dicho estado, como una persona más de derecho privado, ejercer una actividad puramente comercial y tiene dicho la Corte "que verificar el examen de los actos de un Estado soberano por los tribunales de otro y acaso declarar su invalidez mediante una sentencia contra la voluntad del primero llevaría sin duda a poner en peligro las amistosas relaciones entre los gobiernos y turbaría la paz de las naciones". 

Precisamente el artículo 24, inciso 10, apartado "b" del decreto-ley 1285/58, establece que no se dará curso a las acciones promovidas contra las personas jurídicas del derecho público del país extranjero, sin requerir previamente la conformidad de su gobierno para someterlas a juicio, norma ésta que vino a consagrar el principio de igualdad e independencia de los Estados reconocido universalmente. 

Aclarado, entonces, que no se está en el sub-judice en presencia de una vinculación jurídica de carácter privado, sino público, debe ponderarse, si no ha mediado por parte del Estado extranjero sometimiento convencional a la jurisdicción nacional.

No parece que ello resulte ajustado a las constancias del convenio, a poco que se advierta que el artículo 7° hace expresa referencia a que la observancia de las disposiciones legales nacionales argentinas, dentro de la zona franca, lo serán sólo en lo relativo a cuestiones que pongan en juego la vida de las personas, su salud, y aquello referido al medio ambiente o seguridad, pero aun en tales supuestos será la autoridad competente en la zona franca la que dé el encuadre de la infracción a las disposiciones legales de la Argentina y hará conocer tal circunstancia a una Comisión Mixta que se creará al efecto. 

Y, en asonancia con el espíritu del convenio, no cabe inferir del artículo 16 la supuesta aceptación contractual de la jurisdicción judicial argentina, en virtud de que, de la sola lectura textual de los términos allí utilizados, debe colegirse que la Nación Argentina co-contratante, ha venido sólo a ratificar su capacidad soberana de ejercer las potestades propias que surgen de su calidad de Estado independiente en el ámbito territorial, - esto es, no ha cedido su territorio- mas no cabe darle al término la interpretación ceñida de que se refiere a la capacidad jurisdiccional de sus tribunales, desde que no es lógico suponer interés alguno de la Argentina en juzgar los conflictos del Paraguay con sus concesionarios en ejercicio de su poder administrador, y menos lo es pensar que el Paraguay lo aceptaría.

Tampoco tiene incidencia alguna que la concesionaria sea una empresa nacional, ya que la nacionalidad de la contraparte no influye respecto al principio de inmunidad de jurisdicción.

Y, por último, Argentina no podía reservarse un derecho del que carece - juzgar en su jurisdicción a un Estado extranjero - extremo que apuntala, la inteligencia sobre que el art. 16 sólo se refiere a la jurisdicción como sinónimo de dominio soberano territorial.

Por tanto, de todo lo expuesto, cabe concluir que la cuestión discutida en el presente proceso, al tener su origen en un acto administrativo emanado de las autoridades públicas del Estado Nacional del Paraguay, referido a actos de gestión pública derivados del ejercicio de facultades soberanas, al no haberse habilitado la correspondientes autorización, respecto de la entidad la correspondiente autorización, respecto de la entidad administrativa demandada, ni renunciado a la inmunidad de jurisdicción del Estado extranjero, no resulta de competencia de los tribunales nacionales.

 

Cereales Asunción S.R.L. s/ Administración Nacional de Navegación y Oyertis de la República Paraguaya s/ Daños y perjuicios

C. 131, XXXII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen



Capítulo II

Derecho Civil

Derecho Civil

Queja por denegación del recurso extraordinario

Adopción. Mayoría de edad. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 

Si bien ha sostenido el Tribunal que las discrepancias de las partes con la interpretación que formulan los jueces de la causa de los principios que rigen el instituto de la adopción, resultan ajenas a esta instancia extraordinaria por remitir al análisis de cuestiones de derecho común, cabe dejar sin efecto la sentencia atacada cuando se incurre en un injustificado rigor formal por su apreciación rigurosamente literal de los textos legales aplicables, con la consecuente frustración de los derechos amparados por los artículos 18 y 19 de la Ley Fundamental. 

En efecto, por una parte, el tribunal de segunda instancia señala como único impedimento para la adopción de quien durante el proceso se ha convertido en mayor de edad, la norma contenida en el artículo 1 "in fine" de la ley 19.134, apartándose de la voluntad integral del gobernante al promulgar dicha ley. Ello es así, porque la referencia del a quo a la norma citada y su interpretación sobre los alcances del artículo 13, omite la consideración de importantes aspectos vinculados a la intención del legislador al sancionar la norma en cuestión, y que surgen asimismo del espíritu que anima la nueva ley de adopción, tales como la necesidad de eliminar impedimentos y restricciones en lo que hace a las posibilidades de adoptar y ser adoptado; b) Jerarquizar el vínculo adoptivo; y finalmente, evitar situaciones incongruentes. 

Este último aspecto, adquiere singular relevancia en atención a las particulares circunstancias del sub judice, desde que la demanda fue promovida cuando la persona, cuya adopción se pretende, era menor de edad. Posteriormente, el juicio quedó paralizado a raíz de la doctrina del fallo Plenario "Gabriel", dejada sin efecto por la misma Cámara, al emitir el nuevo Plenario "M.S.O”, en el que se destaca el fin perseguido por la institución de la adopción, esto es el interés y la conveniencia de la persona cuya adopción se pretende, quedando a criterio del juez la evaluación de tal conveniencia. 

Al ser todo ello así, aparece incongruente la solución propiciada por el a quo, al no valorar la integración familiar existente y apartarse de la ratio legis de facilitar el vínculo adoptivo, omitiendo la consideración de aspectos conducentes. Tal como lo tiene dicho el Tribunal, la aplicación de la ley debe efectuarse equitativamente de acuerdo con la valoración y apreciación de los hechos específicos traídos a conocimiento de los magistrados. Hacer justicia no importa otra cosa que la recta determinación de lo justo in concreto, lo que se logra con la realización del derecho de acuerdo con las situaciones reales que se presentan. Así, se torna exigible conjugar los principios enunciados en la ley con los elementos fácticos del caso, para que la decisión jurisdiccional resulte jurídicamente valiosa, cuidando especialmente que la inteligencia que se les asigne a las normas, no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción.

Por otra parte, la interpretación de la normativa en cuestión requería en el caso una máxima prudencia, desde que si bien la adopción de mayores de edad, en las condiciones de autos, no aparece contemplada por la ley 19.134, el a quo no podía soslayar la circunstancia que la demanda fue promovida cuando la persona que se pretende adoptar era menor. Y no obstante que las sentencias de adopción podrían considerarse constitutivas de estado y con efectos hacia el futuro, esta regla no es absoluta, y por consiguiente, resulta necesario atenerse en cada supuesto al contenido de las pertinentes disposiciones legales. En tal contexto, ha obtenido respaldo doctrinario, el criterio que la sentencia que acuerda la adopción, retrotrae sus efectos a la fecha de promoción de la acción. Y que la minoridad del adoptado debe existir en el momento en que se formula el pedido de adopción. Es aconsejable esta inteligencia, que favorece al instituto de la adopción, jerarquiza el vínculo adoptivo e integra la familia, y no la que dificulta o entorpece estos fines perseguidos por la ley, oponiéndola eventualmente a textos constitucionales, como el artículo 19 in fine de la Constitución Nacional. 

A mayor abundamiento, la ley de adopción vigente, participa de la intención de la anterior, e incluso mejora sus propósitos, incluyendo la posibilidad de la adopción de mayores de edad, cuando exista estado de hijo del adoptado, debidamente comprobado por la autoridad judicial.

 

G., M. N. s/ Adopción

G. 1612, XXXII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

 

Derecho Comercial

Contienda negativa de competencia

Concurso preventivo. Competencia comercial. Competencia nacional. 

Al no darse los requisitos para que la Corte se expida acerca de la decisión tomada en su oportunidad por el juzgado provincial, respecto de la competencia territorial de la causa, cualquier declaración en tal sentido sería prematura, ya que debe aguardarse, en cambio, que sobre dicho aspecto se manifieste antes el titular del juzgado comercial, cuyo pronunciamiento, en definitiva, ha de ser el que dé o no lugar a un eventual conflicto.

Rotundo, Antonio Mario s/ Concurso preventivo

COMP. 205, XXXIII, 08 de julio de 1997

Ver dictamen

Masa concursal. Subasta. Cámara de apelaciones. Competencia comercial. 

Se suscita un conflicto jurisdiccional que corresponde resolver a la cámara de apelaciones del tribunal en lo comercial, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.

Ello es así, ya que no obstante no poder en el sub-lite determinarse el carácter de previniente de alguno de los jueces en conflicto, surge de las constancias de la causa, que el órgano judicial que produjo la intervención primera y directa sobre los bienes a través de la clausura, interdicción e inventario por los funcionarios de la quiebra es el juzgado en lo comercial y la subasta por él ordenada ahora es objetada por el tribunal penal en virtud de surgir de sus investigaciones la presunción de la compra con dinero obtenido por medios ilícitos.

 

Pasavanti S.A. s/ Quiebra

COMP. 421, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Concurso preventivo. Ejecución hipotecaria. Competencia civil y comercial. 

Cabe tener en cuenta que, si bien el legislador no manifestó, de un modo expreso y terminante, en la nueva ley de concursos 24.522, al redactar el artículo 21 -que establece las consecuencias que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado- si estaban excluidas o no del fuero de atracción las acciones de garantía real, sí explícito el principio general en el inciso 1° y luego enumeró las excepciones en los restantes incisos, adhiriendo con ello a la más recomendable técnica legislativa. 

Dentro de los términos de tal metodologías de tener en consideración, que el legislador mencionó a los juicios de ejecución de garantías reales, en el inciso que se refiere a los casos excluidos de radicación, a los cuales les agrega la condición, para continuar su trámite, de presentar el pedido de verificación (inciso 2°), con lo cual la nueva normativa aplicable en el caso vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin discusión, tanto e n doctrina como en jurisprudencia reiterada, respecto a que no se ejercía sobre este tipo de causas el fuero de atracción y continuaban su trámite ante el juzgado de origen.

The First National Bank of Boston c/ Cremades Pedro Damián, Moreno de Cremades Alice y Cremades Nelson David s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 426, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Ejecución hipotecaria. Quiebra. Fuero de atracción Competencia comercial. 

Las normas de la ley de concursos y en particular aquellas, referidas a la competencia del tribunal que debe entender en su trámite, son de orden público y no pueden serdejadas de lado por las partes, terceros interesados o los juecesencargados de su aplicación, sin invocar razones atendibles y de mayor entidad para ello.

Que, por otro lado, en los procesos de carácter universal, que afectan la totalidad del patrimonio sujeto, y al conjunto de los acreedores, dichos preceptos tienen como característica esencial operar el llamado instituto del fuero de atracción, que altera la competencia natural y legal de las causas donde, como el caso, el fallido es demandado, con el objeto de resguardar el principio de igualdad de trato y condiciones de los reclamados de la totalidad de los acreedores, sin afectar sus derechos. 

Las causas, inclusive la ejecución hipotecaria, mediante el trámite que determine el juez del concurso, deben tramitar ante el juzgado donde se halla radicada la quiebra de la demanda, según se desprende del artículo 132 de la actual ley 19.551, que no hacen excepción alguna respecto de procesos como el presente. Así también, es de destacar que el cambio de radicación, en nada obsta a la actuación del juez concursal, para que el comprador solicite y en su caso obtenga las medidas procesales tendientes a concluir con los trámites que conduzcan al perfeccionamiento de la venta judicial. 

 

Santamarina, Alejandro Alberto c/ Casa Serradell S.A. s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 838, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Queja por denegación del recurso extraordinario. Inconstitucionalidad. Quiebra. Remoción del síndico del concurso. Síndico ad hoc. Interpretación de la ley. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa B. 750, L. XXXI, “Banco Buenos Aires Building Society S.A. s/ Quiebra".

El recurso interpuesto por el Banco Central es procedente en lo formal, por hallarse en juego la interpretación de una norma de naturaleza federal, cual es la 24.318, modificatoria de la ley de entidades financieras, razón por la que, asimismo, se torna insustancial atender el reclamo, efectuado con apoyo en la doctrina de la arbitrariedad y relativo a la irrazonabilidad de los alcances asignados a la norma. 

Por su lado, la fallida ante la denegatoria del recurso extraordinario planteado por su parte interpuso queja, que la Corte ordenó agregar a estas actuaciones incidentales. A su respecto puede estimarse que ha mediado denegatoria implícita del planteo de inconstitucionalidad efectuado por la fallida, al considerar el juzgador que la cuestión devino abstracta por haber ya dictado resolución que habilitada la presencia del síndico ad hoc para intervenir en el incidente de revisión de la verificación en trámite, cuando el planteo del recurso excede ese marco resolutivo, se requiere la intervención de la sindicatura ad hoc, no solo respecto de la verificación del crédito del Banco Central, sino para la determinación de la fecha de cesación de pagos en el informe general del artículo 40 de la ley 19.551, hoy 39 de la ley 24.522. 

La sola reincorporación de una cuestión y a planteada y resuelta merecía la desestimación el recurso federal. No obstante, la existencia desconocida de un recurso de queja ante la Corte pendiente de resolución, motivó que esta Procuración General, a los fines de mejor dictaminar verificase la autenticidad de tal aserto, pudiendo comprobar que la citada queja a la que se hace mención fue oportunamente rechazada, mediante fallo de la causa B. 6, L. XXXI, “Banco Español del Rio de la Plata Limitado S.A. s/ Quiebra s/ Piezas separadas”.

 

Banco Español del Río de la Plata s/ Quiebra s/ Incidente (Aplicación Ley 24.318) promovido por la Sindicatura

B. 240, XXXII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Remoción del síndico del concurso. Síndico ad hoc. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Queja por denegación del recurso extraordinario. Inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa B. 750, L. XXXI, “Banco Buenos Aires Building Society S.A. s/ Quiebra".

El recurso interpuesto por el Banco Central es procedente en lo formal, por hallarse en juego la interpretación de una norma de naturaleza federal, cual es la 24.318, modificatoria de la ley de entidades financieras, razón por la que, asimismo, se torna insustancial atender el reclamo, efectuado con apoyo en la doctrina de la arbitrariedad y relativo a la irrazonabilidad de los alcances asignados a la norma. 

Por su lado, la fallida ante la denegatoria del recurso extraordinario planteado por su parte interpuso queja, que la Corte ordenó agregar a estas actuaciones incidentales. A su respecto puede estimarse que ha mediado denegatoria implícita del planteo de inconstitucionalidad efectuado por la fallida, al considerar el juzgador que la cuestión devino abstracta por haber ya dictado resolución que habilitada la presencia del síndico ad hoc en los autos para intervenir en el incidente de revisión de la verificación en trámite, cuando el planteo del recurso excede ese marco resolutivo, se requiere la intervención de la sindicatura ad hoc, no solo respecto de la verificación del crédito del Banco Central, sino para la determinación de la fecha de cesación de pagos en el informe general del artículo 40 de la ley 19.551, hoy 39 de la ley 24.522. 

La sola reincorporación de una cuestión ya planteada y resuelta merecía la desestimación el recurso federal. No obstante, la existencia desconocida de un recurso de queja ante la Corte pendiente de resolución, motivó que la Procuración General, a los fines de mejor dictaminar verificase la autenticidad de tal aserto, pudiendo comprobar que la citada queja a la que se hace mención fue oportunamente rechazada, mediante fallo de la causa B. 5, L. XXXI, “Banco Comercial del Norte S.A. s/ Quiebra s/ Piezas separadas”.

Banco Comercial del Norte S.A. s/ Quiebra s/ Incidente (aplicación Ley 24.318)

B. 241, XXXII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo III

Derecho Constitucional

Acción de amparo

Servicio telefónico. Tarifa telefónica. Per saltum. Avocación jurisdiccional. Pronunciamiento inoficioso. Falta de agravio concreto. Resolución denegatoria. 

Por virtud de la doctrina de la Corte que indica que el pronunciamiento de la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión aunque fueren sobrevinientes al recurso interpuesto, ha perdido actualidad el pedido de avocación sub examine. 

Si bien dicha doctrina se refiere al recurso del artículo 14 de la ley 48, es aplicable en la especie, toda vez que la peticionaria pretende que el Tribunal se avoque al conocimiento del incidente de ejecución que corresponde al expediente D. 218, L. XXXIII, "Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo ley 16.986", causa en la que ya dictamino el Ministerio Publico.

Así, corresponde declarar inadmisibles los recursos extraordinarios deducidos y, ello a su vez, convierte en abstractos, tanto los agravios expuestos por la Secretaría de Estado en otro recurso extraordinario, destinado a cuestionar la negativa por el a quo de otorgar efecto suspensivo a la concesión del último de aquellos, como el análisis de las presentaciones directas efectuadas a raíz de su falta de sustanciación. 

Si se tiene en cuenta que dichos remedios federales fueron dirigidos, contra la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, que confirmo la medida de no innovar, no cabe sino concluir, en el supuesto de resolver la Corte de acuerdo con el criterio del dictamen, dicha medida cautelar quedaría firme y, por lógica consecuencia, que devendría inoficioso el intento de enervar su cumplimiento mediante el pedido de avocación a que se refieren estas actuaciones. 

De todas maneras, tomando en consideración que la peticionaria pretende que el Tribunal se avoque al estudio de la cuestión incidental “ordenando su suspensión hasta tanto se resuelvan los recursos extraordinarios, y que tampoco la cuestión planteada en el caso se halla comprometida en términos de una rigurosa gravedad institucional conforme a la doctrina expuesta por la Corte en el precedente de Fallos 313:1242, y por lo tanto no corresponde adoptar igual criterio que el seguido por la Corte en la sentencia de la causas “Reiriz…” a instancia del ministerio público. 

Por último, la resolución que confirmó la medida precautoria dictada por la jueza de la causa no suscita un agravio de imposible reparación ulterior, ni se configura un supuesto de gravedad institucional como medio de admitir el recurso extraordinario, en función de la expectativa social, de la perturbación de la adecuada prestación del servicio telefónico o del escándalo procesal alegados.

Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. s/ Su solicitud de intervención en autos: Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo"

T. 195, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Agentes diplomáticos

Inmunidad de jurisdicción. Renuncia a la inmunidad. Manifestación expresa. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

La renuncia al principio de inmunidad de jurisdicción de los agentes diplomáticos, establecido en el artículo 31 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, aprobada por el decreto-Iey 7672, ratificado por ley 16.478, ha de ser expresa (artículo 32.2. de esa misma Convención). La Corte se ve impedida de seguir ejerciendo su jurisdicción en el sub-lite en lo que respecta a los nombrados agentes diplomáticos en tanto no medie, en los términos señalados, la necesaria conformidad del Estado acreditante.

P., Alex s/ Contrabando

P. 727, XXXI, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones de competencia

Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 84, L. XXXIII, "Tognarelli, Héctor Daniel s/ Amparo".

Cima, Alejandro Bernardino su presentación en relación a la causa "Tognarelli Héctor David c/ Estado Nacional s/ Amparo"

COMP. 741, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Estado Provincial. Tercero coadyuvante. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

La Corte carece de competencia para pronunciarse sobre la admisión del tercero en una causa que no corresponde a su jurisdicción originaria, sino que ha llegado a su conocimiento excepcional y estricto por la vía de los recursos de apelación extraordinaria deducidos.

En tales condiciones, resulta nítidamente aplicable la doctrina de la Corte de Fallos: 312:747, en el sentido de que el recurso previsto en el art. 14 de la ley 48 no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de las cuestiones que le son privativas. Por ende, la admisión o no de la provincia, en el carácter pretendido, compete al juez de grado; competencia que, por otra parte, ya ejerció con anterioridad, al rechazar idénticos pedidos. 

No obsta a esa solución el hecho de que el escrito de referencia fuera presentado en la Corte, pues al momento de llevarse a cabo dicho acto, ante sus estrados tramitaban las actuaciones, de tal forma que, desde el punto de vista procesal, sólo correspondía agregarlo y tenerlo presente para el momento en que, una vez resueltas las apelaciones extraordinarias, reasumiera su jurisdicción la Jueza de la causa, de quien es propio resolver las cuestiones de índole adjetiva. 

En cuanto a la pretensión procesal "derivada", que la peticionaria dedujera por "vía de inhibitoria", la misma resulta prematura y, en las presentes circunstancias, debe ser rechazada. Ello así, en cuanto se funda en el resultado eventual de la primera petición, es decir, en el supuesto de ser tenida por parte en el juicio de amparo incoado por el Defensor del Pueblo contra el decreto N° 92/97. 

De no darse esa hipótesis futura e incierta, el sub lite no corresponderá a la jurisdicción originaria del Tribunal. Lo tiene dicho la Corte: "La invocación de un supuesto de gravedad institucional no justifica el apartamiento del criterio según el cual la competencia originaria de la Corte se encuentra taxativamente limitada a los supuestos del art. 101 (texto anterior a la Reforma) de la Constitución Nacional y no puede ser extendida ni limitada por las leyes que la reglamentan."

La cuestión planteada por el representante de la provincia, no constituye acción o recurso alguno que, con arreglo a los artículos 116 y 117 de la Constitución y a las leyes que los reglamentan, habiliten la competencia originaria o apelada de la Corte Suprema, por lo que debe ser desestimada.

 

Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacionall s/ Amparo

D. 218, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha establecido que la acción de amparo, de manera general, es procedente en los litigios que caen dentro de la competencia originaria porque de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el actual artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.

En atención a lo expuesto, la presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes que han sido demandadas, pues es la única forma de conciliar lo establecido por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, o a una entidad nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia. 

Por otro lado, también procede su tramitación en esta instancia en mérito a que ha sido demanda una provincia en una causa de manifiesto contenido federal. 

 

Empresa Distribuidora Sur S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo

E. 46, XXXIII, 26 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Peritos. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

Remisión al fallo de la causa P. 298, XXXIII, “Panosetti, Domingo y otro s/ Acción de amparo".

Marcos, Cecilia Susana c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo

M. 466, XXXIII, 27 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa P. 298, XXXIII, “Panosetti, Domingo y otro s/ Acción de amparo".

Munilla, Horacio Luis y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo

M. 523, XXXIII, 27 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Ley provincial. Acordadas. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria del Tribunal cuando es parte una provincia, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1 del decreto-ley 1285/58, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito cuando se pone en tela de juicio la validez de una ley provincial y la acordada del Superior Tribunal de Justicia del Estado local, por ser contrarios a cláusulas constitucionales de carácter nacional en las que se funda directa y exclusivamente la pretensión.

La inconstitucionalidad de leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.

Federación Argentina de Colegios de Abogados c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

F. 560, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa F. 560, L. XXXIII, "Federación Argentina de Colegios de Abogados (F.A.C.A.) c/ San Luis, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.

Colegio de Abogados de San Luis y de Villa Mercedes c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa

C. 878, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Empresas del Estado. Juicios en que es parte una provincia. Impuestos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha dicho que la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una declaración meramente especulativa y responda a un caso que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental.

La presente demanda declarativa corresponde a la competencia originaria de la Corte, en la medida en que en ella se hallen reunidos los recaudos exigidos para su procedencia por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 12 del decreto-ley 1285/58 que lo reglamenta.

De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se ha de atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, una Sociedad del Estado en liquidación demanda a una Provincia por una materia que tiene manifiesto contenido federal, en la medida en que su pretensión importa el cuestionamiento de un impuesto local como contrario a lo expresamente establecido por una ley federal y al artículo 75, inciso 30 de la Constitución Nacional que le otorga el poder de regular la materia al Congreso Nacional. 

La causa sub examine se halla entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 22, inciso 12 de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal, que la Constitución Nacional confiere al gobierno nacional. 

También procede la competencia originaria en atención a que, a la Sociedad del Estado, le asiste el derecho al fuero federal y al Estado provincial la competencia de la Corte, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, razón por la cual, a fin de conciliar ambas prerrogativas, la acción debe ser ventilada ante los estrados del Máximo Tribunal en forma originaria.

Agua y Energía Eléctrica Sociedad del Estado c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa

A. 255, XXXIII, 19 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Energía eléctrica. Impuestos provinciales. Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La presente acción declarativa corresponde a la competencia originaria de la Corte en tanto se encuentran reunidos los recaudos exigidos para su procedencia por el artículo 117 de la Constitución inciso 1 del decreto-ley 1285/58 que lo reglamenta.

Sobre este tipo de acciones cabe recordar que, en tanto no tengan carácter consultivo, ni importen una declaración meramente especulativa y respondan a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituyen "causa” en los términos de la Ley Fundamental.

Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito pues ella es la predominante en la causa donde la pretensión de la actora importa el cuestionamiento de la aplicación por parte de una provincia de un impuesto local -a los ingresos brutos- lo cual resultaría contrario a lo expresamente establecido en el plexo de normas federales que rigen el sistema eléctrico nacional, especialmente el artículo 12, de la ley federal 15.336.

La presente demanda se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2, inciso 1, de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal que la Constitución confiere al Gobierno Nacional.

Al ser demandada una provincia en una causa de contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el caso se revela como de aquéllos reservados a la competencia originaria del Tribunal "ratione materiae". 

 

Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa

C. 594, XXXIII, 18 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Juicios en que es parte una provincia. Decretos nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa C. 354, L. XXV, "Cadopi, Carlos Humberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa" y A. 102, L. XXV, "Antonini Modet, Martiniano E. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".

Gutiérrez, Delia M. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa

G. 326, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que resultan demandados una Provincia y el Estado Nacional, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional- al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Fonzalida Heredia de Molina, Irma Amalia c/ La Rioja, Provincia de y otro s/ Acción declarativa

F. 325, XXXIII, 15 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Juicios en que es parte una provincia. Ley provincial. Decretos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Para habilitar la instancia prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional -cuando en la causa es parte una provincia- es preciso que en la demanda no se planteen, además de las cuestiones federales, otras que resulten ajenas a su competencia, ya que la eventual necesidad de hacer mérito de ellas obsta a su radicación ante la Corte por la vía intentada. 

Al respecto, vale recordar la doctrina que el Tribunal desarrolló en Fallos: 176:315; 289:144; 292:625 y sus citas: "para los pleitos en que se cuestionan leyes y decretos provinciales que se califican de ilegítimos, respecto de los cuales caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe recurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por el recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48. En esas condiciones se guardan los legítimos fueros de las entidades que integran el gobierno federal, dentro de su normal jerarquía, pues carece de objeto llevar a la justicia nacional una ley o un decreto que, en sus efectos, pudieron ser rectificados por la magistratura local”.

El sub lite encuadra en el último de los supuestos contemplados en dichos precedentes, ya que las leyes 10.606 y 11.328 de la Provincia de Buenos Aires han sido atacadas por ser contrarias tanto a la Constitución Nacional como al "Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento", ley-convenio que según tiene dicho el Tribunal hace parte, aunque con diversa jerarquía, del derecho local.

La cuestión planteada hace necesario que sean los tribunales locales los que determinen, en primer lugar, si las leyes impugnadas contrarían el Pacto mencionado y si la provincia estaba obligada a derogar el requisito exigido a las sociedades en comandita simples para poder ser propietarias de farmacias "en aplicación de su propio derecho interno", como pretende la actora.

Ello es así, en atención a que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público. Ello, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.

La competencia originaria, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva, no siendo susceptible de ser ampliada, ni modificada mediante normas legales.

Estévez de Florio, Graciela Susana c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa

E. 105, XXXIII, 18 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Régimen de consolidación de deudas. Juicios en que es parte una provincia. Legitimación procesal. Inconstitucionalidad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

Asiste razón a la accionada en cuanto sostiene que se persigue en el caso un pronunciamiento de carácter abstracto. 

El sistema instituido por el art. 322 del CPCC exige tres requisitos para la procedencia de las acciones meramente declarativas: que concurra “estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica”, entendiéndose por tal a aquella que es concreta en el sentido de que al momento de dictarse el fallo, se hayan producido la totalidad de los presupuestos de hecho en que se apoya la declaración acerca de la existencia o inexistencia del derecho discutido, condición bajo la cual sólo podrá afirmarse realmente que el fallo pone fin a una controversia actual, diferenciándose de una consulta en la cual se responde acerca de la eventual solución que podría acordarse a un supuesto de hecho hipotético; que haya interés jurídico suficiente en el accionante, en el sentido de que la falta de certeza pudiera producir un perjuicio o lesión actual al actor, entendiéndose que la actualidad del interés jurídico no depende, a su vez, de la actualidad -o eventualidad- de la relación jurídica, y que se verifique un interés específico en el uso de la vía declarativa, lo que solamente ocurrirá cuando el actor no dispusiere de otro medio legal para ponerle término inmediatamente. 

Con relación al segundo de esos requisitos, cabe señalar que la actora no acreditó que en el sub examine haya mediado, por parte de las municipalidades beneficiarias del régimen de consolidación de deudas dispuesto por las leyes 11.752 y 11.756, acto concreto alguno tendiente a la aplicación de aquél, que justifique actualmente su tacha de inconstitucionalidad, pese a lo afirmado en torno a que habría promovido, con anterioridad a la demanda de autos, una ejecución judicial contra una Municipalidad, cuya sentencia de condena no habría podido ejecutar a raíz del dictado de las leyes cuestionadas.

Así, toda vez que la interesada no alegó tal circunstancia en el escrito de inicio de estas actuaciones, como hubiere sido menester en atención al tiempo en que dice que se produjo y, por ende, tampoco acreditó su verosimilitud en la etapa probatoria oportuna.

En estas condiciones, sólo resta aplicar el criterio establecido por la Corte respecto a que la declaración de certeza, si, como en la especie, importa una indagación puramente especulativa y no responde a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se, atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, no constituye causa en los términos de la Ley Fundamental, extremo que determina la falta de legitimación activa de EDESUR S.A en estas actuaciones. 

La Corte debe rechazar la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por la provincia en cuestión y declarar que, al no existir en la especie una causa de carácter contencioso (art. 20 de la ley 27), resulta ajena a su jurisdicción el asunto propuesto por la actora, en su demanda.

 

Edesur S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

E. 94, XXXII, 15 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Subasta de inmuebles. Adquisición del dominio. Inconstitucionalidad. Códigos provinciales. Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

La presente demanda resulta ajena a esta instancia originaria, toda vez que la materia del pleito carece del contenido exclusivamente federal que se intenta adjudicarle.

La pretensión sustancial del actor, excede el ámbito de la acción declarativa de certeza establecida en el artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial, en tanto reclama de la Corte un pronunciamiento de condena que consiste en ejecutar la sentencia de un tribunal provincial que intervino en la venta en subasta pública del inmueble en cuestión y dictó sentencia condenándolo a pagar un reajuste del precio. 

Resulta inadmisible la articulación de invalidez de las normas procesales locales fuera del ámbito propio de dicha jurisdicción local, en tanto en nuestra organización constitucional todos los tribunales de justicia tienen la atribución y el deber de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la Constitución para verificar si guardan o no conformidad con ésta y abstenerse de aplicarlas en caso de oposición; obligación ésta que no sólo compete a los jueces nacionales sino también a los provinciales. 

Asimismo, también es del caso destacar que el actor concurrió voluntariamente a la subasta pública y en tales condiciones resulta aplicable lo dicho desde antiguo por el Tribunal, en el sentido de que el voluntario sometimiento a un régimen jurídico obsta a su ulterior impugnación con base constitucional.

En lo que se refiere a la acumulación de la acción de amparo solicitada por el actor en base a lo dispuesto por el artículo 87 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cabe recordar que el artículo 18, 2 parte de la ley 16.986 limita su aplicación por los jueces federales a los actos en que el acto impugnado provenga de una autoridad nacional.

Egues, Alberto José c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Inconstitucionalidad

E. 147, XXXIII, 18 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Telecomunicaciones. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión a los dictámenes de las causas L. 62, L. XXXIII,"La Rioja, Provincia de c/Estado Nacional y/o Defensor del Pueblo s/ Acción declarativa"; y S. 76, L. XXXIII, “Salta, Provincia de c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Acción declarativa".

Tierra del Fuego, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa

T. 47, XXXIII, 27 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Sin perjuicio de que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la constitución Nacional y 24 inciso 1° del decreto-ley 1285/58, la Corte no resulta competente para conocer, en forma originaria, del hecho ilícito denunciado pues de las constancias de autos no surge que éste haya afectado las actividades propias de la oficina comercial de esa Embajada y, más aún, según consta en autos, el propio director de esa oficina comercial quiso dejar sin efecto la denuncia efectuada.

Gobierno de Corea y Bo Yang Kook s/ Hurto

B. 1923, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Inmunidad de jurisdicción. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Atento a que la Embajada ante nuestro país no ha prestado la conformidad correspondiente para que el sujeto pueda ser sometido a la jurisdicción de la Corte, ésta se ve impedida de ejercer su jurisdicción respecto del de él.

I. P., Francisco Javier s/ Lesiones - Artículo 92 del Código Penal y amenazas de muerte

I. 34, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Causas civiles. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y una reiterada doctrina de la Corte, se desprende que la Provincia atribuye responsabilidad a los demandados por los daños que le produjo el accidente de tránsito, con fundamento en normas de derecho común, por lo que cabe asignar carácter de causa civil a la materia del pleito. 

En tales condiciones y, toda vez que la competencia originaria de la Corte en las causas civiles en que es parte una provincia, surge a condición esencial de que la parte contraria tenga distinta vecindad, de resultar dicho requisito acreditado respecto de los aquí demandados, la causa deberá ventilarse en esta instancia, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58.

Buenos Aires, Provincia de c/ Sanhueza, Jovino y otros s/ Daños y perjuicios

B. 356, XXXIII, 13 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Certificado de deuda. Aportes previsionales. Juicios contra el Estado. Juicios en que parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 811, XXXIII, 03 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 812, XXXIII, 03 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Cobro de sumas de dinero. Aportes previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L.XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia del s/ Ejecución fiscal

C. 581, XXXIII, 22 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Certificado de deuda. Cuota sindical. Agente de retención. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa A. 174, L. XXXIII, "Asociación de Trabajadores del Estado -A.T.E.- c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro de pesos".

Asociación de Trabajadores del Estado c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución

A. 560, XXXIII, 30 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Entes autárquicos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

La Caja de Servicios Sociales de la Provincia, de conformidad con el artículo 1º de la ley local 1092 que la creó, es autárquica, es decir, cuenta con individualidad jurídica propia y con capacidad para actuar pública y privadamente, de acuerdo con las funciones establecidas en ella, lo cual permite diferenciarla del Estado local. 

En consecuencia, al no revestir la Provincia el carácter de parte sustancial en la litis y, dado que la competencia originaria del Tribunal por ser de raigambre constitucional se encuentra taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan, corresponde declarar que este proceso es ajeno a esta instancia.

 

Malbrán, Alejandro y otro c/ Santa Cruz, Provincia de (Caja de Servicios Sociales) s/ Cobro de pesos

M. 396, XXXII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Excepciones procesales. Falta de legitimación para obrar. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina sentada en Fallos: 306:368 y sus citas; 310:156 y 2340; 313:826 y 315:2300, en el sentido de que, por regla general, la competencia se determina por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda y no por las defensas opuestas por el demandado, conforme al precepto del artículo 5, primer párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

En consecuencia, habiendo sido demandados por un lado, la Provincia y, por el otro, el Estado Nacional, este proceso debe continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.

 

Sociedad Electro Comercial S.R.L. c/ Corrientes, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos

S. 497, XXXII, 18 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Juicios en que es parte una provincia. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Según el artículo 117 de la Constitución Nacional corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, originaria y exclusivamente, el conocimiento y decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. 

Dicho privilegio no se extiende a todo el personal de las embajadas o legaciones extranjeras, sino tan sólo a los agentes que se encuentran acreditados en nuestro país, en algún cargo que les confiera status diplomático en los términos del artículo 1, inciso e, de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961. 

 

Batho, Henry Jack c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos

B. 123, XXXIII, 26 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1° de la ley 48 y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los casos en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. 

Se ha atribuido tal carácter a los casos que requieren para su solución la aplicación, de modo sustancial, de normas de derecho común, quedando excluidos los supuestos en los que se precisa el examen o revisión, en sentido estricto, de actos administrativos o legislativos de carácter local, es decir, la aplicación de normas de derecho público provincial.

En el caso, un examen de los términos de la demanda permite concluir que cabe asignar carácter de causa civil a la pretensión, toda vez que, en primer lugar, la Provincia actora intenta obtener la cancelación de una deuda que imputa al Instituto Municipal de Obra Social, fundándose para ello en normas de derecho común y, en segundo término, en esta etapa procesal no se advierte que; de las constancias del expediente, surjan elementos que permitan inferir que las facturas se hayan originado en un contrato de carácter administrativo.

 

Buenos Aires, Provincia de c/ Instituto Municipal de Obras Sociales s/ Cobro de pesos

B. 409, XXXIII, 09 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Dado que el juicio fue promovido por el Estado Nacional, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este caso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal sobre la base de lo dispuesto el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria de la Corte.

Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Santa Fe, Provincia de (Ministerio de Educación)

F. 331, XXXIII, 15 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas Comp. 60 L. XXIV “Cintelba S.A. c/ Provincia de Formosa -Ministerio de Cultura, Educación y Comunicación Social- s/ Proceso de ejecución”; Comp. 234, L. XXIV y T. 125, L. XXIV, “Telecinema S.A. c/ Provincia de Formosa s/ Proceso de Ejecución” y D. 49, L. XXIV, “Diprom S.A.C.I.F. c/ Provincia de Formosa s/ Ordinario”. 

De considerar la Corte acreditada la distinta vecindad de la actora, el Tribunal resulta competente para conocer en forma originaria de estas actuaciones.

Telefilms S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecutivo

T. 226, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Entes autárquicos nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el proceso, la única forma de conciliar las prerrogativas constitucionales asignadas a la Provincia como actora y a la entidad nacional como demandada, por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia originaria.

Santa Fe, Provincia de c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Cobro de pesos

S. 272, XXXIII, 10 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Responsabilidad de la provincia. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1 de la ley 48 y 24, inciso 1 del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

La materia del pleito es de carácter civil toda vez que, la sociedad actora atribuye responsabilidad a la Provincia demandada por la deuda que reclama, con fundamento en normas de derecho común.

Investigaciones Médicas S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Cobro de pesos

I. 116, XXXIII, 02 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Competencia original. Estados extranjeros. Aplicación de tratados internacionales. Facultades delegadas. Relaciones diplomáticas. Inmunidad de jurisdicción. Renuncia a la inmunidad. 

Es doctrina reiterada de la Corte que las causas deducidas contra Estados extranjeros resultan ajenas a su competencia originaria, desde que éstos no revisten calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º del decreto-ley 1285/58 que los reglamenta.

Se ha sostenido que no pueden encontrarse en mejor situación, ni gozar de mayores privilegios, los organismos internacionales creados por voluntad de esos Estados.

Corresponde aplicar el artículo 27 de la Convención de Viena en cuanto establece que una parte no puede invocar las disposiciones de su derecho interno para justificar el incumplimiento de un tratado internacional. Y, si bien es cierto que la Provincia y el Estado Nacional son dos personas jurídicas distintas, también lo es que aquélla ha delegado en este último el ejercicio de las relaciones exteriores por lo que no puede, con sus actos enervar dicha delegación, ni adoptar posiciones que se contrapongan con el accionar de la acción.

No se presenta en autos la hipótesis que dio lugar al precedente de Fallos: 305:2150 puesto que, actualmente, la organización intergubernamental cuenta con procedimientos apropiados para dirimir los conflictos en los que es parte, ante el Tribunal Arbitral Internacional.

Toda vez que la inmunidad jurisdiccional es renunciable, conforme a los términos del artículo 4º de este último convenio internacional, correspondería que, previo a todo pronunciamiento sobre la competencia, la Corte ordene librar oficio a la demandada a fin de que ésta manifieste si acepta la jurisdicción nacional.

Entre Ríos, Provincia de c/ Comisión Técnica Mixta Salto Grande s/ Ejecución fiscal

E. 59, XXXIII, 06 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Extranjeros. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia por la materia. Prórroga de la competencia. Solución de controversias. Arbitraje internacional. Juicio de amigables componedores. Opción de competencia. Incompetencia. 

De acuerdo con el artículo 116 de la Constitución Nacional, los pleitos en los que interviene un ciudadano extranjero suscitan la competencia federal y, si es parte en ellos además una provincia, en causas civiles, los juicios corresponden a la competencia originaria de la Corte, según el artículo 117 del referido texto constitucional y el artículo 24, inciso 19 del decreto-ley 1285/58.

En estos casos, en los cuales la intervención de la Corte procede ratione personae, se ha decidido desde antiguo que la prórroga de su competencia originaria y exclusiva es admisible en favor de la jurisdicción provincial o arbitral, si por ella optaron las partes expresa o tácitamente.

La defensa de incompetencia opuesta por la Provincia al progreso de la acción en esta instancia debe prosperar, en la medida en que las partes signatarias del contrato objeto del sub-lite han acordado, mediante una cláusula compromisoria obligatoria "pactum de foro prorrogando", someter sus diferendos a un arbitraje internacional de amigables componedores.

Publex S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro de pesos

P. 585, XXXI, 26 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Interpretación restrictiva. Incompetencia. 

La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.

Para que una provincia pueda ser tenida por parte y proceda en consecuencia su competencia originaria, debe serlo en sentido nominal y sustancial, esto es, figurar expresamente como tal en el pleito y tener en él un interés directo que surja en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de las expresiones formales usadas por las partes, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. 

Sin embargo, se desprende que la causa sub-examine no corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte ratione materiae, por tratarse de un tema vinculado al derecho público local. 

No empece a la aplicación de la doctrina citada el hecho de que los amparistas invoquen el respeto de clausulas constitucionales, por cuanto la nuda violación de garantías de tal naturaleza, provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por si sola las causas que de ella surjan al fuero federal, pues éste solo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional. 

El respeto del sistema federal y de las autoridades provinciales exige que se reserve a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público; sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48.  

La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales.

Panosetti, Domingo y otro s/ Acción de amparo

P. 298, XXXIII, 27 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Acción dependiente de instancia privada. Incompetencia. Competencia federal. 

Del estado actual de la causa, no surge la voluntad de alguno de los participes en el hecho que motivo la intervención del señor Juez Federal, de instar la acción conforme lo exige el artículo 72 del Código Penal, ni mucho menos, en el caso del presunto aforado de constituirse, en su caso, en querellante.

V., Juan Daniel s/ Lesiones culposas causa N° 8.214/96

V. 908, XXXII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Juicios en que es parte una provincia. Carácter taxativo. Incompetencia. 

Es doctrina reiterada de la Corte que, para habilitar la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1º del decreto ley 1285/58, es necesario que una provincia sea parte en el pleito en sentido nominal y sustancial. En lo que hace a la necesidad de ser parte nominal, se requiere que la provincia figure expresamente como tal en el pleito, en tanto que lo referente a la exigencia de ser parte en sentido sustancial significa que debe tener en el litigio un interés directo que surja en forma manifiesta de la realidad jurídica, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. 

La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan.

Institutos de Servicios Sociales Bancarios c/ Instituto de Ayuda Financiera a la Acción Social (Santiago del Estero)

I. 62, XXXIII, 23 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Distinta vecindad. Causas civiles. Cuestión de derecho público local. Incompetencia. 

La competencia originaria de la Corte, en los casos en que una provincia es parte procede cuando a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. 

Se ha atribuido aquel carácter a los casos cuya decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas del derecho común, entendida como tal la legislación atribuida al Congreso Nacional por el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. Por el contrario, quedan excluidos de tal concepto, los supuestos cuya solución requiere la interpretación y consideración de disposiciones de derecho público provincial. 

Para la dilucidación del tema, no basta indagar la naturaleza de la pretensión a fin de determinar su carácter civil; es necesario, además, examinar su origen, así como también la relación de derecho existente entre las partes. 

En la causa sub-examine los principios mencionados precedentemente se verían menoscabados si se diese curso a la presente demanda en la instancia prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, toda vez que la relación jurídica que da origen a estos autos lleva a concluir que aquella no reviste carácter civil, dada la naturaleza administrativa del vínculo a raíz del cual se emitieron las facturas que se intentan cobrar. 

En consecuencia, resulta de aplicación en el caso el criterio seguido por el Tribunal en el precedente de Fallos 314:620, ocasión en la que se señaló que la naturaleza del vínculo y la eventual necesidad de tener que hacer mérito de leyes locales y de todas sus reglamentaciones, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la soberanía provincial ha querido darles, excluye la competencia originaria de esta Corte. 

El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también pudieran comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48.

Banca Nazionale del Lavoro S.A. c/ Santa Fe, Provincia de (Ministerio de Hacienda y Finanzas) s/ Cobro de pesos

B. 383, XXXIII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Incompetencia. 

Para que proceda la competencia originaria de la Corte en las causas civiles en que una provincia es parte, es necesario que la contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, dicho requisito es esencial, toda vez que encuentra su fundamento en la necesidad de otorgar al litigante la garantía de un tribunal ajeno al orden local, libre de toda sospecha de parcialidad en favor de sus coprovincianos, eliminándose de esa manera posibles causas de antagonismos entre las provincias. 

En consecuencia, la circunstancia de que la actora declare, en su escrito de inicio, tener su domicilio dentro del territorio de la Provincia demandada, impide que el presente juicio tramite en la instancia originaria de la Corte, ya que se hallan enfrentados en autos una provincia y sus vecinos y, al respecto, también tiene dicho el Máximo Tribunal que a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero.

Colasurdo viuda de Grance, Dora Andrea c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

C. 466, XXXIII, 19 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Entes autárquicos provinciales. Carácter taxativo. Incompetencia. 

Es doctrina reiterada de la Corte que, para habilitar la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1º del decreto ley 1285/58, es necesario que una provincia sea parte en el pleito en sentido nominal y sustancial. En lo que hace a la necesidad de ser parte nominal, se requiere que la provincia figure expresamente como tal en el pleito, en tanto que lo referente a la exigencia de ser parte en sentido sustancial significa que debe tener en el litigio un interés directo que surja en forma manifiesta de la realidad jurídica, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.

La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan.

Institutos de Servicios Sociales Bancarios c/ Banco de la Provincia de Santiago del Estero s/ Ejecución fiscal

I. 63, XXXIII, 23 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Entes descentralizados. Interpretación restrictiva. Incompetencia. 

Según reiterada doctrina de la Corte, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito, sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. 

También ha dicho la Corte que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. 

Toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictiva e insusceptible de extenderse, corresponde declarar que la presente demanda es ajena a esta instancia.

Fisco Nacional (Administración de Aduanas) c/ Buenos Aires, Provincia de (MInisterio de Obras y Servicios Públicos) - Dirección Provincial de Actividades Portuarias-

F. 203, XXXIII, 13 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Tribunal de alzada. Incompetencia. 

Dado que el artículo 19, segundo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece que cuestiones como la aquí planteada deben ser resueltas por la alzada de los jueces que se han excusado, no se configura, en la especie, un supuesto de denegación de justicia y, por lo tanto, que no corresponde que la Corte tome intervención en las actuaciones.

Blanco, Beatríz y otros c/ Estado Nacional Corte Suprema de Justicia de la Nación s/ Empleo público

COMP. 271, XXXIII, 23 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incompetencia. 

Al no haberse expedido la Cámara Federal de la Seguridad Social sobre la competencia de ese fuero, no existe conflicto jurisdiccional, la Corte no debe emitir pronunciamiento alguno sobre el tema.

Sierra, Roberto Marcos c/ Caja Retiros Jubilaciones y Pensiones Policía Federal Argentina

COMP. 292, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Concurren en autos los requisitos exigidos por la jurisprudencia del Tribunal para que corresponda su competencia originaria. Se trata, en efecto, de una causa civil en que es parte una provincia y media distinta vecindad de la parte actora.

No altera el criterio, el hecho que existan codemandados no aforados, pues, conforme a jurisprudencia de la Corte, ésta ejerce su competencia originaria cuando es parte una provincia, independientemente de la condición de aforados o no de los otros litisconsortes.

 

Camargo, Martina y otros c/ San Luis, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios

C. 1948, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Policía. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte suprema. Competencia originaria. 

La Corte tiene dicho que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que, en casos de causas civiles en que es parte una provincia y media distinta vecindad de la actora, corresponde la intervención, por competencia originaria de la Corte. 

 

Morán, Norberto Esteban y Morán, Mario César c/ Policía de la Provincia de San Luis s/ Daños y perjuicios

M. 1836, XXXII, 12 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Según el artículo 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el conocimiento y decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros.

Ello responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los Estados, dada la importancia y delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar, para sus representantes diplomáticos, las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones.

Dicho privilegio no se extiende a todo el personal de las embajadas o legaciones extranjeras, sino tan sólo a los agentes que se encuentran acreditados en nuestro país, en algún cargo que les confiera status diplomático en los términos de artículo 1º inciso e) de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, como sería el caso del Tercer secretario de una Embajada.

No obsta a lo expuesto, la circunstancia de que haya sido codemandado en el sub-lite un Estado extranjero que no reviste la calidad de aforado a esta instancia, a quien correspondería, en todo caso, la competencia federal según el artículo 2º, inciso e) de la ley 24.488. Ello así, toda vez que los institutos reglados por los articulo 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.

Plastino, Jorge Rubén c/ Embajada de la Federación de Rusia y otro s/ Daños y perjuicios

P. 258, XXXIII, 10 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Causas civiles. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se ha de atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 42 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y una reiterada doctrina de la Corte, se desprende que la Provincia atribuye responsabilidad a los demandados por los daños que le produjo la mencionada colisión, con fundamento en normas de derecho común, por lo que cabe asignar carácter de causa civil a la materia del pleito.

Toda vez que la competencia originaria del Tribunal en las causas civiles en que se demanda a una provincia surge a condición esencial de que la parte contraria tenga distinta vecindad, de resultar dicho requisito acreditado respecto de los aquí demandados, la causa deberá ventilarse en esta instancia, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58.

Buenos Aires, Provincia de c/ Tollio, César y otros s/ Daños y perjuicios

B. 307, XXXIII, 13 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Es doctrina reiterada del Tribunal que los Estado extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º del decreto-ley 1285/58 que los reglamenta.

La competencia de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de "status" diplomático, según la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos de 1963 hipótesis que no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan, a otros casos no previstos.

Cohen, Mario c/ Embajada de la República de Corea s/ Cobro de pesos

C. 753, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Enjuiciamiento de magistrados. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cabe reiterar los términos del anterior dictamen en el sentido de que la Provincia de Buenos Aires es parte en el sub lite puesto que ha sido demandada no sólo en forma nominal sino también sustancialmente, en la medida en que, contrariamente a lo que sostiene el excepcionante, tanto la policía coma el poder judicial de la provincia carecen de personalidad jurídica propia para estar en juicio, por ser órganos que integran su Administración Central y se identifican con ella.

Resulta oportuno recordar que es doctrina reiterada de la Corte que cuando una provincia es parte en un pleito, la competencia originaria y exclusiva de la Corte procede si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

 

Minond, Luis c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

M. 1203, XXXI, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que la competencia originaria del Tribunal en las causas civiles en que se demanda una provincia, surge a condición esencial de que la parte contraria tenga distinta vecindad, de resultar dicho requisito acreditado respecto del aquí demandado, la causa deberá ventilarse en esta instancia, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58.

Buenos Aires, Provincia de c/ Sapin, Pedro María s/ Daños y perjuicios

B. 496, XXXIII, 12 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Remisión a los dictámenes de las causas A. 575, XXVI, "Alzaga de Lanusse, María Josefina y otros c/BuenosAires, Provincia de s/ Daños y perjuicios" y P.223. XXVII, "Pronar S.A.M. I.y C. c/Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios".

Campos y Colonias S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

C. 573, XXXIII, 15 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

No basta que una provincia sea parte en un pleito para hacer surtir la competencia originaria del Tribunal; para ello se requiere además que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial.

Sin perjuicio de la opinión contraria vertida por este Ministerio Público en causas análogas a la presente, en las que se sostuvo la naturaleza iuspublicista del instituto regido, por ende, por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.

Parasco, Jorge c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

P. 294, XXXII, 20 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa B. 1393, L. XXXII, "Bonansea, Cristina Margarita c/ Líneas Aéreas de Entre Ríos (L.A.E.R.) y/o Provincia de Entre Ríos s/ Daños y perjuicios".

Ferrari de Grand, Teresa Hortensia Mercedes y otro c/ Estado de la Provincia de Entre Ríos y otros s/ Daños y perjuicios varios

COMP. 207, XXXIII, 03 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Distinta vecindad. Cuestión de derecho común. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 19 del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos: 310:1074, cons. 3º; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810. 

Sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas a la presente respecto a la naturaleza del pleito, la doctrina de la Corte le asigna carácter de causa civil a la referida materia litigiosa.

Borda, Guillermo Antonio c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

B. 312, XXXIII, 02 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Devolución del expediente. Superior Tribunal de Justicia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Suppo, Gabriel Carlos y otros s/ Acción de amparo

COMP. 343, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Vener De Sosa, Elda B. y otros s/ Acción de amparo

COMP. 339, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Diligencias preliminares. Prueba anticipada. Software. Licencia de uso. Cuestión de derecho común. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Según el artículo 6, inciso 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que determina las reglas especiales de la competencia, en las medidas preliminares será juez competente el que intervenga en el proceso principal. 

Para determinar quién conocerá en dicho proceso principal, cabe efectuar un examen de los términos de las medidas de prueba anticipada solicitadas.

Si se atribuye responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires, con fundamento en normas de derecho común, por la copia y uso por parte de diversos organismos de ese Estado local, de diferentes programas de computación, sin contar con la licencia requerida a tal fin, corresponde asignar carácter civil a la materia del pleito. 

De tener por acreditada la Corte la distinta nacionalidad de la sociedad actora -que es quien invoca el fuero federal-, la demanda corresponde a la competencia originaria del Tribunal.

Microsoft Corporation (Microsoft Way, Redmond, Estado de Washington, United States of America) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida preliminar

COMP. 665, XXXIII, 04 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Ejecución fiscal. Certificado de deuda. Aportes previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 784, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Cuota sindical. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa A. 174, L. XXXIII, “Asociación de Trabajadores del Estado -A.T.E.- c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro”.

Asociación de Trabajadores del Estado c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución Fiscal

A. 598, XXXIII, 02 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Juicios en que es parte una provincia. AFIP DGI. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en esta ejecución fiscal, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto del Estado provincial demandado, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la actora al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Fisco Nacional (DGI) c/ Caja de Asistencia Social de la Provincia de Santa Fe s/ Ejecución fiscal

COMP. 190, XXXIII, 19 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Entes autárquicos nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Al resultar codemandada una Provincia, quien tiene derecho a invocar la competencia originaria de la Corte establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional por ser una entidad autárquica nacional según la ley 22.091, con derecho al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas es sustanciando el juicio en la instancia originaria de la Corte.

Administración Nacional de Aduanas c/ Cooperativa de Viviendas Trabajadores Gastronómicos de San Carlos de Bariloche Limitada y Banco Provincia de Río Negro

COMP. 195, XXXIII, 19 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Persona jurídica pública no estatal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia del s/ Ejecución fiscal

C. 580, XXXIII, 22 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Servicio público. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Una de las hipótesis en que procede la competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional es en el caso en que la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Tal es el caso que se presenta en el sub-lite. En efecto, de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se ha de acudir de modo principal para determinar la competencia- según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y se desprende que la empresa de servicio público pretende ejecutar a la provincia en cuestión por su incumplimiento en el pago de los servicios que presta dicha concesionaria, a raíz de lo cual se ha labrado un certificado de deuda que constituye título ejecutivo suficiente para la ejecución fiscal iniciada, según el decreto nacional 999/92 y la ley 20.324 que son normas de carácter federal.

Aguas Argentinas S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Ejecución

COMP. 483, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Estafa. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Sin perjuicio del estado diplomático de la denunciante, en el carácter invocado de Agregada Adjunta de la Delegación de la Comisión Europea, el cual no se haya confirmado en autos por la autoridad correspondiente, toda vez que ella no ha solicitado formalmente ser tenida como parte querellante ni se advierte que, en el caso, se encuentre afectado el desempeño propio de su misión pues, hasta tanto no se acredite en autos alguno de esos extremos, corresponde declarar que la presente causa es ajena a la competencia originaria de la Corte.

S. J. F., María Yolanda s/ Su denuncia s/ Defraudación por retención indebida

S. 94, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

De acuerdo a lo ya resuelto por la Corte en esta causa, corresponde al magistrado declinante continuar su investigación.

Agencia E.. T. c/ B., Juan Pablo s/ Defraudación por retención indebida

S. 94, XXXIII, 30 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Falsificación de instrumento público. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

La Corte tiene establecido que la competencia originaria para el análisis de las causas concernientes a los miembros de las representaciones extranjeras deviene en aquellos casos en que los diplomáticos han tomado intervención en forma personal, ya sea con ocasión de la función o por razones ajenas a ella, para lo cual es necesaria una investigación tendiente a saber el grado de vinculación entre el funcionario y el hecho denunciado, requisito éste que, no se encuentra satisfecho en autos.

Z., Carlos Maria s/ Denuncia

Z. 34, XXXIII, 08 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Hábeas data. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La presente acción de amparo de hábeas data corresponde a la competencia originaria de la Corte, en virtud de las personas que han sido demandadas en la causa, sin abrir juicio con ello respecto de la procedencia formal de la acción intentada. 

En consecuencia, la única forma de conciliar las prerrogativas de ambas demandadas, toda vez que a la Nación le asiste el derecho al fuero federal y a la Provincia la competencia original de la Corte, sobre la base de lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, sin que sea menester considerar la materia del pleito o la distinta vecindad de la actora.

Santucho, Ana Cristina c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo Ley 16.986

COMP. 772, XXXII, 13 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Habilitación de feria. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Si bien de las propias manifestaciones del actor, surge que éste habría cesado en sus funciones diplomáticas en el país y que tendría asignado otro destino, en cuyo caso, de conformidad con la doctrina de la Corte, en cuanto tiene establecido que es ajena a la jurisdicción originaria de la Corte la causa en la que el actor ha cesado en el ejercicio del cargo diplomático que desempeñaba ante nuestro país, correspondería desestimar vuestra intervención en el proceso, no obstante, con arreglo al informe de autos, el referido diplomático mantendría su estado funcional hasta el momento de hacer abandono del país. Por ende, si el Máximo Tribunal considerara suficiente la afirmación de dicho informe, estaría en condiciones de aceptar su competencia para resolver lo requerido.

Iborra Pastor, Francisco Javier Juan s/ Su solicitud

I. 1, XXXIII, 16 de enero de 1997

Ver dictamen

 

Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Agentes diplomáticos. Competencia de la Suprema Corte. Competencia originaria. 

De conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y lo dispuesto en el artículo 1°, inc. "e", de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, la Corte es competente para entender en forma originaria en casos como el presente.

I. P., J. J. s/ Infracción Ley 13.944

I. 18, XXXIII, 17 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Toda vez que, la Provincia demanda al Estado Nacional, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado, por el artículo 117 de la Ley Fundamental respectode la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacionalal fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Inconstitucionalidad

S. 294, XXXIII, 01 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Toda vez que, la provincia en cuestión demanda al Estado Nacional, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la ley fundamental respecto de la provincia con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116, es sustanciando la acción en esta instancia.

Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Inconstitucionalidad

M. 457, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Decreto de necesidad y urgencia. Regímenes de promoción. Promoción industrial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Inconstitucionalidad

L. 352, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Incumplimiento del contrato. Juicios en que es parte una provincia. Cuestiones civiles. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Cuando una provincia es parte en un litigio, la competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Un examen de los términos de la demanda permite concluir, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a dictaminar, que cabría atribuir la naturaleza civil a la materia del pleito, en tanto la sociedad actora imputa responsabilidad al Estado local por el incumplimiento del contrato, fundándose para ello en normas de derecho común.

 

Servicios Empresarios Wallables S.R.L. c/ Provincia de Salta s/ Incumplimiento de contrato

COMP. 332, XXXIII, 13 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Indemnización. Daños y perjuicios. Accidente de aviación. Juicios en que es parte una provincia. Código aeronáutico. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

La Corte se ha pronunciado, en demandas que han tenido origen en el mismo siniestro aéreo en que se funda la pretensión resarcitoria deducida en sub lite, reconociendo el carácter federal de la materia regulada por normas del Código Aeronáutico y por competencia originaria del Tribunal para conocer de las acciones deducidas contra la provincia en cuestión. 

No obsta a la aplicación de la doctrina de tales precedentes la circunstancia de que, en el sub examine, no se trate de un pasajero, sino de un miembro del personal aeronáutico (por lo que sus causa-habientes fundan su demanda en el artículo 87 del Código Aeronáutico y su remisión a la legislación laboral), toda vez que la aplicación supletoria de normas del derecho común que autoriza el artículo 2° del citado Código para resolver las cuestiones no previstas en su normativa no priva a la materia, de su naturaleza aeronáutica y, en consecuencia federal (artículo 198 del Código Aeronáutico). 

Habida cuenta de ello, tratándose de un supuesto en que una provincia es parte en una causa de contenido federal, carece de relevancia el tema concerniente a la distinta vecindad de la actora.

L. d. G., M. d. l. Á. y otros c/ Provincia de Entre Ríos y otros s/ Lesión y/o muerte de pasajero transportado aéreo

COMP. 219, XXXIII, 26 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, se desprende que los actores reclaman una reparación por los daños y perjuicios derivados de la presunta “falta de servicio” en que ha incurrido la policía de la Provincia de Buenos Aires, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho estado local por el hecho ilícito de uno de sus órganos.

Hábida cuenta de lo expuesto, sin perjuicio de opinión contraria vertida por el Ministerio Público, en causas análogas a la presente en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del instituto, regido por ende, por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. 

En consecuencia, de tener el Tribunal por acreditada la distinta vecindad de los actores con la prueba testimonial rendida ante la Corte, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. 

 

M., E. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

M. 424, XXXIII, 08 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Interdicto de recobrar. Comuna. Juicio en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cabe recordar que las comunas con asiento en las provincias, ya sea que se las considere como entes autárquicos o autónomos no resultan identificables con el Estado provincial.

No obstante lo expuesto y, a pesar de que en el presente interdicto el Estado Nacional dirige su pretensión contra una Municipalidad, el juicio corresponde a la competencia originaria del Tribunal, toda vez que la provincia ha sido citada a juicio como tercero, en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

En consecuencia, en atención a la naturaleza de las personas que han de intervenir en este proceso la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Estado Nacional c/ Municipalidad de San Martín de los Andes (Provincia del Neuquén) s/ Interdicto de recobrar

E. 146, XXXIII, 22 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La cuestión planteada, en tanto se suscita entre una provincia y el Estado Nacional, corresponde a la competencia originaria del Tribunal, toda vez que la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso determina que la única forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

En cuanto al tipo de acción deducida, cabe recordar la reiterada doctrina de la Corte que dispone que la acción de amparo, de manera general, es procedente en los litigios que caen dentro de la competencia originaria del Máximo Tribunal -como es el de autos-, porque de otro modo quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el actual artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.

Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional (Secretaría de Comunicaciones de la Presidencia de la Nación) s/ Amparo

F. 114, XXXIII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Acción meramente declarativa. Telecomunicaciones. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Al ser demandado en autos el Estado Nacional por una Provincia, la causa sub examine corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso determina que la única forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Respecto a la acción declarativa de certeza, en tanto no tiene carácter simplemente consultivo, ni importa una indagación meramente especulativa sino que responde a un "caso" que busca precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye "causa" en los términos de la Ley Fundamental.

La Rioja, Provincia de c/ Estado Nacional y/o Defensor del pueblo s/ Acción declarativa

L. 62, XXXIII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Acción meramente declarativa. Telecomunicaciones. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Al ser demandado en autos el Estado Nacional por una Provincia, la causa sub examine corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso determina que la única forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Respecto a la acción declarativa de certeza, en tanto no tiene carácter simplemente consultivo, ni importa una indagación meramente especulativa sino que responde a un "caso" que busca precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye "causa" en los términos de la Ley Fundamental.

Salta, Provincia de c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Accion declarativa

S. 76, XXXIII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Empleo público. Facultades de la alzada. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Dado que el artículo 19, segundo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que cuestiones como la aquí planteada deben ser resueltas por la Alzada de los jueces que se han excusado para resolverla, resulta que no se configura, en este estado, un caso que implique denegación de justicia, razón por la cual no corresponde que la Corte tome intervención en las actuaciones.

López, Guillermo Alberto Fernando y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Empleo público

COMP. 1133, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Juicios en que es parte una provincia. Accidente de aviación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa B. 1393, L. XXXII, "Bonansea, Cristina Margarita c/ Líneas Aéreas de Entre Ríos (L.A.E.R.) y/o Provincia de Entre Ríos s/ Daños y perjuicios".

La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte, no resultando en el caso aplicable la doctrina sentada por ella en Fallos: 315:2157, toda vez que se trata de materia federal.

Por otra parte, la circunstancia de que se encuentren demandados el Estado Nacional, a quien le asiste el derecho al fuero federal, y una Provincia, con derecho a la competencia originaria del Tribunal (artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional), determina que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales sea sustanciando la acción en esta instancia.

G., Marcela Claudia y otros c/ Líneas aéreas E. R. sociedad del Estado y otros s/ Lesión y/o muerte de pasajero transporte aéreo

COMP. 1064, XXXII, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Dado que en la causa sub examine pueden darse por cumplidos los requisitos exigidos por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 19 del decreto ley 1285/58, ella corresponde a la competencia originaria de la Corte.

De los términos de la demanda se desprende que la actora pone en tela de juicio la validez de una norma provincial por ser contraria a leyes nacionales y a prescripciones constitucionales en las que funda directa y exclusivamente su pretensión, por lo que cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, por ser la predominante en la causa. A ello debe agregarse que la inconstitucionalidad de leyes y decretos provinciales constituye, según una antigua y reiterada doctrina de la Corte, una típica cuestión de esa especie. 

Por otra parte, la causa se halla entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2, inciso 1, de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal que la Constitución Nacional confiere.

Raffo Rosato, María Cristina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

R. 56, XXXIII, 26 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La presente acción declarativa corresponde a la competencia originaria del Tribunal en atención a la naturaleza de las partes que han de integrar la litis, toda vez que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto del Estado provincial demandado, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la actora -entidad autárquica nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Administración de parques nacionales c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa

A. 1373, XXXII, 04 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Acción reivindicatoria. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a la exposición de los hechos de la demanda. 

Si bien la naturaleza dominical del inmueble de autos determinaría en principio que el sub examine se rigiera por normas del derecho público local, circunstancia que desplazaría la competencia originaria de la Corte Suprema según su conocida jurisprudencia, cabe señalar que la Administración Pública no sólo puede ejercer la tutela directa de las dependencias del dominio público, sino que tiene a su disposición las acciones posesorias o petitorias del derecho común que deben deducirse ante los órganos judiciales, especialmente cuando el carácter público del bien no sea indubitable.

Cabe así interpretarlo, respecto de la acción reivindicatoria deducida en autos, toda vez que el artículo 4019, inciso 1, del Código Civil la declara imprescriptible respecto de la propiedad de una cosa que está fuera del comercio.

En consecuencia, dado que la actora ha optado por ejercitar la acción reivindicatoria, con fundamento en los artículos 2.757, 2.772, 2.782 y concordantes del Código Civil, cabe asignar carácter de causa civil a la materia del pleito, toda vez que, para su solución, deberán aplicarse e interpretarse sustancialmente normas de derecho común en las que la actora ha fundamentado su demanda.

Por todo ello, una vez que se acredite en forma fehaciente la distinta vecindad del demandado, requisito que es esencial, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y reiterada doctrina de la Corte, ésta resultará competente para entender en forma originaria del presente proceso.

Córdoba, Provincia de c/ Zontella, Juan Carlos s/ Reivindicación

C. 154, XXXIII, 04 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 1998, XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Formosa s/ Cobro de pesos".

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia del Chubut s/ Demanda por cobro de pesos

COMP. 158, XXXIII, 13 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa C. 1998, XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Formosa s/ Cobro de pesos".

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia del Chubut s/ Demanda por cobro de pesos

COMP. 189, XXXIII, 13 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Ejecución fiscal

C. 448, XXXIII, 12 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Según el artículo 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el artículo 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58, no basta que una provincia sea parte en un pleito para hacer surtir la competencia originaria de la Corte, sino que se requiere, además, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial. 

Sin perjuicio de la opinión contraria vertida por este Ministerio Público en causas análogas a la presente, en las que se sostuvo la naturaleza iuspublicista del instituto regido, por ende, por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.

Clama S.A. c/ Provincia de Buenos Aires -Policía Bonaerense- y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 301, XXXIII, 18 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Ejecución fiscal

C. 449, XXXIII, 12 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa G. 1998, XXIV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Formosa s/ Cobro de pesos”.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad docente c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Formosa s/ Ejecución

C. 402, XXXIII, 02 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Extraña jurisdicción. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Ejecución fiscal

C. 447, XXXIII, 12 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cobro de expensas comunes. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que en supuestos de causas civiles en que es parte una provincia y media distinta vecindad de la actora, corresponde la competencia originaria de la Corte.

Consorcio Maipú 3XX c/ Provincia de San Juan y otro s/ Ejecución de expensas

COMP. 18, XXXIII, 12 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1° de la ley 48 y 24, inciso 1° del decreto ley 1285/58, procede en los casos en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Se ha atribuido tal carácter a los casos que requieren para su solución la aplicación, de modo sustancial, de normas de derecho común, quedando excluidos los supuestos en los que se precisa el examen o revisión, en sentido estricto, de actos administrativos o legislativos de carácter local, es decir, la aplicación de normas de derecho público provincial. 

Corresponde atender de modo principal para determinar la competencia, atender a los términos de la demanda, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

En consecuencia, de considerar la Corte suficientes las constancias para tener por acreditada la distinta vecindad de la Fundación de la Hemofilia respecto de la Provincia del Chaco, la causa debe ventilarse en la instancia originaria de la Corte.

Fundación de la Hemofilia c/ Chaco, Provincia de s/ Cobro de pesos

F. 167, XXXIII, 26 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Según el artículo 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el artículo 24, inciso 1, del decreto ley 1.285/58, la competencia originaria de la Corte procede en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Se ha atribuido tal carácter a los casos en que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común entendiendo como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. 

Por lo que, de considerar la Corte suficientes las constancias de autos para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la provincia demandada, la Corte resulta competente para conocer en forma originaria del presente proceso.

 

Asociación de Trabajadores del Estado (ATE) c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro de pesos

A. 174, XXXIII, 26 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa P .123, L. XXIII, "Piraino, Miguel Antonio c/ Casa de la Provincia del Neuquén s/ Cobro de australes".

Al ser demandada una provincia en una causa civil, de considerar la Corte suficientes las constancias para tener por acreditada la distinta vecindad de la Fundación Argentina de Diagnóstico Médico respecto de la provincia, el presente juicio corresponde a la competencia originaria del Tribunal, según el artículo 117 de la Constitución Nacional y el 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58.

Fundación Argentina de Diagnóstico Médico c/ Chaco, Provincia del s/ Cobro de pesos

F. 458, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa P. 123, XXIII, "Píraino, Miguel Antonio c/ Casa de la Provincia del Neuquén s/ Cobro de australes”.

Se debe atender de modo principal para determinar la competencia de conformidad con el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y una reiterada y antigua doctrina del Corte, a la exposición de los hechos de la demanda. 

Por lo que, al ser demandada una provincia en una causa civil, de considerar la Corte suficientes las constancias para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia de Formosa, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, según el artículo 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1 del decreto ley 1285/58.

 

Fundación Argentina de Diagnóstico Médico c/ Formosa, Provincia de (Ministerio de Salud) s/ Cobro de pesos

F. 173, XXXIII, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Incompetencia. 

Cabe recordar que, según una reiterada doctrina del Alto Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.

Asimismo, también ha dicho que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.

Agrupación Tapsa - American Jet - c/ Río Negro, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos

A. 1325, XXXII, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En tanto litigan en el pleito una provincia y el Estado Nacional, es necesario que, a fin de satisfacer las prerrogativas jurisdiccionales asignadas a ambos por la Constitución Nacional en los artículos 116 y 117, la causa ventile ante este Tribunal en instancia originaria, con independencia del carácter que revista la materia del pleito.

Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) c/ Formosa, Provincia de s/ Sumario

E. 379, XXXII, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte tiene dicho que a fin de surtir la competencia originaria de la Corte en las hipótesis en que alguna provincia es parte, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito, ya sea como actora, demandada o tercero; y sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Este supuesto surge claramente en autos, de los términos de la demanda. 

En segundo lugar, también concurre en el sub lite, el requisito de distinta vecindad, sustentado por la Corte para que prospere su competencia originaria. 

Finalmente, atento a que la actora persigue el cobro de una suma de dinero con apoyo en normas de derecho común, se conforma en autos el supuesto de causa civil, tercer requisito consagrado por la jurisprudencia de la Corte, para que corresponda su competencia originaria. 

 

Provincia de Buenos Aires c/ González, Raúl Abel y otros s/ Daños y pejuicios

B. 1634, XXXII, 12 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cabe recordar que la Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1° de la ley 48 y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional.

La materia del pleito, en consecuencia, constituye, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, "causa civil" en los términos de la doctrina de la Corte.

Toda vez que la demanda ha sido deducida contra una provincia, de considerar la Corte acreditada la distinta vecindad de la actora con las constancias obrantes en autos, el Tribunal resulta competente para conocer en forma originaria de este proceso.

Agropecuaria del Sur S.A. c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Reclamo de indemnización por violación del derecho de propiedad

A. 146, XXXII, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

De los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos corresponde atender de modo principal para determinar la competencia- se desprende que el actor solicita una reparación por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio de un órgano que integra el Poder Judicial de una provincia, a la que le imputa responsabilidad por su prestación irregular.

En consecuencia, la materia del pleito constituye, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia, "causa "civil" en los términos de la doctrina del Máximo Tribunal y, de tener por acreditado el Tribunal la distinta vecindad del actor, la Corte resulta competente en forma originaria para entender en este proceso.

Asimismo, toda vez que el actor también demanda al Estado Nacional imputándole responsabilidad por la actuación de uno de sus magistrados, resulta que, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el proceso, la única forma de conciliar las mutuas prerrogativas establecidas en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Tortorelli, Mario Nicolás c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

T. 632, XXXII, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Corresponde a la competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, toda vez que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Coco, Fabián Alejandro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios

C. 742, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Indemnización. Robo de automotor. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa L. 908, L. XXXII, "La Holanda Sudamericana Compañía de Seguros c/ Buenos Aires, Provincia de y San Juan, Provincia de s/ Prueba anticipada".

Al estar la demanda dirigida, prima facie, contra dos provincias, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, de la presente demanda. No es óbice a lo expuesto, la circunstancia de que tanto la sociedad de hecho como sus integrantes invoquen ser vecinos de una de las provincias demandadas, toda vez que, de lo contrario, un Estado local se vería forzado a litigar ante los estrados del otro, lo cual no se compadece con la prerrogativa establecida a favor de todas las provincias por el artículo 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el artículo 24, inciso 1, del decreto-ley 1285/58.

Arturo, L. Motta y Compañía S.H. c/ Buenos Aires, Provincia de y San Juan, Provincia de s/ Sumario

A. 32, XXXIII, 10 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el articulo 1º de la ley 48 y 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Obra Social para la Actividad Docente c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal

O. 77, XXXIII, 13 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

La competencia originaria de la Corte, en los casos en que una provincia es parte procede cuando, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Se ha atribuido dicho carácter a los casos en que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendiendo como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional.

Gráfica Valero S.A. c/ Provincia de Misiones s/ Proceso de ejecución

COMP. 273, XXXIII, 18 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestión de derecho común. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Es doctrina antigua y reiterada del Tribunal que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1º de la ley 48 y 24, inciso 1º del decreto-ley 1285/58, procede en los casos en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. 

Se ha atribuido tal carácter a los casos que requieren para su solución la aplicación, de modo sustancial, de normas de derecho común, quedando excluidos los supuestos en los que es menester el examen o revisión, en sentido estricto, de actos administrativos o legislativos de carácter local, es decir, la aplicación de normas de derecho público provincial.

Más Consultores Empresas S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de (Ministerio de Economía) s/ Cobro de pesos

M. 265, XXXIII, 13 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Distribución de gas. Impuesto de sellos. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, asignada por el artículo 117 de la Constitución Nacional, es en el caso en que la acción entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Esa es la hipótesis que se presenta en autos, toda vez que, de los términos de la demanda, se desprende que la sociedad actora cuestiona principalmente la pretensión que tiene la Provincia de aplicarle el Impuesto de Sellos sobre todos los instrumentos que se utilizaron para la privatización de Gas del Estado -operatoria en la que la actora no participó por ser la nueva titular de la empresa-, la cual resulta presuntamente contraria a los dispuesto en leyes nacionales de carácter federal y a cláusulas constitucionales federales en las que funda directa y exclusivamente su acción.

En consecuencia, resulta que cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito.

Por otra parte, la presente demanda se halla entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2° inciso 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal que la Constituci6n confiere al Gobierno Nacional.

En tales condiciones y, al ser demandada una provincia, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad. de la contraria el caso se revela como de aquéllos reservados a la competencia originaria del Tribunal.

 

Camuzzi -Gas del Sur- c/ Río Negro, Provincia de -Dirección Provincial de Rentas- s/ Acción declarativa

COMP. 75, XXXIII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, asignada por el artículo 117 de la Constitución Nacional, es en el caso en que la acción entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Esa es la hipótesis que se presenta en autos, toda vez que, de los términos de la demanda, se desprende que la sociedad actora cuestiona principalmente la base imponible que le intenta aplicar la Provincia para calcular el monto que debe abonar en concepto de Impuesto a los Ingresos Brutos, la cual resulta presuntamente contraria a los dispuesto en leyes nacionales de carácter federal y a cláusulas constitucionales federales en las que funda directa y exclusivamente su pretensión.

En consecuencia, resulta que cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito.

Por otra parte, la presente demanda se halla entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2° inciso 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal que la Constituci6n confiere al Gobierno Nacional.

En tales condiciones y, al ser demandada una provincia, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad. de la contraria el caso se revela como de aquéllos reservados a la competencia originaria del Tribunal.

 

Camuzzi -Gas del Sur- c/ Río Negro Provincia de s/ Accion declarativa

COMP. 74, XXXIII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia -en el caso demandada- con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la actora, que es un ente autárquico nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Obra Social para la Actividad Docente - OSPLAD c/ Corrienrtes, Provincia de s/ Ejecución fiscal

O. 384, XXXII, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia -en el caso demandada- con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la actora, que es un ente autárquico nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Obra Social para la Actividad Docente - OSPLAD c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal

O. 385, XXXII, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 1 de la ley 48 y 24, inciso 1, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Por lo que, de considerar la Corte suficientes las constancias que obran en la causa, para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la provincia demandada, la Corte resulta competente para conocer en forma originaria de estas actuaciones. 

Por otra parte, en atención a las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia demandada, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la actora como ente de obra social nacional, al fuero federal, es sustanciando la acción en esta instancia. 

 

Obra Social para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal

O. 36, XXXIII, 10 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Deuda previsional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuestión análoga al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ TucumánProvincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 108, XXXIII, 10 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Entes autárquicos nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Al ser el actor un ente autárquico nacional, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia demandada, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al actor al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

CONICET c/ Baltar, Juan Manuel y otros s/ Nulidad de actos jurídicos

COMP. 333, XXXIII, 19 de junio de 1997

Ver dictamen

 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la Provincia demandada, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la actora, que es un ente autárquico nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Banco de la Nación Argentina c/ Buenos Aires, Provincia de (Dirección Provincial del Registro de la Propiedad de la Provincia de Buenos Aires) s/ Cobro de pesos por indemnización de daños y perjuicios

B. 265, XXXIII, 13 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Impugnación del acto administrativo. Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que, una provincia demanda a una entidad nacional, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la ley fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Buenos Aires, Provincia de c/ Dirección General Impositiva (DGI) s/ Impugnación de acto administrativo

B. 574, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Medida de no innovar. Matrícula profesional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión a los fallos de las causas C. 354, L. XXV, "Cadopi, Carlos Humberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa” y E.136, L. XXIX, "Espinosa Buschiazzo, Carlos Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.

Cabe recordar que resulta de aplicación al caso el articulo 6, inciso 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación en cuanto determina -entre las reglas especiales de la competencia- que será juez competente "...en las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal…".

Según los términos de la petición efectuada, la futura demanda corresponderá a la competencia originaria de esa Corte, prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional.

 

Rabadan Paz, Ricardo Néstor c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar

R. 83, XXXIII, 10 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Sistema federal. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter de causa civil de la materia en debate.

A tal efecto, se le ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional.

El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales torna necesario que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre aspectos propios del derecho público local, sin perjuicio de que el Tribunal conozca en la causa por la vía prevista por el artículo 14 de la ley 48.

Tal es la situación que se presenta en la causa sub examine. En efecto, de los términos de la demanda y de los documentos acompañados se desprende que la pretensión de la actora consiste en la ejecución de un contrato de provisión celebrado previa licitación privada convocada por una provincia, que ligó a ésta con una empresa vecina de la Capital Federal, mediante una relación jurídica administrativa sometida al ámbito del derecho público o local, actuando dicho Estado provincial, en forma manifiesta, en su carácter de poder administrador.

 

Laboratorios Naf S. A. c/ Formosa, provincia de (Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos) s/ Medida cautelar

L. 225, XXXIII, 18 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Mutuo comercial. Sociedad constituída en el extranjero. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con el artículo 116 de la Constitución Nacional el pleito en el que interviene un extranjero suscita la competencia federal y, si es parte en él además una provincia, en una causa civil, corresponde a la competencia originaria de la Corte, según el artículo 117 del referido texto constitucional y el artículo 24, inciso 1 del decreto-ley 1285/58.

Bergo Anstalt c/ Río Negro, Provincia de s/ Preparación de vía ejecutiva

B. 630, XXXIII, 15 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Nulidades. Proceso judicial. Daños y perjuicios. Indemnización. Responsabilidad de la provincia. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Privación de justicia. Facultades jurisdiccionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa P. 820, L. XXXII, “Podestá, Arturo J. y López de Belva, Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo”.

La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1 del decreto 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. 

En principio, la Corte ha atribuido tal carácter a los casos cuya decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas de derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación atribuído al Congreso por el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, quedando excluidos de tal concepto, los supuestos que requieren para su solución la aplicación de normas de derecho público provincial o el examen y revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales de carácter local. 

Si la pretensión se funda en obtener la nulidad de procesos judiciales sustanciados en jurisdicción provincial y, como consecuencia de ello, lograr una indemnización por los daños que presuntamente les produjeron, cabe excluir el carácter civil de la materia en debate. 

Ello encuentra fundamento en la regla según la cual, el respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de las instituciones provinciales. Sin perjuicio, desde luego, de que las cuestiones federales que también pueden comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48.

La otra hipótesis que podría hacer surtir la competencia originaria del Tribunal ratione materiae, procede en la medida en que la acción entablada se funde "directa y exclusivamente" en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa; en otras palabras, si lo medular del planteo versará sobre el sentido y alcance de esas normas. 

Ello es así, en virtud de que los magistrados provinciales deben considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional, los tratados con las naciones extranjeras y las leyes nacionales; normas a las que las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse, no obstante, cualquier disposición en contrario que contenga la legislación provincial.

No obstante, y si bien en el derecho federal argentino no existe norma alguna que autorice a la Corte a intervenir en el examen de actos de autoridad provincial, salvo por la vía del artículo 14 de la ley 48, cabría la posibilidad de que la Corte considere la cuestión, dados el tenor de los agravios vertidos, en particular en lo que se refiere a la eventual actuación gravemente arbitraria de los tribunales locales, el tiempo transcurrido desde que se planteara en jurisdicción provincial la pertinente cuestión constitucional y la trascendencia que habrían tenido las supuestas violaciones de derechos humanos en el tribunal internacional.

Tales circunstancias, podrían justificar la intervención originaria de la Corte, puesto que no se trataría entonces el caso de una controversia común donde se cuestiona la validez de actos de la autoridad provincial, sino de una contienda de carácter extraordinario, ya que lo que estaría en tela de juicio sería la presunta privación de justicia y la propia administración de justicia de una provincia argentina, lo cual, podría teñir de contenido federal a la materia debatida, máxime de ponderar la Corte la gravedad institucional que importaría la ventilación de ella en las instancias internacionales. 

El Tribunal posee una especial obligación de hacer respetar los citados derechos humanos fundamentales, pues en la esfera de sus atribuciones el Tribunal representa la soberanía nacional. En ese carácter, es cabeza de uno de los poderes del gobierno federal, al cual indudablemente corresponde el arreglo de las cuestiones que pueden comprometer la responsabilidad internacional de la República Argentina, como las que den lugar a la intervención de los mencionados organismos Supranacionales previstos en la Convención Americana.

López de Velva, Carlos A. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ordinario

L. 127, XXXIII, 26 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Percepción de impuestos. Juicios en que es parte una provincial. Juicios en que la Nación es parte. Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Si la cuestión planteada se suscita entre una Provincia y el Estado Nacional, corresponde a la competencia originaria la Corte, toda vez que la naturaleza de las partes que intervienen en el proceso determina que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la Provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado nacional -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Si en los convenios de recaudación, se ha estipulado expresamente una prórroga de jurisdicción a favor de los tribunales federales -presuntamente de la Capital-, no es óbice a lo señalado, toda vez que dichos acuerdos no fueron suscriptos por la Provincia -única aforada a esta instancia- sino por el Banco de la Provincia, con anterioridad a su transformación en sociedad anónima, es decir, cuando tenía carácter de entidad autárquica provincial y, por tanto, no se identificaba con el Estado local. 

Si bien la materia del pleito atañe a un tema íntimamente vinculado a dichos convenios, las cláusulas de prórroga no son oponibles a la Provincia actora, quien resulta ajena a lo pactado y las rechaza expresamente, reclamando la competencia exclusiva de la Corte para intervenir en el proceso, tal como está previsto en el artículo 117 de la Constitución Nacional, competencia que, como tiene dicho la Corte desde antiguo, no puede ser modificada ni restringida por normas legales.

Santa Cruz, Provincia de y otro c/ Dirección General Impositiva (Administración de Insgresos Públicos) s/ Ordinario

S. 481, XXXIII, 03 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Quiebra. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En las presentes actuaciones se ha acreditado, por medio de oficio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, que el demandado en autos reviste la calidad de agente diplomático de la Embajada de la República de Chile y en orden a lo dispuesto en el artículo 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58, la Corte resulta, entonces competente para entender en las mismas.

No puede obstar a ello la literalidad del precepto del artículo 3° de la ley de Concursos 24.522, que dispone la competencia del juez ordinario en lo comercial, desde que esta norma general cede ante la específica, de rango constitucional, del artículo 117 aludido, ya que la materia de la que se trata, no es ajena, como es el caso del derecho público local, a la jurisdicción originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sin perjuicio de ello, cabe destacar que, habiéndose invocado la inmunidad jurisdiccional por el citado, deberá determinarse por la Corte, en la oportunidad procesal que considere pertinente y luego de ordenar las medidas que estime conducentes, si resulta aplicable la excepción dispuesta en la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas en su artículo 31, inciso 1°, apartado C, atendiendo a las características particulares del proceso de quiebra con afectaciones personales al concursado y lo dispuesto en el inciso 3° del mismo artículo.

 

Fernández Bonilla, Alejandro s/ Pedido de quiebra – Corporación General de Descuentos y Finanzas S.A.

COMP. 1106, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Restitución del inmueble. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que en la causa han sido co-demandados el Estado Nacional y la provincia de Jujuy y fueron citadas a juicio como terceros dos Provincias, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero al federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Molina, Ramón Hugo del Tránsito y otros c/ Jujuy, Provincia de y otros s/ Restitución de inmueble

M. 579, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Retenciones salariales. Juicios en que es parte una provincia. Acción de amparo. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se ha de atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que el actor dirige su pretensión contra la Provincia, invocando su condición de empleado público provincial, con el propósito de evitar que dicho Estado local continúe reteniéndole sus haberes.

En su mérito, surge en forma nítida que la presente demanda de amparo iniciada en esta instancia no corresponde a la competencia de la Corte ratione materiae, en la medida en que la pretensión del actor remite al análisis de una cuestión directa e inmediatamente relacionada con la aplicación e interpretación de normas de derecho público local, como son aquéllas que reglamentan las relaciones jurídicas derivadas del empleo público provincial.

Al respecto, cabe recordar que la Corte ha dicho que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versen sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también pueden comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48.

Toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva, no siendo susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, resulta que la presente demanda de amparo es ajena a esta instancia.

Funes, Juan Esteban c/ San Luis, Provincia de s/ Amparo

F. 4, XXXIII, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Robo. Personal dependiente de embajadas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

La Corte resulta incompetente para conocer del hecho ilícito denunciado por resultar de aplicación la reiterada jurisprudencia del mencionado Tribunal en el sentido de que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos del artículo 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1, del decreto ley 1.285/58 que los reglamenta.

R. D., Simón s/ Denuncia (Causa N° 16.765)

R. 164, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Ruidos molestos. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Según una reiterada doctrina del Tribunal, los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a esta instancia, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 que los reglamenta.

Empero, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos corresponde atender de modo principal para determinar la competencia, se desprende que la actora no sólo deduce su pretensión contra la Embajada, sino también contra el Encargado de Negocios de dicha sede diplomática.

Piaggi, Ana Isabel c/ Embajada de la República Islámica del Irán s/ Cesación de ruidos molestos

P. 1720, XXXII, 04 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Superintendencia de Servicios de Salud. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Por el decreto nacional 1615/96, han sido fusionados la Administracion Nacional del Seguro de Salud –ANSSAL- y la Dirección Nacional de Obras Sociales –INOS- constituyendo la Superintendencia de Servicios de Salud, quien asume las competencias, objetivos, funciones, facultades, derechos y obligaciones de las mencionadas entidades, con excepción de las otorgadas a la Dirección de Programas Especiales, que tendrá a su cargo la implementación y la administración de los recursos afectados a los planes y programas de salud destinados a los beneficiarios del sistema. 

La citada Superintendencia funciona como organismo descentralizado de la Administración pública nacional, en jurisdicción del Ministerio de Salud y Acción Social, con personalidad jurídica y con un régimen de autarquía administrativa, económica y financiera, en calidad de ente de supervisión, fiscalización y control de los agentes que integran el Sistema de Salud.

En consecuencia, al resultar demandada una provincia y ser citada a juicio una entidad nacional, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

O.S.P.A. Vial c/ Administración General de Vialidad Provincial y otra s/ Ordinario

COMP. 508, XXXIII, 09 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Transportes Metropolitanos General Roca S. A. Juicios en que es parte una provincia. Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

El primer punto a tratar para evacuar la vista, consiste en determinar fundamentalmente si la Provincia de Buenos Aires tiene un interés directo en la causa, es decir, si ha sido demandada no sólo nominalmente sino también sustancialmente, tal como lo requiere una reiterada doctrina de la Corte para que proceda su competencia originaria.

Por otro lado, la UEPFP es la única persona que reviste la calidad de titular nominal y sustancial de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión de autos, máxime cuando las facturas por peaje a cobrar se refieren a periodos posteriores a la mencionada transformación y todas las intimaciones de pago efectuadas por la sociedad actora han sido dirigidas a dicho ente y no a la Provincia de Buenos Aires, como deberían haberse concretado de prosperar la tesis sustentada por la actora. Por tanto, la provincia no integra la litis en los términos del artículo 117 de la Constitución Nacional.

Y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictiva e insusceptible de extenderse, corresponde declarar que la presente demanda es ajena a esta instancia. 

 

Transportes Metropolitanos General Roca S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de pesos

T. 100, XXXIII, 04 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Declaración de inconstitucionalidad

Medicamentos. Juicios en que es parte una provincia. Declaración de puro derecho. Comercio interior. Improcedencia del recurso. 

De acuerdo con reiterada doctrina del Tribunal, la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico, a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía.

A la luz de tal principio, los actores carecen de interés para obtener la declaración de inconstitucionalidad del decreto provincial 1361/94, toda vez que, como surge de su propio texto y de lo manifestado por la Provincia demandada en esta causa, cabe aceptar que se halla destinado a regular el "comercio intraprovincial" y que nada dispone acerca del "comercio interprovincial" que es precisamente el que pretenden efectuar aquéllos con los productos medicinales elaborados en extraña jurisdicción.

No puede pensarse de otro modo, en la tarea de delimitar el ámbito de aplicación previsto por el propio decreto impugnado, si se observa la regla tantas veces enunciada por la Corte en orden a que en la interpretación de las leyes se debe dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional.

Baliarda S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa

B. 910, XXIX, 25 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Ejecución fiscal

Alumbrado, barrido y limpieza. Resoluciones equiparables a definitiva. Constitución Nacional. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Conflicto de leyes. Procedencia del recurso. Competencia civil. 

Es menester tener presente la doctrina del Tribunal según la cual ninguna de las normas de la Ley Fundamental de la Nación puede ser interpretada en forma aislada, desconectándola del todo que compone, y que la interpretación debe hacerse, al contrario, integrando las normas en la unidad sistemática de la Constitución, comparándolas, coordinándolas y armonizándolas, de tal forma que haya congruencia y relación entre ellas. Por lo demás, la obra genuina de los intérpretes, y en particular de los jueces, es permitir el avance de los principios constitucionales, que es de natural desarrollo y no de contradicción, consagrando la inteligencia que mejor asegure los grandes objetivos para los que fue dictada la Constitución Nacional. 

Es necesario poner de relieve que la Constitución Nacional y el ordenamiento jurídico del que es base normativa deben ser armonizados como un todo coherente y armónico, en el cual cada precepto recibe y confiere su inteligencia de y para los demás. De tal modo, ninguno puede ser estudiado aisladamente sino en función del conjunto normativo, es decir, como partes de una estructura sistemática considerada en su totalidad. Esa interpretación debe tener en cuenta, además de la letra, la finalidad perseguida y la dinámica de la realidad.

Ninguna de esas reglas ha sido aplicada por el a quo, quien, no obstante haber advertido que el art. 129 de la Constitución Nacional establece que "la Ciudad de Buenos Aires tendrá un régimen de Gobierno autónomo" y que, por lo tanto, serían incompatibles con él las directivas de la ley 19.983, ante tal aparente conflicto de normas, se pronunció por la vigencia de esta última, que obviamente es la de menor jerarquía, a través de un análisis puramente literal del art. 5° de la ley 24.588.

No empece a ello el art. 5° de la ley 24.588, según el cual, "la legislación nacional y municipal vigente en la Ciudad de Buenos Aires a la fecha de entrada en vigencia del estatuto organizativo al que se refiere el art. 129 de la Constitución Nacional, seguirá siendo aplicable, en tanto no sea derogada o modificada por las autoridades nacionales o locales, según corresponda", pues no puede concluirse de ninguna manera, sin incurrir en un formalismo paralizante, que dicha disposición pueda tener por efecto alterar el orden de prelación establecido por el art. 31 de la Constitución Nacional y, en consecuencia, mantener la vigencia de la ley 19.983 con un efecto suspensivo del art. 129 de la primera, en cuanto le confiere autonomía al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.

Máxime, si se tiene en cuenta que, de acuerdo con lo declarado por la Corte, en la interpretación de las normas legales debe preferirse la que mejor concuerde con las garantías y los principios de la Constitución Nacional y que la inconsecuencia o falta de previsión jamás se suponen en el legislador y por esto se reconoce como principio inconcuso que la interpretación de las leyes debe hacerse siempre evitando darle un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las una por las otras y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto.

Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos - Recurso de hecho

M. 84, XXXIII, 26 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Habilitación de feria

Avocación jurisdiccional. Per saltum. Facultades discrecionales del juez. Gravedad institucional. 

Corresponde acceder al pedido de habilitación de feria formulado, ya que las razones invocadas, a las que se asigna carácter apremiante, justifican esa habilitación (artículo 153, apartado 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y artículo 116 del Código Procesal Penal). 

En segundo lugar, respecto de la solicitud de avocamiento por vía del "per saltum" y tal como manifestó la Procuración al dictaminar en la causa R. 1275 L. XXXII, no puede desatenderse el principio sentado por la Corte según el cual la doctrina de Fallos: 313: 863, no ha tenido el propósito de arbitrar caminos procesales transitables por todo litigante que pretenda, sin más, obtener una rápida definición de su litigio mediante un pronunciamiento del Tribunal más Alto de la República; y que su objeto no era elaborar un medio adjetivo para superar las dificultades, angustias o trastornos, aún serios, que pudieran producirse en un proceso hasta su definitivo juzgamiento, incluso cuando en ello esté interesada, directa o indirectamente, la Nación. Estos son riesgos que entraña todo pleito y que, por lo demás, no han escapado a las previsiones del legislador que ha 'establecido para su conjuro diversos instrumentos procesales. 

En consonancia con ese criterio, el Tribunal ha sostenido en un caso similar al de autos, que no corresponde la avocación por parte de la Corte cuando "la causa se encuentra sometida a sus jueces naturales -más allá del acierto o error de los criterios que éstos apliquen- ante los cuales pueden articular sus pretensiones y eventualmente usar los medios de impugnación que el ordenamiento procesal prevé en cada etapa del proceso y que permiten el examen -en los grados que la ley determina- de las decisiones que adoptan los magistrados y que, en consecuencia, tal revisión significaría arrogarse facultades que no le han sido conferidas y su competencia quedaría desorbitada y excluido el conocimiento de la causa por los magistrados competentes.

No resulta ocioso discernir, respecto de lo impugnado, que la actividad del juez es técnicamente discrecional, ya que ha querido el legislador que durante la etapa instructoria, practique las diligencias propuestas sólo si las considera pertinentes y útiles, sin siquiera estar obligado a decidir fundadamente, el rechazo de la ejecución de lo propuesto -art.199 C.P.P.-.

 

Yoma, Zulema Fátima s/ Solicitud de avocación en causa n° 25.856, Menem, Carlos (h)

Y. 25, XXXIII, 29 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Recurso extraordinario

Acción de amparo. Gravedad institucional. Falta de fundamentación. Desistimiento del recurso. 

Es reiterada doctrina de la Corte que las resoluciones que decretan o deniegan medidas cautelares no constituyen sentencia definitiva a los efectos del remedio federal previsto en el art. 14 de la ley 48.

La Corte ha dicho que no cabe hacer lugar a la invocación de la gravedad institucional si el punto no fue objeto de una seria y concreta demostración de la concurrencia de esa circunstancia.

Martorella, José Luis y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo

M. 264, XXXIII, 22 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Conducta de las partes. Interpretación y aplicación de la ley. Causas excluidas de la competencia federal. 

Para resolver es necesario evaluar las conductas de las partes, así como interpretar y aplicar normas de índole procesal, extremos que resultan ajenos al dictamen, que sólo debe versar sobre temas federales.

Cadipsa S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Inconstitucionalidad

C. 424, XXVIII, 13 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Circulación aérea. Procedencia del recurso. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo reiteradamente dicho por la Corte, a los fines de resolver cuestiones de competencia, cabe atenerse en primer término a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida en que se adecué a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Además, para decidir cuál es el juez competente no es menester determinar la ley que en definitiva sea aplicable, sino la alegada en la demanda como fundamento de la acción intentada.

En tales condiciones, y contrariamente a lo expresado por el a quo, los hechos relatados en el escrito inicial conducen prima facie a concluir que la presente causa versa sobre los daños derivados de un supuesto de navegación aérea, de aquellos que, en los términos del art. 198 del Código Aeronáutico, deben ser conocidos y decididos por la Corte Suprema de Justicia y por los tribunales inferiores de la Nación.

Corresponde destacar que los recurrentes se limitan a invocar la competencia federal sin advertir que, atento a que la Provincia es parte nominal y sustancial en la litis, se suscita la jurisdicción originaria de la Corte ratione materiae.

Ello no es óbice para una declaración en tal sentido, si se tiene en cuenta que en la tarea de interpretar y aplicar disposiciones de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes ni por los aportados por la Cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado según la interpretación que rectamente le otorga.

Sampaio Rodríguez, Américo José y otra c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires (Policía de la Provincia de Buenos Aires) s/ Sumario

S. 207, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Sentencia definitiva. Gravamen irreparable. Denegatoria del fuero federal. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Cuestión de derecho público local. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. Procedencia del recuso. Revocación de sentencia. 

Es reiterada doctrina de la Corte que las resoluciones que deciden cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria por no constituir sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48.

La Corte también ha sostenido que cabe atribuir dicha naturaleza, no sólo a las decisiones que ponen fin al pleito, sino también a aquéllas que impiden su continuación o causan un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior; como sucede en la hipótesis en que la decisión importa una denegatoria del fuero federal.

Tal doctrina debe aplicarse en sub-lite, en tanto el pronunciamiento cuestionado resulta contrario al derecho que tiene la Provincia a ser juzgada en forma exclusiva en la instancia originaria de la Corte Suprema, privilegio que le fue expresamente concedido por los constituyentes en el artículo 117 de la Ley Fundamental y que representa la única instancia federal a la que, constitucionalmente puede ser sometida una provincia, especialmente sin su consentimiento, lo cual involucra una cuestión federal suficiente que satisface el requisito examinado. Tal decisión resulta irrecurrible por otra vía que la intentada.

La Corte tiene reiteradamente dicho que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versen sobre aspectos propios de su derecho público local, salvo cuando se trate de causas de materia federal o de causas civiles contra un vecino de otra provincia, en las cuales procederá la competencia originaria de la Corte, excluyéndose la intervención de cualquier otro tribunal.

El concepto de causa civil, que hace nacer la competencia originaria de la Corte ratione personae, queda reservado para aquellos asuntos en los que las relaciones jurídicas se rigen por el derecho común de manera sustancial y no en forma tangencial.

De admitirse la caracterización de causa civil efectuada por los tribunales de grado, el sub-examine no correspondería a la competencia originaria de la Corte, pues faltaría un requisito esencial para su procedencia, esto es, la distinta vecindad entre la actora y la Provincia.

Si en un proceso resultan enfrentados una provincia y sus vecinos, la cuestión es ajena, prima facie, a la competencia originaria del Tribunal, toda vez que a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero.

Por otra parte, la demanda se dirige en forma solidaria contra la Provincia y un vecino de la Capital Federal, por lo que resulta de aplicación, ante todo, el artículo 10 de la ley 48, que dispone la procedencia del fuero federal por distinta vecindad está supeditada, en caso de pluralidad de litigantes, a que cada uno de los actores y demandados tenga respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad que le permita invocarlo.

Asiste razón a la recurrente en cuanto a la condición del sub-lite, que debe reservarse al conocimiento y decisión de los jueces locales, sin perjuicio de que las cuestiones federales que puedan llegar a suscitarse sean susceptibles de adecuada tutela por la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48.

V., S. R. c/ Camino del Atlántico S.A. s/ Daños y perjuicios

V. 843, XXXII, 22 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Declaración de inconstitucionalidad. 

Remisión al dictamen de la causa H. 148, L. XXIX, "Hidroeléctrica El Chocón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".

Central Térmica San Nicolás S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa

C. 299, XXXI, 13 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Inconstitucionalidad. Convocatoria a elecciones. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Jerarquía de las leyes. Ley reglamentaria. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

El art. 2 de la ley 24.620 resulta a todas luces una disposición que complementa el art. 4 de la ley 24.588. Estas dos normas, de ningún modo se oponen entre sí, sino que de su lectura surge que el Poder Ejecutivo Nacional debe realizar la primer convocatoria a elecciones de legisladores. De este modo, las autoridades del gobierno local serán elegidas sin intervención del gobierno nacional y, para el momento en que todos los poderes de la Ciudad de Buenos Aires se hayan constituidos, serán ellos los que convocarán a las sucesivas elecciones. 

No es posible declarar inaplicable el art. 2 a partir de una supuesta constitucionalidad de un decreto que expresamente contravino lo normado por una norma superior. Sea que apliquemos el art. 8 de la ley 24.620, que expresamente prohibió derogar, entre otros, el art. 2; sea que solamente analicemos la necesidad de que exista coherencia entre normas de distinta jerarquía, debe deducirse que tampoco es suficiente declarar su inaplicabilidad constitucional, utilizando para ello como único argumento la sanción de una norma posterior, de jerarquía institucional inferior. En la medida en que la ley 24.620 es reglamentaria del art. 129 de la Constitución Nacional, solo es posible hacer a un lado el art. 2, en caso de que esta norma sea contraria al mencionado art. 129 o alguna otra disposición constitucional.

Para determinar si existe o no contradicción entre una ley reglamentaria de la Constitución y lo dispuesto por ese mismo texto constitucional es necesario considerar los fundamentales principios que hacen a la exégesis constitucional. La interpretación de toda norma de la Constitución, como la Corte lo ha señalado repetidamente, así como la de toda ley, debe ser hecha en forma coherente, de manera que armonicen entre ellas y no traben el efectivo y justo desempeño de los poderes atribuidos al Estado para el cumplimiento de sus fines del modo más beneficioso para la comunidad y los individuos que la forman, la Constitución debe analizarse como un conjunto armónico dentro del cual cada parte ha de interpretarse a la luz de las disposiciones de todas las demás.

Para ello, es necesario emplear las técnicas de la llamada interpretación sistemática, método por el cual, la norma constitucional debe ser aprehendida en su conexión con otras normas de la propia Constitución, armonizando los principios fundamentales sin poder suponer la imprevisión del legislador e impidiendo que unas normas anules a otras. Como lo ha sostenido reiteradamente la Corte, es misión del intérprete superar las antinomias frente al texto de la Ley Fundamental, que no puede ser entendido sino como coherente. 

Es una regla admitida con carácter general la de que las leyes se presumen constitucionales, a lo que se agrega que la cuestión referente a su incompatibilidad con la Constitución es delicada; y que las posibles dudas que al respecto surjan no bastan para invalidarla. 

Una declaración de inconstitucionalidad siempre debe ser el último recurso de los tribunales. Es un acto extraordinario que debe ser practicado con mucha prudencia y si ante una ley caben dos interpretaciones, debe optarse por aquella que respalde la constitucionalidad de la ley cuestionada. Como no puede suponerse por parte de los poderes políticos del gobierno, un propósito deliberado de ejecutar los actos contrarios a la ley suprema de la nación, los tribunales deben presumir la constitucionalidad de aquellos mientras no se compruebe lo contrario. 

Así como los constituyentes del 94 debieron sujetarse a la ley que dicto la necesidad de la reforma, lo mismo se aplica a los estatuyentes: el marco normativo en el que ellos debían dictar su estatuto estaba dado por la Constitución Nacional y por las leyes que reglamentaron el art. 129 de ese cuerpo legal. 

La facultad de convocatoria otorgada al Ejecutivo Nacional comienza a ser cuestionada cuando se dicta el estatuto organizativo y, por su sola oposición a la cláusula transitoria novena ya que de ningún modo es incompatible con el artículo 105 de dicho cuerpo legal. En este sentido, parece difícil sostener que lo que establece el estatuto puede transformar retroactivamente un artículo de una ley en inconstitucional.

Si esa primer convocatoria se opusiera de modo terminante con el régimen autónomo establecido por la Constitución Nacional, lo mismo debió sostenerse respecto de la primer convocatoria que hizo el gobierno nacional para la elección del jefe de gobierno. A este argumento no puede oponerse que alguien debía convocarla ya que no había otro órgano idóneo debido a que ninguno de los poderes de gobierno de la ciudad se encontraba constituido. En ese caso debió esperarse a que la misma Asamblea convocara a la elección. Si no era contrario a la Constitución en ese caso, no parece tampoco serlo en este.

Tampoco existen razones de peso que permitan afirmar que la convocatoria realizada por el Poder Ejecutivo Local, antes de que los demás poderes se hayan constituido y quedando en todo caso esta facultad a la entera discrecionalidad de un Ejecutivo sin sistemas de control establecidos, es un mecanismo institucional preferible a dejar esta facultad en cabeza del Ejecutivo Nacional, que en cambio sí estará controlado en el cumplimiento de sus obligaciones por parte de los restantes poderes del Estado. 

El mandato constitucional le impone a esta Procuración la defensa de los intereses de la sociedad. Si se sostiene que no puede entenderse que altera el régimen de la autonomía consagrado por la constitución el hecho de que el convocante a las elecciones sea un órgano distinto, y que la posibilidad de fijar la fecha de elecciones es un interés legítimo del gobierno nacional, cabe concluir que el art. 2 de la ley 24.620 no es inconstitucional.

Es cierto que en el diseño constitucional, la autonomía de la ciudad de Buenos Aires no puede quedar sometida al juicio discrecional de los poderes constituidos del gobierno nacional. Es cierto, también que se violaría la norma fundamental si el Poder Ejecutivo no convocara a elecciones de los legisladores de la ciudad, pero este es otro problema que también podría presentarse si el que no llama a elecciones es el jefe de gobierno de la ciudad autónoma. Cualquiera que use sus facultades para no cumplir mandatos constitucionales incurrirá en una omisión. 

El argumento del posible aplazamiento sine die de la convocatoria, que pudo haber sido valido al momento de su articulación, ya no puede ser utilizado en este caso. En abstracto, porque con el mismo razonamiento puede haberse pensado en la necesidad de que la convocatoria sea hecha por el gobierno nacional para evitar la inercia del gobierno autónomo y, en la práctica, porque el Poder Ejecutivo ha dictado el decreto 383/97 convocando a elecciones de diputados nacionales y legisladores locales en la ciudad.

Gauna, Juan Octavio s/ Acto comicial 29/03/97

G. 292, XXXIII, 06 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Jueces. Intangibilidad de la remuneración. Movilidad del haber jubilatorio. Independencia del Poder Judicial. Confirmación de sentencia. 

La Corte declaro el derecho de rango constitucional de los jueces jubilados a la intangibilidad y a la movilidad de sus haberes, esto último con relación a los sueldos de los jueces en actividad. Se dijo, en tal sentido, que toda solución que permita a los jueces demandar la tutela prevista por el art. 96 de la constitución Nacional (texto anterior a la Reforma de 1994) y desconozca igual facultad en cabeza de los jubilados, convierte en letra muerta las previsiones contenidas en los arts. 4, 7 y 14 de la ley 18.464, al desconocer que el quebrantamiento de la norma superior se proyecta sobre aquellos que, por haberse jubilado con derecho a un porcentaje fijo de las remuneraciones de los magistrados en actividad, encuentran sus haberes sensiblemente disminuidos frente a los que deberían percibir para evitar discriminaciones ilegítimas. 

También advirtió la Corte que en cuanto al sentido y alcance de la protección que el régimen de jubilaciones dispensa a los magistrados en situación de retiro aparece inspirada en propósitos últimos de garantía e independencia funcional análogos a los que sustentan el principio de intangibilidad de la remuneración de los jueces durante el ejercicio de la judicatura. 

El principio de intangibilidad, que apunta al funcionamiento independiente del Poder Judicial mediante la permanencia en el cargo de sus integrantes, no se vería salvaguardada si estos, mediante una ley, ven frustrada su expectativa a obtener en el futuro una jubilación que les permita mantener similar nivel de vida que el que tienen en actividad. 

Si bien los sueldos de los magistrados les posibilitan un nivel decoroso de vida, no pueden estimarse suficientes, en cambio, para generar un ahorro que les permita compensar los efectos de una jubilación devaluada. Máximo, si se tiene en cuenta que el ejercicio de la magistratura judicial conlleva una prohibición absoluta de ejercer, no solo la profesión de abogado sino cualquier actividad rentable, con excepción de la docencia universitaria. 

Toda vez que el sentido ultimo de consagrar el principio de la intangibilidad de los emolumentos de los jueces radica en evitar que con su rebaja pudiera afectarse la tranquilidad con que debe necesariamente desempeñarse su delicada magistratura, utilizándose como un deleznable instrumento que obligase a eventuales renuncias, configurando un efectivo modo indirecto de afectar la independencia de tan magno y decisivo Poder, obliga a concluir que la plena vigencia de tales propósitos, torna extensible la intangibilidad al haber de los jueces jubilados, desde que igual o mayor intranquilidad en el ejercicio funcional, o presión para motivar el abandono de sus cargos, generaría la posible disminución futura de derechos previsionales de quienes con el grado de incertidumbre tuvieran que administrar justicia.

El defecto general en que incurre el recurso consiste en no hacerse cargo del sentido ultimo que posee el concepto de la intangibilidad de los jueces, careciendo de entidad, por ende, los argumentos que se elaboran sobre el principio de igualdad de los jubilados, o la teoría del abuso del derecho, ya que el correcto enforque del problema no pasa por analizar si estamos ante un hipotético e inadmisible privilegio, abarcando la materia en debate desde una óptica individualista referida a los derechos personales de los interesados, sino de ponderarla desde una visión mas amplia, y no personal, que se vincula con la defensa institucional de la independencia irrestricta del Poder Judicial, como garantía esencial del sistema republicano. 

La Corte tiene dicho que no cabe admitir que un derecho de esa índole resulte menoscabado como consecuencia de la aplicación de una ley posterior, circunstancia que a su vez desarma el argumento de la demandada, según el cual nada obstaría a que aquel sistema legal pueda ser modificado, sin ocasionar agravio alguno a los actores, por la ley 24.463.

Gaibisso, Cesar A. y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Justicia- s/ Amparo

G. 99, XXXII, 23 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Ley provincial. Inconstitucionalidad. Telecomunicaciones. Facultades del gobierno provincial. Gobierno nacional. Observancia de tratados internacionales. 

La jurisprudencia de la Corte, aunque reivindicó las facultades reservadas por las provincias y la autonomía de éstas dentro del sistema político federal, afirmó que el gobierno nacional puede legislar sobre aspectos internos de las actividades provinciales susceptibles de menoscabar el comercio interprovincial y exterior.

También se dijo que la incorporación de la República Argentina a la Unión Internacional de las Telecomunicaciones y a su régimen, que integra el marco jurídico al que quedan sometidos esos servicios, importa una decisión que compete al gobierno nacional.

Concluyó el Tribunal que normas análogas a las impugnadas en el caso contrariaban la legislación federal existente, dictada en uso de facultades propias del gobierno nacional y las disposiciones de los convenios internacionales que conforman el marco jurídico del servicio de telecomunicaciones.

Comité Federal de Radiodifusión c/ Neuquén, Provincia de s/ Inconstitucionalidad

C. 59, XXVIII, 24 de junio de 1997

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 



Capítulo IV

Derecho Laboral

Contienda negativa de competencia

Accidentes de trabajo. Concurso preventivo. Competencia por la materia. Competencia laboral. Competencia provincial. 

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso respecto de las causas laborales en trámite, conforme se sostuvo en el dictamen emitido por esta Procuración General el 18 de julio de 1996, a cuyos términos remitió el fallo de V.E., en los autos "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral", no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica, precisamente, en el sub-lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es un reclamo por accidente de trabajo, que se funda en la legislación especial de la materia (conf. artículo 21, inciso 5, último párrafo) y sentencia del 10 de julio de 1997, que remite a los fundamentos del dictamen de esta Procuración General, en autos "Kreder José Roberto c/ Frigorífico Mellino S.A. s/ Laboral" Comp.N°226, L.XXXIII).

Por ello, no resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción.

Sortino, José Jorge c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 484, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Despido. Concurso preventivo. Competencia laboral. Competencia provincial. 

Cabe destacar que el estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso, además de afectarse, cuando hubiere causas judiciales, a suspensión en su ejecución y consecuente atracción y radicación ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho procedimiento las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, mediante un nuevo procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta de aplicación a la situación dada en el sub-lite el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.

Gómez, Juan Rogelio c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 485, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Surge de las constancias del expediente que el mismo tuvo origen en el despido causado que produjera la demandada, quien, en la comunicación pertinente dirigida al actor, mencionó como uno de los motivos del despido, la existencia de su estado de concurso preventivo, que aparece reconocido por el propio concursado como de existencia anterior al despido del accionante. 

Por otra parte, cabe destacar que el estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso, además de afectarse, cuando hubiere causas judiciales, a suspensión en su ejecución y consecuente atracción y radicación ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso; consecuentemente, quedan por tanto, fuera de dicho procedimiento, las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, mediante un nuevo procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta de aplicación a la situación dada en el sub-lite el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.

Colque Maldonado, Simeon c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 487, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Indemnización por accidente de trabajo. Despido. Buque de bandera nacional. Remisión del expediente. Competencia federal. 

A fin de determinar la competencia, conforme el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y una antigua jurisprudencia de V.E., corresponde atender de modo principal a la exposición do los hechos que se hace en la demanda.

En atención a ello y la reiterada jurisprudencia de la Corte inscripta en el marco general determinado por los artículos 116 de la Constitución Nacional; 2 inc. 10, ley 48; 111, inc. 9, ley 1893; 55, inc. b, ley 13.998 y 515, ley 20.094 de que por aplicación de los arts. 610/16 de la ley 20.094, corresponde al fuero de excepción entender en todas las acciones derivadas de un contrato de ajuste cumplido en un buque de bandera nacional, debe continuar entendiendo en estos obrados el señor Juez Federal de la provincia en cuestión.

Yañez, Rogelio Hugo c/ Harengus S.A. s/ Indemnización por accidente de trabajo y por despido

COMP. 450, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Indemnización. Sociedad anónima. Competencia laboral. 

En lo relativo al asunto traído a dictamen, por su parte, corresponde destacar que conforme al art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y jurisprudencia del Alto Cuerpo, a fin de determinar la competencia, debe atenderse de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en tanto se adecúe a ellos, al derecho invocado como fundamento de su pretensión.

En el caso, con arreglo a sus dichos, el accionante habría prestado servicios para la accionada hasta su privatización, ocasión en que tuvo lugar la ruptura de su vínculo contractual a raíz de la venta de activos dispuesta conforme a las previsiones del art. 13 y anexo V de la ley 24.145.

En tales condiciones y toda vez que previo a considerar la procedencia de eventuales beneficios derivados del citado régimen jurídico, debe constatarse la existencia de una relación laboral habida entre las partes (anterior a la privatización) y su ruptura unilateral por la accionada, cuestiones condicionantes de la obtención de la prestación- que atañen ambas a la preceptiva del trabajo (arts. 11, dec. 2778/90 y 6, ley 24.145), corresponde atribuir el conocimiento de la presente a la justicia laboral, atento a lo dispuesto por los artículos 20 y 21 de la ley 18.345.

Tarifa, Carlos c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento

COMP. 275, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Montoto, Miguel c/ Greco Hermanos S.A.I.C.A. s/ Sumario

COMP. 165, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Suspensión del trabajador. Concurso preventivo. Competencia laboral. 

Cabe destacar que el estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso, además de afectarse; cuando hubiere causas judiciales, a suspensión en su ejecución y consecuente atracción y radicación ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedando, por tanto fuera de dicho procedimiento las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, mediante un nuevo procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta de aplicación a la situación dada en el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.

 

Mosainer, Oscar Fernando c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 492, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Diferencias salariales. Competencia laboral. 

La Corte tiene reiteradamente dicho que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Asimismo, ha enfatizado, que debe estarse al tenor del fondo de la materia contenida en la demanda y no a las defensas hechas valer por el accionado en oportunidad de su responde. 

En la causa, el accionante persigue que se le reconozcan diferencias salariales originadas por aplicación de los artículos 2° de la ley 11.544 y 200 de la ley 20.744, normas ambas de naturaleza incontrovertidamente laboral que prevén un régimen particular de jornada para actividades insalubres o riesgosas, como las que el actor asegura haber desempeñado. 

En virtud de ello, y toda vez que el tenor del fondo de la materia de la demanda remite a una cuestión que atañe la salubridad y el riesgo laborativo, cual es, por de pronto, la calificación de las condiciones en que se desenvuelve la prestación de un servicio, corresponde pronunciarse en favor de la aptitud jurisdiccional de los tribunales laborales; atento a lo dispuesto por los artículos 19 y 20 de la ley 18.345, que establecen como competencia improrrogable del fuero, entender en conflictos de derecho que versen sobre disposiciones convencionales, legales o reglamentarias del Derecho del Trabajo. Ello es así, sin perjuicio de que puedan llegar a aplicarse preceptos de derecho administrativo, para aquellos aspectos relacionados con los reclamos resarcitorios formulados. 

No obsta a dicha conclusión que, por esa vía pueda verse cuestionado el acto administrativo que precisó la categoría de revista del dependiente, toda vez que el criterio para determinar la atribución de competencia debe ser referido al encuadramiento normativo que invoca el demandante y que presumiblemente puede llegar a tener influencia decisiva en la solución del litigio, el que, como se dijo, se vincula con el derecho laboral.

Stracuzzi, Fiore Avanti c/ Instituto de Ayuda Financiera para Pago de Retiros y Pensiones Militares s/ Diferencia de salario

COMP. 1164, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Indemnización. Improcedencia del recurso. Concesión errónea del recurso. 

En relación a la alegación de arbitrariedad formulada por la impugnante, cabe señalar que si bien la Corte sostuvo que existe el deber moral para los jueces inferiores de conformar sus decisiones a lo que la Corte tiene decidido en casos análogos, ello no obsta, sin embargo a la potestad de los magistrados de apreciar con su criterio propio esas resoluciones y apartarse de ellas cuando a su juicio no sean conformes a los preceptos claros del derecho. En tal sentido, el sólo apartamiento de lo resuelto por la Corte en otra causa, no es motivo que dé lugar al recurso del artículo 14 de la ley 48, ni resulta suficiente para avalar una imputación de irrazonabilidad interpretativa como la introducida en la impugnación; máxime, cuando como lo señalara el a quo, el precedente invocado por el quejoso se aparta de la doctrina sentada sobre el tema por la propia Corte en anteriores integraciones, a lo que se agrega la coincidencia existente entre la solución suministrada por el fallo atacado y el nuevo texto constitucional, que impone la ratificación legislativa de lo actuado por el Ejecutivo en situaciones de necesidad y urgencia.

Sin perjuicio de ello, y no obstante haberse introducido expresamente en la demanda el planteo de inconstitucionalidad del decreto 1477/89, basado en su falta de entidad normativa para modificar una ley del Congreso, la accionada, en oportunidad de contestar el escrito inicial, no introdujo alegación constitucional alguna relativa a la cuestión, deteniéndose, en cambio, a defender la legalidad del precepto, sustentada en las facultades de emergencia del Ejecutivo y su convalidación tácita por el Congreso. Recién al alegar, planteó la reserva del caso federal, fundada en la posible afectación de sus derechos de propiedad y defensa, lo que reiteró en oportunidad de evacuar el traslado de la inconstitucionalidad local.

Dicha circunstancia, relativiza su argumento a propósito del carácter sorpresivo de la arbitrariedad acusada, toda vez que, cuestionada ab initio la suficiencia modificatoria del precepto y defendida por su parte la convalidación parlamentaria de su texto, razonablemente correspondía prever la posibilidad de un criterio opuesto en el Juzgador, y por ende, un apartamiento de la doctrina de la Corte invocada por el presentante, criterios que de considerarse arbitrarios, tornaron requerible su explicitación oportuna.

Tampoco cabe asentir a la afirmación de gravedad institucional formulada en el recurso, toda vez que el impugnante no consigue evidenciar que del apartamiento del criterio jurisprudencial sustentado por la Corte puedan resultar, verosímilmente, consecuencias institucionales como las descriptas, máxime, frente a la propia doctrina de la Corte relativa al carácter no vinculante de su jurisprudencia y a la circunstancia de que su calidad de intérprete supremo de la Constitución concierne a su jerarquía en el marco de la magistratura de la República; no a la obligatoriedad referible a sus precedentes. A ello se agrega que el propio Tribunal mendocino varió más tarde su opinión sobre la materia, pronunciándose en sentido favorable a la constitucionalidad del precepto. En tal sentido, vale también destacar, que la discusión quedó clausurada con la derogación de dicho dispositivo por parte del decreto 773/96, resultando en la actualidad la naturaleza de los vales alimentarios determinada por ley 24.700, cuya jerarquía normativa no merece reparos. En consecuencia y por las razones dadas, corresponde declarar mal concedido el recurso.

 

Della Blanca, Luis Enrique y otro EN J: 4.650 “Della Blanca, Luis Enrique y otro c/ Industria Metalúrgica Pescarmona S.A. p/ Ordinario s/ Cas”

D. 483, XXXI, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Multa laboral. Arresto contravencional. Personas jurídicas. Denegatoria del recurso. 

Tiene dicho que la Corte que para la admisión del remedio federal legislado por el art. 14 de la ley 48, es indispensable, como lo presupone su índole excepcional, lo establece el precitado art. 15 y lo confirma la jurisprudencia del tribunal, que la cuestión materia del pleito tenga una relación directa e inmediata con las disposiciones de la Constitución invocadas dentro de él, la que debe ser alegada y demostrada por quien interpone el recurso. 

Ello no acaece en el sub-examine, toda vez que, para resolver la cuestión, el a quo se limitó a concluir que la normativa concursal, no resulta aplicable a créditos emergentes de sanciones impuestas por la autoridad administrativa laboral, ejercitando, al hacerlo, atribuciones en orden a la interpretación del derecho común, carácter que reviste la preceptiva sobre concursos y quiebras. 

La interpretación de dicho dispositivo devino suficiente afín de resolver la controversia, en la cual no logró evidenciarse se hallara comprometida la inteligencia de los preceptos de las leyes 18.694 y 18.695, toda vez que sólo resultó menester un somero análisis de su tenor para inferir su contenido contravencional, -por otra parte, no cuestionado en el recurso- único necesario para justificar esa premisa del razonamiento.

 

Ministerio de Trabajo c/ Acmar S.A. s/ Sumarios Ministerio de Trabajo

M. 1775, XXXII, 10 de julio de 1997

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo V

Derecho Penal

Queja por denegación del recurso extraordinario

Tenencia de estupefacientes. Sobreseimiento. Debido proceso. Non bis in ídem. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso.

La Corte ha reconocido que, las sentencias judiciales constituyen una unidad lógica jurídica, cuya parte dispositiva debe ser la conclusión final y necesaria, por derivación razonada del examen de los presupuestos fácticos y normativos efectuados en su fundamentación. No es, pues, sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da validez y fija los alcances del pronunciamiento; estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base a la decisión. En similar sentido, ha resuelto que una sentencia judicial constituye un todo indivisible en cuanto a la recíproca integración de su parte dispositiva con los fundamentos que la sustentan.

Sobre esa base, resulta claro que si el sobreseimiento se dictó sólo con relación a lo incautado en poder del imputado al ser detenido, más allá de las calificaciones legales que puedan considerarse aplicables y del tenor de su parte dispositiva, esa motivación es la que corresponde tener en cuenta para establecer sus efectos. Sin embargo, no ha sido ése el criterio utilizado por el a quo en la resolución apelada, donde, al extender de manera arbitraria el preciso y limitado alcance de la anterior decisión, ha desnaturalizado la garantía que impide la doble persecución que, carece de eficacia para tornar conforme a derecho lo que es punible.

En tales condiciones, lo decidido por la Cámara constituye una violación al debido proceso porque al asignar aquéllas consecuencias a ese sobreseimiento anuló la etapa plenaria y la sentencia definitiva de esta causa, que habían sido tramitadas regularmente. Así, no resulta posible afirmar que ello haya representado para el imputado exponerse a una nueva persecución penal por el mismo hecho pues, al margen del acierto o error de la resolución anterior, es claro que sólo constituyó una fragmentación del objeto procesal de la misma causa y que se trataba de dos secuestros que se produjeron en tiempos y espacios diferentes, y que cada uno involucraba diversos elementos.

Lo relevante a los efectos de la garantía en cuestión es que por el mismo hecho ya juzgado, el imputado corra el riesgo que significa el sometimiento a un nuevo proceso, situación que no se presenta en el sub judice desde que, lo referido a la droga secuestrada al allanarse la vivienda del imputado; recién fue objeto de pronunciamiento judicial en ocasión de dictarse la sentencia definitiva. 

Tal conclusión se refuerza al considerar que para determinar la identidad objetiva que requiere la aplicación del principio que se ha invocado, el hecho debe valorarse prescindiendo de toda significación jurídica, es decir que debe atenderse a la realidad histórica tal cual aconteció. La determinación sobre si cada uno de los hechos representa una tenencia, o si ella comprende a los dos, constituye un extremo que excede lo eminentemente fáctico que tiende a preservar la garantía en cuestión. 

Así, no se advierte que la continuación del proceso luego del sobreseimiento haya significado para el imputado algún riesgo cierto de verse perseguido dos veces por el mismo hecho, más aún cuando en el juicio posterior contó con la posibilidad de ejercer su defensa, de proponer pruebas e impugnar el fallo. Sólo acudiendo a un criterio de extremo ritualismo, apartándose del real sentido de la primera resolución, pudo arribarse a la nulidad cuya revisión se postula. Por último, este temperamento no desconoce la existencia de aquella garantía sobre cuyos alcances esta Procuración General se ha expedido en numerosos precedentes, pero así como entonces se la invocó para impedir un nuevo juzgamiento, es deber del Ministerio Público Fiscal, en salvaguarda del debido proceso y de los intereses generales confiados, solicitar el cese de los efectos de una decisión judicial que la ha interpretado arbitrariamente.

R., Felipe; B., Claudio; M. Haydée y otros s/ Infracción Ley 23.737

R. 1393, XXXII, 14 de octubre de 1997

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Acusación de la querella. Facultades del querellante. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Ya ha sido materia de pronunciamiento de la Corte el supuesto en el cual sin que mediase acusación fiscal, el tribunal de juicio impuso condena. Sostuvo ese Tribunal que ello implica la inobservancia de las formas sustanciales del juicio, relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales, en la medida que se ha dictado esta última sin que mediase acusación, lo cual pone al descubierto una transgresión a las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso.

Se advierte entonces que la solución a la cuestión que se plantea radica en el alcance que debe otorgarse al rol del querellante en el procedimiento penal (ley 23.984) en cuanto a si la acusación por él formulada resulta suficiente para habilitar una decisión del tribunal cuando el fiscal propicia la absolución. Es decir, si se trata de un acusador adhesivo -al fiscal-, o si puede ejercer dicha facultad en forma autónoma.

La circunstancia de que la ley otorgue importantes facultades al particular ofendido no implica que pueda reemplazar la acusación fiscal, que se presenta en el sistema acusatorio adoptado, como la condición necesaria para el ejercicio pleno de la jurisdicción por parte del tribunal y como contrapartida del derecho de defensa que asiste al inculpado.

Esta resulta una tarea que insustituiblemente debe desempeñar el Ministerio Fiscal como titular de la acción según surge del propio espíritu del ordenamiento procesal, pues el querellante no está muñido de potestad acusatoria autónoma.

S., Francisco Agustín s/ Recurso de Casación

S. 1009, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Homicidio. Improcedencia del recurso. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y Fallo de la causa S. 41, L. XXXII, "Sueldo, Claudio Rodolfo s/ Recurso de revisión".

S., Juan Ramón, C., Manuel Víctor y A., Marcelo Fabián s/ Homicidio

S. 257, XXXIII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema

Pedido de extradición. Opción de competencia. Aplicación de tratados internacionales. Denegatoria del recurso. 

Es doctrina reiterada de la Corte que no corresponde el tratamiento de aquellos agravios que no constituyan una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considera equivocadas. 

Respecto a la opción del requerido a ser juzgado en el país, la procedencia de la extradición, en supuestos en que media tratado, está condicionada al cumplimiento de exigencias formales y requisitos en él establecidos ya que es ley para las partes contratantes. En tanto que sólo, ante su ausencia, serían aplicables las disposiciones del Código de Procedimientos en Materia Penal o en la oportunidad prevista por el artículo 120°, segundo párrafo, de la ley 24.767 su artículo 12° y, en consecuencia, invocable o discutible la reciprocidad y la práctica uniforme de las naciones.

No resulta procedente su invocación para hipótesis como las de autos, desde que, esas disposiciones sólo rigen respecto de la extradición solicitada de acuerdo a la práctica de las naciones y no para el caso en el que, como en el presente, media tratado con el país requirente.

Tampoco la petición del recurrente podría encontrar sustento en lo dispuesto por el artículo 2º, primer párrafo, de la ley 24.767 que si bien señala que las normas de esa ley servirán para interpretar el texto de los tratados, su aplicación está condicionada, conforme surge de la lectura de la primera parte, a que no se oponga a las estipulaciones del tratado aplicable.

En el marco de las cláusulas contenidas en el acuerdo de voluntades antes mencionado, que en sus artículos 1º y 20° establecen que los delitos, cualquiera que sea la nacionalidad del agente, de la víctima o del damnificado, se juzgan por los tribunales y se penan por las leyes de la Nación en cuyo territorio se perpetran y que, la extradición ejerce todos sus efectos sin que en ningún caso pueda impedirla la nacionalidad del reo. Frente a tales principios, cabe concluir que la calidad de nacional no impide hacer lugar al pedido de extradición.

La reciprocidad y la práctica uniforme de las naciones, en principio, sólo son invocables a falta de tratados. Por otra parte, la apreciación del requisito de reciprocidad es una atribución política del Poder Ejecutivo.

A., José Alberto s/ Extradición

A. 35, XXXIII, 22 de mayo de 1997

Ver dictamen

Requerimiento de instrucción

Ministerio Público Fiscal. Acción pública. Defensa en juicio. Resoluciones equiparables a definitiva. Independencia del Ministerio Público. 

La Ley 23.984 ha consagrado el principio ne procedat iudex ex oficio, como rector del sistema procesal penal, en cuanto la instrucción no puede ser iniciada de oficio por el juez, sino que su actuación es provocada por la actividad requirente del Ministerio Público. Esto se presenta como la consecuencia sobresaliente de la dualidad elegida por el legislador para el ejercicio de la función del Estado frente a la comisión de delitos; por un lado, la actividad requirente -en cabeza del ministerio fiscal-, y por el otro, la jurisdiccional, en manos de los jueces. El sistema no puede exigirle al imputado enfrentarse no sólo la actividad propia del fiscal, sino también con la de los jueces. Justamente, el principio apuntado fue concebido como una garantía para el justiciable, como un límite al ejercicio del poder del Estado y en función del derecho que le asiste de ser juzgado en forma imparcial. 

Ahora bien, partiendo de la base de que el magistrado fiscal es titular exclusivo de la acción penal pública, y el encargado de promoverla y ejercerla (arts. 5 y 65 del Código Procesal) cabe sostener que, frente a una denuncia, mientras no exista promoción de la acción penal por parte de aquel, no estaremos en presencia de un proceso legalmente iniciado y, si se inicia por decisión judicial, se conculcarán expresas garantías constitucionales.

Es que si, como ha sostenido reiteradamente la Corte, en materia criminal la garantía consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional exige la observancia de las formas substanciales del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales, resulta ineludible también, en pos de aquel cometido, el efectivo respeto de los roles que cada órgano del Estado asigna al esquema constitucional.

En tales condiciones, y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 167 del Código Procesal Penal, en cuanto que se entenderá siempre prescripta bajo pena de nulidad de la observancia de las disposiciones concernientes a la intervención del Ministerio Fiscal en los actos en que ella sea obligatoria, puede afirmarse, que la resolución que pretende el apelante revisar ante la Cámara de Casación, es equiparable a sentencia definitiva en la medida que se trata de abrir una causa penal sobre cuya substanciación quedaría pendiente a una tacha de nulidad, que provoca la absoluta inexistencia del proceso, violentando intereses públicos fundamentales. 

Ahora bien, establecida la necesidad del requerimiento fiscal para poner en marcha la actividad jurisdiccional -con natural predisposición pasiva hasta su efectiva excitación-, la decisión adoptada en primer término por el Juez de Instrucción, y luego por la Cámara de Apelaciones, trasciende el ámbito de la normativa procesal en que se apoyó, vulnerando funciones constitucionalmente otorgadas al órgano que represento. 

En efecto, el artículo 120 de la Constitución Nacional dispone que el Ministerio Público es un órgano independiente con autonomía funcional y autarquía financiera, que tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la República, de donde un eventual sometimiento de la voluntad generadora de la instrucción al órgano jurisdiccional, implica un avasallamiento o injustificado de las funciones propias del titular de la acción. 

En este sentido, la decisión cuestionada también resulta equiparable a sentencia definitiva, esta vez por sus efectos, en la medida que involucra la determinación de las funciones institucionales del Ministerio Público, pues, con ella se ha subvertido el régimen legal del ejercicio de la acción criminal. 

 

R. S.A. s/ Recurso de queja - Causa N° 1025

R. 1385, XXXII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

 



Capítulo VI

Derecho Procesal Administrativo

Contienda negativa de competencia

Acción de amparo. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 

Al resultar de los términos de la presentación que la acción de amparo intentada tendría por objeto cuestionar la validez de actos realizados por autoridades provinciales, y por aplicación, a contrario sensu, de la doctrina de la Corte que asigna competencia a la justicia federal para conocer acerca de las demandas de amparo que tienen por objeto examinar la validez de actos emanados del gobierno nacional, resulta que corresponde a la justicia local conocer del remedio intentado.

A., Raúl Héctor s/ Interpone acción de amparo

COMP. 1138, XXXII, 17 de febrero de 1997

Ver dictamen 

Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"" a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

González de Zalazar, Glady Margot c/ Universidad Nacional del Nordeste (U.N.N.E.) s/ Demanda contencioso-administrativa

COMP. 840, XXXIII, 18 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cobro de sumas de dinero. Juicios contra el estado. Ejército. Retiro militar. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 

En cuanto a la contienda de competencia a decidir la presente causa debe continuar su trámite ante el fuero contencioso-administrativo federal.

En efecto, debe recordarse que la ley 24.655 que creó la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social determinó en su artículo 2°, que los juzgados serán competentes en las demandas que versen sobre la aplicación de los regímenes de retiros, jubilaciones y pensiones de las Fuerzas Armadas y de Seguridad.

El sub lite queda comprendido dentro de los procesos que se encuentran radicados ante el fuero contencioso administrativo, en los términos de la mencionada Acordada 75/96 en la medida en que ya se ha dictado sentencia de primera instancia, aunque ella se encuentre pendiente de apelación.

 

Carli de Romanutti, Alda Blanca c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 425, XXXIII, 05 de agosto de 1997

Ver dictamen 

Servicio público. Telecomunicaciones. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Es doctrina reiterada del Alto Tribunal que la discusión en torno a la prestación del servicio público de telecomunicaciones importa la aplicación y. por ende. la interpretación de normas de indudable naturaleza federal, lo que habilita tal competencia por razón de la materia. 

En el caso, además, surge de los propios dichos del accionante, que se ha producido un incumplimiento, por parte de la prestataria, de la solicitud de prestación del servicio público de comunicaciones, lo que ha dado inclusive lugar al reclamo de cobro de derechos por actos destinados a su instalación que reconoce como improcedentes por inoportunos dentro del marco de aplicación de normas que invoca (Ley Nacional de Telecomunicaciones, Art.16 del R.G.S.B.T., Decreto 1420/92 del Poder Ejecutivo Nacional entre otras y resoluciones de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones), todas ellas de carácter nacional, cuya inteligencia es de inevitable tratamiento por la justicia federal.

 

Ibarlucea, Narciso c/ Telecom Argentina Stet-France Telecom S.A. s/ Cumplimiento de contrato

COMP. 151, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones de competencia

Acción de amparo. Registro nacional de las personas. Documento nacional de identidad. Juez previniente. Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 

Al respecto, el interesado, extranjero procedente de la República Popular de China, obtuvo la residencia permanente en la República Argentina, el que, al ser extraviado, motivó el pedido de duplicado ante el Registro Nacional de las Personas, organismo que, a la fecha de presentación de este remedio procesal, no había accedido a entregarlo. Estos básicos elementos, indican el carácter contencioso administrativo de la causa, que está dado fundamentalmente por la naturaleza de las normas que han de utilizarse para resolver el pleito, que son, antes que de derecho común, claramente administrativas. Ello es así, por cuanto sólo se pretende urgir la actuación del Registro Nacional de las Personas, único organismo estatal encargado de expedir los documentos nacionales de identidad, así como todos aquellos informes, certificados o testimonios previstos por la ley 17.671, regulatoria de su actividad. Tales atribuciones son de eminente carácter administrativo, y exceden el marco propio de las cuestiones de derecho común, el que eventualmente hubiera estado en juego si se hubiese puesto en tela de juicio lo relativo a la existencia, nombre, domicilio o cualquier otra cuestión relativa a los atributos de la personalidad, que tal tipo de documentación certifica.

Corresponde entender a la justicia federal, en razón de ser parte un organismo autárquico del Estado Nacional.

Jiang, Dinghao c/ Registro Nacional de las Personas s/ Amparo

COMP. 621, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Archivo del expediente. 

Si los jueces del fuero contencioso concluyeron que no podían avocarse a conocer el caso al resultar improcedente la vía elegida por el actor, no debieron asignar la competencia a otro tribunal sino, una vez consentida su postura por las partes, disponer el archivo de las actuaciones desde que su objeto no era la promoción de un proceso de conocimiento pleno, sino un recurso en los términos y con los alcances de los artículos 40 y concordantes de la ley 22.140.

La afirmación sobre la competencia de la justicia laboral para conocer en autos, aparece como improcedente e importa una declaración prematura ya que el titular no intenta, en rigor, una acción ordinaria laboral, ni puede de por sí transmutarse en ésta el recurso directo deducido con arreglo al derecho administrativo.

De Sarro, Juan Carlos c/ Administración Nacional de la Seguridad Social

COMP. 455, XXXII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen 

Competencia contencioso administrativa. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Avaca, Octavio Albert c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 673, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Barilli, Carlos Emilio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 685, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.", a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Marchueta, Ignacio Dardo y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) c/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 752, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.” a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Romero, Vicente c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 711, XXXIII, 16 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos dundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Concha, María M. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 715, XXXIII, 16 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

De Behr, Ruth Albarracín c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 773, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Agosto, Cayetana y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 674, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Aguirre, Eusebio Valentín c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 680, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Andrada, Benigno H. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 717, XXXIII, 16 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Aranda, Roberto Ignacio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 682, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Arjona, Francisco c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 712, XXXIII, 16 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Balza, José Cruz y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 687, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Bassi, Pedro Aurelio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 694, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Bustamante, Enrique Omar c/ Estado Nacional - Gendarmería Nacional s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 703, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Calderón, Ricardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 695, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Campagna, José María c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 690, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Catuzzi, Abel Teodoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 702, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Chichizola, Jorge Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 686, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Delucchi, Julio Celestino y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 775, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Domínguez, Vicente Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 683, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Guil, Carlos c/ Ministerio de Justicia - Servicio Penitenciario s/ Personal militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 692, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Iñon, Benjamín Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 700, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

López, Héctor B. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 716, XXXIII, 16 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Pérez, Carmen c/ Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 696, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Pérez, José R. c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 719, XXXIII, 16 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Riera, María Teresa Josefina c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 744, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Rodríguez, Néstor Oscar c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 688, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Rojo Sáenz de Regadera, Nely Matilde c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 671, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Rosas Racedo, Marcelo Eduardo c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 770, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Salvatierra, Osvaldo Francisco c/ Caja Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 699, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Sánchez Almeyra, Guillermo Rubén c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 693, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Sanz, Enrique c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 684, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Serrano, Juan Carlos y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 768, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Tachi, Ilda Nelly y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 691, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Tejeda, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 701, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Tortorelli, Miguel c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 769, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Ulla, Félix Segundo y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 767, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Vergara, Héctor Rubén y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 681, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Villar, Ramón y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 698, XXXIII, 07 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Escalante, Juan c/ Estado Nacional -E.M.G.E. -I.A.F. s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 725, XXXIII, 16 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Romeo, José R. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 714, XXXIII, 16 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Ronchi, Lelia Edith y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 726, XXXIII, 16 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”.

Barrios, Paulino y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 713, XXXIII, 16 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425. L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seg.", a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

D´Andrea Mohr, José Luis c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Retiro Militar y Fuerzas de Seguridad

COMP. 745, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 425. L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seg.", a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Montes de Oca, Humberto Juan c/ Estado Nacional (E.M.G.E.) s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 750, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Aguirre, Isaac c/ Estado Nacional, Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 524, XXXIII, 04 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Arteaga, Jorge Pablo c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 662, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Balzari, Héctor Julio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ Recurso de queja por apelación denegada

COMP. 537, XXXIII, 04 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Blascetta Eyler, Julio Alberto c/ Estado Nacional (Comando en Jefe de la Armada) s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 538, XXXIII, 04 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Day, Alfredo y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 545, XXXIII, 04 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Gordillo, Dermidio c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa - Ejército Argentino) s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 535, XXXIII, 04 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Hadad, Restituto Hugo y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa- Gendarmería Nacional) s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 544, XXXIII, 04 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Medrano Caro, Juan Carlos y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 540, XXXIII, 04 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Molinari, Manuel Martín y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 541, XXXIII, 04 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Valenzuela, Julio César c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 525, XXXIII, 04 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Vergara, Carlos Pacífico y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 542, XXXIII, 04 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".

Vitali Piramides, Luis y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seguridad

COMP. 536, XXXIII, 04 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Competencia federal. 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Apeseche, César Ruperto y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 924, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Arbeleche de Guaita, María Mercedes c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 918, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Bianchi, Aníbal Osvaldo c/ Estado Nacional (Ministerio del Interior y Caja de Retenciones Jubilaciones y Pensiones Policía Federal) s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 919, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Coria, Rubén Oscar y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 797, XXXIII, 06 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Fernández, Edmundo Pablo y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 920, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Florensa, Ramón y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa (Estado Mayor General del Ejército -EMGE-)- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 915, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Gamarra, Mariano c/ Estado Nacional -Estado Mayor General del Ejército EMGE - Instituto de Ayuda Financiera IAF- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 914, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Gómez de Fontan Blanco, Dora Rosa y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 922, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Mangini de Navarro, Nélida Esther c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 903, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Maranon, Néstor Ariel y otros c/ Estado Nacional -Instituto de Ayuda Financiera para pago de Retención Pensión Militar s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 930, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Martínez Zuviría, Hugo c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 907, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Melida, Benigno y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 904, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Miraglia, Alberto Luis y otros c/ Estado Nacional Estado Mayor General de la Fuerza Aérea -EMGFA- s/ Reajustes varios

COMP. 905, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Moreno, Jorge Matías c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 906, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Palacios Córdoba, Luis María Sebastián y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas

COMP. 928, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Paz, Carlos Omar c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 913, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Pérez, Armando c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 901, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Possenti, Oscar Roberto c/ Estado Nacional (Ministerio del Interior-Policía Federal) s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 934, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Reinhold, Oscar Lorenzo y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 902, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Rodríguez, Aníbal y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 929, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Romero de Mir González, Antonia y otro c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 912, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Romero de Mir González, Dora Antonia María c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas

COMP. 916, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Romero, René Arnaldo y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 926, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Santamaría, Pedro Antonio y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 909, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Santamaría, Raquel y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 925, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Silva, Alberto Edgardo c/ Estado Nacional -Estado Mayor General de la Armada- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 936, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Trassinari, Olga Esther c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército -EMGE-) s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 917, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Trejo Lema, Eduardo Baltazar Pastor c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 900, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Troncoso, Rafael c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 819, XXXIII, 10 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Vergara, Waldo y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 908, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Zito de Bocco, Olga Esther c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 911, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Empleo público. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.

Molina Portela, Carlos c/ Estado Nacional s/ Empleo público

COMP. 798, XXXIII, 10 de noviembre de 1997

Ver dictamen 

Queja por denegación del recurso extraordinario

Inconstitucionalidad. Obras sociales. Porcentaje de los aportes y contribuciones. Interpretación de la ley. Insuficiencia del agravio. Sentencia arbitraria. Cuestión federal. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 

El recurso federal estuvo en parte mal denegado, pues resulta formalmente procedente en lo que atañe a la causal del art. 14, inc. 2°, de la ley 48, toda vez que, habiendo sido cuestionada la validez constitucional de una ley provincial, la decisión fue favorable a dicho dispositivo. En efecto, tras recordar el carácter no absoluto de los derechos, el a quo, citando jurisprudencia de la Corte, estimó que los que la actora invoca no se ven lesionados cuando la cuestión involucra la incorporación solidaria de afiliados a entes de previsión y seguridad social; máxime cuando los aportes, no confiscatorios, sobrevienen, además, en beneficios para el propio obligado.

Dicha procedencia, sin embargo, no alcanza a los agravios que se vinculan con la garantía del art. 14 bis, toda vez que, dicha cuestión no fue oportunamente introducida, siendo propuesta recién con la apelación extraordinaria; más aún cuando de su tardía proposición, particularmente destaca el agravio referido a la ausencia de participación de los interesados en la administración del I.O.M.A., cuestión ni siquiera tangencialmente arrimada al tribunal o rozada por él en su pronunciamiento.

En lo relativo a los fundamentos con base en la arbitrariedad, por su parte, los que, en atención a su naturaleza y al tratamiento precedente de los agravios constitucionales basados en el art. 14, inc. 2° ley 48, sólo cabe considerar en lo referido al derecho local, la presentación no logra poner en evidencia los defectos que se alegan. Ello es así, porque se limita a discrepar con el criterio expuesto en el resolutorio relativo a los alcances de la acción de inconstitucionalidad y al modo en que la razonabilidad debe ser apreciada, sin aportar elementos demostrativos del supuesto error descalificatorio en que hubiera incurrido el a quo. No resulta hábil, la alusión al deterioro prestacional del I.O.M.A. o a la habilitación de regímenes nacionales de la seguridad social de índole optativa, ya que su sola invocación no controvierte la caracterización que de aquellos institutos efectuara el juzgador; máxime, frente a la excepcionalidad que atañe a la causal invocada, la que se encarece tratándose de decisiones de superiores tribunales de provincia.

En cuanto a la cuestión federal propiamente dicha, el remedio carece de sustento como para conmover la decisión de mérito, toda vez que se limita también aquí a discrepar con sus fundamentos, pero sin aportar elemento alguno que revele con la eficacia necesaria el equívoco en que habría incurrido el a quo. Por lo pronto, no se evidencia que resulte inatinente la doctrina citada en el decisorio, que es la reiterada postura de esa Corte. En tal sentido, si la crítica alude a la referencia de Fallos: 286:198, cabe entenderla infundada, desde que su doctrina se dirige a justificar la incorporación compulsiva a organismos de previsión y seguridad social, lo que coincide con la hipótesis de marras; e irrelevante si concierne a los precedentes locales, desde que ellos son sólo invocados en respaldo de una conclusión autónoma del a quo, y previa advertencia de que sólo guardan "cierta similitud" con los obrados.

En el mismo orden debe inscribirse el argumento referido al porcentaje del aporte, toda vez que, más allá de que él pueda significar un sacrificio mayor al que el juzgador admite, no logra ponerse de resalto su pretendido carácter irrazonable o confiscatorio, no habiéndose alegado ni probado arbitrariedad en la apreciación por el a quo de la limitación que la contribución significa para el patrimonio de la presentante.

Finalmente, idéntico déficit cabe referir al ataque dirigido al principio de solidaridad contributiva esgrimido por el juzgador como fundamento de la obligatoriedad del aporte, desde que la crítica vertida, antes que a evidenciar las presuntas debilidades del argumento, se dirigió a proponer una noción alternativa de aquél, en el estricto marco de lo que constituye la última ratio del orden jurídico, no apta para controvertir, una caracterización distinta del principio, en tanto ello no excede de la mera discrepancia. 

De ese modo, frente a una presentación de esa noción admisiva de sacrificios porcentualmente variados y aún, en hipótesis, de falta de beneficios, la quejosa se ciñe a oponer una versión favorable a una proporcionalidad mayor entre aportes y contraprestaciones, insuficiente, por sí misma, para poner de relieve el presunto error ínsito en la primera.

Nada obsta a todo ello, la alegación de gravedad institucional introducida que, se afirma que es reiteración de la expuesta en el principal, en tanto la misma, carente de todo desarrollo, no excede la mera afirmación dogmática, en el marco de la excepcional doctrina de la Corte respecto de su admisibilidad y máxime cuando, en rigor, dicha construcción pretoriana de la Corte no configura, por sí, una cuestión federal, sino un andamiaje valedero para habilitar el recurso extraordinario en los casos en que no media naturalmente el cumplimiento de todos los recaudos de admisión previstos en la ley 48. 

 

Nowinski, Elsa Alicia s/ Inconstitucionalidad Artículo 16 de la Ley 6.982

N. 36, XXXII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen 

Personal militar. Régimen de consolidación de deudas. Interpretación y aplicación de la ley. Procedencia del recurso. 

Si la deuda quedó consolidada el día 1° de abril de 1991, cabría aplicar al caso las pautas sentadas por el Tribunal en su sentencia de causa V. 196, L. XXIV, "Valenzuela, Domingo s/ Rec. Apel. del Tribunal Fiscal de la Nación", según las cuales, a partir de la consolidación, cualquiera que sea el acreedor, "las obligaciones consolidadas devengarán solamente un interés equivalente a la tasa promedio de la caja de ahorro común que publique el Banco Central de la República Argentina, capitalizable mensualmente". No modifica el criterio expuesto, el hecho que la recurrente haya expresada que la deuda se pagará con Bocones 1ra Serie. Ello es así, pues pese a que no consta en autos que los acreedores hayan efectuado esta opción, los intereses que corresponden a tales títulos, fijados por el artículo 12° de dicha ley y por el artículo 21, inciso "d" de su decreto reglamentario 2140/91, son iguales a los que establece el artículo 6° de la ley, para las obligaciones consolidadas.

Luque, Sebastian y otros c/ Instituto de Ayuda Financiera para Pago de Retiros y Pensiones Militares s/ Personal Militar y Civil de las de las FFAA y de Seg.

L. 58, XXXII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Recurso extraordinario

Amparo por mora. Concesión errónea del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa B. 1535, L. XXXII, “Barbero, Silvia Lilian c/ A.N.S.E.S s/ Amparo por mora de la administración".

Boggero, Carlos c/ Anses s/ Amparo por mora de la administración

B. 1524, XXXII, 25 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Empleo público. Régimen jubilatorio. Inconstitucionalidad. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa G. 99, L. XXXII, "Gaibisso, César A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Amparo ley 16.986".

De Igarzabal, Félix Romeo y otros c/ Estado Nacional (Poder Judicial de la Nación) s/ Empleo público

D. 344, XXXIII, 11 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Jubilación extraordinaria. Personal militar. Servicios de inteligencia. Reducción de la jubilación. Derecho de propiedad. Devolución del expediente. 

Asiste razón al interesado cuando afirma que resulta aplicable la doctrina sentada por la Corte en Fallos: 315:772. Ello es así, en tanto de los informes que obran en el expediente surge que la aplicación irrestricta de la disposición atacada importa desconocer prácticamente la jubilación civil, dado que percibe un reducido porcentaje de lo que le correspondería si no se aplicara el tope establecido por la ley militar, circunstancia que pone en evidencia que, al tomarse ilusoria la mejor prestación a la que tiene derecho en virtud del mayor tiempo trabajado con los respectivos aportes efectuados al sistema, la decisión que recurre se encuentra en pugna con enunciados de jerarquía constitucional que resguardan la integridad del haber.

Dondi, Mario Alberto c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal

D. 217, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

Mora de la administración. Amparo por mora. Inconstitucionalidad. Presentación extemporánea. Concesión errónea del recurso. 

El pedido de inconstitucionalidad de una norma como el articulado en autos requiere el estricto cumplimiento de los requisitos que hacen a su admisibilidad, en cuanto va dirigido a obtener una declaración que constituye la última ratio del orden jurídico, a la que sólo cabe acudir cuando no exista otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparada por la constitución, sino de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía. 

Ello así, debe destacarse que, con anterioridad al dictado de la sentencia en recurso, ya había entrado en vigencia la norma impugnada, circunstancia que obligaba a la interesada a introducir el planteo de invalidez en tiempo oportuno y no, como tardíamente lo efectuó al deducir la apelación extraordinaria, razón por la cual, el recurso fue mal concedido por el a quo.

 

Barbero, Silvia Lilian c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparo por mora de la administración

B. 1535, XXXII, 25 de septiembre de 1997

Ver dictamen 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo VII

Derecho Procesal Civil

Acción civil

Beneficio de litigar sin gastos. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Denegatoria del beneficio. 

La iniciación y sustanciación de un proceso como el de autos, de tipo civil, importa impulsar una actividad jurisdiccional de los tribunales que, por su naturaleza, trae aparejada una serie de gastos que, en principio, deben ser soportados por las partes que persiguen la satisfacción de determinada pretensión. Si bien el ordenamiento procesal vigente hace excepción a este principio general autorizando su dispensa -total o parcial-ello es así en la medida en que el litigante acredite, de manera fehaciente e indudable, que se verifican, a su respecto, las condiciones de pobreza que invoca y que le impediría hacer frente a esa erogación. 

En este orden de ideas, la Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas.

 

Pagnone, Inés Amor c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Daños y perjuicios

P. 515, XXVI, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Los elementos de prueba obrantes en autos resultan insuficientes para verificar razonablemente si el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento del beneficio. En efecto, si bien es válida toda la prueba reunida, no escapa al suscripto que de las constancias del expediente, surge que el peticionario, con anterioridad, era una persona de posición económica holgada, dueña de varias empresas, entre ellas un frigorífico; propietaria bienes muebles e inmuebles y a pesar que, según sus propios dichos y los de los testigos, todo ese capital lo gastó en los años que lleva reclamando el precio por la venta de sus barcos, esta circunstancia no aparece comprobada en autos. 

También se advierte, conforme a la cuantía y naturaleza del pleito, que la prueba agregada al sub lite pudo ser más amplia y sustanciosa toda vez que, si bien no es necesario demostrar estado de indigencia para litigar sin gastos, los referidos elementos de juicio adquirirían mayor grado de convicción de haberse probado en forma fehaciente sus ingresos, como así también, la venta de sus inmuebles y automóviles, con constancias notariales o registrales la carencia de otros bienes registrables, cuentas bancarias, medicina prepaga o tarjetas de crédito, recibos de alquiler etc. 

Por otra parte, cabe recordar que tiene dicho la Corte que el elevado monto por el que se ha efectuado la demanda, no es razón suficiente por sí sola para que se conceda el beneficio.

Larocca, Salvador Roque c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

L. 83, XXXI, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Acción de inconstitucionalidad

Aportes previsionales. Docentes. Regulación de honorarios. Consolidación de deudas. Ejecución de sentencias contra el Estado. Plazos procesales. Ley provincial. Inconstitucionalidad. 

El hecho de que la Provincia solicite la aplicación de la ley provincial 5071 en forma posterior al dictado de la sentencia del Tribunal que decide considerar excluidos del régimen de consolidación a los honorarios regulados en el pleito, no resulta ser un obstáculo a tal fin, pues, del propio texto de la norma se desprende que ella rige la situación planteada una vez finalizado el proceso, siendo un presupuesto indispensable para su aplicación la existencia de una sentencia definitiva de condena contra el Estado provincial.

Resulta inatendible el pedido de rechazar la aplicación de la ley provincial 5071 por haberse efectuado el planteo en forma extemporánea, pues, a sus efectos, resulta irrelevante la etapa procesal de su introducción, en tanto ella sólo regula un procedimiento posterior al fallo tendiente a efectivizar la condena de pago. 

En un caso análogo, la Corte convalidó la aplicación de una ley local que suspendía las ejecuciones de sentencia contra el Estado provincial, sancionada incluso después de dictada la sentencia definitiva y de trabado embargo sobre las sumas adeudadas.

Sobre el planteo de inconstitucionalidad de la ley 5071 corresponde señalar que la Corte tiene reiteradamente dicho que, la declaración de inconstitucionalidad de las leyes, constituye un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico.

Los escuetos argumentos expuestos por los letrados de la Caja Complementaria dirigidos a cuestionar la constitucionalidad de la ley provincial por violar el derecho de propiedad y la cosa juzgada, no satisfacen los requisitos mínimos de fundamentación que son exigibles cuando lo que se pretende es nada menos que la invalidez de una norma jurídica por resultar contraria a la Constitución Nacional; máxime cuando tal declaración implicaría, a la vez, el abandono de la doctrina sustentada por la Corte para desestimar planteos de índole similar en las causas: “Peralta”, “Videla Cuello”, y “Kasdorf S.A.”.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ San Luis, Provincia de s/ Cobro de australes

C. 959, XXIII, 25 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Tasa de justicia. Inadmisibilidad del recurso. 

Contrariamente a lo que sostiene la actora, que, al no haber cancelado el total de la tasa de justicia a su cargo cuando todavía se encontraba vigente la citada ley 21.859, mal puede haberse configurado, respecto de la parte aún impaga, un supuesto de aplicación retroactiva de la ley 23.898 que haga atendible su planteo de inconstitucionalidad por violación de un derecho adquirido con anterioridad a la sanción de ésta.

La Plata Remolques S.A. c/ Buenos Aires Provincia de s/ Repetición

L. 338, XXI, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Acción meramente declarativa

Acción de inconstitucionalidad. Pronunciamiento inoficioso. 

De acuerdo con reiterada doctrina, no corresponde pronunciamiento de la Corte cuando circunstancias sobrevinientes han tornado inoficioso decidir la cuestión materia de la Litis.

Ello es lo que acontece en el caso, toda vez que, luego de la ratificación por la ley 11.524 de la Provincia de Buenos Aires del “Convenio de transferencia de servicios educativos nacionales”, no existe, circunstancia alguna, que según lo dispuesto por el artículo 322 del Código de rito, genere “un estado de incertidumbre sobre la existencia o modalidades de una relación jurídica”. 

Si no existe demostración del agravio que le ocasiona la aplicación de dicha norma, carece de sentido pronunciarse sobre su inconstitucionalidad.

Por otro lado, la emisión del pronunciamiento solicitado por la actora implicaría subvertir los principios sentados por la Corte en el precedente de Fallos: 308:1489, en cuanto a que para estimar todavía posible la intervención de la Corte en los autos, con el objeto mencionado, sería necesario dejar de lado la regla que veda, en nuestro sistema constitucional federal, los pronunciamientos judiciales que declaren inconstitucionalidades con carácter general. 

Máxime, cuando no resulta ocioso recordar, que como señaló la Corte desde antiguo, la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico y que, por lo tanto, no permite soslayar el presupuesto básico del sistema de control encomendado al Poder Judicial sobre las actividades ejecutiva y legislativa, esto es, la rigurosa observancia del requisito de la existencia de un caso o controversia, para la preservación del principio de división de los poderes. 

En virtud de lo expuesto la materia del sub lite ha devenido abstracta.

 

Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) C/ Provincia de Buenos Aires s/ Demanda sumaria

O. 198, XXVI, 26 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Si no existe demostración del agravio que le ocasiona la aplicación de dicha norma, carece de sentido pronunciarse sobre su inconstitucionalidad.

Una vez expirado el plazo de vigencia de la ley 206, no existe circunstancia alguna que, según lo dispuesto por el art. 322 del Código de rito, genere "un estado de incertidumbre sobre la existencia, alcances o modalidades de una relación jurídica”.

Como señaló la Corte desde antiguo, la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico y que, por lo tanto, no permite soslayar el presupuesto básico del sistema de "control" encomendado al Poder Judicial sobre las actividades ejecutiva y legislativa, esto es, la rigurosa observancia del requisito de la existencia de un "caso" o "controversia", para la preservación del principio de división de los poderes.

Athuel Electrónica S.A. c/ Tierra del Fuego e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa

A. 88, XXXI, 26 de marzo de 1997

Ver dictamen

Beneficio de litigar sin gastos

Dañs y perjuicis. Mala praxis. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios Incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del Juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. 

Es decir, que en cada situación concreta, el tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca, para lo cual no es Imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza si no que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento del beneficio. 

Tales circunstancias se configuran en el caso, por lo que el pedido efectuado puede prosperar.

 

L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

A. 9, XXX, 18 de julio de 1997

Ver dictamen

Gastos del proceso. Facultades jurisdiccionales. Igualdad ante la ley. Otorgamiento del beneficio. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza. 

Es decir, en cada situación concreta el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio. 

A la luz de estos principios, dichos requisitos se pueden dar por alcanzados respecto del actor, por lo que el pedido efectuado debe prosperar.

 

Amaya, Julio c/ Buenos Aires, Provincia de (Hospital General Belgrano) y otros s/ Sumario

A. 433, XXVII, 25 de agosto de 1997

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Daños y perjuicios. Mala praxis. Admisibilidad de la petición. 

La Corte tiene dicho que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Asimismo, el Tribunal marcó que en cada situación concreta, se deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos, o la imposibilidad de obtenerlos, de quien invoque el beneficio para afrontar las erogaciones que demanda el proceso en cuestión.

Ponce, María Esther c/ Buenos Aires, Provincia de

P. 145, XXX, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Personas jurídicas. Debido proceso. Defensa en juicio. Otorgamiento del beneficio. 

En reiteradas oportunidades la Corte ha dicho que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial; que no es imprescindible, al peticionario, producir una prueba acabada que otorgue al juez un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de insolvencia alegadas, siempre que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar razonablemente que el caso se encuadra en los supuestos que autorizan su otorgamiento.

El artículo 78 del Código Procesal Civil y comercial no hace distingos en cuanto a quienes pueden tener acceso a dicha facilidad y, si bien cuando la que peticiona es una persona jurídica el instituto en examen debe ser apreciado con suma prudencia, no existen al respecto para su concesión restricciones de carácter legal, toda vez que su admisión tiende a asegurar, a todas las partes del proceso, el cumplimiento de garantías de raigambre constitucional, como lo son el debido proceso y la defensa en juicio.

Mariategui S.A.C.I.M.A.C. c/ Neuquén, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Ordinario

M. 269, XXIV, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

Prueba. Apreciación de la prueba. Otorgamiento del beneficio. 

Tiene dicho la Corte que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas.

También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción, que permitan verificar, razonablemente, que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento.

En cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio.

S., C. A. c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios

S. 114, XXX, 03 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Tiene dicho la Corte que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas.

También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción, que permitan verificar, razonablemente, que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento.

En cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio.

No es óbice el hecho de que el actor haya adquirido un vehículo en cuotas, toda vez que tiene dicho la Corte que para la concesión del beneficio no es requisito indispensable demostrar un estado total de indigencia.

Brody Vigh Veiss, Pedro c/ Chaco, Provincia de y otro s/ Ordinario

B. 227, XXVIII, 03 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Otorgamiento del beneficio. 

El Tribunal, en reiteradas oportunidades, ha sostenido el criterio de que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas.

También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que basta que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar razonablemente que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento.

En cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio.

Sandoval, Zulma Catalina c/ Chaco, Provincia de y otro s/ Inconstitucionalidad

S. 372, XXIII, 22 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Irretroactividad de la ley. 

El Tribunal, en reiteradas oportunidades, ha sostenido el criterio de que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas.

También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que basta que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar razonablemente que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento.

En cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio. 

Por aplicación del principio de irretroactividad del beneficio éste no puede ser concedido respecto de las etapas precluídas toda vez que, si bien el artículo 78 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación autoriza su solicitud en cualquier estado del proceso, ello no implica reconocerle efectos anteriores a la fecha de su interposición, razón por la cual, en caso de ser concedido, sólo eximirá a la parte de los gastos o costas futuras.

Pérez, Claudia Marisa c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios

P. 139, XXIV, 22 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Contienda negativa de competencia

Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Competencia federal. 

Se trata, en el caso, de un juicio entre vecinos de distintas provincias, por lo que corresponde, conforme a lo dispuesto por el artículo 2, inciso 20 de la ley 48, entenderá el pleito a la justicia federal. Asimismo, siendo una acción derivada de un accidente de tránsito, cuyo lugar del hecho coincide con el del domicilio del demandado, por aplicación del artículo 5° inciso 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, seria competente para conocer en la causa, el Juez Federal provincial.

Parada, José Alberto c/ Lombardini de Jauregui, Nélida Magdalena Isabel s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito c/ Lesiones o muerte

COMP. 302, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Empleo público. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

A fin de determinar la competencia, conforme el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y una antigua jurisprudencia de V.E., corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que se hace en la demanda.

Garello, Daniel Gustavo c/ Comision zonal lucha contra aftosa s/ Despido y accidente de trabajo

COMP. 417, XXXIII, 14 de agosto de 1997

Ver dictamen

Acción de amparo. Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Giménez de Fernández, Francisca Esther c/ Facultad de Ciencias Agrarias de la Universidad Nacional del Nordeste s/ Acción de amparo

COMP. 923, XXXIII, 26 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Incidente de medida cautelar de no innovar en autos "Canteros, Gustavo por A.M.E.T. c/ C.O.N.T. y Ministerio de Educación de la Nación s/ Amparo"

COMP. 887, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Servicio telefónico. Tarifa de servicios públicos. Modificación de tarifas. Supresión del servicio público. Decretos nacionales. Competencia federal. 

Habida cuenta que la tarifa cuya aplicación se cuestiona se vincula de modo directo con la interpretación del decreto 92/97 del Poder Ejecutivo Nacional, resulta competente ratione materiae la justicia federal. Ello en virtud de la jurisprudencia de la Corte que sostiene que debe conocer el fuero de excepción cuando la pretensión esgrimida por la actora se relaciona en último caso con el sentido y alcance de normas federales, como son las dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades que le confiere la ley nacional de telecomunicaciones 19.798, máxime cuando está en juego la posible suspensión del servicio.

 

Peralta, Mauricia y otros c/ Telecom s/ Acción de amparo

COMP. 785, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Acción de nulidad. Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

 

Anhello, Delia Francisca y otros c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción declarativa de nulidad

COMP. 873, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Massalin Particulares S.A. c/ Estado Nacional, Subsecretaría de Finanzas y Dirección General Impositiva s/ Acción declarativa

COMP. 869, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cámara federal de apelaciones. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Incidente de medida cautelar del principal: García González, Baltazar Nicanor c/ Senasa N° 661/95

COMP. 839, XXXIII, 29 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo", a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Escobar, Pedro Benjamín c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social

COMP. 951, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"" a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Tipoiti S.A.T.I.C. c/ Dirección General Impositiva (DGI) s/ Acción contencioso-administrativa

COMP. 881, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Orue, Ariel Horacio c/ Estado Nacional Argentino s/ Sumario

COMP. 843, XXXIII, 18 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Fernández, Santiago José y Dolores Miño de Fernández c/ Estado Nacional Argentino y Fuerza Aérea Argentina s/ Cobro de pesos

COMP. 941, XXXIII, 26 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Fisco Nacional (Instituto Nacional de Cinematografía) c/ Olivetti, Aníbal Santiago "Cine San Martín" s/ Cobro de pesos

COMP. 884, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Olivetti, Aníbal Santiago "Cine San Martín" (Goya, Corrientes) s/ Cobro de pesos

COMP. 935, XXXIII, 26 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina c/ Sánchez Pompeya, Elizabeth; Sánchez, Francisco José s/ Juicio ordinario por cobro de pesos

COMP. 890, XXXIII, 29 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Competencia civil y comercial. 

Tiene reiteradamente dicho la Corte que los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. 

Si bien el artículo 5, inciso 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que cuando se ejercitan acciones personales, es competente el juez del lugar en que deba cumplirse la obligación y, en su defecto; a elección del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, por aplicación de lo establecido por el artículo 2°, primera parte, del mismo cuerpo legal, cuando se trata de asuntos exclusivamente patrimoniales, la jurisdicción territorial es esencialmente prorrogable por conformidad de los interesados. Así lo tiene reconocido el Tribunal en abundante jurisprudencia. 

 

Carrozados San Nicolás S.R.L. c/ Unión del Personal Civil de la Nación - Sección Provincial de la Rioja s/ Cobro de pesos

COMP. 481, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

La competencia de los tribunales federales no puede surgir de compromiso alguno que hubieran asumido las partes de un proceso, sino que es de carácter excepcional y restrictivo, y sólo deviene, por ende, de mandatos constitucionales y legales. En consecuencia, sería competente en la causa el tribunal ordinario de la jurisdicción territorial correspondiente. Empero en el sub-lite cabe atender a la circunstancia de que la propia actora se ha presentado denunciando la existencia del concurso preventivo de la demandada, proceso éste, que en orden a la aplicación del principio del fuero de atracción, y lo dispuesto en el artículo 21 de la ley 24.522, provoca la radicación en el tribunal donde tramita el juicio universal, de todas las causas de carácter patrimonial promovidas contra el concursado.

No empece a esta solución, la circunstancia de que en autos no haya participado de la contienda el tribunal que entiende en el proceso universal, atento a que la Corte se halla habilitada a remitirla al que considere competente, a los fines de evitar una mayor dilación en el trámite, y un dispendio inútil de la actividad jurisdiccional, como modo de no incurrir en una posible privación de justicia.

Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Álvarez s/ Cobro de pesos

COMP. 496, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”; resuelto por la Corte de acuerdo con los fundamentos de esta Procuración General.

Se suscita una contienda negativa de competencia, que habrá de dirimir la Corte de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, texto según la ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la causa laboral, deberá quedar radicada ante el juzgado Civil y Comercial donde tramita el concurso de la demandada. 

 

Maza, Alfredo S. v.s. José Minetti y Compañia Limitada S.A.C.I. s/ Cobros

COMP. 1055, XXXII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Entes autárquicos nacionales. Competencia federal. 

La Corte ha establecido que corresponde a la justicia federal y no a la provincial entender en las causas en que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte, aun en aquellas que versen sobre cuestiones laborales. Dicha doctrina, además, fue aplicada respecto de aquellos litigios de los que pudiera derivar un perjuicio al patrimonio del Banco de la Nación Argentina (organismo autárquico estatal, según art 1, anexo-ley 21.799 y modificatorias), sin que obstara a ello la circunstancia de ser co-demandada una persona no aforada.

Perrone, Agustín c/ Riva S.A.I.I.C.F.A. y otro s/ Cobro de pesos

COMP. 310, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Jeréz, Juan Carlos y otros c/ José Minetti y Compañia limitada S.A. s/ Cobro de pesos

COMP. 383, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Competencia comercial. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Aragón, Héctor Arrmando c/ Compañiía Azucarera del Norte S.A. s/ Cobro de Australes

COMP. 329, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Servicio telefónico. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa, Comp. 523, L. XXXII, “Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. c/ Huergo, Carlos s/ Incumplimiento de contrato”.

Se encuentra planteado un conflicto negativo de competencia, que corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo 24, inc. 7 del decreto ley 1.285/58.

Movistar S.A. c/ Chávez, Osvaldo Daniel s/ Incumplimientode deber

COMP. 1157, XXXII, 12 de marzo de 1997

Ver dictamen

Sociedad anónima. Competencia civil y comercial. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 169, L XXXI, "Martina Julio César c/ Y.P.F. Sociedad Anónima s/ Laboral" y Y. 28, L. XXXI, "Y.P.F. S.A. c/ Municipalidad de la Matanza s/ Amparo".

Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Álvarez, Juan Bautista s/ Cobro de Pesos

COMP. 262, XXXIII, 14 de agosto de 1997

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 

Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.

 

Toda vez que el conflicto negativo de competencia de que dan cuenta estas actuaciones se suscitó entre los jueces nacionales de la instancia en lo contencioso-administrativo federal, quedó resuelto por el pronunciamiento de la Alzada, conforme a lo dispuesto por el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1258/58. 

No corresponde, por ende, que la Corte se pronuncie sobre la cuestión planteada por el señor juez en lo civil y comercial federal, ya que la contienda fue dilucidada por el órgano con facultades para ello, el que ha determinado de manera definitiva que el titular del Juzgado Nacional de Instancia en lo Civil y Comercial Federal es quien posee competencia para entender en la presente causa.

 

Amigal Cooperativa de Vivienda Crédito y Consumo Limitada c/ Estado nacional, Ministerio de Defensa s/ Cobro de pesos

COMP. 453, XXXIII, 18 de julio de 1997

Ver dictamen

Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 514, L. XXXI, "Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario".

Colavita, Oscar H. c/ Figueredo Juan J. y otros s/ Sumario

COMP. 267, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa 40, L. XXXI, "Nieve, Elpidio Tomás c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. (ENCOTE S.A.) s/ Indemnización".

Vogt, E. c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A y/o quien resulte responsable s/ Demanda laboral

COMP. 372, XXXII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

Concurso preventivo. Economía procesal. Inspección General de Justicia. Competencia provincial. 

En supuestos como el de autos, donde media la afirmación del tribunal provincial, de que el domicilio se halla en su jurisdicción, con apoyo en la documental adjuntada que así lo acredita, corresponde analizar si la denuncia del cambio posterior del domicilio legal en el ámbito de la capital federal, que fuera oportunamente denunciado por la concursada resulta hábil para fijar la competencia.

Se hace aplicable la doctrina de la Corte que considera que la inscripción válida a los fines de fijar la competencia, es aquella subsistente al tiempo de iniciarse las acciones de promoción de juicio universal, a fin de impedir, de tal modo, que la modificación ulterior conduzca a evitar la intervención del juez natural al tiempo que se denuncia su estado de cesación de pagos, que en el caso coincide con la promoción de las primeras acciones acusando su existencia.

En virtud de lo reseñado, el criterio favorable a la radicación de la causa es ante el tribunal provincial , ya que si bien es cierto que la concursada inscribió la modificación de su domicilio social en jurisdicción de esta Capital Federal, y que ello , en principio, habilitaría la radicación del concurso en el tribunal nacional, por imperio de lo dispuesto en el artículo 3° , inciso 3° de la Ley 19.551, en atención al elemento objetivo que fija la norma como parámetro para determinar la competencia de orden público y por ello improrrogable, en materia de concursos, tal criterio admite excepciones cuando, como en el caso se advierte que su aplicación conduce a resultados disvaliosos, no queridos por el legislador y que alteran la economía general y principios substanciales consagrados en la ley. En este sentido, corresponde poner de relieve que el concurso, produce consecuencias de orden sustancial y formal de indudable relevancia, cuales son la afectación al control judicial de todo el patrimonio del concursado, la sujeción forzada de los acreedores a un procedimiento especial, la intervención de terceros auxiliares que hagan viable el preciso conocimiento de la situación al juez del concurso, la aplicación del principio de inmediación, la concentración de los procesos por vía del fuero de atracción en el tribunal de la causa y así otras muchas situaciones peculiares, que se apartan del común tratamiento de conflictos judiciales.

En el sub lite se dan circunstancias suficientes que permiten apartarse del principio general del domicilio inscripto en tanto, en primer lugar, dicho domicilio fue fijado por las autoridades societarias que lo inscribieron en otra jurisdicción, sin cancelar la inscripción anterior, violándose con ello lo dispuesto en el artículo 12 de la ley 19.550, y privando de valor y efecto a la decisión respecto de terceros.

Surge claro que, al tiempo en que la empresa decidió modificar sus estatutos y efectuar el cambio de su domicilio, se hallaba en una situación financiera resentida, que la llevó a decidir su presentación de concurso de acreedores.

Si a lo dicho se agrega, por último, que el pedido de quiebra en sede provincial es anterior al concurso preventivo, y que tal solución es la que condice, con que la actividad económica de la concursada no desarrolló hasta la presentación en concurso en jurisdicción de la Provincia en cuestión o sus cercanías, y que la mayor parte de sus acreedores también tienen allí su domicilio, así como radicada la casi totalidad de sus bienes y los procesos judiciales en trámite, se impone la aplicación de la mentada doctrina del Alto Tribunal, por la cual en condiciones como la presente es aconsejable que ceda el principio del domicilio legal, como determinante de la competencia.

 

Vido Construcciones S.A. s/ Concurso preventivo

COMP. 194, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Fuero de atracción. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".

Cialona, José Luis c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 520, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la presente causa laboral, deberá quedar radicada ante el Juzgado Nacional en lo Comercial donde tramita el concurso preventivo de la demandada en autos.

 

Videla Vda. De Gonzalez, Elba y Benedicta Mamani c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 588, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en el cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la presente causa laboral, deberá quedar radicada ante el Juzgado Nacional en lo Comercial donde tramita el concurso preventivo de la demandada en autos.

 

Varas, Ramona A. y Sabina del R. Soto c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 592, XXXIII, 15 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en el cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la presente causa laboral, deberá quedar radicada ante el Juzgado Nacional en lo Comercial donde tramita el concurso preventivo de la demandada en autos.

 

Zuñiga, Silvano Leonardo c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 575, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de la Procuración General.

Rodríguez, Juan Demecio c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 513, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de la Procuración General.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la presente causa laboral deberá quedar radicada ante la Justicia Nacional, donde tramita el concurso preventivo de la demandada.

Carrizo, Nélida c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 574, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de la Procuración General.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la presente causa laboral deberá quedar radicada ante la Justicia Nacional, donde tramita el concurso preventivo de la demandada.

Flores de Tello, Eulalia Elena c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 567, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de la Procuración General.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la presente causa laboral deberá quedar radicada ante la Justicia Nacional, donde tramita el concurso preventivo de la demandada.

Romero, Alejandra c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 579, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

Competencia comercial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".

Ponce, Nelly c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 173, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Barbosa, Elvio Manuel c/ Celulosa Jujuy S.A s/ Ejecución de resolución

COMP. 127, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Battelochi, Ángela Ida c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 183, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Caballero, Micaela c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 176, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Carreras, Ana c/ Agro Industrias INCA S.A. s/ Ordinario

COMP. 177, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

García, Isabel Ester c/ Agro Industrias INCA S.A. s/ Ordinario

COMP. 174, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Gil de Rodríguez, Ernestina c/ Agro Industrias INCA s/ Ordinario

COMP. 179, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Guevara, Angélica c/ Agro Industrias INCA S.A. s/ Ordinario

COMP. 182, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Miranda, Elida A. c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 180, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Montenegro, Olga Miguela c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 184, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Zarate, Blanca c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 185, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".

Pérez, Mirta c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 178, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".

Riveros, Olga c/ Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 175, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".

Rodríguez, Dora Nancy c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 172, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".

Salinas José c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 181, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Indemnización por despido. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 473, L. XXXIII, “Fernández, Sebastián Hugo c/ Tomar S.A. y otros s/ Accidente de Trabajo". Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional, y consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia. Así también que la ley 24.522 en su artículo 278, establece, que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente previsto en la ley de concursos, por lo que sólo resultan de aplicación subsidiaria.

La ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular las referidas a la competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios encargados de aplicarlas, pueden dejar de lado sus disposiciones.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522.

Magnaldi, Maria F. c/ La Unión del Sud S.R.L. s/ Despido

COMP. 776, XXXIII, 25 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 473, L. XXXIII, “Fernández, Sebastián Hugo c/ Tomar S.A. y otros s/ Accidente de Trabajo". Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional, y consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia. Así también que la ley 24.522 en su artículo 278, establece, que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente previsto en la ley de concursos, por lo que sólo resultan de aplicación subsidiaria.

Se puso de relieve que la ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular las referidas a la competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios encargados de aplicarlas, pueden dejar de lado sus disposiciones.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522.

Guento, Pedro c/ La Unión del Sud S.R.L. s/ Despido

COMP. 777, XXXIII, 25 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 473, L. XXXIII, “Fernández, Sebastián Hugo c/ Tomar S.A. y otros s/ Accidente de Trabajo". Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional, y consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia. Así también que la ley 24.522 en su artículo 278, establece, que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente previsto en la ley de concursos, por lo que sólo resultan de aplicación subsidiaria.

La ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular las referidas a la competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios encargados de aplicarlas, pueden dejar de lado sus disposiciones.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522.

Arena, Evarista c/ La Unión del Sud S.R.L. s/ Despido

COMP. 760, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 473, L. XXXIII, “Fernández, Sebastián Hugo c/ Tomar S.A. y otros s/ Accidente de Trabajo". Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional, y consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia. Así también que la ley 24.522 en su artículo 278, establece, que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente previsto en la ley de concursos, por lo que sólo resultan de aplicación subsidiaria.

La ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular las referidas a la competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios encargados de aplicarlas, pueden dejar de lado sus disposiciones.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522.

Godoy, Marcelo Osvaldo c/ La Unión del Sud S.R.L. s/ Despido

COMP. 761, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 473, L. XXXIII, “Fernández, Sebastián Hugo c/ Tomar S.A. y otros s/ Accidente de Trabajo". Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional, y consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia. Así también que la ley 24.522 en su artículo 278, establece, que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente previsto en la ley de concursos, por lo que sólo resultan de aplicación subsidiaria.

La ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular las referidas a la competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios encargados de aplicarlas, pueden dejar de lado sus disposiciones.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522.

Lavados Barra, Carlos Salomón c/ La Unión del Sud S.R.L. s/ Despido

COMP. 758, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 473, L. XXXIII, “Fernández, Sebastián Hugo c/ Tomar S.A. y otros s/ Accidente de Trabajo". Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional, y consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia. Así también que la ley 24.522 en su artículo 278, establece, que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente previsto en la ley de concursos, por lo que sólo resultan de aplicación subsidiaria.

La ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular las referidas a la competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios encargados de aplicarlas, pueden dejar de lado sus disposiciones.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522.

Lavados, Jorge Alejandro c/ La Unión del Sud S.R.L. s/ Despido

COMP. 762, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 473, L. XXXIII, “Fernández, Sebastián Hugo c/ Tomar S.A. y otros s/ Accidente de Trabajo". Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional, y consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia. Así también que la ley 24.522 en su artículo 278, establece, que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente previsto en la ley de concursos, por lo que sólo resultan de aplicación subsidiaria.

La ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular las referidas a la competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios encargados de aplicarlas, pueden dejar de lado sus disposiciones.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522.

Navarrete, Pedro c/ La Unión del Sud S.R.L. s/ Despido

COMP. 818, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Crédito laboral. Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillen, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”; cuyos fundamentos fueron compartidos por la Corte.

Se suscita una contienda negativa de competencia, que habrá de resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la causa laboral deberá quedar radicada ante el Juzgado Comercial, donde tramita el concurso de la demandada.

Esnoz, Elba Dominga y otro c/ Bodegas Galardón S.A. de Galanternik Hermanos s/ Haberes y rubros adeudados - entrega de certificados de servicios y aportes previsionales

COMP. 1053, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral”; resuelto por la Corte de acuerdo a los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Se suscita una contienda jurisdiccional, que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.

Quiroga, Ernesto V. y Ulles, Enrique F. c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral

COMP. 86, XXXIII, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuidado personal compartido. Plan de parentalidad. Domicilio del menor. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

La Corte ha sostenido que razones vinculadas a la posibilidad de una mayor inmediación, en orden a lo dispuesto por el artículo 246 del Código Civil, toman aconsejable que sea el juez del domicilio en que el menor reside, el competente para conocer en lo relativo a su tenencia y régimen de visitas.

El Tribunal tiene establecido en reiterada jurisprudencia, que las adecuaciones cuyo objeto atañe a menores, deben promoverse en el lugar donde éstos viven efectivamente y que la eficiencia de la actividad tutelar, está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido.

 

N., M. L. c/ U., J. H. s/ Tenencia y beneficio de litigar sin gastos

COMP. 28, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”; resuelto por la Corte de conformidad con los fundamentos y conclusiones de esta Procuración General.

Se suscita una contienda negativa de competencia, que habrá de resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior a los órganos judiciales en conflicto.

Álvarez, Héctor Gabriel Mamprin c/ Gualterio y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 72, XXXIII, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

González La Cruz c/ Vilaggi, Raúl y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 841, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Forestadora Oberá S.A. c/ Eby s/ Daños y perjuicios

COMP. 861, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Mitoire, Raúl Juan y otro c/ Correa, Pablo y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 886, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

 

Banco Hipotecario Nacional c/ Solari, Ricardo Oscar y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 825, XXXIII, 22 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Competencia civil y comercial. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, "Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario".

Castronuevo, Andrea Fabiana c/ Mazzochi, Edgardo s/ Daños y perjuicios

COMP. 214, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L.XXX, "Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario".

Orio, Jorge Alberto c/ Eloísa del Valle Ávila y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 460, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, "Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario", donde la Corte hace suyos los fundamentos y conclusiones allí expuestos.

Colombo, Miguel c/ Makos Norberto s/ Daños y perjuicios

COMP. 297, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Competencia civil. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L.XXX, "Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario".

Litman, Israel c/ Gafa S.A. s/ Daños y perjuicios

COMP. 356, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp.514, L.XXXI, "Ayala de Gamarra, Isabel c/Aguilar, Adolfo y otros/ Sumario".

Torrez, Cruz Wilder c/ Samos Bay S.R.L. s/ Daños y perjuicios

COMP. 439, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 494, L. XXII "Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el Personal de E.N.Tel s/ Ordinario”.

Gutiérrez, Clara Luisa c/ Mediconex S.A. y otros s/ Daños y perjuicios varios

COMP. 461, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”; cuyos fundamentos y conclusiones hizo suyos la Corte.

Se suscita una contienda negativa de competencia, que habrá de resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior a los órganos judiciales en conflicto.

Del Valle, Ricardo O. c/ Sosa, Ricardo E. P. s/ Daños y perjuicios

COMP. 1047, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”; cuyos fundamentos y conclusiones hizo suyos la Corte.

Se suscita una contienda negativa de competencia, que habrá de resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior a los órganos judiciales en conflicto.

Pereira, Olga Beatriz c/ Larroble Hermanos S.R.L y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 1083, XXXII, 31 de marzo de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”; resuelto por la Corte de conformidad con los fundamentos y conclusiones del dictamen de esta Procuración General.

Se suscita una contienda negativa de competencia, que habrá de resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior a los órganos judiciales en conflicto.

Ratti, Francisco Alberto c/ Yoli, Alejandro Carlos s/ Daños y perjuicios

COMP. 1081, XXXII, 15 de marzo de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp.514, L.XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”, de conformidad con el dictamen de esta Procuración General.

Borstner, Isidoro Leopoldo y otro c/ Acosta, Juan Carlos y otro s/ Sumario

COMP. 277, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Economía procesal. Competencia civil y comercial. 

Se suscita una contienda negativa de competencia, que habrá de dirimir la Corte de conformidad con lo dispuesto por el decreto-ley 1285/58, texto según la ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.

Atento la naturaleza del conflicto, esto es, entre tribunales de distinta jurisdicción, resulta aplicable el ordenamiento procesal nacional, que en su artículo 14, establece que el actor sólo podrá hacer uso de la facultad de recusar sin causa en el acto de inicio de la demanda, si no medió anterior presentación, norma que cabe poner de relieve, se repite de modo similar en el Código Procesal Civil de la Provincia de Buenos Aires por lo cual la recusación sin causa de la Corte de la Provincia de Buenos Aires, resultó improcedente. 

Por otra parte, es de señalar que la causa que motivó la decisión de ordenar la radicación ante el tribunal de provincia, desplazando la competencia natural de la causa, se vincula a principios superiores de economía procesal y seguridad jurídica, que no pueden ser alterados por el ejercicio del instituto de la recusación sin causa, de aplicación extraordinaria y excepcional en una sola oportunidad para cada parte del proceso.

Catania, Hugo A. c/ Freyre, Marcelo D. y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 1135, XXXII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Juicios contra el estado. Atentado terrorista. Beneficio de litigar sin gastos. Cuestión de derecho público local. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Corresponde señalar que, según el artículo 6°, inciso 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que determina las reglas especiales de la competencia, en los pedidos de beneficio de litigar sin gastos será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquel se hará valer.

Por ello, a fin de dilucidar a qué fuero federal corresponderá tal demanda, se debe atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que los actores hacen en la presente solicitud y después -y sólo en la medida en que se adecue a ellos-, al derecho que invocan como fundamento de su acción.

Para la resolución de este caso, se deberán aplicar, de manera sustancial, principios propios del derecho público, atento a que debe examinarse la responsabilidad extracontractual del Estado en el marco de actuación a través de sus órganos de seguridad y en su calidad especifica de tal.

Es dable recordar que el mandato del alterum non laedere, entrañablemente vinculado a la idea de reparación, tiene raíz constitucional y la reglamentación que hace a su respecto el Código Civil no las arraiga con carácter exclusivo y excluyente en el derecho privado sino que expresa un principio general que regula cualquier disciplina jurídica.

Lew, Benjamín Jorge y otro c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior, Policía Federal - s/ Beneficio de litigar sin gastos

COMP. 139, XXXIII, 05 de agosto de 1997

Ver dictamen

Mala praxis. Competencia nacional. Competencia civil. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 494, L. XXII, "Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de Entel s/ Ordinario”; Comp. 747, L. XXIV, "Aguirre, Francisco c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad médica" y Comp. 104, L. XXXI, "Facal, María Laura c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y otros s/ Responsabilidad médica".

C, D, P, Elisa Carmen María c/ Hospital Aeronáutico Central s/ Responsabilidad médica

COMP. 350, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Obras sociales. Competencia nacional. Competencia civil. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 494, L. XXII, “Hazlin de Martín, Liliana c/ Obra social para el personal de Entel s/ Ordinario”.

La Corte, por razón de materia y por aplicación de los arts. 43 y 43 bis del decreto-ley 1285/58, modificado por la ley 23.637, ha sostenido la competencia de la justicia en lo civil para conocer en casos que, como en el sub-lite, se demanda por la responsabilidad civil de profesionales médicos, aun cuando un organismo de obra social, también integre la litis como codemandado.

U., G. A. c/ C. s/ Daños y perjuicios

COMP. 191, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Obras sociales. Causas excluidas de la competencia federal. Competencia nacional. Competencia civil. 

No se advierte que la futura demanda pudiere devenir en un conflicto que afectare la instrumentación y/o planificación de las prestaciones médico-asistenciales regladas por la ley de obras sociales y de salud (ley 23.661). En consecuencia, conforme a jurisprudencia de la Corte, no correspondería asignar el caso a la justicia federal. 

La Corte tiene dicho en reiteradas oportunidades, que cuando el fuero federal está establecido ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que ella sea explícita o resulte necesariamente de la prórroga de jurisdicción operada en los autos.

Squiquera, Héctor L. c/ Medidas preliminares y de prueba anticipada

COMP. 156, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Se suscita una contienda negativa de competencia, que habrá de dirimir la Corte de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, texto según la ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.

Al no tratarse la presente causa de un proceso laboral, sino de una demanda por daños y perjuicios; resulta irrelevante a los fines de dilucidar la contienda, que la quiebra tramite de conformidad con los presupuestos de la ley 19.551, o la actual 24.522, por cuanto en cualquiera de los casos, la acción de carácter patrimonial es atraída, atento a que no difieren, al respecto, los presupuestos de los artículos 136 y 132, así como tampoco ha hecho el actor ejercicio de la opción de los artículos 137 o 133 de las leyes citadas respectivamente. 

 

Quiñinao Rivera, Nicanor J. c/ Martín Eduardo O. y Mariano Acosta S.A.C.I. s/ Daños y perjuicios

COMP. 1137, XXXII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Declaración de insania. Competencia civil. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa 315:2963, “González, Hipólito s/ Protección de personas".

H. R. O. s/ Insania

COMP. 379, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa 315:2963, “González, Hipólito s/ Protección de personas".

R., J. A. s/ Insania

COMP. 490, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa 315:2963, “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

D. W. O. s/ Insania

COMP. 416, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “C., J. A. s/ internación" (Fallos 312:1373) y Comp. 35, L. XXX, “C., M. A. s/ Internación".

L., M. A. s/ Insania

COMP. 784, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

A., T. s/ Insanía

COMP. 598, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Menores. Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).

Queda subsistente la jurisdicción territorial del juez que previno, disponiendo la guarda y otorgando la tenencia del menor, máxime cuando incluso ordenó la internación de la causante, máxime cuando el magistrado dictó sentencia designando curador definitivo, la cual se encuentra firme, y continuó interviniendo en diligencias posteriores, aunque luego el domicilio del incapaz se haya asentado en otra jurisdicción.

F., S. s/ Insania

COMP. 938, XXXIII, 23 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Declaración de oficio. Inhibitoria. Economía procesal. Autonomía provincial. Competencia provincial. 

Cuando el código ritual permite la declaración de oficio de incompetencia su ratio legis apunta a evitar un inútil dispendio de actividad jurisdiccional, el cual se daría si el juzgador estuviese obligado a dar curso a la demanda y aguardar, eventualmente, el planteo de la excepción de incompetencia por la parte demandada. Razones de economía procesal, por ende, a la par que tornan admisible la declaración de incompetencia sin petición de parte, habilitan su remisión al juzgado tenido por competente al no haberse puesto en funcionamiento ningún otro acto procesal. 

La previsión del artículo 354 inc.1° del Código Civil y Comercial, al regular el procedimiento a seguir cuando se haya resuelto el planteo de defensas previas, dispone, en cambio, la remisión sólo en el supuesto en que se tratase de otro juzgado nacional el que resultara competente, Y. el archivo, si se trata de uno provincial, justamente en previsión de que el trámite llevado hasta el momento de la decisión pudiera alterar normas procesales propias de las jurisdicciones provinciales, que pueden diferir de las nacionales (tales como las referidas a plazos, acumulación de actos, requisitos de admisión etc.), aspecto que procede constitucionalmente salvaguardar por respeto al principio de las autonomías provinciales. 

Las contiendas que se suscitan entre tribunales nacionales y locales, deben resolverse de conformidad con las normas nacionales de procedimientos. 

 

STARTEL S.A. c/ Banco de Santa Fe S.A. s/ Demanda de nulidad – Medida de no innovar

COMP. 202, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Demanda laboral. Accidentes de trabajo. Concurso preventivo. Competencia laboral. Competencia provincial. 

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite, conforme se sostuvo en el dictamen que emitió ésta Procuración General el 18 de julio de 1996, a cuyos términos remitió el fallo de V.E., en los autos "Guillén Alejandro e/ Estrella de Mar S.A s/laboral" , Comp. 110, L.XXXII, sentencia del 3 de diciembre de 1996, no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica, precisamente, en el sub-lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es un reclamo por accidente de trabajo, que se funda en la legislación especial de la materia.

Donaire, Isidro Jorge c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 486, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"".

Duarte, Martiniano c/ E.R.I.D.A.Y.-U.T.E. y/o quien resulte responsable s/ Demanda laboral

COMP. 882, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"".

González, F. Jacinto y otros c/ D.N.V. s/ Demanda laboral

COMP. 838, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"".

Hordt de Yancobich, María Esther c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos s/ Demanda laboral

COMP. 866, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"".

Morales, Delmira Noemí y otros c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Laboral

COMP. 842, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"".

Salina, Roberto Omar c/ E.R.I.D.A.Y.-U.T.E. y/o quien resulte responsable s/ Demanda laboral

COMP. 945, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"".

 

Ramírez, Juan Hipólito c/ E.R.I.D.A.Y. c/ T.E. s/ Laboral

COMP. 921, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Acevedo, Juan Antonio c/ I.N.T.A. s/ Demanda laboral

COMP. 947, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Correa, Nicasio c/ Flota Fluvial del Estado Argentino s/ Demanda laboral

COMP. 956, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Luna, Juan Eusebio c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Demanda laboral

COMP. 847, XXXIII, 22 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

 

Fernández, Ricardo Alcides y otros c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Demanda laboral

COMP. 880, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Maciel, Antonio c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos - Línea General Urquiza s/ Demanda laboral

COMP. 892, XXXIII, 29 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Benítez, Miguel Ángel c/ Empresa de Navegación "Samuel Gutnisky S.A." s/ Laboral

COMP. 868, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"".

Gálvez, Juan Manuel Ignacio c/ Empresa Agua y Energía de la Nación s/ Laboral

COMP. 853, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"".

Larré, Francisco Javier c/ Flota Fluvial del Estado Argentino

COMP. 854, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"".

Liz, Ramón Zigmon c/ Empresa Arenera Verdún Zalazar s/ Demanda laboral

COMP. 960, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"".

Loto, Bernabe Ernesto c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Demanda laboral

COMP. 857, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Armellini, Francisco Antonio c/ Entidad Binacional Yaciretá y/o quien en definitiva resulte responsable s/ Demanda laboral

COMP. 858, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Barriento, Crisanto c/ Flota Fluvial del Estado Argentino s/ Demanda laboral

COMP. 836, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

González, Eduardo L. y otros c/ Bodegas San Jerónimo y/o Estado Nacional Argentino s/ Demanda laboral

COMP. 927, XXXIII, 29 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. Competencia laboral. 

Toda vez que se trata de un conflicto entre jueces de distintas jurisdicciones, que debe decidirse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, erigida en torno al art. 5°, CPCCN (texto según ley 22.434), que sienta como regla general que la competencia se determinará por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la acción; en forma coincidente con la doctrina precedente del Tribunal en el sentido de que corresponde estar a la exposición de hechos que el actor haga en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho que invoca como su fundamento.

Piren S.R.L. c/ Achaval, Alejandro Raúl s/ Oficio directo

COMP. 263, XXXIII, 18 de julio de 1997

Ver dictamen

Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Zorzoli, Amanda Beatríz c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 488, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral", donde la Corte se adhiere a los fundamentos dados en el dictamen de la Procuración General.

Segovia, Roque Gerardo c/ Bodegas y Viñedos Recdaro S.A. s/ Ordinaria

COMP. 274, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Empleador fallido. Fueron de atracción. Competencia federal. 

El estado de falencia produce, respecto del fallido, consecuencias que lo afectan tanto en lo personal, con relación a las actividades que puede llevar a cabo, como en lo patrimonial, por el destino que cumple el activo determinado al tiempo de la declaración de quiebra y por aquellos bienes que se incorporan con posterioridad a la quiebra.

De la normativa vigente se desprende que el fallido queda desapoderado de sus bienes existentes a la fecha de quiebra, así como de aquellos que se incorporen hasta su rehabilitación, quedando privado, asimismo, de ejercitar sobre los mismos derechos de disposición y administración, sin per juicio de conservar la facultad de desempeñar actividades artesanales, profesionales o en relación de dependencia. También surge de la legislación que las deudas contraídas mientras no se halle rehabilitado de las consecuencias que se derivan de su estado de falencia, pueden dar lugar a nuevo concurso, lo cual afectará a los bienes remanentes de la quiebra anterior, una vez liquidados y distribuido su producido, con más los adquiridos con posterioridad a su rehabilitación. Además, el artículo 200 expresa con claridad, que concurren a la quiebra los acreedores del fallido, por causa o título anterior al decreto de quiebra.

Gularte, Miguel A. c/ Greco, Sergio y Greco, José s/ Laboral

COMP. 666, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional; consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia.

Por otra parte, la ley 24.522 en su artículo 278, prescribe que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente establecido en la ley de concursos, por lo que resultan de aplicación subsidiaria.

Procede por otro lado, poner de relieve, que la ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular en materia de competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios públicos pueden dejar de lado sus disposiciones.

Por ello, resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522

Spina, Juan Carlos c/ Tomar S.A. s/ Demanda laboral

COMP. 469, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp.110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional; consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia.

Por otra parte, la ley 24.522 en su artículo 278, prescribe que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente establecido en la ley de concursos, por lo que resultan de aplicación subsidiaria.

Procede por otro lado, poner de relieve, que la ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular en materia de competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios públicos pueden dejar de lado sus disposiciones.

Por ello, resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522

Gómez, Alfredo Mario c/ Pesquera Celosor S.A.I.P. s/ Demanda laboral

COMP. 474, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional; consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia.

Por otra parte, la ley 24.522 en su artículo 278, prescribe que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente establecido en la ley de concursos, por lo que resultan de aplicación subsidiaria.

Procede por otro lado, poner de relieve, que la ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular en materia de competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios públicos pueden dejar de lado sus disposiciones.

Por ello, resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522

García Giménez, Antonio c/ Tomar S.A. s/ Laboral

COMP. 472, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Competencia comercial. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Aguilar, Miguel Ángel c/ Arroyo del Alpataco S.A. s/ Ordinario

COMP. 357, XXXIII, 14 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Páez, Reinaldo del Carmen c/ Greco Hermanos S.A.I.C.A. s/ Ordinario

COMP. 395, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Peralta, José Asunción c/ Arroyo del Alpataco S.A. s/ Ordinario

COMP. 358, XXXIII, 14 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional; consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia.

Por otra parte, la ley 24.522 en su artículo 278, prescribe que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente establecido en la ley de concursos, por lo que resultan de aplicación subsidiaria.

Procede por otro lado, poner de relieve, que la ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular en materia de competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios públicos pueden dejar de lado sus disposiciones.

Por ello, resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522

Piñero, Marcelo Fabián c/ Tomar S.A. y otros

COMP. 475, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

García, Lidia Francisca c/ Arroyo del Alpataco S.A. s/ Ordinario

COMP. 359, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Heredia, Celedonio c/ Greco Hnos. S.A. s/ Ordinario

COMP. 398, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Quiroga, Juan Santos c/ Arroyo del Alpataco S.A. s/ Ordinario

COMP. 360, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Despido. Accidentes de trabajo. Concursos. Fuero de atracción. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

En primer lugar, cabe señalar que la norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional; consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia.

Por otra parte, la ley 24.522 en su artículo 278, prescribe que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente establecido en la ley de concursos, por lo que resultan de aplicación subsidiaria.

Procede por otro lado, poner de relieve, que la ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular en materia de competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios públicos pueden dejar de lado sus disposiciones.

 

Fernández, Sebastián Hugo c/ Tomar S.A. y otros s/ Accidente de trabajo

COMP. 473, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Concurso preventivo. Competencia laboral. 

Surge de las constancias del expediente que el mismo tuvo origen en el despido causado que produjera la demandada, quien, en la comunicación pertinente dirigida al actor, mencionó como uno de los motivos del despido, la existencia de su estado de concurso preventivo, que aparece reconocido por el propio concursado como de existencia anterior al despido del accionante. 

Por otra parte, cabe destacar que el estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso, además de afectarse, cuando hubiere causas judiciales, a suspensión en su ejecución y consecuente atracción y radicación ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedando, por tanto fuera de dicho procedimiento las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, mediante un nuevo procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta de aplicación a la situación dada en el sub-lite el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.

 

Falconi, Cayetano Segundo c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 364, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Surge de las constancias del expediente que el mismo tuvo origen en el despido causado que produjera la demandada, quien, en la comunicación pertinente dirigida al actor, mencionó como uno de los motivos del despido, la existencia de su estado de concurso preventivo, que aparece reconocido por el propio concursado como de existencia anterior al despido del accionante. 

Por otra parte, cabe destacar que. el estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso, además de afectarse, cuando hubiere causas judiciales, a suspensión en su ejecución y consecuente atracción y radicación ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedando, por tanto fuera de dicho procedimiento las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, mediante un nuevo procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta de aplicación a la situación dada en el sub-lite el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.

Cialona, Luis c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 361, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Surge de las constancias del expediente que el mismo tuvo origen en el despido causado que produjera la demandada, quien, en la comunicación pertinente dirigida al actor, mencionó como uno de los motivos del despido, la existencia de su estado de concurso preventivo, que aparece reconocido por el propio concursado como de existencia anterior al despido del accionante. 

Por otra parte, cabe destacar que. el estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso, además de afectarse, cuando hubiere causas judiciales, a suspensión en su ejecución y consecuente atracción y radicación ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedando, por tanto fuera de dicho procedimiento las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, mediante un nuevo procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta de aplicación a la situación dada en el sub-lite el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.

Gil Cano, Fernando c/Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 363, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Surge de las constancias del expediente que el mismo tuvo origen en el despido causado que produjera la demandada, quien, en la comunicación pertinente dirigida al actor, mencionó como uno de los motivos del despido, la existencia de su estado de concurso preventivo, que aparece reconocido por el propio concursado como de existencia anterior al despido del accionante. 

Por otra parte, cabe destacar que. el estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso, además de afectarse, cuando hubiere causas judiciales, a suspensión en su ejecución y consecuente atracción y radicación ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedando, por tanto fuera de dicho procedimiento las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, mediante un nuevo procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta de aplicación a la situación dada en el sub-lite el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.

Morello, José Antonio c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 362, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Surge de las constancias del expediente que el mismo tuvo origen en el despido causado que produjera la demandada, quien, en la comunicación pertinente dirigida al actor, mencionó como uno de los motivos del despido, la existencia de su estado de concurso preventivo, que aparece reconocido por el propio concursado como de existencia anterior al despido del accionante. 

Por otra parte, cabe destacar que. el estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso, además de afectarse, cuando hubiere causas judiciales, a suspensión en su ejecución y consecuente atracción y radicación ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedando, por tanto fuera de dicho procedimiento las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, mediante un nuevo procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta de aplicación a la situación dada en el sub-lite el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.

 

Páez, Lucio Aristóbulo c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 365, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Surge de las constancias del expediente que el mismo tuvo origen en el despido causado que produjera la demandada, quien, en la comunicación pertinente dirigida al actor, mencionó como uno de los motivos del despido, la existencia de su estado de concurso preventivo, que aparece reconocido por el propio concursado como de existencia anterior al despido del accionante. 

Por otra parte, cabe destacar que. el estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso, además de afectarse, cuando hubiere causas judiciales, a suspensión en su ejecución y consecuente atracción y radicación ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedando, por tanto fuera de dicho procedimiento las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, mediante un nuevo procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta de aplicación a la situación dada en el sub-lite el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.

 

Pedernera, AliciaTorres, Hugo c/ Agro Industria Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 318, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Santillán, Juan Carlos c/ La Vascongada S.A. s/ Despido

COMP. 385, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. Competencia comercial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".

Silva, Guillermo c/ Cristalux S.A. s/ Despido

COMP. 232, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”; resuelto por la Corte de acuerdo a los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Se suscita una contienda jurisdiccional, que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la causa laboral, deberá quedar radicada ante el juzgado comercial donde tramita el concurso de la demandada en autos.

Devault, Abelardo E. c/ Wells Argentina S.A. s/ Despido

COMP. 128, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Fuero de atracción. Concurso preventivo. Competencia nacional. Competencia comercial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".

Alarcón, Rubén H. c/ Cristalux S.A s/ Despido

COMP. 233, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Juez previniente. Tribunal de alzada. Competencia comercial. 

No existe en la causa una contienda de competencia que habilite la intervención de la Corte en virtud de haber sido ya resuelto el conflicto por intermedio del tribunal de alzada del juzgado previniente.

Escurra, Claudia Beatriz c/ La Ganga S.A. s/ Despido

COMP. 300, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".

Fridman, Liliana Silvia c/ Refinerías de Aceites Comestibles La Libertad S.A. s/ Despido

COMP. 772, XXXIII, 25 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Garay, Pedro c/ Castelar S.A.I.A. s/ Despido y diferencia de salario

COMP. 382, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Poletti, Oscar Horacio y otro c/ Gomitel S.A. s/ Despido - Preaviso

COMP. 406, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Ejecución de honorarios. Acciones personales. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Es de aplicación al caso, el criterio jurisprudencial sustentado por la Corte, en el sentido de que, conforme a lo dispuesto por el artículo 3284 del Código Civil, los jueces universales de la sucesión, atraen al juzgado en que tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra al causante, sea cual fuere la causa que determina esa jurisdicción. 

Tal es lo que acontece en el caso, donde se ejecuta el cobro de honorarios profesionales al codeudor -único fallecido-, de manera que las acciones tendientes al cumplimiento de dicho crédito, pueden razonablemente ser delimitadas como personales de los acreedores del difunto y, por lo tanto, comprendidas en el supuesto que prevé el artículo 3284, inciso 4° del Código Civil. 

No altera el criterio expuesto, la oportunidad en que ha sido planteada la inhibitoria, dado a que el fuero de atracción, modifica, de manera excepcional, las reglas de competencia, y, por su carácter de orden público, no puede, en principio, ser dejado de lado por normas procesales reguladoras de plazos o términos judiciales, ni por convenio de partes.

 

Saravia, Luis Adolfo; Sanson, Ernesto; Usandivaras, Ebe Rubí y otros c/ Rengel, Baltazar y otros s/ Ejecución de honorarios

COMP. 120, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Obra Social del Personal de Edificio de Renta y Horizontal de la República Argentina c/ Consorcio presente y/o quien resulte responsable s/ Ejecución fiscal

COMP. 845, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

 

O.S.P.E.R.Y.H.R.A. c/ Consorcio de propietarios Junín 1154 s/ Ejecución fiscal

COMP. 863, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Dirección General Impositiva (Administración Nacional de la Seguridad Social) c/ Astilleros Corrientes S.A. s/ Ejecución fiscal

COMP. 944, XXXIII, 26 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo", a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Dirección General Impositiva (Administración Nacional de la Seguridad Social) c/ Astilleros Corrientes S.A. s/ Ejecución fiscal

COMP. 872, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"" a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Dirección de Recaudación Previsional (Dirección General Impositiva) c/ Astilleros Corrientes S.A. s/ Ejecución fiscal

COMP. 883, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Ejecución hipotecaria. Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina c/ Encinas, Pedro y otra s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 877, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina (Liquidador del BA.NA.DE.) c/ Fruticor Corrientes S.A.C.I.y A, s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 864, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. Competencia civil. 

Remisión al fallo de la causa Comp.445, L. XXIII, “Sarquís, Pablo Víctor c/ Alcántara S.A.C.I. e .I. s/ Ejecución Hipotecaria”; Comp. 747, L. XXIII, “Banco Tornquist S.A. c/ Brennan, Juan s/ Ejecución Hipotecaria”; Comp. 395, L. XXIV, “Banco Exterior S.A. Uruguay c/ Carlos Darmm S.A.C.I. y F., s/ Ejecución Hipotecaria”; y Comp. 90, L. XXVII, “Banco Velox S.A. c/ Wembley S.A. s/ Ejecución Hipotecaria”. 

Banco Patricios S.A c/ Perazzo Otero Walter O. s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 196, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Opción de competencia. Competencia federal. 

De los términos de la demanda, a cuya exposición los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos:306:1056; 308:229, 1239 y 2230, entre muchos otros- se desprende que la empresa sociedad anónima funda, la competencia de la justicia federal para entender en esta ejecución hipotecaria haciendo hincapié en la cláusula 4° del contrato de constitución de dicho gravamen que establece “para todos los efectos de este contrato, las partes aceptan la jurisdicción de los Tribunales de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal de la ciudad de Buenos Aires o la ciudad de Bahía blanca, a exclusiva opción de la sociedad anónima”, a cuyo fin “el deudor constituye domicilio especial en el inmueble hipotecado”. 

En consecuencia, la presente ejecución hipotecaria debe continuar su trámite ante el juzgado Federal provincial en el que la actora eligió interponer la demanda, toda vez que dicho fuero federal fue, pactado en atención a la distinta vecindad de las partes, de acuerdo con el artículo 116 de la Constitución Nacional, en tanto la empresa sociedad anónima tiene su domicilio en la Capital Federal y los deudores, lo han constituido en una provincia del país.

 

Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Duimich, Néstor Oscar y otros s/ Cobro hipotecario

COMP. 291, XXXIII, 08 de julio de 1997

Ver dictamen

Ejecución prendaria. Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina c/ Busiol, Luis Argentino s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 950, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina c/ Encinas, Pedro Alcantara y otra s/ Ejecución prendaria

COMP. 876, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco Nación Argentina -Liquidador del BANADE c/ Fruticor Corrientes S.A.C.I. y A. s/ Ejecución prendaria

COMP. 957, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina c/ Maya Ángel Antonio y otros s/ Ejecución prendaria

COMP. 955, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina- Liquidador del BA.NA.DE. c/ Fruticor Corrientes S.A.C.I. y A. s/ Ejecución prendaria

COMP. 878, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina- Liquidador del BA.NA.DE. c/ Fruticor Corrientes S.A.C.I. y A. s/ Ejecución prendaria

COMP. 879, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia de la seguridad social. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pia c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/Ejecución previsional".

Imperiali, Carlos Gaspar c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 217, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 344, XXXII, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Gentilli, María Isabel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes varios

COMP. 35, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Competencia laboral. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, “González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Basta, José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 386, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, “González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de laSeguridad. Social s/ Ejecución previsional".

Alarcón, Blanca c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 369, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Kiledjian, Eduardo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 462, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Malaccorto, Alberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 258, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Villalta, María Delia c/ Instituto Nacional de Previsión Social y otro s/ Ejecución previsional

COMP. 463, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334 L. XXXI, “González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Piccinini, Marcelo Esteban c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 346, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334 L. XXXI, “González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Rovatti de Rosseau, Nélida Lidia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 308, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Segundad Social s/ Ejecución previsional".

Gabriele, Saverio c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 381, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Adornino, Giovana Dominga c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 334, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Bon, Italo c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 413, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Camardo, Carmen c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 411, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Del Vado, Faustino Quintin c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 449, XXXIII, 14 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

García Álvarez, Sol c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 306, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

García Juan c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 414, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Kravchuk, Esteban c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 456, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Maltagliati, Luis Adolfo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 433, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Mansor Sofía c/ Administración Nacional de seguridad social – Ex caja Nacional de prevención del Estado y servicios públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 348, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Melano, Marcelo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 347, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Torandell, Miguel c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja Nacional para el Personal del Estado y Servicios Públicos

COMP. 388, XXXIII, 14 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Zazzarra de Di Pietroantonio, María Lea c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 412, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

 

Currao, Santiago c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 431, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, “González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Nardone, Nicolás c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 349, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334,L. XXXI, “González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Picardi de Feijoo, Carmen c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 387, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez. Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Dalasio de Casale, Catalina c/ Instituto de Previsión Social y otro s/ Ejecución Previsional

COMP. 215, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pia c / Administración Nacional de Seguridad Social s / Ejecución previsional”.

Medina, Nélido Alcides c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 216, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Expropiación. Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Entidad Binacional Yaciretá c/ Soto, Miguel Gerónimo y/o quién o quiénes resultaren en definitiva propietarios s/ Expropiación

COMP. 946, XXXIII, 26 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Incapacidad laboral. Salarios caídos. Juicios en que la Nación es parte. Entes autárquicos nacionales. Competencia federal. 

Toda vez que de lo dispuesto por los arts. 85, 91, 92, 94, 95 100, 101 y 102 del decreto 2284/91 resulta la disolución de la Caja de Subsidios Familiares para el Personal de la Industria y sus funciones, bienes y personal encomendados, en su oportunidad, al Sistema Único de la Seguridad Social, y más tarde, a la Administración Nacional de la Seguridad Social -Anses- (organismo descentralizado en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, Secretaría de Seguridad Social: arto 1°, dec. 2741/91), corresponde, ante su expresa invocación por la interesada, que se tramite la causa por ante el fuero federal, habida cuenta el carácter nacional que reviste el ente demandado.

Dicho criterio, resulta coincidente con el expresado por la Corte en Fallos: 303: 434; 312:592, entre otros, en orden a que procede al fuero de excepción respecto de las causas en que la Nación o un ente nacional sea parte, aún en aquellas emergentes de relaciones laborales. 

 

Pappi, Norberto Raúl c/ Caja de Subsidios Familiares para el Personal de la Industria s/ Indemnización accidente de trabajo

COMP. 268, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Incapacidad. Accidentes de trabajo. Competencia civil. Competencia nacional. 

Ha de entenderse vigente a la fecha de interposición de la demanda la ley 24.028 y con ello, subsistente la previsión de su art. 16, 2° párrafo, que establecía, respecto de casos como el reseñado, la competencia del fuero civil de la Capital Federal.

Alessi, Daniel Domingo c/ CODEL S.A.T.I. y C. s/ Accidente Ley 9.688

COMP. 132, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Incapaces de hecho. Declaración de insania. Menores. Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).

Queda subsistente la jurisdicción territorial del juez que previno, disponiendo la guarda y otorgando la tenencia del menor, máxime cuando incluso ordenó la internación de la causante, designándole el representante que prevé el artículo 482, último párrafo del Código Civil, y continuando su intervención en diligencias posteriores, aunque luego haya variado el lugar de internación de aquélla, asentándose en otra jurisdicción.

C., A. s/ Art. 482 C.C

COMP. 977, XXXIII, 23 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Incidente de nulidad. Cámara nacional de apelaciones. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina c/ Libedinsky, Luis A. s/ Incidente de nulidad (Nat. especial)

COMP. 852, XXXIII, 29 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Cámara de apelaciones. 

Es jurisprudencia de la Corte que el art. 24, inc. 7° del decreto ley 1285/58, excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de apelaciones del fuero que haya prevenido. Por ello, toda vez que, en definitiva, la cuestión ha quedado planteada entre el Juez Nacional en lo Civil y Comercial Federal y el Juez Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, es la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, la que debe resolver en las presentes actuaciones, ya que, la correcta inteligencia de dicho término aconseja excluir, como fuero previniente, al que en definitiva ha venido a quedar fuera del conflicto y otorgarle, en cambio, dicha categoría, al primero en intervenir entre los que efectivamente se genera la contienda.

Costadoni, Héctor c/ Correas, Alejandro Carlos y otros s/ Incumplimiento de contrato

COMP. 622, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

Indemnización por accidente de trabajo. Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”; resuelto por la Corte de acuerdo a los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Se suscita una contienda jurisdiccional, que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.

Kessi, María Teresa y otros c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral (Indemnización por accidente de trabajo)

COMP. 90, XXXIII, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

Indemnización por despido. Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral”; resuelto por la Corte de acuerdo a los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Se suscita una contienda jurisdiccional, que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la causa laboral deberá quedar radicada en el juzgado comercial donde tramita el concurso de la demandada.

Amendolia, Rubén Osvaldo c/ Celulosa Jujuy S.A.s/ Indemnización por despido

COMP. 126, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”; resuelto por la Corte de acuerdo a los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Se suscita una contienda jurisdiccional, que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la causa laboral, deberá quedar radicada ante el juzgado comercial donde tramita el concurso de la demandada en autos.

Rojas Emilia E. c/ Cristalux S.A. s/ Indeminzación por despido

COMP. 831, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Empleador fallido. Competencia nacional. 

En el presente caso, se demandan supuestos créditos que se habrían originado con anterioridad a la presentación del deudor en concurso preventivo, circunstancia que torna aplicable el art. 21, inc. 5°, de la ley 24.522 por tratarse de créditos susceptibles de ser verificados en dicho juicio, conforme el criterio expuesto por la Corte al fallar las causas "Goldentaer" y "Kuhn". Ello es así, habida cuenta que la nota definitoria del carácter concursal de las acreencias, estriba en lo dispuesto por el art. 32 de la norma antecitada, de la que resulta que la verificación procede sólo en los supuestos en que aquellas reconozcan causa o título anterior a la aludida presentación del deudor, lo que acaece en el sub lite. 

En virtud de ello y lo resuelto por la Corte en oportunidad de sentenciar la causa "Guillén", corresponde a la justicia nacional, entender en el caso.

 

Luna, Walter Luján y otras c/ Guzzo y Compañía S.A. s/ Indemnización por antigüedad

COMP. 563, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Ferrocarriles. Sociedad anónima. Ley provincial. Competencia provincial. 

La justicia local es la competente para entender en el caso, ya que, de las constancias de la causa, surge que el actor inicia demanda laboral con fundamento en la ley de contrato de trabajo 20.744 y sus modificatorias, motivo por el cual su solución, al margen de que sea contra una sociedad anónima que presta el servicio público de transporte por ferrocarril, no requiere la interpretación de normas federales. 

Por otra parte, es jurisprudencia reiterada de la Corte que, en materia de sociedades anónimas, la instalación de un establecimiento o sucursal en otra jurisdicción para desarrollar su actividad, implica "ipso iure" avecindarse en ese lugar para el cumplimiento de las obligaciones allí contraídas, por lo que no cabe en tal extremo determinar la vecindad de una sociedad en atención al lugar de su domicilio estatutario, sino en virtud del efectivo espacio donde se desarrollaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen al litigio. 

En consonancia con lo expuesto, la Corte ha dicho que una sociedad anónima, al ejercer su actividad en una provincia, se halla en las mismas condiciones normales en que puede hallarse un vecino de la misma provincia, ya que, la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, la ponderación de los intereses próximos en debate, son elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada provincia y que tornan inútil su amparo ante el fuero federal. 

Finalmente, tampoco corresponde conocer a los tribunales federales en razón de la persona. Ello es así, pues si bien la demanda presta el servicio público de transporte por ferrocarril del sector de la Red Ferroviaria Nacional integrado por la línea General Urquiza, ello obedece al contrato de concesión oportunamente suscripto entre el Estado Nacional y la citada “Ferrocarril Mesopotámico General Urquiza S.A.”. 

 

Monzón, Oscar Rubén c/ Ferrocarril Metropolitano s/ Indemnización y otros

COMP. 401, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Fuero de atracción. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen y al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522, por lo que la presente causa laboral, deberá quedar radicada ante el Juzgado Nacional en lo Comercial donde tramita la quiebra de la demandada en autos.

 

Lezcano, Alberto C. c/ Papel del Tucumán S.A. s/ Indemnizaciones

COMP. 655, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Resulta de aplicación las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Coronel, Edgardo Luis c/ Venancio Ortiz e Hijos S.R.L. y/u otros s/ Indemnización por despido

COMP. 739, XXXIII, 06 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Retención de aportes previsionales. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Resulta de aplicación las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522.

Aguirre, Héctor Domingo c/ Iñiguez S.A.C.I. s/ Indemnización

COMP. 729, XXXIII, 06 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Indemnización. Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Falcon, Marco Sergio c/ Ferrocarriles Argentinos Línea Gral. Urquiza s/ Diferencia de indemnización

COMP. 952, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".

Gómez, Eduvijes c/ Racing Club Asociación Civil s/ Indemnización Artículo 212

COMP. 1156, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Competencia comercial. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L.XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrellade Mar S.A s/ Laboral" donde la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de la Procuración General.

Savoi, Rafael c/ Cira S.A.C.I. s/ Indemnizaciones y otros

COMP. 80, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Inhibitoria. Juicio sucesorio. Competencia provincial. 

Es aplicable al caso la jurisprudencia del Tribunal que establece que cuando es poco clara o contradictoria la prueba producida en relación al último domicilio del causante, debe tenerse por cierto que dicho domicilio se encontraba en el lugar de su fallecimiento, en donde corresponde se abra la sucesión.

Por otra parte, de las constancias de los autos tramitados en San Juan, surgen elementos suficientes para sostener que la competencia de ese juzgado fue consentida ab-initio por todos los herederos, lo que, por aplicación del art. 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, torna inadmisible el planteo de la inhibitoria. 

 

González Aubone, Armando Felipe s/ Sucesorio

COMP. 288, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Mutuo comercial. Competencia provincial. 

Tiene reiteradamente dicho la Corte, que los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción, deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.

Si bien el artículo 5, inciso 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que cuando se ejercitan acciones personales, es competente el juez del lugar en que deba cumplirse la obligación y, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, por aplicación de lo establecido por el artículo 2°, primera parte, del mismo cuerpo legal, cuando se trata de asuntos exclusivamente patrimoniales, la jurisdicción territorial es esencialmente prorrogable por conformidad de los interesados. Así lo tiene reconocido el Tribunal en abundante jurisprudencia. 

En este contexto, en el contrato de mutuo cuyo incumplimiento origina la acción promovida en la presente causa, las partes se han sometido a la jurisdicción de los Tribunales Ordinarios de esa ciudad. 

No se observan, ni en la copia del contrato, ni en las demás constancias de autos, elementos que acrediten la inexistencia de la expresa conformidad del demandado, u otros que hagan suponer que la jurisdicción haya sido prorrogada indebidamente.

 

Góomez, Rogelio Leoncio c/ Banco Sudecor Cooperativo Limitado s/ Inhibitoria

COMP. 505, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

Interdictos posesorios. Interdicto de retener. Competencia provincial. 

El artículo 612 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, explícitamente restringe el objeto de la prueba en el interdicto de retener, limitándolo al "...hecho de la posesión o tenencia invocada por el actor, la verdad o falsedad de los actos de perturbación atribuidos al demandado, y a la fecha en que éstos se produjeron". Esta solución, es una consecuencia del principio instituido por el artículo 2472 del Código Civil, en virtud del cual la posesión "nada tiene en común con el derecho de poseer y será inútil la prueba en las acciones posesorias del derecho de poseer por parte del demandante o demandado".

Resulta de lo expuesto, que la cuestión suscitada en autos, no es atribuible a la justicia federal, desde que no concurren ninguno de los supuestos que habilitan ese fuero de excepción, en especial, porque no se advierte que, en el caso, se vea comprometida directa e inmediatamente la interpretación de normas de naturaleza federal; extremo que torna innecesario entrar al estudio de si las leyes citadas en el sub-judice revisten tal carácter, y sin perjuicio de la facultad reiteradamente reconocida por la Corte a los jueces locales, de aplicar la Constitución y las leyes de la Nación, como fin supremo y fundamental de su actividad jurisdiccional.

Ingenio y refinería San Martín del tabacal S.A. c/ Comunidades indígenas del pueblo Kolla de San Andrés Santa Cruz y otros s/ Interdicto de retener la posesión - Prohibición de innovar

COMP. 551, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Internación psiquiátrica. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación", y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

M., J. C. s/ Internación

COMP. 961, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Internación. Competencia civil y comercial. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/Intemación" y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

F., J. C. s/ Artículo 482 del Código Civil

COMP. 295, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de las causas Competencia 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Competencia 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.

M., G. A. s/ Artículo 482 Código Civil

COMP. 368, XXXIII, 18 de julio de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas".

T., M. s/ Internación

COMP. 704, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas".

S., M. L. s/ Internación

COMP. 705, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.

S., S. s/ Internación

COMP. 437, XXXIII, 18 de julio de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, "C. J. A. s/ Internación"; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

S., V. s/ Internación

COMP. 509, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, "C. J. A. s/ Internación"; y Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

R., C. s/ Internación

COMP. 709, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" (Fallos 312:1373) y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

 

R., M. s/ Internación

COMP. 999, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación", y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

B. R. A. s/ Internación

COMP. 963, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Menores. Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).

Aunque ocasionalmente la residencia de los incapaces se asiente en otra jurisdicción, corresponde dirimir la contienda disponiendo que compete a la señora Jueza a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil, de Capital Federal, proseguir entendiendo en este juicio.

F. L. y otra s/ Protección de persona

COMP. 937, XXXIII, 23 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Jubilaciones. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 

Al resolver la causa Comp. N° 122, L. XXXII “Pereyra, Emma Ester c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”, la Corte admitió como válida la declaración de incompetencia emitida por los miembros de un tribunal al que había ordenado dictar una nueva sentencia, y lo hizo sobre la base del contenido de las leyes 24.463 y 24.655, en cuanto establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera que sea el estado de la causa.

Solano, Cosme c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) s/ Jubilación

COMP. 71, XXXIII, 18 de julio de 1997

Ver dictamen

Juicio de apremio. Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Incidente de nulidad C.A.S.F.P.I. c/ Compañía embotelladora de gaseosas S.A. s/ Apremio Expediente N° 130/91

COMP. 844, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Incidente de nulidad en autos C.A.S.F.P.I. c/ L., José Gregorio s/ Apremio

COMP. 943, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Incidente de nulidad en autos C.A.S.P.J. c/ G. D. s/ Apremio expediente 128

COMP. 865, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"".

Incidente de nulidad en autos C.A.S.F.P.J. c/ Beneventano Argentino Horveldi s/ Apremio Expediente N° 131/91

COMP. 860, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Incidente de nulidad en autos “C.A.S.F.P.J. c/ Compañía Argentina de Construcciones S.A. s/ Apremio Expediente N° 118/91”

COMP. 875, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Incidente de nulidad en autos C.A.S.F.P.I. s/ M., Leandro s/ Apremio

COMP. 862, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina c/ Busiol, Luis Antonio y otra s/ Ejecutivo

COMP. 848, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina c/ Cosnard de Siekmeyer, Nilda s/ Ejecutivo

COMP. 846, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argenitna c/ Melchor Rodeles S.A. s/ Ejecutivo

COMP. 949, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco Hipotecario Nacional c/ Rubio, Patricia Mónica y otros s/ Ejecutivo

COMP. 855, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco Nación Argentina c/ Siekmeyer, Alberto Jesús y otra s/ Ejecutivo

COMP. 867, XXXIII, 22 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Préstamo bancario. Créditos personales. Pagaré. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Resulta aplicable al caso, la reiterada jurisprudencia de la Corte que sostiene que los juicios universales de sucesión, atraen al juzgado en que estos tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, aun cuando se trate de procesos que correspondieren al fuero federal y sea cual fuere la causa que determine esta jurisdicción.

Banco de la Nación Argentina c/ Ceilman Salomón Raúl s/ Ejecutivo

COMP. 465, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Juicio ordinario. Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Banco Nación Argentina c/ Fleitas, Raúl Roberto s/ Ordinario

COMP. 932, XXXIII, 26 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Silva, Agustín c/ Universidad Nacional del Nordeste s/ Ordinario

COMP. 874, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo", a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sentencia.

Cáceres, Ofelia Haydee c/ Universidad Nacional del Nordeste s/ Ordinario

COMP. 953, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Obra Social Conductores del Transporte Colectivo de Pasajeros c/ Empresa T.A.L.A. S.A. y/o quien resulte responsable s/ Ordinario

COMP. 931, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Banco de la Nación Argentina c/ Medina, Eduardo s/ Ordinario

COMP. 958, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Franco, Samuel Oscar c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones s/ Demanda ordinaria

COMP. 870, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

 

Banco Nación Argentina c/ Gustavo Prosman s/ Ordinario

COMP. 885, XXXIII, 22 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Juicio sumario. Cámara nacional de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Ancar S.R.L. c/ Quiñones Hermanos s/ Sumario

COMP. 933, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Competencia civil y comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”; resuelto por la Corte de acuerdo a los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Gallo, Elisa G. c/ Baigorria, Luis D. y otros s/ Sumario

COMP. 1091, XXXII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Competencia por la materia. Cuestión de derecho común. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Se desprende de la citada ley 20.337, que integra el cuerpo legal del Código de Comercio y que, por ende, es una, norma nacional común, que la habilitación de la competencia de la justicia federal, lo es en el caso de que se promuevan recursos o acciones contra las decisiones de la autoridad de aplicación del régimen legal el Instituto Nacional de Acción Cooperativa (art.16 y 105), así como en materia de autorización para funcionar, modificaciones estatutarias y reglamentos. 

Por otra parte, la ley puntualiza que el órgano local competente a, que alude en su texto es aquel que cada provincia, establezca para entender en materia cooperativa en la respectiva jurisdicción (art. 117). 

En tales condiciones, resulta claro que, por regla general y en razón de la materia, de derecho común, la competencia corresponde a los tribunales ordinarios, ya sean nacionales o provinciales, y que la competencia federal sólo corresponde de manera exclusiva en los supuestos donde se pone en discusión decisiones del órgano de control y aplicación de la ley, en atención a la índole nacional del referido instituto.

 

Rey, Marcial c/ Cootelser LTDA s/ Juicio sumarísimo

COMP. 254, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Juicios universales. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

La Corte aceptó que no produce afectación a los derechos adquiridos, ni a la estabilidad de los actos procesales ya cumplidos en las causas en trámite e iniciadas bajo el imperio de la legislación anterior, la operatoria del instituto del fuero de atracción conforme a las nuevas pautas legales.

La nueva disposición contenida en el artículo 133 de la ley 24.522, vino a habilitar la continuación del proceso contra los accionados no fallidos, sin perjuicio del trámite de verificación contra la concursada y, por tanto, el desplazamiento de la competencia del juez natural producido por las consecuencias derivadas del trámite del juicio universal, tiene hoy una nueva regulación que tiende a preservar los derechos de la actora en juicio, sin que ello importe desatender los intereses del concurso, motivo por el que se habilita que la causa vuelva al juzgado de origen y continúe su proceso regular ante el tribunal competente.

Novaro, Jaime L. y otros c / Massaro, Raúl R. y otros s/ Sumario

COMP. 266, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

Mala praxis. Responsabilidad civil. Obras sociales. Competencia por la materia. Competencia nacional. Competencia civil. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 494, L. XXII, “Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de Entel s/ Ordinario” (Fallos: 312:1881); Comp. 747, L. XXIV, “Aguirre, Francisco c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad médica”

La Corte, por razón de materia y por aplicación de los arts. 43 y 43 bis del decreto-ley 1285/58, modificado por la ley 23.637, ha sostenido la competencia de la justicia nacional en lo civil para conocer en casos que se demanda por la responsabilidad civil de profesionales médicos, aun cuando un organismo de obra social, también integre la litis como codemandado.

H., H. D. c/ P., J. y otro s/ Responsabilidad Médica

COMP. 34, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Medidas de seguridad curativas. Internación. Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".

D. H., H. O. s/ Internación

COMP. 552, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Menores. Protección de personas. Domicilio del menor. Competencia provincial. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 780, L. XXIII, "G. C. M. y G. P. D. s/ Guarda"; Comp. 105, L. XXIV, “G. C. A. s/ Protección de personas”; y Comp. 679, L. XXIV, “F.F. y otros s/ Intervención”.

El Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en su Título IV, Capitulo III, Medidas Cautelares, Sección 8a., sobre Protección de Personas, atribuye en esta materia, jurisdicción territorial al juez del domicilio de la persona que haya de ser amparada. Y toda vez que actualmente el menor vive con su madre, quien se halla en ejercicio de la patria potestad, y se domicilia en jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires, por aplicación de la normativa citada, en armonía con lo prescripto por el artículo 90, inciso 6° de Código Civil, corresponde dirimir la contienda disponiendo que compete a la jueza de este Departamento Judicial, conocer en el proceso.

U., E. W. s/ Artículo 10 Decreto Ley policial N° 10.067/83 (Fuga de hogar y protección de persona)

COMP. 603, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

Multa. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 

Corresponde la competencia de la Cámara local bonaerense, de acuerdo a los hechos y el derecho invocados en el sub examine, toda vez que la relación jurídica que liga a las partes se encuentra básicamente regida por una norma de derecho común -la ley 24.452- dictada por el Congreso Nacional en uso de las facultades que le confiere el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional. 

Por lo pronto, cabe advertir que no resulta propicio analizar la eventual constitucionalidad de una norma cuando, como en el caso, no ha mediado ningún planteo de parte a ese respecto, ya que La Corte. ha dicho, de modo muy reiterado, que le está vedado a los jueces realizarlo de oficio. Al ser así, corresponde interpretar la norma en cuestión según su letra y su espíritu, sin forzar su inteligencia a raíz de una eventual inconstitucionalidad no invocada en la causa. 

Sin perjuicio de ello, contrariamente a lo sostenido por la Cámara provincial, no constituye obstáculo para arribar a la solución indicada, la circunstancia de que la norma cuestión contenga disposiciones relativas a defensas que se le conceden al particular contra sanciones que le puedan imponer los bancos girados. Ello es así, por cuanto la atribución de potestad jurisdiccional efectuada por la norma, hace al medio de que dispone la parte que ve afectados sus derechos y no al modo en que va a ejercitarlos, distinción que la doctrina utiliza a los efectos de caracterizar a las normas procesales, por lo que la norma citada no es de este último carácter. 

En el caso en examen no se configura un menoscabo a las autonomías provinciales, desde que el art. 64 de la Constitución Nacional indica, luego de determinar el plazo para deducir el recurso, que "en lo demás, será de aplicación el Código Procesal Civil y Comercial de la jurisdicción interviniente".

Resamab S.A. s/ Artículo 64 Ley 24.452

COMP. 50, XXXIII, 14 de agosto de 1997

Ver dictamen

Nulidad del acto administrativo. Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

García de Alegre, Teresa Lucía y otro c/ Estado Nacional Argentino y/o Héctor Santinon Hermanos s/ Nulidad de acto administrativo

COMP. 889, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Pago de la remuneración. Acumulación de procesos. Competencia comercial. 

Al no existir un superior jerárquico común a los tribunales en conflicto, corresponde a la Corte resolver la contienda de competencia planteado.

De las constancias y estado procesal del sub lite y de las que surgen de los autos que corren agregados por cuerda, no resultan dados los requisitos del artículo 188, inc. 2° y 4° del C.P.C.C. ni del artículo 44 de la ley 18.345, para hacer procedente la acumulación de ambos procesos. En efecto, no es posible ya que las partes no son las mismas, ni tampoco lo es el objeto de los pleitos.

Por otro lado, la Corte ha decidido que no procede la acumulación de procesos si no se configura una identidad entre los sujetos actores, el alcance de sus pretensiones es distinto y las causas están en diferentes etapas procesales.

 

Bustamante, Alberto Omar c/ De Martín, Francisco Juan s/ Cobro de salarios

COMP. 959, XXXII, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

Pedido de quiebra. Domicilio del deudor. Competencia comercial. Competencia nacional. 

En cuanto a la cuestión de competencia, cabe señalar que la ley concursal, establece en su artículo 3°, inciso 1°, que en el caso de concursos de personas de existencia visible, debe estarse al lugar que corresponde a la administración de sus negocios, y a falta de este al domicilio del deudor.

Daian, Salomón Claudio s/ Pedido de la quiebra Levi Ernesto J.

COMP. 1152, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Procesos de conocimiento. Competencia laboral. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 275, “Tarifa, Carlos c/ Yacimiento s/ Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento”.

Mobio, Raúl Alberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento

COMP. 408, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 275, “Tarifa, Carlos c/ Yacimiento s/ Petrolíferos Fiscales S.A.s/ Proceso de conocimiento”.

Maldonado, Miguel Benito c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento

COMP. 418, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 275, “Tarifa, Carlos c/ Yacimiento s/ Petrolíferos Fiscales SA. s/ Proceso de conocimiento”.

Llanes, Jose Nicolás c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento

COMP. 451, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 275, L. XXXIII, “Tarifa, Carlos c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento”.

Sette, Carlos Antonio c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento

COMP. 452, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 275, L. XXXIII, “Tarifa, Carlos c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento”.

Colque, Nicolás Alonso s/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento

COMP. 477, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 275, L. XXXIII, “Tarifa, Carlos c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento”.

Ganem, José c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Proceso de conocimiento

COMP. 391, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Procesos de ejecución. Concursos. Competencia federal. 

Se suscita una contienda de competencia negativa, que habrá de resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1225/58, según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.

En cuanto a la cuestión de competencia, cabe señalar que, la presente causa se inició con posterioridad a la presentación en concurso preventivo por la demandada, con lo cual sobre la misma no se ejerce el fuero de atracción previsto en la ley concursal, que afecta a los procesos con causa o título anterior a la iniciación del proceso universal, conforme se desprende tanto de la ley 19.511 como de la 24.522, en sus artículos 22 y 33 o 21 y 32 respectivamente.

 

Jurado, Roberto F. c/ La Florentina y otros s/ Ejecución

COMP. 26, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Protección de personas. Competencia civil y comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación"; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

B., N. A. s/ Artículo 482 Código Civil

COMP. 555, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Competencia civil. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa 315:2963, “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

S. o S., J. F. s/ Protección de persona

COMP. 494, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia civil y comercial. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

C., A. P. s/ Internación

COMP. 581, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Menores. Radicación del expediente. Domicilio del menor. Competencia provincial. 

La Corte se ha referido al principio, de radicación, en Fallos: 258:237, en el que expresa que en materia civil, cabe admitir la mentada radicación cuando el litigio se ha trabado por demanda y contestación, o por vía de decisión de incidente, es decir, que hasta ese momento no se entienden producidos actos concluidos o actuaciones irreversibles con relación a la competencia. 

El Tribunal, para resolver actuaciones cuyo objeto atañe a menores, ha otorgado primacía al lugar donde éstos viven efectivamente, ya que la eficiencia de la actividad tutelar, torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos.

El Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en su Título IV, Capítulo III, Medidas Cautelares, Sección 8a., sobre Protección de Personas, atribuye, en esta materia, jurisdicción territorial al juez del domicilio de la persona que haya de ser amparada. 

 

V., T. S. c/ I., M. V. s/ Protección de persona

COMP. 796, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Quiebra a pedido del deudor. Jueces naturales. Defensa en juicio. Economía procesal. Seguridad jurídica. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 

Cabe estar a los principios liminares de todo proceso, que apuntan a asegurar la vigencia de la garantía del juez natural, como modo de asegurar la defensa en juicio de los derechos.

Con el objeto de no dilatar aún más el trámite procesal de la quiebra, con las consecuencias dañosas que de ello se derivan para los acreedores, con arreglo a un criterio de economía procesal y seguridad jurídica, al no existir dudas sobre el domicilio personal del deudor, y teniendo en cuenta que los únicos acreedores denunciados, así como la causa en trámite, se hallan en la Provincia, corresponde que se aplique el criterio subsidiario del artículo 3º, inciso 1º, de la ley 24.522 del domicilio personal como determinante para establecer quién habrá de ser el juez competente en el proceso universal.

Demarchi de Galeazzi, Graciela Noemí s/ Quiebra

COMP. 213, XXXIII, 23 de mayo de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”; resuelto por la Corte de conformidad con los fundamentos de está Procuración General.

Se suscita un conflicto jurisdiccional, que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708.

Cisneros, Alberto y otros c/ Pesquera Mar del Plata s/ Laboral

COMP. 23, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Bustos Rodríguez y otros c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 625, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Chaile, Alfredo c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 616, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Choque Trifón c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 632, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Coria, Armando Aníbal c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 630, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Durán, Cirilo Pastor c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 620, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

González, Lucas c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 617, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Herrera, Bernardo Antonio c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 618, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Morelo, Carlos Ramón c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 631, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Padilla, Daniel c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 626, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Rocabado, Máximo c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 615, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Rodríguez, Aníbal Héctor c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 628, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Roldán, Domingo c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 614, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Sosa, Ángel Evaristo c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 619, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Tobares, Martín c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 629, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", en la cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.

Villegas, Ramón Osvaldo c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A.I.C. s/ Ordinaria

COMP. 627, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Competencia comercial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Bordon, Marcelo c/ Greco Hermanos S.A. s/ Sumario

COMP. 168, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Caro, Miguel Ángel c/ Greco Hermanos S.A. s/ Sumario

COMP. 169, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Caro, Sandra Estella c/ Greco Hermanos S.A.I.C.A. s/ Sumario

COMP. 166, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Cruz, Domingo Alejo c/ Greco Hermanos S.A. s/ Sumario

COMP. 167, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Echeverria, Mario Alberto c/ Greco Hermanos S.A. s/ Sumario

COMP. 163, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

López, Estanislao Rubén c/ Greco Hermanos S.A.I.C.A. s/ Sumario

COMP. 171, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Martínez, Eugenio Leopoldo c/ Greco Hermanos S.A. s/ Sumario

COMP. 170, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Toledo, Adán c/ Greco Hermanos s/ Sumario

COMP. 164, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Tribunal de alzada. 

Incorrecta traba de la contienda.

Barragan, Osvaldo Rubén c/ Pescargen S.A s/ Laboral

COMP. 313, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Liquidación de haberes. Indemnización. Fuero de atracción. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Sagastibelza, Raúl y otros c/ Euroar S.A. s/ Quiebra y Arpemar S.A. s/ Quiebra s/ Diferencia de haberes e indemnizaciones

COMP. 813, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Liquidación y distribución. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Márquez, Luis A. c/ Chubut Compañía Argentina de Seguros s/ Cobros

COMP. 137, XXXIII, 23 de mayo de 1997

Ver dictamen

Radiocomunicaciones. Cobro de sumas de dinero. Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa Comp. 523, L. XXXII, "Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A c/ Huergo, Carlos s/ Incumplimiento de contrato".

Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. c/ Rodríguez, Ricardo s/ Ordinario

COMP. 122, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Recurso de apelación (procesal). Cámara nacional de apelaciones. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Maidana, Mario Mateo Jesús (abogado) interpone recurso de apelación contra Resolución N° 257/95 C.S. (Universidad Nacional del Nordeste)

COMP. 888, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Maidana, Mario Mateo Jesús (abogado) interpone recurso de apelación contra Resolución N° 816 del rector de la Universidad Nacional del Nordeste

COMP. 891, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Regulación de honorarios. Sucesión. Competencia provincial. 

Si bien la regulación de honorarios, dada su naturaleza accesoria, debe tramitar ante el juez de la causa principal, es decir, en el caso, ante el juez de la sucesión, que por lo demás es el competente y mejor habilitado para realizar la estimación correspondiente, en orden a que el proceso se tramito bajo su dirección, en el sub lite ya se cumplió con dicho trámite procesal. 

En consecuencia, atento lo dictaminado por el suscripto en la causa Comp. 120. L. XXXIII, "Saravia, Luis Adolfo; Samson, Ernesto R.; Usandivaras, Ebe Rubí; Samson Hebe A. vs. Rengel, Baltazar; Aranda de Rengel, Encarnación; Aranda de Hurtado, Margarita; Aranda, Antonio s/ Ejecución de honorarios", en el sentido que los mismos deben ser atraídos por el juicio sucesorio, no se encuentra reparo alguno para que la presente causa, dada su conexidad con aquéllos, sea remitida al juez provincial.

Samson, Ernesto y Saravia, Luis Adolfo s/ Regulación de honorarios

COMP. 121, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Sucesiones. Fuero de atracción. Ejecución prendaria. Competencia federal. 

Resulta de aplicación en el caso, el criterio jurisprudencial sentado por la Corte, en el sentido de que, en virtud de lo dispuesto por en los artículos 32, 33 y 34 del decreto-ley 15.348/46, las acciones por cobro de un crédito garantizado con prenda con registro, contra una sucesión, no están comprendidos en el artículo 3284, inciso 4° del Código Civil, por lo que no rige -a su respecto- el fuero de atracción del juicio sucesorio.

Banco de la Nación Argentina s/ Ceilman Salomón Raúl s/ Ejecutivo

COMP. 466, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Accidentes de trabajo. Entes autárquicos nacionales. Competencia federal. 

Es aplicable al caso la reiterada jurisprudencia que asigna a la jurisdicción federal las causas en las que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte, máxime cuando pudiera derivar un perjuicio al patrimonio del Banco de la Nación Argentina y, en consecuencia, al Estado Nacional, a lo que no obsta la circunstancia de que emerjan de relaciones laborales.

Banco de la Nación Argentina s/ Inhibitoria

COMP. 260, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Es aplicable el caso la reiterada jurisprudencia que asigna a la jurisdicción federal las causas en las que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte, máxime cuando pudiera derivar un perjuicio al patrimonio del Banco de la Nación Argentina, y en consecuencia, al Estado Nacional, a la que no obsta la circunstancia de que emerjan de relaciones laborales.

Robles, Manuel Oscar c/ Riva S.A.I.I.C.F.A. y otro s/ Cobro de pesos

COMP. 441, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Concurso preventivo. Competencia comercial. Competencia nacional. 

Cabe tener en cuenta que, si bien el legislador no manifestó de un modo expreso y terminante, en la nueva ley de concursos 24.522, al redactar el artículo 21 -que establece las consecuencias que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado- si estaban excluidas o no del fuero de atracción las acciones de garantía real, si explicitó el principio general en el inciso 1° y luego enumeró las excepciones en los restantes incisos, adhiriendo con ello a la más recomendable técnica legislativa. 

Dentro de los términos de tal metodología, es de tener en consideración, que el legislador mencionó a los juicios de ejecución de garantías reales, en el inciso que se refiere a los casos excluidos de radicación, a los cuales les agrega la condición para continuar su trámite, de presentar el pedido de verificación (inciso 2°), con lo cual la nueva normativa aplicable en el caso vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin discusión, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada respecto a que no se ejercía sobre este tipo de causas el fuero de atracción y continuaban su trámite ante el juzgado de origen.

Berni S.A. c/ Transporte Central Saenz Peña S.R.L. s/ Ejecución prendaria

COMP. 393, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Ejecución prendaria. Competencia comercial. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp.39, L.XXXIII, "Hercule S.A . c/ Pedro y José Martín S.A s/ Ejecución prendaria".

Transporte del Treco S.R.L. s/ Concurso preventivo

COMP. 457, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Inscripción registral. Domicilio social. Competencia nacional. 

De hallarse subsistente la inscripción registral del domicilio social en la Ciudad de Buenos Aires, por no haberse concluido el trámite de cancelación y a su vez producida la inscripción en la jurisdicción de los tribunales de la Provincia de Santa Fe, es decir, de existir dos inscripciones al mismo tiempo, -por la inacción de la sociedad deudora- dicho domicilio, inscripto originalmente y no cancelado, debe considerarse subsistente a los efectos legales y en protección especial de los intereses de terceros.

La ley 24.522, que otorga la competencia territorial improrrogable al juez que corresponda al domicilio de inscripción, genera una competencia presunta y obligada, para lo cual tuvo en cuenta las disposiciones de la normativa en materia societaria, que prescribe la necesidad de denunciar, en el instrumento constitutivo al tiempo de su inscripción, un domicilio social y dar a publicidad su cambio en cada oportunidad en que ello ocurra.

Dicha solución se compadece con el hecho de que casi totalidad de los acreedores denunciados, tienen su domicilio en esta jurisdicción, así como también que se hallan radicados en ésta la gran mayoría de los juicios en trámite contra la deudora, y los activos declarados. 

Si bien es cierto que no cabe presumir la intención deliberada de la concursada para evitar la acción de sus acreedores, del simple hecho de haber culminado tardíamente el trámite del cambio de domicilio, corresponde atender, en circunstancias particulares, al principio que intenta preservar la existencia de una correspondencia entre el domicilio legal y el real donde se halla la sede principal en la cual se desarrolla la actividad negocial, como un modo de impedir, la configuración de lo que se ha dado en llamar en doctrina, domicilio ficticio.

Sineret S.A. s/ Quiebra pedido por Segismundo Reich S.A.

COMP. 105, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Radicación del expediente. Economía procesal. Competencia nacional. 

Se suscita una contienda de competencia positiva, que habrá de resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto. 

De las constancias de la causa surge con claridad que el proceso universal de concurso debió tramitar en sede jurisdiccional de la Provincia de San Luis, por hallarse acreditado de manera fehaciente que allí fue inscripto el contrato constitutivo original de la sociedad y el domicilio social, lo que se mantuvo a través del tiempo, según consta en las actas de directorio y asamblea. Por tal motivo y en virtud del mandato legal, el juez competente por razón del territorio, resultaba el de la citada provincia, máxime cuando no se pudo probar que la inscripción anterior existente en Capital Federal, correspondiera a la misma persona jurídica, hecho este que, cabe consignar por otro lado, fue alegado siempre por la concursada. 

Atendiendo a lo expuesto, en virtud de tratarse de una norma de orden público, la que determina la competencia del juez del concurso, más allá de las condiciones formales del planteo de incompetencia que efectuara la concursada, se debió habilitar la declaración de incompetencia del juez de la Capital Federal. 

Empero, en tanto surge de las constancias de autos que la concursada desistió de sus planteos de incompetencia ante ambos tribunales, que ante esta jurisdicción ha tramitado el concurso preventivo, alcanzando un estado procesal avanzado, hasta el extremo de que llega hasta la fase previa al tratamiento de una propuesta de acuerdo y que se han cumplimentado publicaciones de edictos en la Provincia de San Luis, lo que permitió el conocimiento por los acreedores de dicha jurisdicción del estado concursal para el reclamo de sus acreencias y que la mencionada circunstancia aventa el posible perjuicio por violación al ejercicio del derecho de defensa. Con el objeto de evitar la interrupción del trámite concursal, por cambio de sede jurisdiccional, de lo cual devendría un seguro daño a los interesados, por la demora que ello acarrearía necesariamente al trámite, cabría admitir la excepción al principio legal de radicación, de considerarlo así procedente la Corte, en este supuesto particular. 

Ello resulta procedente, atendiendo en especial, a que la concursada ha realizado importante actividad comercial y social en esta jurisdicción, de donde cabría presumir que tenía más de un domicilio para la administración de sus negocios, razón que determinó que gran parte de su activo se hallara, al igual que la mayoría de sus acreedores, en esta jurisdicción. Asimismo, cabe advertir que no se ha verificado, en el caso, la intención de la concursada de intentar escapar a la acción de sus acreedores mediante la configuración de un domicilio ficticio o aparente y que pretendió sostener la competencia legal mediante sus articulaciones procesales, en ambas jurisdicciones y que, finalmente, una solución en el sentido propuesto, atiende a otros principios como el de seguridad jurídica y economía procesal, en beneficio de los acreedores afectados por la situación concursal de la deudora, argumento que, por otra parte la Corte ha receptado en diversos precedentes para admitir la excepción. 

Por todo ello, la Corte habrá de dirimir el conflicto declarando que las actuaciones deberán seguir tratamiento ante el Juzgado Nacional en lo Comercial de la Capital Federal.

 

JOC S.A. s/ Concurso preventivo

COMP. 1161, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Crédito hipotecario. Concurso preventivo. Competencia civil y comercial. 

Se suscita una contienda positiva de competencia, que habrá de dirimir la Corte de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, texto según la ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.

En cuanto a la cuestión de competencia, cabe poner de resalto, que el artículo 21 de la ley 24.522, que establece las consecuencias que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, menciona a los juicos de ejecución de garantías reales, dentro de los casos excluidos de radicación, sometiéndolos solamente a la condición, para continuar su trámite, de presentar el pedido de verificación, con lo cual la nueva legislación aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin discusión, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada, respecto a que en los concursos preventivos, no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y continúan su trámite ante el juzgado de origen.

Primucci, Emi A. c/ Fernández, María T. s/ Cobro hipotecario

COMP. 1048, XXXII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Ejecución prendaria. Derechos reales de garantía. Concursos. Competencia comercial. 

Se suscita una contienda de competencia positiva, que habrá de resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.

En cuanto a la cuestión de competencia, si bien los argumentos del tribunal que plantea la inhibitoria no son desdeñables, lo cierto es que el legislador no manifestó de modo expreso y terminante, si estaban excluidas o no del fuero de atracción las acciones de garantía real. No obstante ello, cabe poner de relieve, y es menos desdeñable aún, que al redactar el artículo 21 de la ley 24.522, que establece las consecuencias que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, explicitó el principio general en el inciso 1° y luego enumeró las excepciones en los restantes incisos, adhiriendo con ello a la más recomendable técnica legislativa. Dentro de los términos de tal metodología, cabe tomar en cuenta que el legislador mencionó a los juicios de ejecución de garantías reales, en el inciso que se refiere a los casos excluidos de radicación, a los cuales les agrega la condición, para continuar su trámite, de presentar el pedido de verificación, con lo cual la nueva normativa aplicable en el caso vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin discusión, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada, respecto a que no se ejercía sobre este tipo de causas el fuero de atracción y continuaban su trámite ante el juzgado de origen.

 

Alenco S.A.I.C. c/ Pedro y José Martín S.A. s/ Ejecución prendaria

COMP. 58, XXXIII, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

Extinción del fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 

En cuanto a la cuestión de competencia, cabe poner de resalto, que el artículo 21 de la ley 24.522, que establece las consecuencias que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, menciona a los juicios de ejecución de garantías reales, dentro de los casos excluidos de radicación, sometiéndolos solamente a la condición, para continuar su trámite, de presentar el pedido de verificación (inciso 2°), con lo cual la nueva legislación aplicable en el caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin discusión, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada respecto a que no se ejercía sobre este tipo de causas el fuero de atracción y continuaban su trámite ante el juzgado de origen.

Glencore Cereales S.A. c/ Fernández Llorente, Pedro s/ Ejecución prendaria

COMP. 1155, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Inhibitoria. Domicilio del deudor. Competencia federal. 

En las pretensiones personales fundadas en derechos creditorios de origen contractual, conforme al artículo 5, inciso 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el fuero principal está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente establecido conforme a los elementos aportados en el juicio. A falta de este lugar, la norma citada resuelve el problema de la competencia, mediante la fijación de dos fueros subsidiarios electivos, pues el actor puede deducir su pretensión ante el juez del lugar del domicilio del demandado, o del lugar del contrato, siempre que éste se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, al momento de la notificación.

En el caso, los elementos de prueba, resultan insuficientes para tener por acreditada, al menos implícitamente, la designación del lugar de cumplimiento de las obligaciones de los mutuarios en el supuesto contrato. En cambio, no existen dudas acerca de que la operación mediante la cual se habría concretado el presunto contrato, se realizó en la ciudad donde, a su vez, se encuentra el domicilio de los demandados. Concurren en el caso, los dos fueros alternativos fijados por la norma ritual, cuando no hay lugar convenido para el cumplimiento del contrato. Además, éste es el lugar donde los mutuantes habrían cumplido con su obligación principal.

La regla "forum contractus”, establecida concurrentemente con la del lugar del domicilio del deudor, debe correlacionarse con la norma contenida en el artículo 1212 del Código Civil. Corrobora, asimismo, el criterio expuesto, la jurisprudencia del Tribunal que sostiene que, si no estuviese designado, el lugar en que ha de cumplirse la obligación debe ser aquél en que se ha contraído, y, en cualquier otro caso, la entrega de la suma debida debe hacerse en el lugar del domicilio del deudor.

Vartalitis, Ernesto Andrés y otra s/ Inhibitoria

COMP. 633, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

Procesos de ejecución. Prenda. Concursos. Competencia comercial. 

Se suscita una contienda de competencia positiva, que habrá de resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto. 

En cuanto a la cuestión de competencia, si bien los argumentos del tribunal que plantea la inhibitoria no son desdeñables, lo cierto es que el legislador no manifestó de modo expreso y terminante, si estaban excluidas o no del fuero de atracción las acciones de garantía real. 

No obstante ello, cabe poner de relieve, y es menos desdeñable aún, que al redactar el artículo 21 de la ley 24.522, que establece las consecuencias que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, explicitó el principio general en el inciso 1 y luego enumeró las excepciones en los restantes incisos, adhiriendo con ello a la más recomendable técnica legislativa.

Dentro de los términos de tal metodología, cabe tomar en cuenta que el legislador mencionó a los juicios de ejecución de garantías reales, en el inciso que se refiere a los casos excluidos de radicación, a los cuales les agrega la condición, para continuar su trámite, de presentar el pedido de verificación, con lo cual la nueva normativa aplicable en el caso vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin discusión, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada, respecto a que no se ejercía sobre este tipo de causas el fuero de atracción y continuaban su trámite ante el juzgado de origen.

 

Hercule S. A. c/ Pedro y José Martín S.A. s/ Ejecución prendaria

COMP. 39, XXXIII, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Medidas para mejor proveer. 

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Sineret S.A. s/ Quiebra

COMP. 105, XXXIII, 23 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Acción de amparo. Competencia previsional. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXII, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Vázquez, Potel José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos

COMP. 65, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Acción de amparo. Competencia previsional. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Guzmán, Osvaldo Héctor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparo por mora de la administración

COMP. 668, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Reducción salarial. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 

Es criterio reiteradamente establecido por la Corte que no corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación determinar en concreto qué tribunal debe entender en conflictos jurisdiccionales locales, desde que su dilucidación resultará de la aplicación que hagan de las leyes de provincia los órganos judiciales que ellas contemplan. 

Asimismo, es oportuno recordar, conforme lo resaltó expresamente la Corte, que en esos casos debe disponerse el envío de la causa a la Corte de Justicia local que corresponda, para que dicho tribunal cumpla con la finalidad de evitar que se produzca una efectiva privación de justicia.

 

Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo

COMP. 200, XXXIII, 24 de abril de 1997

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Comunicaciones. Remisión del expediente. 

El limitado marco cognoscitivo de este incidente impide efectuar un análisis acerca del contenido de la acción, procede, empero, no dejar de advertir en el sub examine parecería dificultosa la posibilidad cierta de una integración normal de la litis. En efecto, cuando el Ministerio Público señaló a la Cámara Civil la falta de individualización de la parte demandada, se remitieron las actuaciones al juzgado de origen, a fin de que el actor indicara cuál es el legítimo contradictor pasivo, a lo que respondió que la acción ha sido enderezada contra todos, es decir contra toda persona que tenga acceso a este novedoso sistema de información pública, extremo que por su plena generalidad se traduciría como de cumplimiento imposible. Por otra parte, el actor tampoco señaló situación contenciosa concreta alguna que se haya dado o se pudiera llegar a dar, a partir de una norma legal que, en su dudosa literalidad o interpretación, pudiera colocarlo en situación de efectivo conflicto o incertidumbre, configurando en tal caso los requisitos básicos exigibles para la viabilidad de la acción de que se trata.

Diario Electrónico Satelital Siglo Veintiuno S.A. s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal) - Sumarísimo

COMP. 92, XXXIII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

Acumulación de procesos. Seguridad jurídica. Competencia nacional. Competencia civil. 

Si bien la normativa procesal establece que resulta un obstáculo a la acumulación de los procesos la circunstancia de su diferente estado procesal, ello lo es en la medida que se ocasionara un especial perjuicio, extremo que no se probó que se diera en el caso, donde por tanto la tardanza se encuentra plenamente justificada a fin de salvaguardar principios de orden superior, como el de la seguridad jurídica y el buen servicio de justicia.

Chaita, José y otro c/ González, Ernesto y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 110, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Adopción. Menores. Domicilio del menor. Competencia nacional. 

Dado que surge de las constancias de autos que la guarda fue otorgada por una jueza de Capital Federal, en la que también se domicilian los adoptantes, resulta competente la justicia de esta ciudad para conocer en este juicio (art. 321 inc. a) del Código Civil, que coincide con el art. 10, inc. a) de la anterior ley 19.134). Este criterio, es el que ha sustentado la Corte en su sentencia de Fallos: 308:433, al sostener que el art. 10, inc. a), de la ley 19.134 impide aplicar al caso la doctrina genérica según la cual el domicilio de los padres determina la competencia para entender en cuestiones vinculadas a la patria potestad, ya que aquélla establece en forma expresa una solución que -a los fines de determinar el juez competente- subordina los intereses de los padres que han dejado de tener la guarda de sus hijos, a aquellos de los niños y sus adoptantes, con quienes conviven. 

Además, la Corte, para resolver actuaciones cuyo objeto atañe a menores, ha otorgado primacía al lugar donde éstos viven efectivamente, ya que la eficiencia de la actividad tutelar, toma aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos.

D., E. G. s/ Adopción proceso penal

COMP. 743, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cajas de previsión. Competencia previsional. Competencia federal. 

Cabe hacer extensivas al caso de especie las consideraciones que se exponen al dictaminar en la causa Comp. 900, XXXI, "García, Inés Rosario el Caja Complementaria para la Actividad Docente s/ Reintegro de aportes", y, por ende, declarar que debe seguir entendiendo en estas actuaciones el Juzgado Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social que corresponda.

Caldironi, Enrique Humberto c/ Caja complementaria para la actividad docente

COMP. 688, XXXII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Cabe hacer extensivas al caso de especie las consideraciones que se exponen al dictaminar en la causa Comp. 900, XXXI, "García, Inés Rosario el Caja Complementaria para la Actividad Docente s/ Reintegro de aportes", y, por ende, declarar que debe seguir entendiendo en estas actuaciones el Juzgado Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social que corresponda.

Favale de Moya, Rosa Clara c/ Caja Complementaria para la Actividad Docente s/ Reintegro de aportes

COMP. 1153, XXXII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Resulta decisivo para resolver la cuestión, recordar, en primer término, que a partir de la sanción de la ley 24.463 las causas radicadas ante la primera de las Cámaras citadas, pendientes de sentencia, debían adecuarse al procedimiento sumario en ella previsto y continuar su sustanciación ante la justicia en lo contencioso administrativo federal. Luego, el artículo7° de la ley 24.655, dispuso que esos juicios pasaran de inmediato a tramitar ante los Juzgados Federales de Primera Instancia de la Seguridad Social. 

Si bien la Caja de previsión de este caso no se encuentra comprendida en los supuestos enumerados en el artículo 2° de la ley 24.655, a falta de una norma que determine el tribunal con competencia para conocer en los recursos de apelación interpuestos contra sus decisiones, habida cuenta de que ella administra un régimen de previsión de alcance nacional, resultan de aplicación, al sub-lite por analogía, los citados preceptos legales que atribuyen jurisdicción a los Juzgados de la Seguridad Social dado su especialidad en asuntos similares al presente.

 

García, Inés Rosario c/ Caja Complementaria para la Actividad Docente s/ Reintegro de aportes

COMP. 900, XXXII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Cámara de Apelaciones. Competencia previsional. 

En las presentes actuaciones, quedó trabado un conflicto de competencia que corresponde dirimir al tribunal en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.

Al resolver la causa Comp. 122, XXXII, “Pereyra, Emma Ester”; la Corte admitió como válida la declaración de incompetencia emitida por los miembros de un tribunal al que había ordenado dicar una nueva sentencia, y lo hizo sobre la base del contenido de las leyes 24.463 y 26.655, en cuanto establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera que sea el estado de la causa. 

El criterio amplio antes transcripto trasciende las peculiaridades de la causa mencionada y reviste un carácter general que expresa la postura que la Corte encarece debe privar de resolver este tipo de conflictos, correspondería, salvo su más elevado juicio, extenderla al caso de especie y disponer, en consecuencia, que la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social resultar competente para seguir conociendo en él.

 

Arguello de Ortiz, María Lucia c/ Caja complementaria de Previsión para la Actividad Docente s/ Ejecución fiscal

COMP. 307, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cámara federal de apelaciones. Competencia de la seguridad social. 

Dado que las leyes 24.463 y 24.655 establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera que sea el estado de la causa, es la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social el tribunal competente para seguir entendiendo en el presente caso.

Argañaraz, Francisco y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 399, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Dado que las leyes 24.463 y 24.655 establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera que sea el estado de la causa, es la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social el tribunal competente para seguir entendiendo en el presente caso.

Despósito, Leonardo y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 384, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Dado que las leyes 24.463 y 24.655 establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera que sea el estado de la causa, es la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social el tribunal competente para seguir entendiendo en el presente caso.

Velazco, Manuel c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 468, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Dado que las leyes 24.463 y 24.655 establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera que sea el estado de la causa, es la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social el tribunal que resulta competente para seguir entendiendo en el presente caso.

Bitz Derlys, Even Francisco y otros c/ Estado Nacional s/ Personal Militar y Civil de las FFAAA y de seguridad

COMP. 400, XXXIII, 25 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 

Incorrecta traba de la contienda.

Se advierte que en autos, no obra debidamente trabada una contienda de competencia, toda vez que atribuida por el Tribunal del Trabajo provincial a la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo. no se requirió el parecer de su Sala en tumo respecto de la cuestión. 

Por lo expuesto, los obrados deberán remitirse a la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, a sus efectos. 

 

González, Néstor O. c/ A.T.S.A. filial Junín s/ Intervención judicial

COMP. 280, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Competencia civil. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".

M, A, s/ Insania

COMP. 1066, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Álvarez, Alberto Segundo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y Fuerzas de Seguridad

COMP. 970, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Barragán, Carlos Raúl c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 975, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Fabregues, Fernando c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 965, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Jara de Castillo, María Filomena y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 971, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Lázaro, Jorge Rubén c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y Fuerzas de Seguridad

COMP. 969, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

López, Vicente Osvaldo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - s/ Retiro militar y fuerzas de seguridad

COMP. 968, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Martínez, Roberto Mario c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Caja Retiro Jubilados Policía Federal s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 974, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Navarro de Miy Uranga, Elina Raquel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y Fuerzas de Seguridad

COMP. 972, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Rosales, Aldo Daniel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 976, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Taverna, Alcides Enrique y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 967, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Zanchi, Lucio Emilio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 973, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte.

Papa, Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

COMP. 966, XXXIII, 04 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 344, L. XXXII, “Gonzales Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Portiglia, Adolfo Anibal c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos

COMP. 1174, XXXII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 344, L. XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Barbatto, Dilecta c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes por movilidad

COMP. 77, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Capon, Pablo Santiago c/ Pometti de Salatino Rosa s/ Ejecución de honorarios

COMP. 543, XXXII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Dobrusin, Dora c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 144, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Kuglien, Ricardo Héctor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 161, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Lesca, María del Carmen Ursula Viladesau s/ Queja expediente N° 66.347

COMP. 722, XXXII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Radice, Nelson Osvaldo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 922, XXXII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Sandoval de Álvarez, Elisa c/ Instituto Nacional de Prevención Social Caja Nacional para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 336, XXXII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Siwecka de Mendys, Valeria c/ Caja Nacional de Previsión de Industria y Comercio s/ Ejecución de sentencia

COMP. 827, XXXII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Tauil, Emilio Said c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 162, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXII, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Vanossi, Jorge Reinaldo Agustín c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes por movilidad

COMP. 752, XXXII, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

Remision al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Poli, Maria Teresa c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 145, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. Competencia civil. 

Remisión a Fallos 314:100, 1301 y 315:2300.

Banco Roberts c/ Tricolor Bouza S.A s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 204, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ibarra Mardaraz, Justo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 906, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Conti, Leila Raquel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Recurso

COMP. 670, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Concurso preventivo. Accidentes de trabajo. Competencia provincial. 

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite, no lo es menos que la nueva ley concursal también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica en el sub lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es un reclamo por accidente de trabajo, que se funda en la legislación especial en la materia.

Bazán, Rita Hortencia s/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 570, XXXIII, 17 de octubre de 1997

Ver dictamen

Demanda laboral. Accidentes de trabajo. Fuero de atracción. Competencia nacional. 

La nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite. Pero al haber alegado el señor juez en lo comercial que sería aplicable en el supuesto dado en autos, la excepción a tal desplazamiento de la competencia, que se verifica cuando la acción laboral que se promueve es un reclamo por accidente de trabajo, con fundamento en el artículo 21, inciso 5°, último párrafo de la ley 24.522, ello sólo sería procedente si dicha causa es de las que tramita por el procedimiento de leyes especiales, extremo que no se da en el sub-lite pues del texto de la demanda, surge que el accionante ha ejercido la opción del artículo 16 de la ley 24.028, fundamentando su reclamo en las normas del derecho civil, con lo cual, el fuero de atracción es plenamente operativo.

Tello, Esteban Horacio c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 572, XXXIII, 17 de octubre de 1997

Ver dictamen

Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite, no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica en el sub-lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es un reclamo por accidente de trabajo que se funda en la legislación especial de la materia.

Zarate, Alberto D. c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 640, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Ejecución de sentencia. Fuero de atracción. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. Competencia nacional. Competencia comercial. 

Conforme lo dispone el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, los conflictos de competencia que se susciten entre tribunales nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada del tribunal que previno en el trámite de la causa, por lo cual la Corte no debería intervenir en el presente. 

No obstante lo expuesto, y en orden a las facultades otorgadas a la Corte por el inciso 7° última parte de la norma legal citada, podría definir la cuestión planteada, asignando la causa a quien corresponda seguir entendiendo. 

Si bien es cierto que la doctrina de la Corte ha ordenado la devolución a sus tribunales originales de actuaciones que fueron oportunamente atraídas por virtud del fuero de atracción, a raíz de las nuevas disposiciones de la ley 24.522, no es menos cierto que en el sub-lite se dan circunstancias particulares, que permiten apartarse de la decisión recaída en la generalidad de los casos. 

En efecto, debe tomarse en cuenta que, en las actuaciones que tramitaron en el juzgado comercial por virtud del fuero de atracción, se dictó sentencia definitiva, la que a su vez, por vía de apelación, fue modificada por la alzada del mismo fuero comercial, en el que, además, se comenzó el trámite de ejecución, inclusive de los accesorios, cuya regulación fue fijada por el mencionado tribunal y hoy se hallan discutidos mediante excepción de falsedad de ejecutoria. 

Subsisten motivos valederos para la intervención tanto del tribunal de primera instancia en lo comercial, como de su alzada, en lo que se refiere a la determinación de los alcances de las sentencias dictadas en el trámite ejecutorio, por ser quienes mejor se hallan habilitados para su inteligencia. 

Es dable considerar que, si bien en los supuestos en trámite, es indispensable con arreglo a las disposiciones de la nueva ley concursal, disponer la devolución a los tribunales originarios, de las causas atraídas por fuero de atracción, en supuestos donde ha recaído sentencia y hasta proceso ejecutorio, debe ceder tal criterio, en resguardo de principios de orden superior, como el de la perpetuidad de la jurisdicción, con apoyo en el de seguridad jurídica y de economía procesal, que concurren en beneficio del justiciable, máxime cuando ello no causa agravios de consideración a las otras partes del proceso.

Fernández, Pablo D. c/ Díaz, Oscar D. y otro s/ Amparo

COMP. 518, XXXIII, 06 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Indemnización por accidente de trabajo. Fuero de atracción. Ley especial. Competencia laboral. 

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite, conforme se sostuvo en el dictamen de ésta Procuración en los autos Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", no lo es menos que la nueva ley concursal establece como excepción a tal desplazamiento de la competencia, que la acción laboral que se promueve es un reclamo por accidente de trabajo, que se funda en la legislación especial de la materia.

Vilela, Juan E. c/ Empresa Central El Rápido S.A.T.A. Indemnización enfermedad accidente y Artículo 212 Ley de Contrato de Trabajo

COMP. 707, XXXIII, 25 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Indemnización por despido. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 473, L. XXXIII, “Fernández, Sebastián Hugo c/ Tomar S.A. y otros s/ Accidente de Trabajo". Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

La norma concursal dictada por el Congreso de la Nación, en el marco de las facultades concedidas en el hoy inciso 12, del artículo 75 de la Constitución Nacional, conforma el plexo jurídico de rango superior consagrado en el artículo 31 de la Ley Constitucional, y consecuentemente, las disposiciones locales que entren en contradicción con el mencionado precepto legal, carecen de eficacia. Así también que la ley 24.522 en su artículo 278, establece, que las leyes procesales locales se aplicarán en todo aquello que no esté expresamente previsto en la ley de concursos, por lo que sólo resultan de aplicación subsidiaria.

La ley de concursos es una norma de carácter eminentemente procedimental y sus prescripciones, en particular las referidas a la competencia, atienden a principios superiores de seguridad jurídica y defensa en juicio de los derechos y constituyen materia de orden público, por lo cual, ni las partes, ni los funcionarios encargados de aplicarlas, pueden dejar de lado sus disposiciones.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522.

Álvarez, Nélida Beatriz c/ La Unión del Sud s/ Despido

COMP. 763, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia laboral. Justicia nacional del trabajo. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa Comp. 219, L. XXXI, "Jaimes, Juan T. c/ Alpargatas S.A. s/ Acción artículo 75 Ley de Contrato de Trabajo".

Medina, Luis Alfredo c/ Alpargatas S.A. s/ Daños y perjuicios

COMP. 153, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Transporte terrestre. Competencia nacional. 

El reclamo se asienta en el incumplimiento de un contrato de transporte terrestre interjurisdiccional, cuestión que, de conformidad con lo previsto por el art. 42, inc. a), de la ley 13.998, exceptuadas las acciones civiles por reparación de los daños y perjuicios causados por delitos y cuasidelitos, concierne a los magistrados federales con competencia en lo civil y comercial. Particularmente, de considerarse el énfasis puesto en orden a que el reclamo se funda en el incumplimiento, y atento a que, en la causa no se identifican el transportista con el causante material del daño, toda vez que la demanda no involucra a la persona que embistiera al animal transportado.

A ese respecto, cabe señalar, como lo hiciera el entonces Procurador General en el dictamen registrado en Fallos: 313:1670, que en origen, la Corte había sostenido en forma reiterada que por aplicación de la regla consagrada por el art. 42, inc. a), primera parte, de la ley 13.998, competía a los jueces federales en lo civil y comercial conocer en las causas que se fundaran, primordialmente, en el incumplimiento que el actor asignara a la accionada de las obligaciones nacidas de un contrato de transporte terrestre interjurisdiccional, sin que obstara a ello la mera cita de previsiones referidas a la responsabilidad cuasi delictual, dado que de la demanda se orientaba a determinar las consecuencias de la alegada falta de cumplimiento del transporte pactado; doctrina especialmente referida a demandas basadas en el art. 184 del Código de Comercio y que, con la salvedad, de que la presente se funda en los arts. 170/6 del C. de Comercio, hubiera resultado aplicable a la presente. 

Como igualmente lo refiriera el aludido dictamen, a partir de la sanción de la ley 22.093, la Corte modificó dicha pauta, y consideró que tales eventos y sus consecuencias se encontraban comprendidos en las acciones civiles y comerciales por reparación de daños y perjuicios derivados de accidentes de tránsito, de competencia de la Justicia Especial en lo Civil y Comercial, según lo dispuesto en el art. 46, inc. d) del dec-ley 1285/58. Particularmente, en el precedente de Fallos: 306:1872, el Alto Tribunal señaló que dada la amplitud de sus términos el precepto citado, "extiende los márgenes de la excepción contenida en el art. 42, inc. a) de la ley 13.998 para hacerle abarcar los supuestos de responsabilidad contractual del transportador, en casos de accidentes de tránsito, fundada en el art. 184, Código de Comercio"; concluyendo que todas las causas iniciadas en la Capital relativas a acciones civiles y comerciales concernientes a responsabilidad contractual o extracontractual por accidentes de tránsito, corresponderían a la competencia de la Justicia Especial en lo Civil y Comercial. 

Unificado dicho fuero en virtud del dispositivo de la ley 23.637; interpretados sus alcances por la Corte conforme el precedente supra reseñado, y precisado que, con la sola modificación del fuero al que atañen sus conclusiones, mantiene plena vigencia la doctrina del último precedente citado.

Rolando, Sergio c/ Iñarrea, Abelardo Armandi y otro s/ Daños y perjuicios varios

COMP. 331, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

Declaración de insania. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".

L., D. s/ Artículo 482 del Código Civil

COMP. 1114, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

En el caso, no se encuentra adecuadamente acreditado el domicilio, y la Corte tiene dicho que la determinación del mismo para fijar el lugar de sustanciación del juicio, requiere cierta amplitud de prueba, necesaria para la adecuada tutela de los intereses que pudieren hallarse en juego; no siendo suficiente a ese fin, la mera denuncia que contenga el escrito de la demanda, o la constancia del certificado médico respectivo o el informe social acompañado por el curador oficial, carente de toda otra corroboración. Cabe agregar que, por otra parte, el Tribunal ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, lo que reconoce fundamentos vinculados con la seguridad jurídica y la economía procesal.

B., E. I. s/ Insanía

COMP. 556, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 659, L. XXIV, “González, Celina s/ Protección de personas".

G. de M., A. s/ Insania

COMP. 1117, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Competencia civil. 

Remisión al fallo de la causa "G., C. y G., H. s/ Protección de personas" (Fallos 315:2963).

P., R. R. s/ Insanía

COMP. 107, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa "G., H s/ Protección de personas" (Fallos 315:2963).

D. S., A. s/ Insania

COMP. 154, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Protección de personas. Menores. Designación del curador. Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).

Queda subsistente la jurisdicción territorial del juez que previno, disponiendo la guarda y otorgando la tenencia del menor o, designando curador provisorio, y proveyendo a las demás peticiones en el proceso de declaración de incapacidad iniciado por la señora Asesora de Menores e Incapaces.

A., J. C. s/ Insania

COMP. 755, XXXIII, 25 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Demanda laboral. Accidentes de trabajo. Concurso preventivo. Competencia provincial. 

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite, no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica en el sub-lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es, un reclamo por accidente de trabajo, que se funda en la legislación especial de la materia.

Bordón, Ester Susana c/ Agroindustrias S.A. s/ Sumario

COMP. 590, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite, no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica en el sub-lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es un reclamo por accidente de trabajo que se funda en la legislación especial de la materia.

Moyano, María Ester c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 586, XXXIII, 15 de octubre de 1997

Ver dictamen

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite, no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica en el sub-lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es un reclamo por accidente de trabajo que se funda en la legislación especial de la materia.

Ortiz de Bustos, Eugenia América c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 584, XXXIII, 15 de octubre de 1997

Ver dictamen

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite, no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica en el sub-lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es, un reclamo por accidente de trabajo, que se funda en la legislación especial de la materia.

Durante, Armando s/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 569, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite, no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica en el sub-lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es, un reclamo por accidente de trabajo, que se funda en la legislación especial de la materia.

Méndez, Antonio c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 589, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite, no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica en el sub-lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es, un reclamo por accidente de trabajo, que se funda en la legislación especial de la materia.

Naranjo, Omar Aníbal c/ Agroindustrias Inca s/ Sumario

COMP. 587, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

Concurso preventivo. Competencia nacional. Competencia comercial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 534, L. XXXII, "Otero, Patricia Haydee c/ El Hogar Obrero Coop. de Cons. Edif. y Cred. Ltda.", resuelta por la Corte, por remisión a la doctrina sentada en autos Comp. 110, L. XXXII,

Aunzain, Ángel E. c/ Bodegas Galardon S.A. y/o quien resulte responsable, diferencias salariales, rubros adeudados, despido, indemnización

COMP. 40, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Derecho laboral. Concurso preventivo. Tribunal de alzada. Cámara de apelaciones. 

Toda vez que el conflicto jurisdiccional suscitado lo es entre jueces nacionales de primera instancia, corresponde resolverlo al órgano de alzada del que previno en la causa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708. 

Por ello, no existe en la causa contienda de competencia que habilite la intervención de la Corte, debiendo remitirse la misma a la Cámara Federal de Apelaciones. 

 

Arbeleche, Carlos Justino c/ Pesquera Ersini S.A. s/ Laboral

COMP. 24, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Despido. Concurso preventivo. Cesación de pagos. Competencia provincial. 

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspende en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal. Tal procedimiento, está regulado, entre otros, por los articulos 32 y21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan, por tanto, fuera de dicho trámite, las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo; con lo cual, no resulta aplicable a la situación dada en el caso, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado de concurso.

Medina, Antonio Moisés c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 578, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Aguilar, Tomasa c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 577, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Araya, María Ester c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 573, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Carrizo, Santiago T. c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinario

COMP. 514, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Citon, Ernesto Carlos c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 580, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Funes, Luis Atilio c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 558, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Godoy, Pedro c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 571, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Lorca, José A. c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 576, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Miranda, Elsa Ilda c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 565, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Mosainer, Oscar Fernando c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 564, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Moya, Gregorio Santiago s/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 559, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Nalon, Luis Ricardo c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 523, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Nocetti, Alfredo c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 566, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Peralta, Eva c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 522, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo, con lo cual es evidente que no resulta de aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del estado de concurso.

Sortino, José Jorge c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 502, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones, sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y , además , afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite , y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso. Consecuentemente, quedan, por tanto, fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento, de darse el supuesto de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo; con lo cual es evidente que no resulta aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado de concurso.

Alcaraz, Lucio Martín c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 594, XXXIII, 15 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones, sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y , además , afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite , y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso. Consecuentemente, quedan, por tanto, fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento, de darse el supuesto de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo; con lo cual es evidente que no resulta aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado de concurso.

Tello, Esteban Horacio y otros c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 568, XXXIII, 17 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones, sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y , además , afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite , y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso. Consecuentemente, quedan, por tanto, fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento, de darse el supuesto de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo; con lo cual es evidente que no resulta aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado de concurso.

Forni, Carlos c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinaria

COMP. 560, XXXIII, 15 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones, sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y , además , afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite , y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso. Consecuentemente, quedan, por tanto, fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento, de darse el supuesto de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo; con lo cual es evidente que no resulta aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado de concurso.

López, Pablo Vicente y otros s/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 593, XXXIII, 15 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones, sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y , además , afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite , y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso. Consecuentemente, quedan, por tanto, fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento, de darse el supuesto de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo; con lo cual es evidente que no resulta aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado de concurso.

Mercado, Fernando Tomás y Otros c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 585, XXXIII, 17 de octubre de 1997

Ver dictamen

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación del concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones, sometiendo dichos reclamos a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiere, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/ o bien son atraídas y radicadas ante el Tribunal que entiende en el proceso universal.

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, consecuentemente, quedan fuera de dicho procedimiento las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, de darse el supuesto de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo; con lo cual es evidente que no resulta aplicable a la situación dada en el caso, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado de concurso.

Cortez, Norma Elizabeth c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Sumario

COMP. 583, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 

A fin de determinar la competencia, conforme el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y una antigua jurisprudencia de la Corte, se debe atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.

Versando la demanda sobre rubros atinentes al derecho laboral común y no habiendo sido demandado o citado el Estado Nacional, sus entidades o reparticiones, procedería reconocer aptitud jurisdiccional a la justicia local para entender en estos obrados.

Dicha conclusión resulta prima facie, congruente con lo normado por el dec-ley 6582/58, ratificado por ley 14.467, sus modificatorias y decs. 644/89 y 2265/94. 

Ello es así, toda vez que si bien los aludidos encargados de los registros "son funcionarios públicos dependientes de la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor", su función no constituye una relación de empleo; no obstante lo cual, pueden designar a su exclusivo cargo colaboradores que los asistan en su tarea profesional, quienes carecerán de toda relación con el Estado, y en consecuencia, no podrán permanecer en la sede del Registro ni desempeñar sus labores en él cuando el encargado cese en su función; o se disponga su intervención, sin perjuicio de la relación de trabajo que podrán conservar con su empleador o sus derecho-habientes. 

A ello se agrega que deberán afectar al servicio un local, de su propiedad o locación, o recibido en comodato u otro título legítimo que le otorgue su posesión o tenencia, y afrontar los gastos de funcionamiento del Registro, como personal, papelería, etc. de acuerdo con lo que establezca la Secretaría de Justicia. (A ese respecto, la Corte en Fallos: 305:980; donde, si bien con anterioridad al dictado de los dec. 644/89 y 2265/94, la Corte dijo "que en el ámbito del art. 86, inc. 10 de la CN, no puede incluirse al titular de un registro cuya regencia implica el ejercicio de una profesión liberal, con las características remuneratorias y responsabilidades propias de éstas, corriendo a su cargo la provisión del local necesario y del personal..."). 

Nada obsta a lo dicho, las potestades reconocidas a la Dirección Nacional de los Registros de la Propiedad Automotor y Créditos Prendarios relativas a sus colaboradores, toda vez que del ejercicio de esa supervisión y control no se desprende una relación de dependencia con el Estado, tanto respecto de los encargados regístrales como de sus asistentes. 

A lo cual vale asimismo añadir, que si bien el Estado deberá responder por los perjuicios emergentes de las irregularidades y errores en que eventualmente incurrieren sus funcionarios regístrales, dicho extremo requiere que se involucren aspectos inherentes al ejercicio de su función, lo cual, en principio, no alcanza a incumplimientos de la normativa laboral respecto de los asistentes privados del encargado, afectados a la actuación del Registro. 

En orden a lo expuesto, cabría referir a la presente la doctrina de Fallos : 308:2230, prescindiendo de sus aspectos inherentes al reclamo contra la Dirección de Registros por la reincorporación al cargo de encargada interina y deteniéndonos en lo que atañe a la demanda contra los herederos del encargado por extinción del contrato de trabajo; cuestión que si bien en esas condiciones, se ve atraída a lo contencioso-administrativo, en ausencia de la parte estatal y del debate sobre el interinato, conduciría a determinar la competencia de la justicia laboral ordinaria.

 

Souza, Cesar Adrián c/ Ramírez Miriam y otro s/ Demanda laboral de cobro de pesos

COMP. 510, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Ejecución de honorarios. Banco Central de la República Argentina. Entes autárquicos. Competencia federal. 

La Corte ha establecido que corresponde a la justicia federal y no a la provincial entender en las causas en que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte. Dicha doctrina cabe referirla a aquellos litigios de los que pudiera derivar un perjuicio al patrimonio del Banco Central -entidad autárquica del Estado Nacional sometida “exclusivamente” a la jurisdicción federal, arts. 1 y 55 de su carta orgánica, ley 24.144 y modificatorias-.

En la causa, el actor demandó al Banco Central por el cobro de los honorarios profesionales, sirviéndose, para ello de la vía de apremio por ante la justicia. En virtud de lo expuesto y la expresa invocación del fuero de excepción por la entidad bancaria, estos obrados deben remitirse a la Justicia Federal en lo civil y comercial. 

 

Coronato, Alfredo José c/ Banco Central de la República Argentina s/ Sumarísimo

COMP. 366, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Ejecución de honorarios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 608, L. XXXIII, "Incidente de Ejecución de sentencia promovido en autos: Ferla, Pedro Enrique c/ Sucesión de Francisco Gómez, sus herederos y sucesores s/ Cobro de pesos; diferencias salariales; sueldo impago; indemnización y otros rubros". 

Incidente de ejecución de honorarios promovido por los Dres. Horacio A. Burgos y Gregorio Martínez en autos "Perla, Pedro Enrique c/ Sucesión de Francisco Gómez, sus herederos y sucesores -cobro de pesos, diferencias salariales, sueldos impagos, indemniza

COMP. 609, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

Ejecución hipotecaria. Cámara de apelaciones. 

Toda vez que el conflicto de competencia que informan estas actuaciones se planteó entre dos jueces nacionales de primera instancia, éste quedó resuelto por el pronunciamiento de la alzada (art. 24, inc. 79, del decreto-ley 1285/58). 

No corresponde, entonces, que la Corte se pronuncie sobre la cuestión, dado que fue dilucidada por el órgano con facultades para ello.

 

Exprinter Banco S.A. c/ Tricolor Bouza S.A. s/ Ejecución prendaria

COMP. 1052, XXXII, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

Competencia civil. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 593, L. XXXI, "Casasa S.A. c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria”.

Reguero, Graciela Dora c/ Alsberg, Rodolfo Fabián s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 734, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Fuero de atracción. Sucesiones. Acciones personales. Competencia nacional. Competencia civil. 

Es jurisprudencia sostenida desde hace tiempo por la Corte, que las acciones por cobro de un crédito garantizado con hipoteca contra una sucesión, no están comprendidas en el art. 3284, inc. 4° del Código Civil, por lo que no rige respecto de ellas el principio con arreglo al cual el juicio sucesorio atrae las acciones personales que se sigan contra el deudor fallecido.

Ardissone, Julia Maria Esther y otro c/ Fagotti, José Enrique s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 123, XXXIII, 23 de mayo de 1997

Ver dictamen

Ejecución prendaria. Competencia comercial. 

Se suscita una contienda de competencia que habrá de ser resuelta por la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un superior tribunal común a ambos órganos judiciales en conflicto.

Cabe poner de resalto, en primer lugar que si bien la nueva normativa sobre concursos establecida en la ley 24.522, ha ampliado, por un lado el alcance del fuero de atracción en los procesos concursales, llevando a tramitar a la sede de radicación del concurso preventivo, causas que antes no eran atraídas, ya sea de modo expreso, como es el caso de las acciones laborales, y cuanto de manera implícita, al eliminar el requisito de que tramiten en la misma jurisdicción judicial las causas atraídas, por otro lado ha restringido tal alcance, como es en el supuesto del proceso liquidatario de entidades aseguradoras, donde las acciones de daños y perjuicios que tiene a la fallida como co-demandada, continúan ante el tribunal de origen.

Cabe a su vez advertir que, en el espíritu del legislador, han primado a los fines de establecer el alcance del fuero de atracción, la consideración de distintas circunstancias que apuntan a favorecer el principio de la seguridad jurídica y la pars condictio creditorum, pero también el de economía procesal, en cuya virtud ha evitado el consecuente desplazamiento de la competencia natural que impone la ley respecto de procesos especiales, en respeto a las particularidades del procedimiento aplicable a su trámite, y porque en nada afectan al estado patrimonial en crisis y sujeto a control.

En este sentido, valga recordar entre dichas características especiales como son las que se dan en los procesos de ejecución de garantía real referidos a créditos amparados por privilegio especial que sólo están sujetos a la presentación de la verificación del crédito, como condición para su viabilidad y percepción inmediata y en casos excepcionales y por tiempo limitado sujetos a suspensión, de lo que deviene innecesaria la radicación ante el juzgado del concurso preventivo.

 A más de ello cabe señalar que la nueva ley no ha modificado de modo literal el texto anterior de la ley 19.551 y surge con claridad que se mantiene el criterio esencial al respecto, de no atraer al proceso preventivo concursal las acciones especiales y a ese respecto se mantiene inalterada la doctrina sentada por la Corte. 

Por otra parte, no es desdeñable considerar que el artículo 21, en su inciso 2, ha establecido las excepciones a los efectos principales de la declaración en concurso del deudor, para cada caso en particular, que son la prohibición de accionar fuera del concurso, el fuero de atracción y la suspensión de trámites, cuando destaca que aún en los casos de acciones ordinarias patrimoniales derivadas de las relaciones de familia, no hay radicación y en las acciones de garantía real, no hay suspensión de los trámites, sólo sujetándolas a la presentación de la verificación ante la sindicatura y ello adquiere mayor certeza si se toma en cuenta que el artículo 23 de la ley 24.522, habilita la tramitación fuera de la sede concursal, de la realización de bienes de la concursada por remate no judicial, por los acreedores con derecho a ejecución de los créditos con garantía real.

Tacita de Plata S.R.L. s/ Concurso preventivo

COMP. 1141, XXXII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Concurso preventivo. Competencia nacional. 

Se suscita un conflicto de competencia que corresponde resolver a la Corte de conformidad con lo establecido por el artículo 24, inciso 7 del decreto-ley 1.285/58.

Resulta sustantivo resaltar para la solución de esta contienda es que, por principio, con arreglo a la ley y a reiterada doctrina de la Corte, las causas donde se tramitan ejecuciones de una garantía real no son atraídas por el concurso preventivo del demandado. 

Sin embargo, tanto las medidas ejecutorias como las precautorias, pueden ser suspendidas por el juez del concurso, pero por un tiempo limitado, que no puede exceder los 90 días. 

Es cierto que el principio liminar de la institución concursal preventiva es la preservación de la empresa, con arreglo a la máxima de la pars condictio creditorum, pero no lo es menos que, mediando dicho concurso, el legislador, empero, ha sustraído de sus efectos ciertas excepciones, una de las cuales es, precisamente, el caso de la ejecución prendaria. Si no se interpreta de manera estricta el texto legal, que sólo permite la intromisión del juez del concurso para suspender medidas por períodos limitados y, en cambio, se aceptarse que lo hiciera de modo iterativo más allá de esos términos estrictos, no se haría otra cosa que transmutar los alcances de la ley, supliendo el legislador por el criterio de los jueces, extremo que la Corte, a lo largo de una antigua jurisprudencia, que exaltó la virtud de la prudencia judicial de mantenerse en sus propios límites, sin avanzar sobre las facultades de los demás poderes ha consagrado en forma pacífica. 

Si, por el contrario, se procediera de esa manera el resultado sería muy simple: ya no existiría el principio diferenciador entre el concurso y la quiebra al respecto de la competencia de las ejecuciones prendarias; en todos los supuestos tendría pleno poder el juez concursal y se habría suprimido, por ende la voluntad de la ley que dispuso lo contrario en materia de concurso preventivo. 

Por consiguiente, en el sub judice el juez nacional de la ejecución prendaria se encuentra amparado por el texto

Banco Macro S.A. c/ Transportes Automotores 12 de Octubre S.A.C. s/ Ejecución prendaria

COMP. 16, XXXIII, 02 de abril de 1997

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXII, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Acosta, Oscar M. c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 259, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Botta de Camba, María Esther c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 530, XXXIII, 25 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

De Haro, Manuel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 534, XXXIII, 25 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Firmapaz, Clementino c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 532, XXXIII, 25 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Hernández Herrero de Trotta, Elvira c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 546, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Kus, Pablo Edmundo c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja Nacional de Previsión para el personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsiona

COMP. 521, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

López, Dora Blanca c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 527, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Martínez, Juan Manuel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 539, XXXIII, 25 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ramos, Héctor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 531, XXXIII, 25 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Roquette, Oscar c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 526, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Sampietro, Ricardo Emilio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 533, XXXIII, 25 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ruiz, Yolanda c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 528, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Competencia previsional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, “González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Tejeda, Miguel Ángel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 669, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Competencia previsional. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

B., Dora Luisa c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 37, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Di Loreto, Donato c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja Nacional para el Personal del Estado y Servicios Público s/ Ejecución previsional

COMP. 21, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Dureyko, Ana Julia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 63, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Jara, Argentina c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 60, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Reami, Eduardo Héctor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 64, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Riol, José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 22, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Rota, Vilma c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 61, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Russo, Irida c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 62, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Sánchez, Federico c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 59, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Venier Dell Elce de Parera, Maria Luisa D. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 51, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas al fallo de la causa Comp. N° 344, L. XXXII, "González Pommez, Matilde Pía c/Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Acuña, Eugenio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 55, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXII "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Grimberg, Frida c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 124, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXII "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Honore, Humberto Gabriel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 69, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXII "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Lavini, Guillermo Eulogio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 112, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXII "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Marino María de Califano, María c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes por movilidad

COMP. 884, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXII "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Méndez de Cidre, María Anita c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 98, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXII "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Nobile, María Ernesta c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 102, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideras por la Corte en la causa Comp. 344, L XXXII, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Cagni, Margarita Esther c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 125, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideras por la Corte en la causa Comp. 344, L XXXII, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Cubilla, Idelina Sabina c/ Secretaría de Seguridad Social y otros s/ Ejecución previsional

COMP. 56, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideras por la Corte en la causa Comp. 344, L XXXII, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Duarte de Blanco, Victoria de Esther c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 78, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideras por la Corte en la causa Comp. 344, L XXXII, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Echenique, Estanislao Raúl c/ Administración de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 111, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideras por la Corte en la causa Comp. 344, L XXXII, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional.

Bravo, Mercedes Encarnación c/ Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) s/ Ejecución previsional

COMP. 99, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideras por la Corte en la causa Comp. 344, L XXXII, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Buda, Vicente c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 104, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideras por la Corte en la causa Comp. 344, L XXXII, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Franzini, Mario Alberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 100, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideras por la Corte en la causa Comp. 344, L XXXII, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Rebecchi, Oscar Armando c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 101, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideras por la Corte en la causa Comp. 344, L XXXII, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Sulleiro, Jorge Raúl c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 68, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideras por la Corte en la causa Comp. 344, L XXXII, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Tolchinsky c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 103, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideras por la Corte en la causa Comp. 344, L XXXII, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Williams, Jorge Carlos Roque c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 67, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Competencia federal. 

Cestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Daireaux, Carlos c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 909, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución”.

Glimber de Grimblat, Elba Perla c/ Instituto Municipal y otro s/ Ejecución previsional

COMP. 464, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las conaideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Luque, Juan c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1093, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Aguirre, Candelaria c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1095, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Alaniz, Carmen c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 987, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Altura, Guillermo c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1043, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Amiotti, Alberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 913, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ansaldo, Elvira c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1041, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Arditti, Ángela Josefa c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1103, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Arévalo, José Antonio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1120, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Arley, Marta Narcisa c/ Administración Nacional de la Seguridad Social c/ Ejecución previsional

COMP. 1029, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Baraldi, Raúl Humberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 825, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Bhurman de Tarner, Hemilce c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1113, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Bianco, Carmelo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1037, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Bologna, Dante c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1027, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Brambilla, Ángel c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1076, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Bruzzesi, Domingo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 975, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Burdet, Oscar Raúl c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 751, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Busullo, Anunciada c/ Administración Nacional de la Seguridad Social c/ Ejecución previsional

COMP. 764, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Cabrera, María Nelly c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1098, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Cagnone, Héctor Benito Domingo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1031, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “Gonzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Caillou, Emilio Arturo c/ Administación Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1175, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Carbajal, Mauro Máximo c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1079, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Castelli, Juan Lider c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1038, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Castronuovo, Amalia Magdalena c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1104, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Cattarin, Luis c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1039, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ciro, Alfonso c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1096, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Comi, Manuela c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1099, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Correa, Héctor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1017, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “Gonzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Díaz, Roberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 10, XXXIII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Doti Gianoni c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 826, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Drucaroff c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 912, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “Gonzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Farinola, Vicente c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1163, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Fernández, José María y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1035, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “Gonzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Fernández, Ramón Felipe c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1166, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Fernández, Rita Adela c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 981, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ferreiro, Beatriz Raquel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1025, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Finocchietti, Guillermo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1094, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Flores, Ángel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 938, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Flores, Héctor Modesto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 953, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Fuentes, Fernando Mario c/ Instituto Municipal de Previsión Social y otro s/ Ejecución previsional

COMP. 980, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Gamas, Federico Manuel Julián c/ Caja Nacional de Previsión Social para el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles y otro s/ Ejecución de honorarios

COMP. 1018, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Garay, Faustino c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 905, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “Gonzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Godek, Juan c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1147, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

González, Dora Elvira c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 904, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Grieben, Raúl Oto Juan c/ Caja Nacional de Previsión del Estado y Servicios Públicos y otros s/ Ejecución previsional

COMP. 1072, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Hernández de Fernández, Juana Zulema c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 903, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Iglesias Orialis, Erminda c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 763, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Iglesias, Ricardo Mario c/ Caja Nacional de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 988, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “Gonzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Irigoyen, Juan Emilio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 14, XXXIII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Iudchak, Jaime c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1060, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Jorge, Ángel s/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1006, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Kener, Bernardino c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1044, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Landucci, Ricardo Luis y otro c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1016, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Lareu de Torti, Rosa Elvira Luisa c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 907, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Lattuada, Enrique c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 982, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Lerman, Juana Catalina c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 986, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Llamarini de Siciliano, María Faustina c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 985, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Lomonaco de Casiodoro, Gerardina c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1100, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

López, María Nieves c/ Instituto Municipal de Previsión Social y otro s/ Ejecución previsional

COMP. 983, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Luiso, Edgardo José c/ Caja Nacional de Previsión del Estado y Servicios Públicos y otro s/ Ejecución previsional

COMP. 984, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Manciana, Ernesto Fernando c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 908, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Marán, Leopoldo Alberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1132, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Marchese, Laura Antonia c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 976, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Mazzoni de Angella, Ida c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1105, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Medina, Dora Ester c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 979, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Molina de Martorelli, Julia del Valle c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1034, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Monge, Ciriaco c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria Comercial y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1121, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Mosca, Eduardo Pedro c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1112, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Natalizia de Gallo, Micaela c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1040, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Natelli, Juan Carlos c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 978, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Pérez, Socrate Virgilio c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - Sistema único de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 939, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Pose, Alain Ricardo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución pervisional

COMP. 1077, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “Gonzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Possenti, Egas Carlos c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1168, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Poveda, Nora Welkiria c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 963, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ramos, Elvira Olga c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1092, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ramos, Rosa Teresa c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1101, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Rey, Virginia Esther c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1075, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Rodríguez de López, Margarita c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 1026, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Rodríguez, Alejandro c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 935, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “Gonzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Romero de Pelozzo, Margarita del Valle c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1176, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ruiz, Rogelio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 910, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Russomanno, César Alberto c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1145, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Salguero, Macario c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecucion previsional

COMP. 1146, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Sambucari, Pedro Domingo Víctor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 993, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Sánchez, Pino de Montecitos, Ester del Carmen c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1148, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “Gonzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Severino, Carmen c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 17, XXXIII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Sosa, Héctor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1078, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Tana, Ángel Pedro c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 962, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ter Meulen, Cornelio Antonio c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1073, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Termeniello, María Angélica c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1042, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Travi, Viuda de Amorrosta, Leonor Isabel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1074, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Tripodi, Clemente c/ Estado Nacional- Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1036, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Trotta, Nicolás c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 911, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ursolovich, Mateo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 829, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Valenti, José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 828, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Varela, Olga Nélida c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 956, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Vattuone, Jorge c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 933, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Vega, José Eduardo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 964, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Villa, Roberto Oscar c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) - Ex Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 989, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Vrasjanezuk, Mafalda c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 766, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Zubeldia, Toribio c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1097, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, “Gonzalez Pommez, Matilde Píac/Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Duarte, Amado c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1170, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Traverso, Bruno Beatriz María c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 918, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa " González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ghiglione, Ángel c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 529, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Castro, Pablo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 543, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Araujo González de Pérez, Carmen c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 676, XXXIII, 06 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Bosch, Maria Cristina c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 697, XXXIII, 06 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Di Pierro de Grassi, Anna c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 659, XXXIII, 06 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Romero, Martin c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 672, XXXIII, 06 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Zanabria, Alberto Rogelio c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 805, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

 

Fontana, José c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 824, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

 

Ramos, Josefa Ofelia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 689, XXXIII, 06 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Poggio, Santiago c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 607, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. N° 344 L. XXXI " González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Domínguez de Magan, Dolores Nieves c/ Instituto Municipal de Previsión Social y otro s/ Ejecución previsional

COMP. 652, XXXIII, 15 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. N° 344 L. XXXI " González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Galeano, Blacinda c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 606, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. N° 344 L. XXXI "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Campanini, Romualdo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 665, XXXIII, 06 de octubre de 1997

Ver dictamen

Ferrocarriles nacionales. Incapacidad laboral. Indemnización por incapacidad. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que corresponde a la justicia federal y no a la provincial entender en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte, aun en aquellas que versen sobre cuestiones laborales. Dicha doctrina, fue expresamente referida a la entidad accionada, en el precedente de Fallos: 312:592.

Moreira, Luis María c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Cobro de indemnización por incapacidad laborativa

COMP. 742, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Haber jubilatorio. Reajuste jubilatorio. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Seminara, Leonardo Norberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Diferencias y reajustes de haberes jubilatorios

COMP. 371, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Incapacidad absoluta. Intervención de terceros. Organismos del Estado. Competencia por la persona. Competencia excepcional. Incompetencia. Competencia provincial. 

Si bien formalmente se encuentra trabada una contienda de competencia en los términos del art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58; materialmente, en cambio, ella ha concluido con el dictado de la resolución por la que se dejó sin efecto la citación de terceros y, con ella, la convocatoria a intervenir de un ente nacional con eventual aptitud ratione personae, como para motivar el fuero de excepción.

Escobar, Ernesto Secundino c/ Empresa Distribuidora de Electricidad de Santiago del Estero S.A. s/ Indemnización por incapacidad absoluta

COMP. 159, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

Indemnización por accidente de trabajo. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Ley especial. Competencia federal. 

Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite, no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica, precisamente, en el sub-lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es un reclamo por accidente de trabajo, que se funda en la legislación especial de la materia.

Kreder, José Roberto c/ Frigorífico Mellino S.A s/ Laboral

COMP. 226, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Indemnización por accidente de tránsito. Acumulación de procesos. Sentencias contradictorias. Juez previniente. Competencia nacional. 

Si bien no hay identidad de sujeto y objeto entre los procesos, sin embargo, tal como lo tiene dicho la Corte, corresponde la acumulación cuando es evidente que existe la probabilidad del dictado de fallos contradictorios.

No constituye un obstáculo a la solución propuesta la circunstancia de que los juicios tramiten en distintas jurisdicciones territoriales.

Corresponde que la causa quede radicada ante los estrados del magistrado previniente.

Ríos, Nilda Alicia c/ Willging, Oscar s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito con lesiones o muerte)

COMP. 197, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Indemnización por despido. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 96, L. XXIX, "Trento, Juan C. R. c/ Obra Social del Personal de la Construcción s/ Cobro de reajuste"; y Comp. 38, L. XXXII, "Trento, Juan Garios Raúl c/ Instituto de Servicios Sociales para el Personal Ferroviario s/ Salarios, etc.". 

La Corte ha establecido que corresponde la aplicación de lo normado por el artículo 38 de la Ley 23.661, que dispone que la ANSSAL y los "agentes de seguro", están sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria, sólo cuando fuesen actores.

Ciancio, Vicente Raimundo c/ O.S.P.I.M. s/ Indemnización por despido

COMP. 454, XXXIII, 23 de octubre de 1997

Ver dictamen

Persona jurídica pública estatal. Ley de contrato de trabajo. Obras sociales. Competencia nacional. Competencia laboral. 

Es firme y reiterada doctrina de esa Corte que, para determinar cuál es el juez competente, no cabe atenerse a la ley que pueda resultar en definitiva realmente aplicable, sino a la que se invoca como fundamento de la acción entablada. Habida cuenta de que en la especie la actora sustenta su reclamo pura y exclusivamente en las normas de la ley de contrato de trabajo, por aplicación de la citada doctrina, corresponde que intervenga la justicia laboral.

La Corte tiene decidido que cuando está en juego el ejercicio de una acción de índole laboral contra una obra social que actúa como empleadora, no es aplicable el artículo 29 de la ley 22.269, que establece la competencia federal sobre el Instituto Nacional de Obras Sociales y los entes de obra social, en tanto esta última está referida tan sólo a aquellas cuestiones que, de un modo u otro, resultan ser violatorios de los principios invocados por la citada ley y en la medida en que los conflictos resulten dañinos a la instrumentación o planificación de la misma. Si bien la ley 22.269 fue derogada por la ley 23.660, el artículo 38 de la ley 23.661, que creó la Administración Nacional del Seguro de Salud, puede considerarse como equivalente y, del mismo espíritu del artículo 29 de aquélla, por lo que resulta aplicable al sub examine el citado precedente.

Borghi, Emilia Gregoria c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Despido

COMP. 57, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Indemnización por enfermedad. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 169, L. XXXI, “Martina, Julio César c/ Y.P.F. S.A. s/ Laboral”.

Marano, Fernando E. c/ Petroquímica General Mosconi s/ Ley 9.688

COMP. 863, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Indemnización. Concursos. Competencia laboral. 

Se suscita un conflicto jurisdiccional que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto 1.285/58, texto según ley 21.708. 

Conforme el criterio expuesto en la causa Comp. 534, L. XXXII, el reclamo no versa sobre créditos de causa o título anterior a la presentación preventiva, sino de acreencias en expectativa que recibirán su reconocimiento efectivo a raíz de la consumación de su causa real, que no es otra que la aceptación del despido en el título, también, obviamente, posterior a la presentación concursal, que configurará el dictado de la sentencia respectiva. 

 

Kuhn, Francisco c/ Hogar Obrero. Cooperativa de consumo s/ Cobro de pesos

COMP. 11, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Concursos. Competencia laboral. 

Se suscita un conflicto jurisdiccional que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto 1.285/58, texto según ley 21.708. 

Conforme el criterio expuesto en la causa Comp. 534, L. XXXII, la demanda no reclama por créditos de causa o título anterior a la presentación preventiva, sino de acreencias en expectativa que recibirán su reconocimiento efectivo a raíz de la consumación de su causa real, que no es otra que la aceptación del despido en el título, también, obviamente, posterior a la presentación concursal, que configurará el dictado de la sentencia respectiva. 

 

Goldentaer, Jorge A. y otros c/ Hogar Obrero. Cooperativa de consumo s/ Indeminación y otros

COMP. 2, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa T. 258, XXIX, "Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria".

Martínez, Enrique c/ Telecom Argentina s/ Cumplimiento de contrato e indemnización de daños y perjuicios

M. 310, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Inhibitoria. Daños y perjuicios. 

Cabe destacar que, además de existir imposibilidad formal de promover una incidencia de objeción a la actuación judicial en extraña jurisdicción por la vía elegida de inhibitoria, conforme a la doctrina nacional e internacional sobre la materia, al constituir ello una inaceptable intromisión en el ejercicio de las facultades soberanas de las naciones, y por no existir un órgano habilitado para resolver tal tipo de conflicto, es de señalar que no se advierte obstáculo para que los interesados, inclusive, invoquen y planteen las cuestiones referidas a la objeción de competencia, por medio de la interposición de la defensa de cuestiones, como la falta de legitimación o de acción, dentro de un marco de interpretación amplia de la Convención de Asistencia Judicial con la República de Italia, ratificado por ley 23.720, que merced a su artículo 13, compromete la asistencia de las dos naciones en la tramitación de los procesos de ambas jurisdicciones, sin perjuicio de que la Corte, quisiera asumir, en el marco de su exclusiva facultad jurisdiccional, la actitud expresada el anterior dictamen de emitido por esta Procuración General.

Formosa, Provincia de; Serri, Vittorio y otros c/ República Argentina; Provincia de Formosa y A.M.C.T.A. s/ Secuestro conservatorio s/ Inhibitoria

F. 445, XXXI, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Domicilio conyugal. Competencia provincial. 

La Corte tiene dicho que el último domicilio conyugal de las partes o el domicilio del demandado, determinan la competencia por razón de territorio respecto de las acciones emergentes del matrimonio promovidas por un cónyuge contra el otro, entre las que cabe considerar comprendido lo referente al otorgamiento de la tenencia de hijos y fijación del régimen de visitas. 

No altera el criterio expuesto, el argumento del juez cuando invoca la ausencia de un juicio de divorcio preexistente, sobre la base de lo prescripto por el artículo 6, inciso 30, del Código Procesal Civil Comercial de la Nación, en razón de que la Corte también ha señalado, que la aplicabilidad del principio contenido en la norma, no está solo condicionada por la existencia de un juicio de divorcio en trámite. En efecto, como se desprende literalmente de la parte final del segundo párrafo del inciso 30, la ley sólo remite a las "reglas comunes de competencia", para el trámite de las cuestiones de tenencia, cuando "no esté probado dónde estuvo radicado el último domicilio conyugal".

Cañada, Juan Carlos c/ Cañada de Guerrero, Vilma s/ Inhibitoria

COMP. 479, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

Sucesiones. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 

Tiene dicho la Corte que de conformidad con el artículo 3284 del Código Civil, la jurisdicción sobre la sucesión corresponde a los jueces del lugar del último domicilio del difunto, solución receptada por el artículo 90, inciso 7°, del mismo código.

Sin perjuicio, de ello, procede indicar que, aun de sostenerse que resulta poco clara o simplemente contradictoria la prueba producida respecto del último domicilio del de cujus, de acuerdo con abundante jurisprudencia de la Corte, debe tenerse por cierto que se domiciliaba donde aconteció su fallecimiento.

Por otra parte, desde la perspectiva de la necesaria acumulación de procesos sucesorios iniciados en relación a un mismo fallecido, debe prevalecer, en principio, el testamentario sobre el ab-intestato (artículo 696 del código Procesal Civil y Comercial de la Nación), máxime teniendo en cuenta el grado de avance de los trámites realizados en aquél.

 

Costa, Ricardo Máximo s/ Sucesión ab- intestato y testamentaria

COMP. 764, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Internación. Competencia provincial. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

N.N. G., C. s/ Internación

COMP. 1090, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación"; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

C, A, E s/ Artículo 482 Código Civil

COMP. 15, XXXIII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación"; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

D. F. M. s/ Artículo 482

COMP. 1136, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación"; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

G., L. s/ Internación

COMP. 1177, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación"; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

R., A. A. s/ Internación

COMP. 1108, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”.

Teniendo en cuenta que desde el momento en que se inició el presente proceso la causante se encontraba alojada en jurisdicción de la provincia de Buenos Aires, corresponde dirimir la contienda planteada disponiendo que compete al juzgado provincial.

B., J. s/ Internación

COMP. 47, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”.

Teniendo en cuenta que desde el momento en que se inició el presente proceso la causante se encontraba alojada en jurisdicción de la provincia de Buenos Aires, corresponde dirimir la contienda planteada disponiendo que compete al juzgado provincial.

 

B., M. s/ Internación

COMP. 46, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 619, XXII, C. J., A. s/ Internación (Fallos 312:1373).

C., H. s/ Internación

COMP. 93, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Domicilio. Competencia provincial. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.

Teniendo en cuenta que desde el momento en que se inició el presente proceso la causante se encontraba alojada en jurisdicción de la provincia de Buenos Aires, corresponde dirimir la contienda planteada disponiendo que compete al señor Juez a cargo del Juzgado provincial, seguir conociendo en el juicio.

R., M. s/ Internación

COMP. 45, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Domicilio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Se encuentra trabado un conflicto de competencia que corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

La situación planteada en el sub lite difiere sustancialmente de la considerada por la Corte en la causa “González, Hipólito”, desde que en el proceso en trámite en esta Capital Federal se desestimó la acción contra el aquí causante, y se dispuso el archivo de las actuaciones, resolución que se encuentra firme. Ello permite sostener que no concurren en el sub lite los antecedentes tenidos en cuenta por la Corte para dictar la mencionada sentencia, relativos a la subsistencia de la jurisdicción territorial del juez que previno, cuando a posteriori de dicha circunstancia se producen modificaciones en el domicilio denunciado. 

En tales condiciones, las particularidades circunstancias del caso, entre las que cabe destacar que uno y otro proceso están en diferentes etapas procesales, permiten sostener la improcedencia de decretar, en este estado, su acumulación. 

En esta situación, los particulares antecedentes del caso tornan aconsejable, por razones de inmediación, que el trámite continúe en la jurisdicción de Mercedes, desde que allí se domicilia el denunciado y han acontecido los hechos que dieron origen a la causa en sustanciación en esa sede. 

 

S., J. M. s/ Internación

COMP. 41, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Impuesto a las ganancias. Facultades de la alzada. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Dado que el art. 19, segundo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que cuestiones como la aquí planteada deben ser resueltas por la Alzada de los jueces que se han excusado para resolverla, resulta que no se configura, en este estado, un caso que implique denegación de justicia y, por lo tanto, que no corresponde que la Corte tome intervención en las actuaciones.

Aguirre, María del Carmen y Otros c/ Estado Nacional (Impuesto a las ganancias) s/ Amparo Ley 16.986

COMP. 1134, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Daños y perjuicios. Indemnización. Robo de automotor. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa L. 908, L. XXXII, “La Holando Sudamericana Compañía de Seguros c/ Buenos Aires, Provincia de y San Juan, Provincia de s/ Prueba anticipada”.

La Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, de la presente demanda, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1, del decreto ley 1.285/58.

La Holando Sudamericana Compañía de Seguros c/ Buenos Aires, Provincia de y San Juan, Provincia de s/ Demanda sumaria

L. 12, XXXIII, 10 de marzo de 1997

Ver dictamen

Superior Tribunal de Justicia. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, “Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo”.

Canepa, Laura y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Acción de amparo

COMP. 209, XXXIII, 24 de abril de 1997

Ver dictamen

Mala praxis. Daños y perjuicios. Obras sociales. Competencia federal. 

De acuerdo con el criterio expresado por la Corte en Comp. 38, L. XXIV, "Talarico, Manuela c/ Clínica Privada Banfield y otro s/ Responsabilidad médica".

Al haber sido co-demandada una Obra Social de las comprendidas en los términos de los arts. 1, ley 23.660 y 2, 2º párrafo, ley 23.661, resulta de aplicación lo previsto por el artículo 38 de la ley 23.661, que prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes a la jurisdicción federal; salvedad hecha de la opción referida a su eventual accionar activo.

S., E. c/ Z. y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 130, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Médicos. Daños y perjuicios. Beneficio de litigar sin gastos. Juez previniente. Competencia civil. Competecia nacional. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 494, L. XXII, "Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de Entel s/ Ordinario"; Comp. 747, L. XXIV, "Aguirre, Francisco c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad médica"; y Comp. 104, L. XXXI, "Facal, María Laura c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y otros s/ Responsabilidad médica".

La Corte ha sostenido la competencia de la Justicia Nacional en lo Civil, para conocer en casos como el de autos, en los que se demande por la responsabilidad civil de los profesionales médicos, aun cuando organismos sometidos "ratione personae" a la jurisdicción federal, integren la litis como codemandados.

La Corte se ha pronunciado en numerosas oportunidades en el sentido que razones de economía y conveniencia práctica, tornan aconsejable que el tribunal que interviene en el proceso originario lo haga también en el incidente de petición de beneficio de litigar sin gastos, en razón de su vinculación directa con el principal.

 

Guiñazú, María Helma c/ Universidad de Buenos Aires (Hospital de Clínicas) s/ Daños y perjuicios

COMP. 1084, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Menores. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 743, L. XXXIII, "D., E. G. s/ Adopción - Proceso especial”.

D., G. E.; R., A. C. s/ Fuga del hogar

COMP. 759, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Obras sociales. Inconstitucionalidad. Decretos nacionales. Resolución administrativa. Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 941, L. XXXII, “Obra Social del Personal de la Industria Textil (O.S.P.I.T.) y otro c/ Estado Nacional (Ministerio de Salud y Acción Social) y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelta por la Corte por remisión a la doctrina de Fallos: 315:2292. 

Las facultades conferidas por el art. 24, inc. 7° del Dec-Ley 1285/58 al tribunal de segunda instancia para dirimir contiendas, no incluyen la excepcional atribución de que goza la Corte como órgano supremo de la magistratura para resolver conflictos de competencia, declarando la de un tercer magistrado que no intervino en el conflicto.

Obra Social de Patrones de Cabotaje de Ríos y Puertos y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Salud y Acción Social, de Trabajo y otro) s/ Medida Cautelar (Autónoma)

COMP. 747, XXXIII, 05 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Orden de secuestro. Subasta. Competencia civil y comercial. 

Se suscita una contienda positiva de competencia, que habrá de dirimir la Corte de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según la ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.

No se trata en el caso de un juicio de contenido patrimonial en los términos y alcances del artículo 21, inciso 1, de la ley 24.522, sujeto a la radicación por el fuero de atracción, ante la sede del juicio universal.

Sin perjuicio de ello, cabe consignar que tampoco, haciendo aplicación de lo dispuesto en el inciso 2°, del artículo mencionado, sería procedente la remisión de autos, atento a que la norma regula los supuestos de exclusión de radicación de causas ante el juez del concurso.

Por lo expuesto, la Corte, debe dirimir el conflicto declarando que en el caso no es aplicable el instituto del fuero de atracción.

Compañía Financiera Luján Williams S.A. c/ González, Jorge A. p/ Acción Privada Prendaria

COMP. 702, XXXII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Procesos de conocimiento. 

Cuestión substancialmente análoga al dictamen de la causa Comp. 275, L. XXXIII, “Tarifa, C. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proc. de conocimiento".

Quiroga, Jorge Ricardo c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento

COMP. 787, XXXIII, 25 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. Competencia laboral. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 275, L. XXXIII, "Tarifa, Carlos el Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento”.

Catub, José c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento

COMP. 286, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 275, L. XXXIII, "Tarifa, Carlos el Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento”.

Chagra, Antonio Elías c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento

COMP. 390, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Quiebra. Tribunal de alzada. 

Toda vez que el conflicto jurisdiccional suscitado lo es entre jueces nacionales de primera instancia, corresponde resolverlo al órgano de alzada del que previno en la causa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708. Por ello, no existe en la causa contienda de competencia que habilite la intervención de la Corte Suprema.

Abbadie, Juan Claudio c/ S. K. Istramar S.A. s/ Laboral

COMP. 25, XXXIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

Reajuste jubilatorio. Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. Nº 344, XXXII, “Gonzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Salort, Lorenzo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes por movilidad

COMP. 70, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Recurso de apelación (procesal). Cámara nacional de apelaciones. 

Conforme lo tiene resuelto en forma reiterada la Corte, en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.

La Nueva Julia S.R.L c/ Compañia Argentina de Seguros Minerva S.A s/ Ordinario

COMP. 94, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidente de trabajo. Incapacidad laboral. Indemnización por incapacidad. Denegatoria del recurso. Revocación de sentencia. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 132, L. XXXIII, "Alessi, D. c/ Codel SATI y C. s/ Acc. Ley 9688".

Por principio, con arreglo a reiterada jurisprudencia de la Corte, los pronunciamientos sobre competencia que no deniegan el fuero federal, al no configurar sentencia definitiva, no son pasibles de ser recurridos por la vía del art. 14 de la ley 48, y dicha carencia, no se suple con la alegación de arbitrariedad, cuando, aún situados en la postura más favorable al presentante de admitir arbitrarios los argumentos del a quo, fracasa en su intento de evidenciar la actualidad del gravamen y su eventual irreparabilidad.

Ello es así, desde que sólo de admitir el tribunal del trabajo su competencia con arreglo a las disposiciones de la ley 24.557, cancelando, por esa vía, la posibilidad del reclamante de acceder a una reparación basada en el derecho común, se suscitaría recién un gravamen con los alcances requeridos por la normativa antedicha. Sin perjuicio de lo expuesto, y toda vez que, de inhibirse, en cambio, la justicia laboral, se suscitaría un conflicto jurisdiccional de los que corresponde dirimir a la Corte, cuya solución exigiría, igualmente, un pronunciamiento sobre la vigencia de la ley n° 24.557.

Villamayor Vera, Hugo Cipriano c/ Peci, Norberto y otros

V. 166, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Recurso de queja. Tribunal de Alzada. Cámara de Apelaciones. Competencia civil. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 159, L. XXVII, “Transporte Veintidós de Septiembre S.A.C. c/ Tribunal Municipal de Faltas – M.C.B. A. s/ Recurso contencioso administrativo”; resuelto por la Corte, con remisión al dictamen emitido por esta Procuración General, cuando ya se encontraba en vigencia la ley 24.449, de conformidad con lo dictaminado por este Ministerio Público en Comp. 351, L. XXXI, “Colectiveros Unidos S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas – M.C.B.A. s/ Recurso contencioso administrativo”. 

Transportes Automotores Riachuelo S.A. TARSA c/ Tribunal Municipalidad de Faltas MCBA s/ Recurso de queja

COMP. 27, XXXIII, 10 de marzo de 1997

Ver dictamen

Responsabilidad parental. Juicio de alimentos. Domicilio del menor. Competencia provincial. 

El Alto Tribunal tiene resuelto que, a falta de un precepto legal que contemple concretamente la situación planteada -pedido de alimentos por la actora para hijos extramatrimoniales- es de aplicación el art. 5°, inc. 3°, primera parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, siendo competente -atento la naturaleza y origen de la obligación- el juez del lugar donde se encuentra la menor y se domicilia la madre.

También, la Corte resolvió que el régimen legal que sirvió de sustento a la doctrina jurisprudencial según la cual el último domicilio conyugal determina la competencia en razón del territorio respecto de la acción por alimentos, ha quedado derogado por la ley 23.515 que introdujo el nuevo texto del art. 228, inc. 2°, del Código Civil. Este artículo permite a los alimentarios optar para el ejercicio de su demanda, entre otras, por la jurisdicción de la residencia habitual del acreedor de la prestación o la del lugar de cumplimiento de la obligación.

E., A. L. c/ R., H. G. s/ Tenencia

COMP. 1015, XXXII, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

Servicio público. Servicio de agua corriente. Pago de servicios. Baja del servicio público. Competencia civil y comercial federal. 

En un caso sustancialmente análogo (Comp. 379 L. XXXII "Rodríguez, Hugo Manuel c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Amparo Ley 16.986"), en la que la cuestión giraba alrededor de una amenaza de corte del servicio por parte de la demandada, frente a la negativa del actor de pagar un mayor importe por el suministro de agua potable y en la que no intervino el Ente Regulador creado por la ley 23.696, la Corte resolvió, remitiéndose al dictamen emitido por este Ministerio Público, que la justicia nacional en lo civil y comercial federal resultaba competente para entender en ese proceso, en tanto se trataba una cuestión suscitada, en forma directa, en el marco de relaciones jurídicas contractuales entre particulares.

González, María Teresa y otro c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Amparo

COMP. 894, XXXIII, 02 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Simulación. 

Falta de atribución recíproca de la competencia.

Si los pronunciamientos de ambos magistrados resultan coincidentes, no se configura una atribución recíproca de competencia, por lo tanto, no existe cuestión alguna en la que competa a la Corte pronunciarse, debiendo así declararlo el Tribunal.

Ferre Trasmonte, Liliana Ester c/ Caputo, Carlos Antonio y otro s/ Simulación

COMP. 832, XXXIII, 23 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Sucesión. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Es criterio sustentado por doctrina y jurisprudencia, que el fuero de atracción del juicio sucesorio, no cesa aunque se haya aprobado la partición, si no aparecen inscriptas las hijuelas en el Registro de la Propiedad. Por lo tanto, las acciones de simulación o nulidad de escrituras de cesión de bienes hereditarios, deben ser atraídas por la sucesión a la que pertenecen dichos bienes, porque en definitiva, lo que allí se decida, podría incidir en la división final de la herencia. Esta conclusión, encuentra sustento, analógicamente, en el artículo 3284, inciso 1°, del Código Civil, en tanto establece que compete al juez del proceso sucesorio, el conocimiento de las demandas concernientes a los bienes hereditarios, hasta la partición inclusive. Y desde que las cesiones cuya simulación se invoca, fueron efectuadas en el sucesorio del causante y su esposa, en sustanciación ante el juzgado provincial, y se refieren a bienes que a él corresponden, la presente causa debe continuar su trámite en dicha jurisdicción.

Aranda, José c/ Rengel Camazan, Blatazar s/ Acción de simulación

COMP. 119, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Sucesión ab intestato. Domicilio del causante. Domicilio real. Competencia provincial. 

El Tribunal ha establecido en reiterados precedentes que la jurisdicción sobre la sucesión corresponde a los jueces del lugar del último domicilio del difunto.

Se entiende por domicilio real el fijado por la ley como asiento jurídico de la persona, tomando en cuenta para su determinación el lugar de su residencia efectiva.

Para determinar el lugar de su domicilio, y por lo tanto, el de radicación definitiva del proceso cabe considerar aspectos objetivos y aún subjetivos de preponderancia en el plano familiar y comercial-laboral, que evidencian que la provincia era el centro principal de sus intereses, desde que allí residía su familia legítima y se encontraba el asiento principal de sus negocios.

Por otra parte, tal como lo ha establecido en reiteradas oportunidades la Corte en casos de habitaciones alternativas, cabe considerar que el causante se domicilia en el lugar donde tenía su familia legítima.

Read, Enrique Hermenegildo s/ Sucesorio Ab-Intestato

COMP. 1089, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

Sucesiones. Herederos. Competencia provincial. 

Dado que el actor nunca prestó tareas para el causante, no resulta de aplicación a la causa lo previsto por el art. 3284, inc. 4°del Código Civil, toda vez que por la presente demanda ejecutiva se persigue el cobro de obligaciones adeudadas de manera personal por los herederos del causante, lo que desautoriza la intervención del fuero sucesorio de atracción, limitado a las acciones personales emergentes de obligaciones contraídas en vida por el causante o posteriores al mismo que constituyan cargas de la sucesión, lo que no acontece en la especie.

Incidente de ejecución de sentencia promovido en autos: Ferla, Pedro Enrique c/ Sucesión de Francisco Gómez, sus herederos y sucesores s/ Cobro de pesos - Diferencias salariales, sueldos impagos, indemnización y otros rubros

COMP. 608, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

Fuero de atracción. Acciones personales. Competencia federal. 

Respecto a la operatividad del fuero de atracción, es criterio reiteradamente admitido por la Corte, que los juicios universales atraen al juzgado donde tramitan, todas las acciones personales en las que el causante resulte demandado, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción. Sobre el particular, la Corte ha puntualizado, asimismo, que el mencionado instituto juega en forma pasiva como un modo de concentrar ante el juez del proceso universal las acciones personales de los acreedores.

Gorrese, Delia I. y otro c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Interrupción de prescripción

COMP. 682, XXXII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 

Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.

Conforme a lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del Decreto Ley 1285/58, texto según ley 21.708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en la provincia.

Ministerio de Trabajo c/ Stel S.A. s/ Sumarios Ministerio de Trabajo

COMP. 36, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Despido. Concurso preventivo. Cesación de pagos. Competencia provincial. 

El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones, sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso y , además , afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite , y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal. 

Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso. Consecuentemente, quedan, por tanto, fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento, de darse el supuesto de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo; con lo cual es evidente que no resulta aplicable a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado de concurso.

Araya, María Ester y otros c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ejecutivo

COMP. 591, XXXIII, 17 de octubre de 1997

Ver dictamen

Daños y perjuicios

Menores. Situación de vulnerabilidad. Beneficio de litigar sin gastos. Otorgamiento del beneficio. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegada. 

Es decir, en cada situación concreta el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento del beneficio. 

A la luz de tales principios, en el sub lite, dichos requisitos han sido cumplidos por lo que el pedido efectuado debe prosperar. 

 

T., Tamara Evangelina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

T. 436, XXXI, 05 de agosto de 1997

Ver dictamen

Inconstitucionalidad

Cobro de sumas de dinero. Honorarios. Juicios en que es parte una provincia. Pronunciamiento inoficioso. 

Tiene declarado la Corte que el análisis de la validez constitucional de una norma de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y es sólo practicable, en consecuencia, como razón ineludible del pronunciamiento que la causa requiere, entendiéndose que, por la gravedad de tales exámenes, debe estimárselos como la última ratio del orden jurídico, de tal manera que no debe recurrirse a ellos sino cuando una estricta necesidad lo requiera; por lo tanto, cuando existe la posibilidad de una solución adecuada del juicio, por otras razones debe apelarse a ella en primer lugar. 

Resulta aplicable la doctrina de la Corte expuesta con relación a la ley 23.982, que indica que los honorarios, a pesar de ser causa o título anterior a la fecha de corte, “sólo son consolidables si acceden a una obligación principal consolidable, ya que la propia ley ha condicionado la consolidación de las obligaciones accesorias a la circunstancia de que se encuentre consolidada la obligación principal a la que acceden. 

Vale decir que, al no resultar alcanzados los honorarios de que se trata, por las normas locales que dispusieron la consolidación de deudas, el control de constitucionalidad de ellas deviene abstracto y, por ende, resulta ajeno al derecho federal argentino, imposibilitando toda declaración sobre la validez de las normas impugnadas en esas condiciones dentro del marco de un proceso judicial. 

 

Yacimientos Petrolíferos Fiscales c/ Corrientes, Provincia de y Banco de Corrientes s/ Cobro de australes

Y. 11, XXII, 10 de marzo de 1997

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia

Daños y perjuicios. Beneficio de litigar sin gastos. 

La Corte tiene dicho que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. 

Puso de resalto asimismo la Corte, que en cada situación concreta, se deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos, o la imposibilidad de obtenerlos, de quien invoque el beneficio para afrontar las erogaciones que demanda el proceso en cuestión. 

Encontrándose reunidos en el sub-lite los requisitos exigidos por los artículos 78, 79 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde otorgar el beneficio de litigar sin gastos.

 

Vuotto, Themis c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

V. 183, XXXI, 21 de marzo de 1997

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer

A fin de mejor dictaminar, se solicita remisión de expediente.

F., I. R. s/ Internación

COMP. 817, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Aranda, José c/ Rangel Camazano, Baltazar s/ Acción de simulación

COMP. 119, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Banco de Londres y América del Sud c/ Casal Héctor José y otra

B. 294, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Ríos, Nilda A. c/ Willging, Oscar s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito c/ Lesiones o muerte) Sumario

COMP. 197, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Samson, Ernesto; Saravia, Luis Adolfo s/ Regulación de honorarios

COMP. 121, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Saravia, Luis A. y otros c/ Rengel, Baltazar y otros s/ Ejecución de honorarios

COMP. 120, XXXIII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Yacimientos Petrolíferos Fiscales c/ Álvarez, Juan Bautista s/ Cobro de pesos

COMP. 262, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

Se solicita remisión de expediente.

Farmed S.A. c/ Obra Social de la Fuerza Aérea

F. 472, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Cañada, Juan Carlos c/ Cañada de Guerrero Vilma Noemí s/ Inhibitoria

COMP. 479, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Fernández, Andrés c/ Ocye S.A. y otra s/ Accidente

F. 330, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Fiasconaro Antonio c/ Universitas S.R.L.

F. 255, XXXIII, 25 de agosto de 1997

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Servini, Juan Carlos s/ Denuncia

COMP. 429, XXXIII, 09 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Solicita remisión de expediente.

Costa, Ricardo Máximo s/ Sucesión ab-intestato y testamentaria

COMP. 764, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Personas jurídicas

Beneficio de litigar sin gastos. Gastos del proceso. Denegatoria del beneficio. 

En reiteradas oportunidades el Tribunal ha sostenido que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas.

Asimismo, cabe destacar que el artículo 78 del Código Procesal Civil y Comercial de Nación no hace distingos en cuanto a quienes pueden tener acceso a dicho beneficio y, si bien cuando la peticionaria es una persona jurídica debe ser apreciado con cierta prudencia, no existen restricciones legales para concederlo, toda vez que su admisión tiende a asegurar a todas las partes del proceso el cumplimiento de garantías de raigambre constitucional.

A la luz de estos principios, las circunstancias apuntadas no se configuran en la causa sub examine, por lo que el beneficio solicitado por la parte actora debe ser desestimado.

 

Lardel S.C.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

L. 193, XXII, 25 de agosto de 1997

Ver dictamen

Queja por denegación de recurso extraordinario

Cuestiones de competencia. Concurso preventivo. Improcedencia del recurso. 

Conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Corte, el recurso excepcional no resulta procedente en materia de competencia, por cuanto una decisión a ese respecto no tiene los alcances de una sentencia definitiva, salvo de mediar denegatoria del fuero federal. De igual manera, dijo que resulta inadmisible el remedio, cuando no se demuestra arbitrariedad en el decisorio y la impugnación sólo constituye una mera discrepancia con la opinión de los jueces en la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal. 

El alegado escándalo jurídico, que presupone la coexistencia de dos trámites concursales, persiste porque hasta el momento no ha mediado un conflicto de competencia entre los órganos judiciales que entienden en los respectivos juicios universales, por no haberse trabado debidamente la contienda, pero que en todo caso ésta deberá de configurarse en cuanto cualquiera de los tribunales referidos requieran la radicación de alguna de las dos causas ante un sólo juzgado, atendiendo en su caso a las previsiones que resultan de la ley 24.522, que regulan la procedencia del concurso preventivo, mediando una quiebra en trámite. 

 

Corna, Pablo María s/ Concurso preventivo

C. 653, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa J. Nº 154, L. XXXII, "José Buck Sociedad Anónima, Agricola, Ganadera, Forestal, Comercial e Industrial c/ Cooperativa Argentina Ganadera Limitada de Coronel Suarez".

Productores de Semillas Selectas Cooperativa Limitada, José Bruck S.A. y Criadero Klein S.S. c/ Álvarez e hijos S.A. s/ Cobro de regalías de trigo

P. 1748, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Asegurador. Derecho aeronáutico. Competencia federal. Admisibilidad del recurso. 

Queja por denegación del recurso extraordinario. Cuestiones de competencia. Asegurador. Derecho aeronáutico. Competencia federal. Admisibilidad del recurso. 

El remedio federal deducido es procedente y ha sido, por ende mal denegado por el a-quo, en la medida que en el caso el apelante ha invocado la competencia federal por razón de la materia y tal pretensión ha sido desestimada. 

Cabe destacar que, si bien por principio, las resoluciones en materia de competencia no habilitan de por sí la vía excepcional del recurso extraordinario, por no constituir sentencia definitiva, al mediar denegatoria de la competencia federal, resulta procedente su admisión, conforme doctrina reiterada de la Corte.

En cuanto a la cuestión de competencia en sí misma, procede tener en cuenta que si bien no cabe realizar distingo entre los tribunales nacionales de los distintos fueros de la Capital Federal, incluido el federal, en orden a que todos ellos resultan ser nacionales conforme a la organización judicial a la que pertenecen, no es menos cierto que las normas de competencia y de distribución de causas, son de aplicación obligatoria para los jueces, dado su carácter de orden público y en virtud de las diversas razones que impulsaron al legislador a asignar la competencia a los distintos tribunales, atendiendo entre otros fundamentalmente a motivos de especificidad.

Esta causa tiene por objeto discutir las consecuencias derivadas de la contratación de un seguro aeronáutico, así como la inteligencia de parte de sus cláusulas, y consecuentemente, es de aplicación en el sub-lite, el art. 42, inciso “b” de la ley 13.998, que asigna la competencia a los tribunales federales para entender en las causas que versen sobre hechos y contratos regidos por el derecho de la navegación y el derecho aeronáutico. 

Si bien el contrato de seguro aeronáutico es de naturaleza comercial el desarrollo de la navegación aérea y el riesgo que ella implica para las personas y las cosas, ha llevado a considerar a este seguro como formando parte del derecho aeronáutico. 

 

Instituto Massone S.A.P.Q.B.I.C. c/ Ayling Barrios y Compañía S.A.

I. 76, XXXII, 18 de julio de 1997

Ver dictamen

Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 

Es doctrina del Tribunal que las decisiones en materia de competencia no constituyen resoluciones recurribles por vía del art. 14 de la ley 48, salvo cuando media denegatoria del fuero federal, o en otras hipótesis excepcionales que permitan equiparadas a pronunciamientos definitivos.

Saffirio, Zulema c/ Administración Nacional de la Seguridad Social

S. 1714, XXXII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

El recurso carece de sustento, la Corte tiene reiteradamente dicho que la fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo rechazó el remedio extraordinario.

En razón de lo anteriormente expuesto y teniendo en cuenta la reiterada doctrina de la Corte en el sentido que las decisiones relativas a medidas cautelares no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48 y que, salvo cuando se deniega el fuero federal, las cuestiones de competencia son ajenas la instancia extraordinaria.

 

Universidad de Buenos Aires c/ Federación Argentina de Trabajadores de las Universidades Nacionales

U. 5, XXXII, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Denegatoria del recurso. 

Uno de los requisitos para la admisión del recurso previsto por el artículo 14 de la ley 48, es que se articule contra una sentencia definitiva, esto es contra aquellas decisiones que ponen fin a los pleitos, impiden su prosecución o causan un agravio de imposible e insuficiente reparación ulterior. 

Cierto es que, en materia de competencia, esta doctrina reconoce excepción cuando lo resuelto importa denegatoria del fuero federal, pero tal presupuesto no se configura en el caso, ya que éste se relaciona con el criterio a adoptar a los fines de la distribución de las causas entre tribunales de la capital Federal, cuyo carácter nacional ha sido admitido por la Corte.

Biaggini, Elida A. c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria Comercio y Actividades Civiles

B. 1604, XXXII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa P. 632, L. XXVI, "Producem c/ Cooperativa Agrícola, Ganadera de Armstrong s/ Cobro de pesos".

La apelación federal es admisible en tanto la decisión de la Alzada denegó la competencia de excepción que invocó el reclamante. Los argumentos que hizo valer el a quo para rechazarla carecen de validez, toda vez que en rigor no se hacen cargo de la efectiva crítica vertida en el recurso. En efecto, la denegatoria, giró en torno a la supuesta preterición por el recurrente del temperamento en que la Sala fundó la confirmación del fallo apelado y que tornara inmotivado el remedio.

El discurso recursivo del actor constituye de por si una crítica ínsita al planteo ambivalente sustentado por el juzgador y pareciera configurar, por el contrario, un excesivo rigorismo pretender que aquél no se hizo cargo puntual de la tesis interpretativa del a quo.

José Buck S.A., Ganadera, Forestal, Comercial e Industrial c/ Cooperativa Agrícola Ganadera Limitada de Coronel Suarez

J. 154, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa C. 2223, L. XXXII, "Cornejo, H. c/ Establ. Frigorífico Azul S.A. Recurso de Hecho”.

Palacios, Silverio Victoriano c/ Establecimiento Frigorífico Azul S.A. s/ Daños y perjuicios

P. 263, XXXIII, 25 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Inhabilidad de título. Inadmisibilidad del recurso. 

Tiene declarado la Corte que, si bien en las ejecuciones fiscales ha admitido las defensas sustentadas en la inexistencia de la deuda, lo hizo con sujeción a que ellas resulten manifiestas y no requieran el examen de cuestiones cuya acreditación exceda el ámbito de este tipo de procesos. 

Empero, consideró que no se configura tal excepción cuando los planteos de la ejecutada deben ventilarse forzosamente en un marco de mayor amplitud de debate y prueba. Así, por ejemplo, dejó sin efecto dos pronunciamientos que habían rechazado sendas ejecuciones fiscales mediante la declaración de inconstitucionalidad de la ley 23.549, que instituyó el ahorro obligatorio. 

Esto último es lo que acontece en sub lite, toda vez que la inexistencia de la deuda en que la accionada funda la pretendida inhabilidad de título no resulta manifiesta, sino que, por el contrario, depende -como quedó expuesto en el relato supra efectuado- de un planteo de inconstitucionalidad, cuyo tratamiento resulta vedado por aplicación de la doctrina de la Corte precedentemente citada.

Municipalidad de Viedma c/ Camuzzi Gas del Sur S.A.

M. 4, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Exhortos. Embargo. Regulación de honorarios. Presentación extemporánea. Recurso extraordinario. Falta de fundamentación autónoma. Doctrina de la arbitrariedad. Desistimiento del recurso. 

La presentación directa no puede prosperar, toda vez que la Corte tiene reiterado que la fundamentación de dicho remedio debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de las razones expuestas en la denegatoria. Tal exigencia -que se traduce en la necesidad de poner de manifiesto la arbitrariedad- resulta de imposible satisfacción, tan pronto se advierte que, en lo que concierne al menos a las dos primeras decisiones impugnadas, la apelación federal deviene extemporánea.

La Corte ha insistido en que la causal de arbitrariedad sólo procede en casos excepcionales y que no se propone corregir en una nueva instancia decisorios que se reputan equivocados o salvar la mera discrepancia del apelante con las conclusiones del a quo, pues sólo concierne a supuestos de omisiones o desaciertos de gravedad extrema.

Frente a la conclusión de la alzada de que por tratarse de una cuestión relativa a la ejecución de honorarios profesionales resulta de aplicación el art. 6, CPCN, la recurrente opone su criterio de que en la hipótesis corresponde estar a lo dispuesto por los arts. 1, ley 48; art. 24 inc. 6, dec-ley 1285/58; y 3, ley 11.683, con lo que amén de meramente diverger con la solución de la alzada, omite hacerse cargo de los restantes argumentos suministrados por ésta, en orden a que de haber existido retención impositiva, ella debió motivar el ejercicio de una acción de regreso por la apelante, autónoma a la cuestión de que se trata; al error en la cita del art. 20, L.O., toda vez que -en el criterio de la Sala- la pretensión debatida comportaría una secuela del proceso ejecutivo y no una demanda ordinaria; y a la supuesta inaptitud de las razones expuestas para conmover lo resuelto.

Idéntica crítica puede formularse al señalamiento de la recurrente, en cuanto concierne a la desestimación del planteo nulificatorio. Ello es así, desde que las objeciones explicitadas no asumen de manera íntegra los argumentos expuestos en la Alzada relativo a la inapelabilidad de la decisión a la luz del art. 109, L.O.; a la inidoneidad de la crítica; a la sola substanciación de la pretensión impugnativa -mas no a su admisión-; y a la falta de especificación del perjuicio irrogado. En este último aspecto, ni siquiera en esta instancia extraordinaria, la apelante demuestra efectivamente, practicando la correspondiente liquidación, los montos que debería reintegrar, ni ofrece pagarlos.

A ello se agrega que, el procedimiento iniciado a raíz del cobro de sus honorarios por la quejosa, no concluyó; de lo que se infiere que la petición de reintegro intentada por la accionada, no configura un nuevo proceso, distinto del ejecutivo originario, sino sólo una etapa de éste; lo que priva de sustento a los agravios de la recurrente amparados en tal pretensión y, consecuentemente, permite desvirtuar la arbitrariedad que la quejosa atribuye a los pronunciamientos que impugna.

Fiasconaro, Antonio c/ Universitas S.R.L. s/ Exhorto

F. 255, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Regulación de honorarios. Nulidad del convenio. Cuestión federal. Presentación extemporánea. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Doctrina de la arbitrariedad. Gravedad institucional. Denegatoria del recurso. 

El recurso resulta inadmisible, dado el planteamiento inoportuno de la cuestión federal, desde que la solución a la que arribó el a quo, era plenamente previsible por el presentante, quien, no obstante, no introdujo en el momento pertinente los agravios con base constitucional, que luego, de manera tardía intenta deducir en el recurso extraordinario. El recurrente se limitó a expresar sus discrepancias con la contraria, apuntalando su propia interpretación de las normas locales en cuestión, pero omitió dejar planteado -en estas oportunidades que le brindaba el procedimiento- que consideraría arbitraria y violatoria del artículo 18 de la Constitución Nacional, la aceptación por parte del a quo, de la inteligencia propuesta por la contraria, cuando en rigor, la doctrina de la arbitrariedad, es de carácter excepcional y restrictivo, y no cubre la mera discrepancia sobre la interpretación de la norma. De no presentarse un supuesto de arbitrariedad sorpresiva, el remedio federal resulta improcedente.

Los agravios vertidos en relación con el tema de fondo, tampoco podrían prosperar, desde que la sentencia recurrida se apoya sobre la inteligencia de normas de carácter común y local, todo lo cual es, en principio, materia ajena a esta instancia extraordinaria.

Tampoco existe arbitrariedad por apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso, ni por una decisiva carencia de fundamentación, desde que la interpretación que realiza el Superior Tribunal provincial, de la excepción que contiene artículo 3° de la Ley 2541, no aparece como inconsistente ni caprichosa, y porque la sentencia cuenta, además, con argumentos suficientes, de derecho común y local, que, más allá de su acierto o error, la ponen a cubierto de la tacha que en su contra se articula.

La queja referida a una supuesta violación del debido proceso legal, aparece desprovista de virtualidad para habilitar la vía intentada, máxime cuando no refutó adecuadamente, como es debido, las afirmaciones de los jueces.

Aún de concurrir gravedad institucional, la incidencia de tal circunstancia sobre el caso, se limitaría a facultar a la Corte para prescindir de ciertos requisitos para la procedencia del recurso extraordinario -como la definitividad de la sentencia, el carácter del tribunal del cual ha emanado o los denominados "recaudos formales" en su jurisprudencia-, pero no a sustituir la inexistencia de la cuestión federal que exige el artículo 116 de la Constitución Nacional.

Ongaro, José Bautista su sucesión s/ Casación

O. 50, XXXI, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Seguridad social. Jubilación ordinaria. Poder judicial. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 

El recurso debió concederse, atento la naturaleza del sistema previsional del Poder Judicial de la Nación, y que, en cuanto al fondo de asunto, la decisión del a quo resulta arreglada a derecho, dado que se fundamentó en las razones que la Corte expusiera en la sentencia publicada en Fallos: 310:1372, según las cuales, quien quiera acceder a la jubilación ordinaria en dicho régimen debe cumplir los requisitos de edad y años de servicio exigidos encontrándose en el ejercicio de uno de los cargos enumerados en el art. 1° de la ley que lo estableció. 

No enervan tal conclusión los argumentos esgrimidos por el quejoso respecto a que la ley mencionada, en su texto originario, contemplaba la situación en que se encuentra, ya que si la intención del legislador al modificarla por la ley 22.940 hubiera sido mantener la excepción en la que ahora intenta ampararse, ese propósito se hubiese cristalizado en el nuevo texto normativo. Tampoco puede hacerlo la impugnación que sustenta en lo prescripto por el artículo 530 del Código Civil, en tanto resulta manifiestamente inidónea para discurrir sobre una hipótesis legal distinta. 

En condiciones tales, resulta claro, en fin, que la solución acordada no importa arrebatar al solicitante ningún derecho adquirido ni conculcar disposiciones de la Constitución Nacional, máxime cuando es jurisprudencia de la Corte que las normas que otorgan beneficios que puedan importar un privilegio en el contexto del sistema jubilatorio deben interpretarse estrictamente.

Correspondería hacer lugar a la queja y al recurso extraordinario y confirmar la sentencia apelada, en cuanto rechazo la petición del interesado tendiente a lograr la jubilación ordinaria que defería la ley 18.464, sin perjuicio de los derechos de éste de intentar acceder a otro de los beneficios que consagraba dicha vigente a la fecha de su cese.

 

Dengler, Eduardo Federico c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos

D. 564, XXIX, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Es firme doctrina de la Corte, que las decisiones dictadas en materia de competencia no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, por no constituir sentencia definitiva, salvo que medie la denegación del fuero federal.

F., H. R. c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina s/ Indemnización por incapacidad

F. 1203, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a los fallos de las causas G. 262, L. XXII, “Gayo Rodríguez, Victorino y otros c/ Municipalidad de Necochea”; E. 194, XXIII, “Enrique Vanzato S.A.C.I.F.I. y A. y otro c/ Municipalidad de Magdalena s/ Acción meramente declarativa”;  y T. 295,  XXIV, “Transportes del Oeste S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Acción de amparo”.

La Corte se ha pronunciado en forma reiterada, en sus casos sustancialmente análogos, acerca de la potestad atribuida a la Corte bonaerense por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo local, destinada a resolver conflictos jurisdiccionales entre dicho tribunal superior y la justicia ordinaria de la Provincia, dejando sin efecto sentencias del primero cuando éste, con apartamiento de lo dispuesto por el artículo 352, inc. 1, del Código Procesal Civil y Comercial local, dispuso, al igual que en el sub lite, archivar el expediente, declarando en forma oficiosa la nulidad del procedimiento cumplido.

Fiscal de Estado s/ Cuestión de competencia Artículo 6 C.C.A. Autos: Jaime Garriga s/ Amparo

G. 54, XXXIII, 26 de marzo de 1997

Ver dictamen

Acción de repetición. Impuesto a las ganancias. AFIP DGI. Falta de fundamentación. Improcedencia del recurso. Igualdad ante la ley. Admisibilidad del recurso. 

Cabe señalar, en primer término, que, según tiene dicho la Corte el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente que ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen y, para ello, es menester que precise y pruebe fehacientemente en autos el perjuicio que le irroga su aplicación. Por lo tanto, si no existe demostración del agravio que le ocasiona la aplicación de dicha norma, carece de sentido pronunciarse sobre su inconstitucionalidad. 

De este modo, los agravios analizados no implican una controversia sobre la inteligencia de la norma federal cuestionada en el sub examine, sino que sólo trasuntan la discrepancia de quien los formula con las conclusiones del juzgador en torno a aspectos de hecho y prueba, de insusceptible tratamiento en la instancia del artículo 14 de la ley 48 y que, más allá de su acierto o error, son suficientes para poner lo decidido a resguardo de la tacha de arbitrariedad. 

Por lo tanto, el remedio federal fue mal concedido por el juzgador, al resultar aplicable aquella jurisprudencia de la Corte que indica que el escrito mediante el cual se interpuso el recurso extraordinario no satisface el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, si la recurrente no formula una crítica concreta y razonada de los diversos argumentos que sustentaron la decisión. 

En lo atinente a la alegada violación del derecho de la igualdad en virtud de la solución adoptada en el caso del sector ganadero, se pone de manifiesto que es la ponderación de circunstancias extrafiscales, además de la capacidad contributiva de los obligados, la que permite, en determinados casos, conformar grupos y categorías de contribuyentes clasificando la materia imponible para brindarles diverso tratamiento, lo que es válido en tanto los criterios de selección resulten razonables y no se encuentren inspirados en propósitos palmarios de hostilidad o de persecución para unos o para otros e, incluso, en la hipótesis de que el fundamento diferenciador resulte opinable, ya que no es función de los jueces expedirse sobre el mérito, oportunidad o conveniencia de las regulaciones aplicables. 

Lo hasta aquí expuesto es bastante, para declarar improcedente el recurso extraordinario deducido, salvo el recurso concerniente a la alegada violación del derecho de igualdad, aspecto sobre el cual corresponde confirmar la sentencia en cuanto pudo ser materia de dicho recurso.

Federal Mogual S.A.C. c/ Estado Nacional (Dirección General Impositiva) s/ Repetición

F. 320, XXIX, 10 de marzo de 1997

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Caducidad de instancia. Procedencia del recurso. 

Si bien en el sub lite se recurre de una resolución en materia de competencia, la apelación extraordinaria es formalmente admisible al mediar denegatoria del fuero federal y, en particular, la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

Según conocida doctrina de la Corte, la resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la regulación procesal de los artículos de previo y especial pronunciamiento que son aplicables por analogía al caso.

En consecuencia, para que la Corte pueda juzgar los hechos u omisiones de la apelante que encuadren o no su conducta en la previsión del artículo 310, inciso 2 C.P.C.N., es menester que previamente el tribunal se expida sobre el fondo del recurso extraordinario deducido y declare su competencia para conocer originariamente en la causa. 

Se ha de atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a la exposición de los hechos de la demanda.

Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, toda vez que la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional y en leyes del Congreso, en el caso, la ley 24.307 ratificatoria del Decreto 2.284/91 y la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie, con arreglo a reiterada doctrina de la Corte. 

Ello es así, pues la cuestión federal es aquélla que se presenta cuando se hace preciso asegurar la supremacía del ordenamiento jurídico federal en general, y de la Constitución Nacional en particular. 

Para decidir si las normas impugnadas de inconstitucionalidad violan o no el principio de supremacía federal, o la garantía de razonabilidad o los derechos de propiedad, de igualdad ante los impuestos y las cargas públicas y de libertad de industria y comercio no es menester recurrir a normas del derecho público provincial, puesto que no se trata de un tema vinculado con el régimen de las instituciones locales. 

En consecuencia, la cuestión que aquí se ventila no requiere esencialmente la interpretación y aplicación del derecho administrativo local; no son normas de índole local las conducentes para la solución del juicio. La mención del derecho constitucional local resulta insustancial a los efectos del pleito. 

Por último y, conforme a lo expresado ut supra, de compartir la Corte el criterio de este Ministerio Público y declarar su competencia originaria para conocer del pleito corresponderá que previo traslado a la apelante, se pronuncie sobre el planteo de caducidad de la instancia extraordinaria deducido por la actora con fundamento en el artículo 310, inciso 2 C.P.C.N.

Ello, a menos que la Corte considere que, en atención a la materia especifica del recurso extraordinario sub examine, que habilita su intervención en un asunto comprendido en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, el instituto procesal invocado no resulte de aplicación; pues la competencia de la Corte Suprema proviene de la Constitución Nacional y no es susceptible de ampliarse, restringirse ni modificarse mediante normas legales. 

Por todo lo expuesto, corresponde que la Corte declare procedente el recurso extraordinario y deje sin efecto el fallo recurrido. 

 

San Telmo S.A.A.I.C c/ Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad

COMP. 1526, XXXII, 26 de marzo de 1997

Ver dictamen

Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 

Remisión a Fallos 314:848, y T. 258, XXIX, "Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria".

Telefónicas de Argentina S.A. c/ Beros, Luis Enrique s/ Cobro de pesos

T. 89, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848, y T. 258, XXIX, "Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria".

Telefónicas de Argentina S.A. c/ Boto, Manuel s/ Cobro de pesos

T. 90, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848, y T. 258, XXIX, "Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria".

Telefónicas de Argentina S.A. c/ Hotton S.A. s/ Cobro de pesos

T. 87, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848, y T. 258, XXIX, "Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria".

Telefónicas de Argentina S.A. c/ Radio del Rio Limay S.R.L.. s/ Cobro de pesos

T. 88, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848, y T. 258, XXIX, "Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria".

Telefónicas de Argentina S.A. c/ Rimoldi, José s/ Cobro de pesos

T. 91, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Contrato de comisión. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Competencia federal. Revocación de sentencia. 

No obstante que en el sub-lite se recurre de una resolución en materia de competencia, el recurso extraordinario es formalmente admisible al mediar denegatoria del fuero federal.

Respecto al tema objeto de la apelación extraordinaria, también debe prosperar el recurso, por cuanto conforme doctrina reiterada de la Corte, la discusión en torno a la prestación del servicio público de telecomunicaciones importa la aplicación y, por ende, la interpretación de normas de indudable naturaleza federal, lo que habilita tal competencia por razón de la materia

 

Sgro, Zara c/ Telefónica de Argentina S.A. o Telefónica de Argentina S.A. s/ Consignación

S. 1693, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Improcedencia del recurso. 

La Corte tiene dicho en reiteradas oportunidades, que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, salvo cuando media denegación del fuero federal; y que en tal sentido, las decisiones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales con asiento en la Capital Federal, no importan resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten.

Banco Hipotecario Nacional c/ Contini, Osvaldo D. s/ Desalojo

B. 77, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

Gravamen irreparable. Resoluciones equiparables a definitiva. Revocación de sentencia. 

Más allá de que la decisión apelada se refiere a una cuestión de competencia, en la que no media denegatoria del fuero federal es evidente que causa un gravamen cierto de, a lo sumo muy tardía reparación ulterior, habida cuenta que, desde el tiempo del inicio de la acción hasta la fecha en la que propende al reclamo de una prestación proveniente del derecho laboral, de neto corte alimentario, han transcurrido siete años y ahora por un error en la tramitación, no imputable al accionante, se lo pretende obligar a litigar nuevamente, con las consecuencias que tan marcada postergación temporal le acarrea en desmedro su derecho a obtener una decisión judicial eficaz y oportuna, como modo hábil de acceder a la prestación del servicio de justicia, derecho éste de especial consagración y protección constitucional.

Por ello, el recurso es procedente, en orden al requisito de definitividad, tal como lo ha señalado la Corte en numerosos precedentes, donde expresó que corresponde equiparar a la sentencia definitiva exigida por el art. 14 de la ley 48, a aquellas que originan agravios cuya enmienda en la oportunidad procesal en que se los invoca, exhiben prima facie entidad bastante para conducir un resultado diverso o juicio, que de ser mantenido generaría consecuencias de insuficiente reparación ulterior.

La decisión del a quo resulta descalificable como acto jurisdiccional, en tanto sostiene como principal fundamento, que la sentencia recaída constituye la resolución de previo y especial pronunciamiento que regula el Código Procesal, cuando ello, según surge de los elementos de prueba, y con manifiesta claridad, no se ajusta a lo obrado por el tribunal, que dió curso a todo el procedimiento, produjo todos los pasos y etapas procesales y recién al tiempo de dictar la sentencia definitiva sobre el fondo del asunto, resuelve sólo la cuestión de competencia, la que debió, conforme a las normas rituales vigentes, decidir en la oportunidad procesal previa a la etapa probatoria y con antelación a dar el curso definitivo al proceso, ello como requisito esencial para habilitar la intervención válida del tribunal, que había sido cuestionado en su competencia, por la parte demandada.

Resulta también descalificable lo decidido, cuando sostiene que no existe oportunidad preclusiva para declarar la incompetencia del tribunal, en tanto de la aplicación concordante de los artículos 7, 10, 352, 353 y 354, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, más la de los artículos 19, 80, 81 de la ley 18.345, surge reglamentado el procedimiento para su tratamiento y resolución, desprendiéndose de tales preceptos que la defensa de declinatoria debe ser resuelta en forma previa, ya que sólo se dará curso al resto del proceso y se analizarán las otras defensas, así como el ofrecimiento de sus pruebas, en caso de declarar el tribunal su competencia, lo cual se concilia con los principios de regularidad jurídica y economía procesal, que intentan evitar que las dilaciones innecesarias se traduzcan en una privación de justicia.

Tampoco resulta ajustado a las referidas previsiones legales, el haber ordenado el archivo de las actuaciones, en tanto y en cuanto no existe denegatoria del fuero federal, es decir que la causa pertenece a la misma jurisdicción nacional, y consecuentemente, debió remitírsela al juzgado tenido por competente, conforme lo dispuesto por el artículo 354, inc. 1 del código ritual. 

La norma legal que declara la improrrogabilidad de la competencia, aún la territorial, en materia de derecho laboral, tiene además del propósito de consagrar el principio del juez natural, un fin eminentemente tuitivo, al procurar el resguardo del derecho del trabajador, y, en la especie, su posible, alteración tampoco afectó la igualdad en el proceso, ni los derechos de la contraparte, que no se vio privada de ejercer su defensa; a lo que cabe agregar, que el actor, quien había consentido la competencia del tribunal, es el único perjudicado inocente de la actuación irregular del tribunal y del silencio que guardó la demandada frente al no tratamiento en tiempo oportuno de su planteo de declinatoria. 

Las formas rituales que regulan los procedimientos judiciales y establece el derecho adjetivo, tienen como finalidad, hacer viables y efectivos los derechos consagrados en las normas sustanciales y no su anulación o afectación.

Ha dicho, asimismo, la Corte de modo reiterado, que cabe prescindir del rigor formal en el planteo de las cuestiones de competencia, en acatamiento a imperativos de economía procesal, así como que tales planteamientos, en tanto conducen a configurar contiendas de competencia insustanciales, causan un grave daño a la buena administración de justicia.

Gudiño, Oscar Miguel c/ Austral S.A.

G. 233, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Intervención de terceros. Gravamen irreparable. Interpretación de la ley. Acceso a la justicia. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

En primer término, el fallo objetado, no obstante no constituir la sentencia definitiva que pone fin al proceso, ya que no se resuelve sobre el derecho sustancial reclamado, al agotar, definitivamente la discusión en torno a la pretensión de incorporar a la causa a una parte necesaria, en resguardo de los intereses de la demandada, le provoca a ésta, por ende un agravio de imposible reparación ulterior, lo cual configura el requisito de la definitividad requerida para habilitar el recurso. 

Por otra parte, si bien las objeciones del apelante se vinculan con aspectos referidos a la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal, propios de los jueces de la causa, y, en principio, ajenos a la instancia excepcional del recurso extraordinario previsto en el artículo 14, de la ley 48, tal circunstancia no resulta un óbice insalvable en el caso, si resurge un nexo directo e inmediato entre la decisión y las garantías constitucionales invocadas de defensa en juicio, acceso a la jurisdicción, y el derecho de propiedad, oportunamente introducidas por el recurrente, al resultar atendible la tacha de arbitrariedad, con arreglo a los agravios que encuentran sustento en las normas federales señaladas. 

En efecto, la ley de seguros, en su artículo 118, ha previsto la comparencia a juicio de la aseguradora del demandado, ya sea a pedido del propio actor, quién podrá obtener así la posibilidad de acceder también al derecho de reclamar la indemnización al tercero obligado a través del contrato de seguro, o bien a requerimiento del asegurado, que pretende mantener indemne su patrimonio frente al reclamo de la víctima del hecho dañoso, cuya responsabilidad se le imputa. 

Así, la naturaleza de tal citación, en los términos previstos en la ley de seguros, adquiere el carácter de obligada y necesaria, por cuanto la acción contra la aseguradora comprende una pretensión procesal que carece de autonomía y no puede ser escindida del reclamo contra el asegurado, extremo por el cual deben tramitar conjuntamente.

De igual manera, no resulta obstáculo para dicha citación, la circunstancia de que se haya producido con posterioridad al estado de la liquidación de la aseguradora, obligando, de tal modo, a la vía de la verificación, toda vez que las defensas que pudiera argüir la entidad de seguros a fin de evitar el cumplimiento de sus obligaciones nacidas del contrato, ya sea por iniciativa del actor o del demandado, llevan al estudio de circunstancias y hechos que seguramente deben ser analizados en la demanda civil, con el consiguiente peligro cierto de la existencia de cosa juzgada a su respecto y de la eventual contradicción en la inteligencia, por parte de los jueces, de los hechos y las normas aplicables, lo cual llevaría a un escándalo jurídico, que debe evitarse.

De lo expuesto, procede deducir que, al efectuar una aplicación literal de las normas, el juzgador se ha apartado del espíritu que las anima y les concede su verdadero sentido, produciendo, con ello, una sentencia arbitraria, con afectación de los derechos de defensa en juicio del asegurado, quien no podrá contar en dicho proceso con el resguardo del seguro, representado en su caso con el porcentual que le corresponda del patrimonio liquidado de la fallida; asimismo, también agravia lo resuelto al conjunto de los acreedores de la fallida aseguradora, que podrían ser representados en el juicio por el órgano liquidador, si en un futuro, el actor, quién no ha desistido de su derecho al respecto, se presentara a verificar su crédito.

De tal suerte se ha afectado el principio de acceso a la jurisdicción, el cual no sólo implica la posibilidad de acceder al órgano judicial, sino que ello se de en debida forma, cuando en la especie, dado el carácter inescindible de la acción contra la aseguradora, y de la iniciada contra el asegurado, le impedirá a éste su defensa en plenitud. 

Resulta, además, claro el vínculo directo entre la decisión y el mencionado agravio al derecho de propiedad del demandado -y del tercero a quien pretende citar - pues el asegurado no podrá contar con la respuesta de su asegurador frente a la decisión que lo obligue a pagar la indemnización, así como el asegurador, de su lado, corre el peligro cierto dé que deba responder por la condena contra el asegurado, ya sea por petición ulterior de éste, o del propio actor, el cual puede no accionar en el proceso civil contra el asegurador, sin perder su derecho a reclamar por vía de verificación, con el consiguiente agravio a los intereses del conjunto de los acreedores de la fallida, que al haberse visto impedidos de ejercer su defensa, podrán sufrir inermes la merma de las sumas a distribuir. 

Distinta suerte, en cambio, cabe al recurso extraordinario en cuanto deniega la aplicación del fuero de atracción de la liquidación respecto del proceso particular, ya que, conforme a lo dispuesto en la ley 24.522, en su artículo 133, no tiene efectos el fuero de atracción y se habilita la continuación del proceso ante el juzgado de origen, con la citad a representación del liquidador de la fallida, lo cual, además de constituir la inteligencia adecuada de las normas en juego, no produce afectación alguna a los derechos y garantías invocados.

Sol San Javier S.A. y Otros s/ Daños y perjuicios

L. 973, XXXII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Procedencia del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa L. 793, L. XXXII, “López, Raúl Emilio c/ Sol San Javier S.A. y otros s/ Daños y perjuicios”.

López, Raúl Emilio c/ Sol San Javier S.A. y Otros s/ Daños y perjuicios

L. 972, XXXII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

Régimen de consolidación de deudas. Reserva de la cuestión federal. Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. Preclusión. Denegatoria del recurso. 

El recurso de la accionada no puede prosperar. Ellos es así, toda vez que sus argumentos dirigidos a cuestionar la normativa de emergencia implementada por la ley 23.982, lejos de rebatir el resolutorio, resultan congruentes con sus términos, toda vez que por el mismo se admite su validez general, en tanto las restricciones a la propiedad que de ellas derivan sean impuestas por la necesidad de atenuar la crisis en las finanzas del Estado y siempre que de ello no resulte la pérdida de eficacia ejecutiva del decisorio, respecto de cual, solo se instala la discrepancia del presentante. 

Por su parte, sus objeciones relativas a la ausencia de una necesidad imperiosa en el actor de acceder a los rubros acogidos en la sentencia, basadas en que el mismo habría contado con el auxilio económico de su empleadora, además de fundarse en apreciaciones de hecho y derecho procesal, ajenas a esta vía recursiva, se revelaron tardías, toda vez que omitió evidenciar, en su oportunidad, la supuesta arbitrariedad subyacente a las mismas, habiendo precluído, una vez firme la resolución, la oportunidad procesal para objetarlas. 

Finalmente, tampoco el argumento referido a la expresa inclusión de estos créditos en el marco de la normativa cuestionada resulta apto para conmover los fundamentos de la sentencia, desde que dicha circunstancia deviene obvia toda vez que la cuestión gira, precisamente, sobre la corrección de su descalificación constitucional y habida cuenta del carácter de última ratio del ordenamiento jurídico que reviste la misma, circunstancia que exige, previamente, constatar si el dispositivo en cuestión incluye excepciones en favor de los interesados; como tuvo oportunidad de precisarlo la Corte al pronunciarse en la citada causa "Lachemet”, análoga a la presente.

En lo relativo a la impugnación del actor, ella debe desestimarse, toda vez que su crítica, inscripta en el marco de una causal de suma excepcionalidad como es la arbitrariedad, no evidencia sino la contrariedad y discrepancia del presentante con el criterio expuesto por el juzgador, mas no surge de sus términos porque la reparación de una afección espiritual resulta incompatible con una postergación como la admitida en el decisorio y ella, con la normativa invocada por el presentante. 

La crítica de los presentantes relativa al supuesto carácter constitutivo de la sentencia en materia de honorarios, a su calidad no accesoria al capital y a las etapas de labor profesional alcanzadas por la fecha de corte, no constituye sino la explicitación de un criterio diverso respecto del expuesto implícitamente por la juzgadora, que conlleva a la demostración del error presumiblemente atinente a aquel.

 

Gutiérrez, Alberto c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Daños y perjuicios

G. 468, XXXII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Indemnización por despido. Competencia federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al fallo de la causa S.C. N° 40, L. XXXI, “Nieve, Elpidio Tomás c/ Empresa Nacional de Correos y Telegráfos S.A. (Encotesa) s/ Indem.”

El recurso extraordinario es admisible en tanto la decisión del Superior Tribunal local denegó la competencia federal que invocó la demandada.

Soruco, Ramón Epifanio vs. Encotesa s/ Indemnización por despido

S. 1521, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Otorgamiento del beneficio. 

Se encuentran cumplidos los requisitos exigidos por los artículos 78 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación para la concesión del beneficio.

Jorda, Abel Jorge c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito)

J. 17, XXXI, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

Recursos

Juicios en que es parte una provincia. Daños y perjuicios. Beneficio de litigar sin gastos. Pronunciamiento inoficioso. 

Atento al estado del proceso y no existiendo en autos gastos a cargo del actor que puedan ser alcanzados por el beneficio solicitado, resultaría inoficioso un pronunciamiento de la Corte sobre la materia.

La Corte tiene dicho reiteradamente que no corresponde pronunciamiento alguno de la Corte, en los supuestos en que las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. 

 

Paloika, David Daniel c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios

P. 150, XXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Regulación de honorarios

Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación propuesta por la peticionaria, resulta ajustada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado, conforme con lo informado y las pautas indicadas en el artículo 29 de la ley 20.305.

Incidente de regulación de honorarios promovido por Salim Salomón (traductor árabe)

S. 143, XXIV, 15 de octubre de 1997

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer. 

La estimación propuesta por la peticionaria resulta ajustada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado, conforme con las pautas indicadas en el artículo 29 de la ley 20.305 y atento la desregulación que respecto al punto existe en esta capital. Sin embargo, al aceptar el cargo como al realizar la presente solicitud, no surge manifestación alguna que autoricen a tener  por cumplidos los requisitos exigidos en el artículo 347, primer párrafo, del Código de Procedimientos en Materia Penal y en el artículo 2, inciso b), de la ley 17.250. Por tal motivo, y sin perjuicio de considerar, asimismo, las normas emergentes del decreto 2284/91, resulta indispensable que la Corte, con carácter previo, exija el cumplimiento de tales recaudos.

Sumario instruido con motivo del Atentado de la Embajada de Israel “Incidente regulaciones de honorarios”

S. 143, XXIV, 20 de mayo de 1997

Ver dictamen

Traductores públicos. 

Es excesiva la estimación propuesta por la peticionante por la tarea cumplida, por lo tanto, sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2.284, atento la naturaleza,  extensión y complejidad del trabajo encomendado -art. 29, ley 20.305- es adecuado regular la suma solicitada.

Atentado Embajada de Israel (Gettner, Cecilia s/ Incidente de regulación de honorarios - Traductora de alemán)

S. 143, XXIV, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

La estimación propuesta por la peticionante resulta excesiva, toda vez que sólo se advierte la traducción de cinco fojas. Sin soslayar la consideración de las normas, emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado (art. 29, ley 20.305), es adecuado regular una suma inferior a la solicitada.

Maria A. Villa s/ Regulación de honorarios

S. 143, XXIV, 26 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284, atento la naturaleza,  extensión y complejidad del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- es adecuado regular los honorarios solicitados. 

Incidente de regulación de honorarios de Susana Marta Gorn. Traductora hebreo

S. 143, XXIV, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Para proceder a la regulación de honorarios corresponde previamente cumplir con los recaudos exigidos en el artículo 347, párrafo primero, del Código de Procedimientos en Materia Penal y en el artículo 2, inciso b), de la ley 17.250.

Laura Diana Tellarini s/ Regulación de honorarios

S. 143, XXIV, 26 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Remisión del expediente

Se solicita a la Corte Suprema que requiera la remisión de los autos caratulados "Rigolli, Ernesto e/ Osplad s/ Ejecución".

García, María Cecilia c/ OSPLAD s/ Homologación

COMP. 106, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 





Capítulo VIII

Derecho Procesal Constitucional

Acción de amparo

Cuestión abstracta. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 84, L. XXXIII, "Tognarelli, Héctor Daniel s/ Amparo".

Habida cuenta de no haberse dispuesto en la causa sentencia de condena alguna, susceptible de ser ejecutada, resulta abstracto cualquier pronunciamiento de la Corte al respecto.

Lafuente, Javier y Otros s/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Amparo

COMP. 85, XXXIII, 14 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Libre navegación. Puertos. Inconstitucionalidad. Doctrina de los actos propios. Improcedencia del recurso. 

Según doctrina uniforme de la Corte, el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, y debe probar, además, que ello ocurre en el caso concreto. 

Mas dicho requisito no se cumple en el sub lite, si se tiene en cuenta, que, los agravios que en definitiva invoca la accionante se relacionan con la revocación del permiso de uso del que gozaba y con las vías de hecho que imputa a la nueva permisionaria y que mal puede concluirse que sean directa consecuencia del traspaso a jurisdicción provincial de la sección del puerto de Buenos Aires.

Antes bien, dicho gravamen derivaría, en todo caso, como expresa la propia interesada, del "proceder ilegítimo" de las autoridades provinciales y, para conjurar tal situación, sólo puede ejercitar los remedios procesales que contempla la legislación aplicable, a los cuales deberá ceñirse, pues, resulta inadmisible el pretendido artilugio de retrotraer el traspaso de parte del puerto para lograr un nuevo pronunciamiento de las autoridades nacionales que, incluso desfavorable y por vía , de hipótesis, podría resultarle nuevamente.

En segundo lugar, cabe poner de resalto que el tribunal tiene reiteradamente dicho que el voluntario sometimiento sin reserva expresa a un régimen jurídico, a una decisión judicial o a una determinada jurisdicción, comporta un inequívoco acatamiento que fija la improcedencia de su impugnación posterior con base constitucional.

Resulta estrictamente aplicable la llamada teoría de los actos propios, conformada en reiterados pronunciamientos jurisprudenciales en particular de la Corte, entendida como la reprobación por el ordenamiento jurídico general de toda pretensión contradictoria con la propia conducta del interesado, sancionable -en sentido lato- mediante el temperamento de considerarla inatendible procesalmente. Dicha concepción, conforme se ha señalado insistentemente, vela por la coherencia en el comportamiento de los intervinientes en el proceso, imposibilitándoles contradecir en el juicio sus propios actos anteriores que sean jurídicamente relevantes.

Distribuidora Química c/ Subsecretaría de Puertos y Vías Navegables - Poder Ejecutivo Nacional- y Provincia de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986

D. 161, XXXII, 26 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Acción meramente declarativa

Ley provincial. Declaración de inconstitucionalidad. 

Remisión al dictamen de la causa H. 148, L. XXIX, "Hidroeléctrica El Chocón S. A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".

Central Pedro de Mendoza c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Accion declarativa

C. 713, XXXI, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa H. 148, L. XXIX, "Hidroeléctrica El Chocón S. A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".

Central Termoeléctrica Buenos Aires S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa

C. 834, XXXI, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Agentes diplomáticos

Citación judicial. Inmunidad de jurisdicción. Renuncia a la inmunidad. Manifestación expresa. 

Es doctrina reiterada del Tribunal que la renuncia al principio de inmunidad de jurisdicción de los agentes diplomáticos, establecido en el artículo 31 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, aprobada por el decreto-Iey 7672, ratificado por ley 16.478, ha de ser expresa (artículo 32.2.de esa misma Convención).

Resulta entonces que, atento el carácter funcional y no personal del privilegio en análisis, corresponde que la Corte convoque nuevamente al citado diplomático a prestar declaración en los términos del artículo 236 segunda parte del Código de Procedimientos en Materia Penal, bajo apercibimiento de convocarlo por la fuerza pública.

 

E. R., Pedro M. y M., Alejandro Mario s/ Contrabando

E. 120, XXVII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Contienda negativa de competencia

Acción de amparo. Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 279, L. XXXIII, "Incidente de medida cautelar en autos Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo".

Incidente de ejecución de honorarios en autos: Lancelle, Anna María Scocco de c/ Telecom Argentina STET_France Telecom S.A. s/ Acción de amparo y medida de no innovar

COMP. 320, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 279, XXXIII, “Incidente de medida cautelar en autos Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo”.

Álvarez, Juan Carlos c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo

COMP. 317, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 279, XXXIII, “Incidente de medida cautelar en autos Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo”.

Incidente de medida cautelar en autos "Correa, Ángel Gabriel c/ UNNE s/ Acción de amparo"

COMP. 315, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 279, XXXIII, “Incidente de medida cautelar en autos Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo”.

Incidente de medida cautelar en autos "Muzio de Estigarribia, Juana Nélida- por El Gauchito S.R.L. c/ Comisión Nacional de Transporte Automotor s/ Acción de amparo"

COMP. 319, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 279, XXXIII, “Incidente de medida cautelar en autos Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo”.

Incidente de medida cautelar en autos "Teler, José Luis c/ Dirección Nacional de Aduanas s/ Acción de amparo"

COMP. 316, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 279, XXXIII, “Incidente de medida cautelar en autos Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo”.

Incidente de planteo de nulidad en autos "Tomás Arias S.A.I.F.A. y M. c/ Resoluciones 385 artículo 4° y 2327 de la Secretraría de Agricultura, Ganadería y Afines de la Nación s/ Acción de amparo"

COMP. 314, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 279, XXXIII, “Incidente de medida cautelar en autos Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo”.

Tipoiti S.A. Textil Industria y Comercio c/ Fisco Nacional (DGI) s/ Repetición

COMP. 353, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Control de constitucionalidad. Juez previniente. Competencia nacional. 

Resulta de aplicación al caso, el criterio sustentado por la Corte en reiterada jurisprudencia, según el cual, todos los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden y deben, por expreso mandato de la Ley Fundamental, interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponda, sin perjuicio de que las cuestiones federales eventualmente comprendidas, puedan ser objeto de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario. 

Tratándose de una sentencia en un juicio por daños y perjuicios, originado en un accidente de tránsito, que viene tramitando ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil, y teniendo presente la facultad de la Corte para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas aunque no hubiesen sido parte en la contienda, corresponde al mismo Juzgado que previno realizar el control de la constitucionalidad de normas que puedan afectar al proceso sometido a su conocimiento.

Lo expuesto no significa reconocer que la demanda interpuesta por los actores reúna las condiciones de admisibilidad exigibles, desde que la Corte tiene dicho en abundante jurisprudencia, que en la etapa de determinación de la competencia, no corresponde abrir juicio respecto de la idoneidad de la vía elegida por aquéllos para hacer valer su pretensión.

 

Ferreira, María Angela y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 260/97 s/ Amparo Ley 16.986

COMP. 495, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Modificación de la competencia. Cámara nacional de apelaciones. Competencia provincial. 

Cabe recordar que la Corte tiene dicho reiteradamente que, las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aún en los casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes. Ello es así, porque la facultad de cambiar las leyes procesales es un derecho que pertenece a la soberanía y no existe derecho adquirido a ser juzgado por un determinado procedimiento, pues tales leyes son de orden público. 

En primer lugar, puesto que es indudable que la causa que tramita ante el Juzgado Federal de Primera Instancia provincial corresponde a la jurisdicción territorial de esa provincia. 

En segundo término, la Corte dispuso por Acordada n°41 del 17 de julio de 1996, que la habilitación de la Cámara Federal de Apelaciones provincial, creada por ley 23.650, quedase supeditada a la de los ministerios públicos que habrían de actuar ante ese tribunal, resultando así definitivamente instalada recién el 7 de noviembre, por Acordada N°65/98. En tales condiciones, en esta última fecha, la apelación se encontraba "pendiente de resolución" en los, términos del artículo 5° de la ley 23.850 y, el hecho de que la Cámara Federal provincial no haya dictado la sentencia interlocutoria correspondiente, dentro de los quince días de estar el expediente a despacho, plazo que fija el artículo 34, inciso 3° e) del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, no modifica, la naturaleza procesal' de "causa pendiente", no viéndose por ello afectado el principio de radicación, pues la causa continuará luego su trámite donde se entabló la demanda, es decir, ante el juez federal provincial.

Por último, el silencio de las partes ante la intimación a prestar el consentimiento expreso requerido por el artículo 5° de la ley 23.650, vendría a demostrar que la remisión de la causa al nuevo tribunal no les causa gravamen alguno, pudiendo entonces ser aceptados los fundamentos en que se basa la Cámara Federal provincial para dar por cumplido dicho requisito, sobre la base de la aplicación del artículo 919 del Código Civil y de la ley 4258 da creación de dicho tribunal.

 

Incidente de medida cautelar en autos "Zimerman, Ramón c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción de amparo"

COMP. 279, XXXIII, 08 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Contienda positiva de competencia

Acción de amparo. Servicio de radiodifusión. Servicio público. Organismos del Estado. Competencia federal. 

Según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a fin de resolver una cuestión de competencia se ha de tener en cuenta de modo principal, la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda. Al respecto tiene dicho reiteradamente el Tribunal que para decidir cuál es el juez competente, no cabe atenerse a la ley que en definitiva sea aplicable, sino a la que se invoca como fundamento de la acción intentada. 

En este sentido, la actora invocó desde el inicio de las actuaciones que, por su condición de organismo del Estado Nacional a cargo de la prestación de un servicio público de radiodifusión del Estado en una zona de frontera, la cuestión se halla regida por la Ley Nacional de Radiodifusión n° 22.285, en la que se establece que dichos servicios son de interés público y están sujetos la jurisdicción nacional. 

Lo expuesto resulta suficiente para pronunciarse a favor de la competencia federal en razón de la materia, ya que la acción de amparo entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional y en una ley del Congreso, resultando por lo tanto la predominante en la causa.

 

L.T. 12 "Radio General Madariaga" s/ Amparo

COMP. 497, XXXIII, 02 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Inhibitoria. Partidos políticos provinciales. Elecciones partidarias. Jerarquía constitucional. Competencia federal. 

En cuanto a la materia sujeta a dictamen la Corte tiene dicho reiteradamente que cuando una entidad política funciona tanto como partido provincial de distrito, pero con autoridades únicas a ambos fines, lo concerniente a la elección de autoridades internas partidarias se debe regir por normas federales y pertenece a la competencia de la justicia federal.

Corresponde dejar sentado que la solución propiciada encuentra su fundamento en los artículos 5° y 7° de la ley orgánica de los partidos políticos 23.298 y en el principio de supremacía del artículo 31 de la Constitución Nacional. 

 

Juzgado Electoral y de Registro de la Provincia de Tierra del Fuego s/ Pedido de inhibitoria

COMP. 228, XXXIII, 04 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones de competencia

Acción de amparo. Competencia por la materia. Ley federal. Telecomunicaciones. Competencia federal. 

Es aplicable al caso de autos la doctrina de la Corte, en cuanto a que resulta competente ratione materiae la justicia federal cuando la pretensión esgrimida por la actora se relaciona en último caso con el sentido y alcance de normas federales, como son las dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de facultades que le confiere la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798, máxime cuando está en juego la suspensión del referido servicio.

Zaccagnino Azzaretti, Fabio c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Amparo

COMP. 221, XXXIII, 23 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Discriminación. Partidos políticos provinciales. Competencia provincial. 

Al resultar de los términos de la presentación que la acción de amparo intentada tendría por objeto cuestionar la validez de actos realizados por la Junta Ejecutiva Provincial, y por aplicación, a contrario sensu, de la doctrina de la Corte que asigna competencia a la justicia federal para conocer acerca de las demandas de amparo que tienen por objeto examinar la validez de actos emanados del gobierno nacional, corresponde a la justicia local conocer el remedio intentado, más allá de que se encuentre o no configurada una infracción a la ley 23.592.

N., G. D. s/ Apelación

COMP. 1154, XXXII, 14 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Estado de incertidumbre. Servicio telefónico. Modificación de tarifas. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

En primer lugar, no se trata de un conflicto de competencia, puesto que no se ha desconocido al magistrado que lo plantea la facultad de conocer en el presente proceso. Cada uno de ellos asumió su competencia y, e n ejercicio de la misma, dictó la sentencia de fondo en un caso y, en el otro, la medida precautoria. Tampoco la situación descripta revela la existencia de un conflicto entre los jueces que entendieron en cada una de las causas. 

El a quo comunicó la sentencia de amparo dictada a favor del actor, conforme a la cual "respondiendo al alcance de la pretensión jurídica esgrimida, y con arreglo al derecho público subjetivo que se reconoce judicialmente al amparista, éste obtiene la decisión jurisdiccional que le ampara en el ejercicio de derechos logrados a partir de la emisión del Decreto 92/97...". 

La mera comunicación de la sentencia "a los efectos que hubiere lugar", sin una concreta petición de que se levante parcialmente la medida precautoria general dictada por el Juzgado Federal en lo Contencioso Administrativo, para posibilitar el cumplimiento de la sentencia a favor del amparista, no provoca un conflicto jurisdiccional, el que se presentaría sólo en el supuesto de una negativa de la Jueza capitalina a cumplir el acto requerido. 

Pero aún en el hipotético supuesto de que el Juez Federal de Córdoba pudiera imputar, a su similar de la Capital Federal, haberse negado a levantar parcialmente la medida de no innovar para posibilitar que la empresa facture el servicio telefónico del amparista, de conformidad con la tarifa aprobada por el Decreto N°92/97, tampoco se revelaría -el caso- como un conflicto jurisdiccional que deba ser resuelto por la Corte, en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58, por no ser el único órgano superior jerárquico común que pueda conocer del mismo.

Conforme a los términos de la norma citada y reiterada jurisprudencia del Tribunal, cuando el diferendo queda planteado entre jueces nacionales de primer a instancia, debe ser resuelto por la Cámara de que dependa el juez que primero hubiere conocido. 

En consecuencia, de considerarse configurado el conflicto judicial que se describe, debería ser resuelto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital.

En lo que se refiere en particular a los efectos inter partes de los pronunciamientos en materia de amparos, que "aun cuando el acto cuestionado sea reputado manifiestamente ilegal o arbitrario, los efectos del amparo se restringen a las partes del pleito". Se trata, de la aplicación del principio de la relatividad. Como el tercero ha sido ajeno a la relación procesal, la sentencia dictada en el amparo no lo beneficia ni perjudica. 

De lo dicho se sigue que, entre la sentencia dictada en el sub lite, que acoge la pretensión de amparo de un usuario concreto y singular obteniendo el reconocimiento de su derecho subjetivo a que se le facture el servicio telefónico según la tarifa aprobada por el Decreto N° 92/97, y una medida precautoria genérica, adoptada en un proceso incoado por el Defensor del Pueblo en defensa de derechos de incidencia colectiva, no existe una contradicción jurídica procesalmente insalvable. Ello así, por cuanto el usuario singular está investido de un derecho derivado de una norma jurídica individual (la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada) que debe ser cumplida por las accionadas.

No es ésta la oportunidad para analizar los alcances de la acción ejercida -por el Defensor del Pueblo-, con fundamento en el 2° párrafo del art. 43 de la Constitución Nacional; ni tampoco si el "rebalanceo" aprobado por el Decreto impugnado genera derechos de incidencia colectiva, en la medida que no parece que sus disposiciones beneficien ni perjudiquen, de manera general y uniforme, a todos los usuarios del servicio telefónico. 

Puede afirmarse -en orden a la resolución del diferendo aquí planteado- que el Defensor del Pueblo no puede sustituir al titular del derecho agraviado, menos aun cuando éste ya lo ha ejercido ante los estrados judiciales, y obtenido su reconocimiento con fuerza de verdad legal. 

Por lo expuesto y, atento el estado procesal de las causas en las que se habría configurado el presunto conflicto, las partes vencidas en el presente amparo deben procurar -en el proceso en el cual se decretó la medida de no innovar- su levantamiento parcial a fin de proceder a facturar el servicio telefónico del amparista, de conformidad con los términos de la sentencia. 

En consecuencia y, atenta la naturaleza reglamentaria del Decreto N° 92/97, cualquier debate respecto de los efectos erga omnes de una sentencia que acogiera la impugnación del mismo con base constitucional, resulta prematura; toda vez que la única sentencia firme pareciera ser, hasta el momento, la dictada en el caso y la misma se pronuncia a favor de la validez y vigencia del Decreto N° 92/97.

Por todo lo expuesto, es que no se ha dado un conflicto jurisdiccional que tenga que ser resuelto por la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto - ley 1285/58.

Tognarelli, Héctor c/ Estado Nacional y Telecom s/ Amparo

COMP. 84, XXXIII, 14 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Estado Provincial. Tercero coadyuvante. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

La Corte carece de competencia para pronunciarse sobre la admisión del tercero en una causa que no corresponde a su jurisdicción originaria, sino que ha llegado a su conocimiento excepcional y estricto por la vía de los recursos de apelación extraordinaria deducidos. En tales condiciones, resulta nítidamente aplicable la doctrina de la Corte de Fallos: 312:747, en el sentido de que el recurso previsto en el art. 14 de la ley 48 no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de las cuestiones que le son privativas. Por ende, la admisión o no de la provincia, en el carácter pretendido, compete al juez de grado. No obsta a esa solución el hecho de que el escrito de referencia fuera presentado en la Corte, pues al momento de llevarse a cabo dicho acto, ante sus estrados tramitaban las actuaciones, de tal forma que, desde el punto de vista procesal, sólo correspondía agregarlo y tenerlo presente para el momento en que, una vez resueltas las apelaciones extraordinarias, reasumiera su jurisdicción la Jueza de la causa, de quien es propio resolver las cuestiones de índole adjetiva. En cuanto a la pretensión procesal "derivada", que la peticionaria dedujera por "vía de inhibitoria", la misma resulta prematura y, en las presentes circunstancias, debe ser rechazada. Ello así, en cuanto se funda en el resultado eventual de la primera petición, es decir, en el supuesto de ser tenida por parte en el juicio de amparo incoado por el Defensor del Pueblo contra el decreto N° 92/97. De no darse esa hipótesis futura e incierta, el sub lite no corresponderá a la jurisdicción originaria del Tribunal. Lo tiene dicho la Corte: "La invocación de un supuesto de gravedad institucional no justifica el apartamiento del criterio según el cual la competencia originaria de la Corte se encuentra taxativamente limitada a los supuestos del art. 101 (texto anterior a la Reforma) de la Constitución Nacional y no puede ser extendida ni limitada por las leyes que la reglamentan."

La cuestión planteada por el representante de la provincia, no constituye acción o recurso alguno que, con arreglo a los artículos 116 y 117 de la Constitución y a las leyes que los reglamentan, habiliten la competencia originaria o apelada de la Corte Suprema, por lo que debe ser desestimada.

Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional-Poder Ejecutivo Nacional- s/ Amparo Ley 16.986

D. 218, XXXIII, 26 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Agentes diplomáticos extranjeros. Querellante. Declinatoria. 

Toda vez que ningún representante de ese país extranjero, que revista status de agente diplomático y resulte damnificado por el hecho de autos, ha solicitado formalmente ser tenido por parte querellante y no se advierte que, en el caso, se haya afectado el desempeño de las actividades propias de esa legación, hasta tanto no se acredite en el caso algunos de esos extremos, corresponde rechazar la declinatoria dispuesta por el magistrado federal.

Martin Thomas H. s/ Denuncia - Infracción al Artículo 141 y 166 inciso 2° del Código Penal

M. 53, XXXIII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Ley provincial. Devolución del expediente. Competencia provincial. 

Es criterio reiteradamente establecido por el Tribunal que la Corte Suprema de Justicia de la Nación carece de atribuciones para dirimir conflictos entre tribunales de una misma provincia y que se refieren a la organización y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, es decir, a situaciones que no exceden el ámbito normativo local, jurisdicción donde deben ser resueltos en los términos los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional.

Resulta oportuno recordar que no corresponde a la Corte determinar en concreto que tribunal debe entender en dichas contiendas ya que su dilucidación resulta de la aplicación que hagan de las leyes de provincia los órganos judiciales que ellas contemplan. Por ello, en esos casos, debe disponerse el envío de la causa a la Corte de la justicia local, para que dicho tribunal cumpla con la finalidad -que le es propia- de evitar que se produzca una efectiva privación de justicia.

 

Avanzino, Carlos Daniel c/ Provincia de Buenos Aires (Cámara de Diputados) s/ Cobro ordinario de pesos

COMP. 193, XXXIII, 05 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 84, L. XXXIII, "Tognarelli, Héctor Daniel s/ Amparo".

Corresponde desestimar lo afirmado por el peticionario en torno a la pretendida denegación de justicia que se habría configurado en los términos de Fallos: 313:1246, pese a no haberse cumplido los "trámites formales propios de una contienda de competencia".

En primer lugar, porque no se trata en el caso de conflicto de competencia alguno, positivo ni negativo, entre los tribunales que entendieron en cada una de las causas, pues cada uno de ellos asumió su competencia y, en ejercicio de ella, dictó la medida precautoria o la sentencia de fondo requerida en la causa respectiva. Más aún, el aducido "conflicto" no pretende ser sometido a decisión de la Corte por ninguno de esos jueces sino por una de las partes sobre las que recaen las decisiones.

En lugar de tratarse en el caso de un conflicto entre jueces, se trata en realidad, de la aducida contradicción entre resoluciones judiciales dictadas en causas distintas que están sólo "aparente", si se repara en que cada una de ellas se refiere a distintos actores.

Por lo expuesto, de ninguna manera cabe acceder a la pretensión de autos, tendiente a "modificar el curso regular de los procesos”.

Kammerath, Germán (Secretario de Comunicaciones de la Presidencia de la Nación) s/ Solicitud de intervención del Tribunal

K. 16, XXXIII, 14 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Devolución del expediente. Superior Tribunal de Justicia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Álvarez, Julio Roberto y otros s/ Acción de amparo

COMP. 341, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Antilef, Ana María s/ Acción de amparo

COMP. 243, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Blanco, Miriam y otros s/ Acción de amparo

COMP. 342, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Castellano, Matilde c/ Acción de amparo

COMP. 247, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Criado, Marial y otro s/ Acción de amparo

COMP. 257, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Currual, Elsa y otros s/ Acción de amparo

COMP. 242, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Curunao, Néstor y otros s/ Acción de amparo

COMP. 250, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Delgado, María y otros s/ Acción de amparo

COMP. 340, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Díaz, Rosa del C. y otros s/ Acción de Amparo

COMP. 335, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Fernández, Walter y otros s/ Acción de amparo

COMP. 345, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Foures, Cecilia Inés s/ Acción de amparo

COMP. 253, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Galvan de Varela, María y otros s/ Acción de amparo

COMP. 244, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Garrido, Jorge y otros s/ Acción de amparo

COMP. 338, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Ibarra, Margarita y otros s/ Acción de amparo

COMP. 252, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Leiva, Julia Rosa y otros s/ Provincia de Río Negro s/ Amparo

COMP. 240, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Novak, Marcos s/ Acción de amparo

COMP. 245, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Painebilo, Zunilda y otros s/ Acción de amparo

COMP. 241, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Paredes, Griselda L. y otros s/ Acción de amparo

COMP. 237, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Paz Barreto, Daniel y otros s/ Acción de amparo

COMP. 337, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Petinari De Porta, Estela s/ Acción de Amparo

COMP. 344, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Poli, Luis y otros s/ Acción de amparo

COMP. 249, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Ríos, Alicia S. y otros s/ Acción de amparo

COMP. 336, XXXIII, 11 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Riquelme, Susana s/ Acción de amparo

COMP. 248, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Sánchez Decarfagnini, Laura s/ Acción de amparo

COMP. 239, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Saracho, Marcela s/ Acción de amparo

COMP. 246, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Spessot, Aldo Darío y otros s/ Acción de amparo

COMP. 236, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Treuque, Claudia s/ Amparo

COMP. 238, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Walters, Pedro Alejandro y otros s/ Acción de amparo

COMP. 251, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Medidas cautelares. Servicio público telefónico. Tarifa telefónica. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 84, L. XXXIII, "Tognarelli, Héctor Daniel s/ Amparo".

No se ha dado en el caso un conflicto jurisdiccional que tenga que ser resuelto por la Corte Suprema, en los términos del art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58.

Unión Industrial de Córdoba s/ Medida cautelar

COMP. 83, XXXIII, 14 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Robo. Agentes diplomáticos extranjeros. Declinatoria. 

Toda vez que ningún representante de ese país extranjero, que revista status de agente diplomático y resulte damnificado por el hecho de autos, ha solicitado formalmente ser tenido por parte querellante y no se advierte que, en el caso, se haya afectado el desempeño de las actividades propias de esa legación, y hasta tanto no se acredite en el caso algunos de esos extremos, corresponde rechazar la declinatoria dispuesta por el magistrado federal.

K., Ute s/ Denuncia

K. 4, XXXIII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Demanda laboral

Remisión al dictamen de la causa F. 633, L. XXXI.

Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza (FATLYF) c/ Cooperativa de obras y servicios públicos de Río Tercero s/ Demanda laboral

F. 651, XXXI, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Hábeas corpus preventivo

Denegatoria del recurso. 

Remisión a los dictámenes de las causas C. 1928, L. XXXII, "Cabrera, Héctor E. (Int. U. 7) s/ Habeas corpus"; L. 195, L. XXXII, "Lara, María Verónica s/ Habeas corpus"; y M. 1979, L. XXXII, “Morales, Alfredo J. (lnt. U. 7) s/ Interpone habeas corpus".

Dr. Carlos M. Figueroa Vicario interpone recurso de hábeas corpus preventivo a favor del Dr. Ramón E. Saadi

F. 239, XXXII, 17 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Ley provincial

Declaración de inconstitucionalidad. 

Remisión al dictamen de la causa H. 148, L. XXIX, "Hidroeléctrica El Chocón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa", resuelto de conformidad por la Corte Suprema en su sentencia.

Empresa Distribuidora Norte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Inconstitucionalidad

E. 103, XXXI, 15 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Medidas para mejor proveer

Solicita medida para mejor dictaminar.

Núñez, María Lourdes c/ Ulloa, José Humberto s/ Tenencia (Beneficio de litigar sin gastos)

COMP. 28, XXXIII, 12 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Solicita medida para mejor dictaminar.

La actora s/ Exportadora Buenos Aires Sociedad Anónima c/ Holiday Inn's Worldwide

E. 347, XXXII, 12 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

Solicita medida para mejor dictaminar.

Paloika, David c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños

P. 150, XXII, 12 de marzo de 1997

Ver dictamen

 

A fin de mejor dictaminar, se solicita remisión de expediente.

Pinetta, Amalia Elisa Eudorika c/ Yoma, Zulema Fátima y otro

P. 488, XXXIII, 14 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

A. d. H., María Teresa s/ Prescripción- causa N° 28.434-

A. 570, XXXIII, 10 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Romero, Susana Ema y Romero, Julieta María c/ Dubra de Romero s/ Incidente- civil

COMP. 827, XXXIII, 22 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Gonfiantini, Matilde Adela s/ Sucesión testamentaria

COMP. 330, XXXIII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Toribio, Tamara c/ Buenos Aires s/ Daños y perjuicios

T. 436, XXXI, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Queja por denegación del recurso extraordinario

Acción contencioso administrativa. Pensión vitalicia. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Denegatoria del recurso. 

Cabe señalar, por un lado, que en la sentencia recurrida, los jueces indicaron que, tanto de las expresiones vertidas en el debate parlamentario previo a la sanción de la ley en cuestión, cuanto del contenido de su decreto reglamentario, surgía claramente que fue intención del legislador que el beneficio sólo se otorgara a quienes, luego de ocupar alguno de los cargos que enumera la norma, hubieran permanecido residiendo en la provincia. Por el otro, pusieron de relieve que la asignación de que se trata, era exorbitante del campo de la seguridad social, por lo que, en consecuencia, no cabía extenderle las pautas interpretativas originadas en las peculiaridades de este último. 

Los argumentos esgrimidos por el apelante, que, son mera repetición de lo alegado en anteriores instancias, resultan ineficaces para conmover estas conclusiones del fallo, ya que lo que se encuentra en juego es la interpretación de normas de derecho público local, y la inteligencia que los magistrados les han dado, más allá de su acierto o error, no puede ser cuestionada mediante la doctrina de la arbitrariedad, ni ofenden, por ende, ninguna garantía de la Constitución Nacional, por lo que no es del caso revisar lo decidido en autos. 

Máxime cuando dichas aseveraciones de los jueces se muestran conformes con pautas que en la materia sentara reiteradamente la Corte: una que es válido condicionar la obtención de beneficios a los que no se tenía derecho, como parece ser, con toda evidencia, la situación bajo examen; la restante, que por tratarse de un beneficio previsional especial, su interpretación debe efectuarse con criterio estricto y riguroso. 

Procede, en fin, poner de resalto que tampoco se alcanzó a fundar un apartamiento de prueba decisiva, ya que al considerar el Tribunal Provincial que no son aplicables al caso los precedentes que el recurrente invocara, en los que se otorgaron pensiones graciables bajo la misma norma legal y las mismas circunstancias, dio razones posibles en el marco de su potestad jurisdiccional, desde que el sentenciador no se encuentra obligado por ningún precedente. Máxime que, asimismo, no se lesionaría la garantía de la igualdad, como se sugeriría, por cuanto la Corte tiene dicho que el agravio de esa índole se configura si la desigualdad emana del texto mismo de la norma y no de la interpretación que pudiere haberte otorgado sucesivamente la autoridad encargada de hacerla cumplir. Además, el recurrente no se hace cargo, de las extensas consideraciones que los jueces formularon sobre el punto.

 

Brandam Baya, Luis Emilio c/ Gobierno de la Provincia de Santa Cruz

B. 311, XXXI, 18 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Acción de amparo. Competencia. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 

Es reiterada doctrina de la Corte, que las decisiones en materia de competencia no constituyen resoluciones recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo cuando media denegación del fuero federal o en otras hipótesis excepcionales que permiten equipararlas a pronunciamientos definitivos, supuesto que no se configura en el caso, máxime cuando, más allá de que ambas jurisdicciones son nacionales, la decisión en recurso vino a sostener la excepcional.

Costa Ovidio L. c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos

C. 1375, XXXII, 23 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Es reiterada doctrina del tribunal, que las decisiones en materia de competencia no constituyen resoluciones recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo cuando media denegación del fuero federal o en otras hipótesis excepcionales que permitan equipararlas a pronunciamientos definitivos, supuesto que no se configura en el caso de especie, donde por el contrario, más allá de que ambas jurisdicciones son nacionales, la decisión en recurso vino a sostener la excepcional.

Rivarola Coelo, José s/ Jubilación

R. 1233, XXXII, 23 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Reiteradamente la Corte expresó que las decisiones en materia de competencia no constituyen resoluciones recurribles para la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo cuando media denegación del fuero federal o en otras hipótesis excepcionales que permitan equipararlas a pronunciamientos definitivos.

Bolec, Carlos c/ Administración Nacional de la Seguridad Social

B. 400, XXXII, 23 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Administración fraudulenta. Prescripción de la acción penal. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

Ante todo, cabe poner de resalto que la Corte tiene establecido que resoluciones como la recurrida resultan equiparables a sentencia definitiva, en la medida que ponen fin al pleito e impiden su continuación, causando un gravamen de imposible reparación ulterior.

Sentado ello, la crítica del apelante remite al examen tanto de hecho y prueba como de derecho común y procesal, cuya revisión, por regla, resulta extraña a la instancia extraordinaria. Sin embargo, corresponde hacer la excepción, posible a ese principio cuando, como en el sub judice, se ha otorgado un tratamiento inadecuado a la controversia suscitada que torna descalificable lo decidido con sustento en la tacha de arbitrariedad.

Humberto G. V. c/ S. G., Eduardo Alberto y otros s/ Administracióin fraudulenta

S. 1545, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Cobro de sumas de dinero. Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Juez natural. Defensa en juicio. Presentación extemporánea. Resoluciones equiparables a definitiva. Discrepancia del recurrente. Beneficio de litigar sin gastos. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 

Los fundamentos recursivos de la apelante no son suficientes para habilitar la instancia extraordinaria. Ello es así por cuanto, aquella no trajo desde su origen, agravios constitucionales vinculados a las potestades de jurisdicción de los tribunales argentinos frente a los extranjeros en el marco del artículo 5, inciso 3, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, relativos a la determinación, por razón del lugar, de los jueces que habrían de entender en la controversia. 

En efecto, en ningún momento se introdujo en el proceso cuestión alguna desde la perspectiva de encontrarse en tela de juicio normas de jurisdicción internacional que revistieran naturaleza  federal, aspecto que, resultaba indispensable a fin de que este remedio excepcional deviniera admisible.

En ese ámbito conceptual, resulta de aplicación al sub-lite la reiterada jurisprudencia de la Corte que ha establecido que las cuestiones de competencia no constituyen "prima facie" sentencia definitiva del pleito en los términos del artículo 14 de la ley 48. Esta jurisprudencia reconoce excepción sólo en aquellos casos en que los temas debatidos remitan a la consideración de puntos regidos por disposiciones constitucionales o al alcance asignado a cláusulas de un tratado internacional.

Ello no ocurre en el sub-lite, pues la apelante se limitó, centralmente, a discutir y disentir con los argumentos del a quo relativos a la naturaleza jurídica del contrato que celebraron las partes, lugar del cumplimiento de dicha relación jurídica y domicilio de la demandada, cuestiones todas ellas de derecho común, procesal y fáctico ajenas a esta vía de excepción. 

El Tribunal tiene reiteradamente dicho que la doctrina que asimila las resoluciones sobre competencia a sentencias definitivas, sólo se refiere a los casos en que la jurisdicción nacional surge de la naturaleza de las normas que rigen la causa o de las personas. 

Sin embargo, tal regla no es aplicable cuando, como ocurre en el sub-judice el debate se ciñe a un problema de orden territorial; desde que sólo en el primer grupo de casos la resolución impugnada afectaría de modo no susceptible de reparación ulterior un privilegio federal. 

En tales condiciones, no cabe atribuir a la decisión atacada alcance definitivo a los fines del artículo 14 de la ley 48, toda vez que si bien ella importa privar a la apelante de la jurisdicción de los tribunales argentinos para hacer valer sus derechos, no se advierte que esté de por medio el eventual acceso a la instancia federal por razón de la materia o de las personas ni que medie un problema que afecte directa e inmediatamente a la soberanía nacional o agravios de naturaleza constitucional. Tampoco se aportaron elementos de juicio que permitan determinar acabadamente si la situación encuadra en el supuesto contemplado por el artículo 116 última parte de la Constitución Nacional, desde que ni siquiera sé ha rozado la problemática que estudia el Derecho de extranjería, relativa a los diferentes criterios de atribución de nacionalidad a las personas jurídicas.

En oportunidad de interponer el recurso extraordinario, la recurrente invocó el principio del juez natural y la afectación del derecho de defensa en juicio consagrado por el artículo 18 de la Constitución Nacional. Sin perjuicio de la extemporaneidad de dicha argumentación puesto que, debió ser invocada y sostenida en todas las instancias judiciales, ella no resulta atendible atento a que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido reiteradamente que la garantía del juez natural consiste en la voluntad de asegurar a los habitantes de la Nación una justicia imparcial, cuyas decisiones no pudieran presumirse teñidas de partidismo para el justiciable, completando el pensamiento de implantar una justicia igual para todos, que informa la abolición de los fueros personales. 

Es más, a partir de dicho principio, lo que persigue la Constitución es repudiar el intento de privar a un juez de su jurisdicción en un caso concreto y determinado, para conferírsela a otro que no la tiene, en forma tal que, por este camino indirecto, se llegue a constituir una verdadera comisión especial disimulada bajo la calidad de tribunal permanente de que se pretende investir a un magistrado de ocasión. Estas situaciones, aparecen alejadas de toda presunción del intérprete, desde que la anterior instancia ha atribuido competencia a tribunales de EE.UU., que ya están interviniendo en otra controversia entre los litigantes. Esa circunstancia, por ende aleja todo peligro en orden a la posibilidad de una hipotética denegación internacional de justicia. 

AI ser ello así, cuestiones relativas a la distribución de causas por razón del territorio, es extraña a la garantía de los jueces naturales y ajena, por tanto, al recurso extraordinario.

Finalmente, y en cuanto s e refiere a los agravios relativos al punto de partida de los efectos que provoca la iniciación de un reclamo de litigar sin gastos, es criterio sostenido por la Corte que dicha cuestión resulta irrevisable por la vía excepcional del recurso extraordinario.

 

Exportadora Buenos Aires S.A. c/ Holidays Inn´s Worldwide Incorporated

E. 347, XXII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 

Corresponde admitir esta queja con arreglo a la doctrina de la Corte sobre sentencias arbitrarias. En efecto, si bien como afirma el tribunal a quo, la materia fundamental de la acción deducida remite, principalmente, al análisis de normas de derecho común, resultan aceptables las críticas del recurrente en el sentido de que el Juzgador omitió resolver cuestiones oportunamente propuestas por su parte y conducentes para el resultado final del litigio.

En tal sentido, resulta válido recordar que el Máximo Tribunal ha sostenido que las decisiones judiciales que omiten considerar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la solución del juicio, carecen de base adecuada para sustentarlas y deben descalificarse. Ello es así, desde que, a despecho del grado de acierto o error de la alegación expuesta, los justiciables tienen el derecho constitucional a que el sentenciador atienda, con razones puntuales, a todas aquellas argumentaciones que aparezcan como conducentes para la defensa de sus derechos, so consecuencia de vulnerar las garantías previstas por el art. 18 CN. Ese Alto Cuerpo ha admitido que comportan tales, las defensas no consideradas en una instancia anterior, dado el rechazo del reclamo basado en otros fundamentos, pero cuyo tratamiento resulta inomitibIe para la Alzada que decidió revertir el fallo y acoger la pretensión.

Elsa Vázquez s/ Aadi Capif Asociación Civil Recaudadora c/ Establecimiento Kronos y otros

A. 139, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Propiedad intelectual. Reproducción de fonogramas. Decreto reglamentario. Reserva de la cuestión federal. Falta de legitimación para obrar. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. 

El recurso extraordinario resulta procedente en tanto se ha decidido la invalidez de decretos emanados del Poder Ejecutivo Nacional, al haber sido declarados inconstitucionales por extralimitación de las facultades reconocidas en el texto fundamental al órgano encargado de la reglamentación de la ley. La Corte ha decidido de modo reiterado que resolver si ha mediado exceso en el ejercicio de atribuciones constitucionales, plantea cuestión federal suficiente que habilita la apertura del recurso extraordinario. 

Tiene dicho la Corte que, declarar la inconstitucionalidad de una norma, es un acto de suma gravedad institucional, a cargo del Poder Judicial de la Nación, que constituye la última ratio del orden jurídico; en este sentido, dicho poder, para ejercer la elevada función de control de constitucionalidad de las leyes, debe imponerse la mayor mesura, en respeto a las facultades propias y exclusivas de los otros poderes del Estado y en virtud del respeto irrestricto al principio de división de los poderes, pilar del sistema, republicano. 

El dictado de los llamados reglamentos de ejecución, facultad del Poder Ejecutivo Nacional, reconocida en el artículo 99, inciso 2°, tiene como fin, según lo ha reconocido la Corte en fallos reiterados y la doctrina de modo concordante, completar la ley, regulando los detalles indispensables para asegurar, no sólo su cumplimiento, sino también los fines que se propuso el legislador al sancionarla, a raíz de lo cual devienen tan obligatorios como la misma ley, mientras sus disposiciones se mantengan dentro de las limitaciones establecidas en la Constitución Nacional. 

En este orden de ideas, se ha reiterado, "que no vulneran el principio contenido en el artículo 99, inciso 2° de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada", "así como que la conformidad que debe guardar un decreto, respecto de la ley, no consiste en una coincidencia textual entre ambas normas, sino de espíritu". 

En esa inteligencia, del texto literal de los decretos en cuestión y de su comparación con lo establecido en la ley 11.723, no se desprende que el contenido de los primeros, haya desnaturalizado o alterado la finalidad perseguida por el legislador, cual es, en lo esencial, la protección de los derechos del intérprete y productores de fonogramas, asignándoles la percepción de una retribución. Tales decretos reglamentarios, no hacen sino establecer un sistema que viene a posibilitar el ejercicio del derecho reconocido que se procura resguardar mediante el régimen legal y no a impedirlo, más allá de la conjetura acerca del eventual perjuicio que se podría derivar de la aplicación de una tarifa preestablecida, por resultar insuficiente en relación a las potenciales pretensiones del beneficiario de la ley, si éste quisiera reclamar una suma mayor por la difusión de su interpretación o el uso de la grabación, conjetura que, por cierto, sólo podrían invocar los beneficiarios.

Con relación a esto último, en la causa ha mediado planteo y posterior admisión de inconstitucionalidad, a partir de los agravios invocados por la demandada, quien no tiene legitimidad para hacerlo, al extremo que se limitó a invocar los derechos e intereses en abstracto del intérprete o el productor del fonograma. Empero, el usuario demandado no ha desconocido su obligación de pagar por el uso o difusión de la obra, que se genera en la ley, sino que viene a discutir el sistema implantado por vía reglamentaria, con fundamento en un perjuicio conjetural que se le podría causar al autor o intérprete, al no distinguir, el sistema de licencia legal, jerarquías, calidades, fama u otras diferencias que pudieran habilitar al titular del derecho, a reclamar una regalía de mayor cuantía, posibilidad ésta que aparece coartada por el hecho de que la misma es tarifada y no sujeta a un contrato a celebrar con el usuario.

Ha objetado, asimismo, la creación mediante disposición legal de una asociación que se ocupa de recaudar y distribuir los derechos que los autores e intérpretes, imponiendo una representación que también pone en tela de juicio el usuario demandado, objeción que de igual modo tampoco se halla legitimada para realizar, ya que al efectuarla el demandado no actúa por un interés propia, ni ha invocado que haya sido delegado por algún titular, para incoarla en su nombre.

De igual manera, de la lectura del conteste de demanda, que demarca la continencia de la Litis, no se desprende que quien invoca el exceso reglamentario, haga alusión a un agravio concreto a sus intereses o derechos, con lo cual la pretensión viene a constituirse en una suerte de pedido de declaración en abstracto de inconstitucionalidad del decreto, decisión ésta que le está vedado emitir a los jueces.

En cuanto a la alusión referida al eventual reclamo que pudiera hacer el intérprete al usuario, con fundamento en la invalidez del pago hecho a quien no corresponde, a más de no haber sido tal cuestión planteada por la demandada como defensa sustancial, de falta de legitimación activa, si se consideraba que no era el actor quien se hallaba legitimado a reclamarle el pago, se trata de una observación que no fue recogida en la sentencia de primera instancia, confirmada en las sucesivas instancias, omisión que no mereció objeción oportuna por la demandada, motivo por el que ahora solo aparece como el fruto de una reflexión tardía. 

Por último, la aludida inconstitucionalidad de los decretos reglamentarios, por constituir una facultad no delegada por las provincias, que se han reservado la posibilidad de adecuar las normas nacionales al ejercicio de su poder de policía, a más de no haber sido mantenida luego de su rechazo en la sentencia del superior, por tratarse de una norma emanada del Poder Legislativo Nacional en el ejercicio de las facultades delegadas en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, el órgano habilitado para su reglamentación es el Poder Ejecutivo Nacional, conforme surge de las facultades constitucionales otorgadas en el artículo 99, inciso 3°.

Por lo demás, resulta innecesario entrar en el análisis del artículo 56, de la ley 11.723, para determinar si crea un sistema de licencia legal o contractual, o diferente a la situación, regulada en su artículo 2°, o si, a la luz de las disposiciones de las leyes 23.921, o 24.425 y los tratados con jerarquía superior incorporados en el artículo 75, inciso 22 de la Constitución Nacional, cabe admitir la administración colectiva de los derechos de propiedad intelectual.

A.A.D.I.C.A.P.I.F. Asociación Civil Recaudadora c/ Hotel Mon Petit y otro s/ Ordinario

A. 935, XXXI, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Concurso preventivo. Competencia. Tribunales provinciales. Derechos y garantías constitucionales. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Debe declararse la improcedencia del recurso, en virtud de que la Corte tiene dicho, de manera reiterada, que no son factibles de ser revisadas por la vía excepcional de la ley 48 las decisiones de los tribunales provinciales que deniegan recursos locales, máxime cuando, como en el caso, es meridianamente clara la improcedencia de los planteos acerca de la violación a principios constitucionales, por resultar insustanciales. 

El recurso extraordinario ha sido denegado, en respeto a la jurisprudencia reiterada del alto tribunal, que declara la falta de definitividad de tales decisiones, lo cual bastaría para la desestimación de la queja, pero corresponde poner de relieve que el fundamento central de los agravios, es que las sucesivas decisiones judiciales no resolvieron las cuestiones constitucionales planteadas, relativas a la falta de jurisdicción y competencia del tribunal que se halla entendiendo en la causa, lo cual no resulta ajustado a lo que surge de las constancias del sub lite, donde tanto el fallo del tribunal de segunda instancia, como el Superior de la Provincia han destacado la existencia de tales atributos con fundamento en la legislación local. 

Resulta indiscutible que la provincia, al crear los tribunales y determinar el ámbito de actuación, ha dado nacimiento a la capacidad jurisdiccional de los mismos y ha delimitado su competencia, en el ejercicio de facultades y atribuciones propias y que surgen de la propia Constitución Nacional, las que no pueden ser objeto de cuestionamiento so pena de vulnerar el principio básico de la forma del Estado Federal. 

Además, es doctrina de la Corte que las modificaciones de la competencia por virtud de la decisión legislativa, que distribuye la asignación de las causas entre distintos tribunales, en la medida que no constituya la creación de comisiones especiales, destinadas al juzgamiento en particular de determinados litigios, no provocan afectación al principio del juez natural.

 

Uvexport S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente incompetencia s/ Incidente casación

U. 17, XXXIII, 29 de septiembre de 1997

Ver dictamen

 

Costas. Cuestiones procesales. Cuestión de derecho común. Cuestión de derecho público local. Denegatoria del recurso. 

Cabe advertir que, en cuanto el recurso se dirige a cuestionar la decisión del Tribunal Superior de la Provincia que denegó, por razones formales, la apelación local es improcedente por tratarse de una cuestión ritual resuelta sin arbitrariedad manifiesta, y , de otro lado, en tanto se dirige a cuestionar la sentencia de cámara, deviene improcedente por inoportuno, ya que la Corte tiene dicho que el plazo para deducir la apelación del recurso del artículo 14 de la ley 48 es perentorio y no se interrumpe por la presentación de recursos declarados improcedentes por razones formales.

Por lo demás, el propio recurrente ha reconocido, de manera expresa, a lo largo de las diversas presentaciones y vías impugnativas, que ha ejercido en autos, que existe una vía ordinaria o de pleno conocimiento, donde podrá discutir válida y ampliamente la existencia de la deuda y sus alcances, lo que acredita la falta de definitividad de la decisión sustancial que afecta la procedencia del recurso, máxime cuando la resolución del superior provincial, así lo dejo consignado.

Sin perjuicio de ello, la vía intentada tampoco resulta hábil en cuanto está dirigida a discutir cuestiones de derecho común y procesal, y normas de derecho público local, como son las referidas a las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y a la forma en que ejercen su ministerio, en virtud del respeto debida a las atribuciones de las provincias para darse sus propias instituciones y regirse por ellas, lo que encuentra suficiente reconocimiento en la norma fundamental del Estado.

Finalmente, cabe poner de relieve que las supuestas cuestiones constitucionales que debieron ser tratadas por el Tribunal Superior de la Provincia, cuales son la inconstitucionalidad de los requisitos que impone la norma procesal para habilitar el recurso extraordinario local, no guardan relación directa e inmediata con la solución del litigio, razón por también éste debe ser desestimado.

Bucciarelli, Ana María c/ Ganadería El Fortín S.R.L.

B. 281, XXXII, 19 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones de competencia. Indemnización por accidente de trabajo. Daños y perjuicios. Desistimiento del recurso. 

Por principio, con arreglo a reiterada jurisprudencia de la Corte, los autos que deciden cuestiones de competencia, salvo que denieguen el acceso a la jurisdicción de los tribunales de la Nación, al no configurar sentencia definitiva, no son apelables por la vía del art. 14 de la ley 48; lo que, como se sabe, no se suple con la alegación de arbitrariedad, cuando, aún situados en la postura más favorable al presentante de admitir arbitrarias las razones del tribunal a quo, fracasa en su intento por evidenciar la actualidad del gravamen y su eventual irreparabilidad. 

Ello es así, desde que sólo de admitir el Juzgado Laboral al que se remitan las actuaciones, su competencia con arreglo a las disposiciones de la ley 24.557, cancelando, por esa vía, la posibilidad del reclamante de acceder a una reparación basada en el derecho común, se suscitaría, eventualmente, un gravamen con los alcances requeridos por la normativa precitada. 

De inhibirse, en cambio, los magistrados del fuero del trabajo, resultaría un conflicto jurisdiccional respecto del que la normativa ha previsto un trámite distinto del correspondiente a la apelación federal, encomendado a ese Alto Cuerpo en los casos de inexistencia de un superior común a los contendientes, al que, eventualmente, correspondería acudir de verificarse sus extremos en la especie.

Sierra, Carlos Alberto c/ Transporte de caudales Juncadella S.A. s/ Daños y perjuicios

S. 528, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones de competencia. Juicio ejecutivo. Sentencia no firme. Falta de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso. 

El recurso de queja no prosperar, toda vez que la Corte tiene dicho de modo reiterado que las resoluciones sobre competencia que no deniegan el fuero federal, no constituyen sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48; máxime habiendo recaído en un juicio ejecutivo, insusceptible, por regla, de tratamiento por la vía extraordinaria. Por lo demás, también ha sostenido que la fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo rechazó el remedio extraordinario. 

El presentante no logra evidenciar la irreparabilidad del agravio, toda vez que nada le impide intentar la ejecución del acuerdo supuestamente incumplido ante la jurisdicción del domicilio de la accionada; donde, por otra parte, suscribiera el convenio. En otras palabras, nada le impide, frente a la inhibitoria dispuesta por la justicia ordinaria del trabajo de Capital Federal, ocurrir ante otro juez en la búsqueda de la tutela de los derechos que estima desconocidos ausencia que, según reiterada jurisprudencia de la Corte, no se suple con la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni con la pretendida arbitrariedad del decisorio.

Balcedo, Jorge Alberto c/ Continental Armadores de Pesca S.A.

B. 608, XXXIII, 19 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Daños y perjuicios. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa C. 168, L. XXXIII, "Corvino Claudio Oscar c/ Establecimiento Frigorífico Azul S.A. s/ Recurso de hecho”.

Ponce, María Margarita c/ Establecimiento Friogrífico Azul S.A. s/ Daños y perjuicios

P. 204, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 

 

 

Cabe rechazar la queja, toda vez que, además de no cumplir con el requisito de fundamentación suficiente, desde que no desacredita los fundamentos en los que el a-quo se basó para denegar el recurso extraordinario, este último se halla dirigido a cuestionar un decisorio que resuelve una excepción sobre la supuesta incompetencia territorial del tribunal de la causa, motivo por el que no reviste el carácter de sentencia definitiva, y al no mediar tampoco denegatoria del fuero federal, no resulta factible habilitar el remedio excepcional que se intenta. 

De todos modos no se advierten argumentos suficientes que pudieran acreditar el supuesto perjuicio irreparable que se alega, a fin de cumplimentar el requisito indicado en el párrafo precedente, ni la relación directa con principios constitucionales al no existir arbitrariedad manifiesta en el fallo, el que cuenta con fundamentos normativos y de hecho, que impiden descalificarlo como acto jurisdiccional.

Corvino, Claudio Oscar c/ Establecimiento Friogorífico Azul S.A. s/ Daños y perjuicios

COMP. 168, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Escribanos públicos. Ejercicio profesional. Sanciones disciplinarias. Destitución. Inhabilitación perpetua. Inconstitucionalidad. Desproporcionalidad de la pena. Tribunal de superintendencia notarial. Prescripción. Confirmación de sentencia. 

Profesiones liberales.

No media un supuesto de voluntario sometimiento al régimen jurídico de la ley 12.990 que obste a su ulterior impugnación constitucional de acuerdo con lo declarado por la Corte en Fallos: 299:373 y 300:51, 62, 147 y 480, entre otros. Si bien solicitó su matriculación en los términos de la mencionada ley, no puede soslayarse que ese era el único camino posible para acceder al ejercicio de su profesión de escribana.

Los agravios atinentes a la presunta colisión entre preceptos constitucionales y una norma local que integra el ordenamiento legal del notariado resultan eficaces para habilitar la instancia extraordinaria pues constituyen cuestión federal en los términos del art. 14 de la ley 48.

La Corte tiene dicho que, si bien es facultad del Gobierno Nacional determinar los requisitos con sujeción a los cuales han de expedirse los títulos habilitantes para la práctica de las profesiones liberales por parte de las universidades cuyos planes de estudio puede dictar el Congreso Nacional, es atribución de las provincias reglamentarias en tanto y en cuanto la reglamentación no enerve el valor del título respectivo ni invada el régimen de la capacidad civil. 

No cabe considerar alterado un derecho por la reglamentación de su ejercicio, ya que el requisito que establece la necesaria matriculación no contraría la Constitución Nacional pues, mediante dicha exigencia, la provincia ejerce el poder de policía que corresponde reconocerle.

Dicha doctrina es aplicable al sub lite para descartar la pretendida inconstitucionalidad de la ley 12.990 por tratarse de una ley local que anularía un título nacional, como el de escribano público, ya que, en realidad, dicho ordenamiento, por un lado, no ha venido sino a reglamentar su ejercicio, y por otro, tal reglamentación rige únicamente en la Capital Federal y en el territorio nacional.

Dijo el Tribunal, al pronunciarse acerca de la validez constitucional del art. 52, inc. f) de la ley 12.990 y al juzgar sobre el particular status de los escribanos, que la reglamentación a que puede someterse el ejercicio de las profesiones liberales, ofrece un aspecto esencial tratándose de ellos, porque la facultad que se les atribuye de dar fe a los actos que celebren conforme a las leyes, constituye una concesión del Estado acordada a la calidad de funcionario o de oficial público que corresponde a los escribanos de registro. 

La atribución o concesión de facultades tan delicadas tiene su necesario correlato en las exigencias y sanciones que la reglamentación contiene, en el sentido de revocar aquel atributo cuando la conducta del escribano se aparte de los parámetros que la ley establece para tutelar el interés público comprometido. No es, entonces, el Estado quien a su capricho puede retirar la facultad asignada, sino el sujeto quien voluntariamente se margina al dejar de cumplir los deberes a su cargo.

También ha declarado el Tribunal que la sanción prevista en el art. 52, inc. f) de la ley 12.990, lejos de ser arbitraria o desnaturalizar el derecho constitucional de trabajar, guarda adecuada proporción con la necesidad de tutelar el interés público comprometido.

No se ha probado la "muerte civil" de la quejosa, debido al carácter permanente de la sanción, toda vez que la impugnante no ha dado razones suficientes que permitan concluir en la imposibilidad sine die de volver a ejercer funciones notariales. En efecto, si bien el art. 4° de la ley 12.990 veda el acceso a los que, por inconducta o graves motivos de orden personal o profesional fueran descalificados para el ejercicio del notariado, no hay elementos suficientes que permitan concluir que el Colegio de Escribanos, frente a las disposiciones indicadas, no meritúe la conducta de la recurrente en el futuro y estime superadas con el tiempo transcurrido las causales de inhabilidad para ejercer funciones fedatarias, toda vez que el régimen no trae una disposición expresa que impida absolutamente el reingreso.

La destitución aplicada trae como consecuencia la cancelación de la matrícula, la vacancia del registro y el secuestro de los protocolos; pero en modo alguno impide que el profesional utilice los conocimientos que ha adquirido y que acredita con el título universitario que se le confirió, en empleos públicos o privados, donde encuentre campo para aplicarlos. 

Es improcedente en su aspecto formal el recurso extraordinario basado en sostener la injusticia, desproporción, incoherencia, y enormidad de la pena impuesta, comparada con la falta cometida, puesto que no consiste en un delito de los contemplados por el Código Penal ni en una transgresión a la buena fe de los clientes, ya que el análisis de tales argumentos remite a cuestiones de hecho, prueba y derecho común y local, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario.

Lo decidido por el Tribunal de Superintendencia del Notariado sobre el punto no exhibe un vicio que permita descalificar su validez en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, conforme a lo declarado por la Corte en Fallos: 315:1370.

Si bien la Corte tiene dicho que, por configurar la pena de destitución la de mayor gravedad contemplada en la ley 12.990, su aplicación necesariamente debe limitarse a aquellos casos en que la importancia de la infracción realizada no genere disyuntiva posible, con respecto a que el sumariado carece de las exigencias éticas y profesionales necesarias para cumplir con la función de fedatario público, ello no empece a la solución discernida en el caso.

El ocultamiento imputado a la escribana está referido nada menos que a una destitución que, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 4°, inc. f) de la ley 12.990, constituye un impedimento para ejercer funciones notariales dentro de su ámbito de aplicación territorial, de tal forma que, prima facie, no parece para nada irrazonable que la nueva destitución decidida a raíz de ello venga a poner las cosas en el mismo estado que se quiso evitar mediante la omisión de informar la anterior de que había sido objeto.

Tampoco es susceptible de ser analizado en la instancia excepcional el agravio referido a la prescripción de los efectos de la primera destitución que le fue impuesta a la escribana, toda vez que, pese a que la recurrente aduce que la pena se agotó con su cumplimiento, no se hace cargo de lo expresado por los integrantes del Tribunal de Superintendencia del Notariado respecto a que esa destitución tiene carácter perpetuo y definitivo en los términos del art. 32, incs. 7° y 8° de la ley 9020 de la Provincia de Buenos Aires. Es doctrina de la Corte que carece de la debida fundamentación, el recurso extraordinario en el que no se ha efectuado una crítica concreta de todos y cada uno de los fundamentos expuestos en el fallo apelado.

Los agravios de que se trata remiten a la interpretación de las citadas normas de índole local y de las contenidas en la ley 12.990 tema que, igualmente, resultaría ajeno a la vía excepcional del art. 14 de la ley 48. 

Lo resuelto en torno a que el instituto de la prescripción no es aplicable a supuestos como el de autos, donde se trata de una pena cumplida, encuentra apoyo en suficientes argumentos de derecho común que, al margen de su acierto o error, obstan a la descalificación de lo decidido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

Colegio de Escribanos de la Capital Federal s/ Situación planteada con la matriculación de la escribana Laura Nedoch matrícula N° 4.303

C. 1656, XXXII, 08 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Filiación matrimonial. Asesor de menores. Legitimación procesal. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Debido proceso. Procedencia del recurso. 

La cuestión en debate en esta instancia extraordinaria, versa sobre la razonabilidad del rechazo de la legitimación del Ministerio Público Pupilar para ejercitar la acción de impugnación de filiación matrimonial, intentada en el proceso. 

Además, se debate si están justificadas, fáctica y jurídicamente, las apreciaciones de la Alzada relativas a la inexistencia, en el caso, de las condiciones a las que debe ceñirse el ejercicio de la acción y a su aptitud o eficacia para superar eventuales desmejoras en la situación del menor.

Aun cuando las objeciones expuestas a este respecto, remiten al estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y común, ajenas por su naturaleza a la instancia del art. 14 de la ley 48, ello no impide a la Corte conocer de la apelación con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que por esta vía se tiende a restaurar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso.

El estudio de los antecedentes del caso que efectúa la Cámara no se ajusta a las reglas de la sana crítica, pues, no resulta razonable su apreciación de que no se advierten desmejoras "evidentes" en los derechos o en la persona del menor. No se entiende la razonabilidad de una exigencia como la introducida, en orden a que las desmejoras "luzcan con evidencia", apriorísticamente, de las actuaciones máxime, tras sostener la legitimidad de la intervención del Ministerio Pupilar, “ceñida a la demostración evidente de que no entablarla suscita al menor desmejoras graves en su persona o en sus derechos”; demostración que la propia Sala abortara con su rechazo. Siendo ello así, la apreciación del a quo relativa a la existencia o no de desmejoras, sólo resultaba compatible con el adecuado examen previo de las probanzas a producirse en estos actuados.

La resolución de Sala, con el efecto equiparable al de un virtual rechazo "in limine" de la pretensión, le impidió al Ministerio Público acreditar la existencia de las desmejoras aludidas en el pronunciamiento de la Alzada, determinando la virtual irrevisabilidad de la situación del niño, hasta el momento en que él alcance su minoridad adulta, con menoscabo de la evidente finalidad tuitiva perseguida por el legislador al prever la defensa apropiada de los derechos del menor, respaldada por la especial consideración que fuera conferida a la materia en tratados internacionales de jerarquía constitucional, tales como la Convención sobre los derechos del Niño, donde se estableció el compromiso de los Estados de dar al menor oportunidad de ser escuchado en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante u órgano apropiado, con arreglo a las normas de procedimiento de la ley nacional; posibilidad que le ha sido denegada al menor, en la especie, aún por la vía indirecta que puede implicar el análisis psicológico y vincular de su situación personal con respecto a la familia y su medio, igualmente, abortado por el decisorio. 

En materias como la presente, en que se encuentra implicada en la controversia de fondo, la situación fáctica y jurídica de una persona menor de edad, cuyo interés sustancial debe salvaguardar sustancialmente esta jurisdicción, resulta desaconsejable un excesivo apego a estimaciones de rigor formal, debiendo por el contrario, ponderarse siempre "el interés superior del menor", según reza el art. 3° de la Convención de los Derechos del Niño, principio que constituye un instrumento técnico jurídico que provee una pauta objetiva para la resolución de estos conflictos, debiendo definirse la cuestión siempre en favor de lo que resulte de mayor beneficio para el menor. Resultan por demás inconducentes las apreciaciones procesales del a quo en orden a la configuración de un sostenimiento inadecuado por el Ministerio Pupilar del recurso ante la Alzada.

En circunstancias en que verosímilmente puede hallarse en crisis tanto la identidad estática del niño -su filiación biológica- como su identidad dinámica -de quien se siente y desea ser hijo-, no corresponde que se cierre la puerta a la posibilidad de iniciar una indagación que permita despejar las dudas que se han razonablemente instalado respecto de la situación familiar del menor. 

El fallo no constituye, en los términos de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad, una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa, circunstancia que determina la existencia de una relación directa e inmediata entre lo resuelto y las garantías constitucionales relativas a la defensa en juicio y al debido proceso.

El derecho a la identidad del niño posee jerarquía constitucional, circunstancia que obliga a reconocerle carácter federal a la materia.

Mediante las acciones de impugnación de paternidad matrimonial y reclamación de filiación extramatrimonial por parte de quien ejerce la representación promiscua de un menor, se busca salvaguardar un derecho personalísimo que se encuentra no solamente en la base de lo que denominamos acciones de estado, sino en la personalidad misma del individuo; esto es, el derecho a la identidad. El derecho a ser uno mismo y no otro, a encontrarse sustentado sobre las raíces que dan razón al presente, a la luz del pasado, que permite vivir una historia única e irrepetible, lo que resulta esencial y de inestimable valor en las etapas de la vida en las cuales la personalidad se consolida y estructura y que, precisamente, por su carácter substancial, determina como dañosa cualquier restricción que impida su ejercicio.

La Convención sobre los derechos del Niño, ratificada por ley 23.849, ha establecido el alcance de ese derecho en sus artículos 7 y 8. Además, la Corte sindicó el derecho a la identidad personal como uno de los derechos fundamentales comprendidos en el marco tutelar del art. 33 de la Constitución, y agregó que "el normal desarrollo psicofísico exige que no se trabe la obtención de respuesta a esos interrogantes vitales. La dignidad de la persona está en juego, porque es la específica verdad personal, es la cognición de aquello que se es realmente, lo que el sujeto naturalmente anhela poseer, como vía irreemplazable que le permita optar por un proyecto de vida, elegido desde la libertad".

La Corte ha establecido, asimismo, que los niños -a más de la especial atención que requieren de quienes están obligados a su cuidado, de los jueces y de la sociedad toda-, no pueden, sino, ser sujetos y nunca objetos de derechos de terceros asumiendo el mandato de privilegiar el interés del menor, tal como lo consagra el artículo 3° de la Convención precitada, cuando dispone que en todas las medidas a adoptar por tribunales y órganos públicos en general, concernientes a éstos, se atenderá siempre al "interés superior del niño", salvaguardando su derecho substancial a ser oído -por sí o sus representantes-.

Al involucrar la cuestión la inteligencia de tratados internacionales como la referida Convención sobre los Derechos del Niño, y suscitando, su interpretación, cuestión de trascendencia federal a los efectos de la vía extraordinaria, sólo cabe concluir la procedencia de la vía invocada.

O., S. A. c/ O., C. H.

O. 28, XXXII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Integración del tribunal. Jueces naturales. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 

Cabe observar que los jueces destacaron que el avocamiento al estudio y emisión de su voto por el magistrado convocado fue anterior a la asunción del nuevo titular, cuya integración efectiva a la Sala, si bien tuvo lugar el mismo día en que se dictó el pronunciamiento en recurso, lo fue cuando éste ya había sido firmado y protocolizado. Como el recurrente no se hace cargo de la mencionada afirmación ni intentó demostrar su inexactitud, resulta que no puede alegar como lo hace, que existen en el caso irregularidades graves que conllevan la violación de las normas vigentes relativas a la integración de los tribunales, y, aún menos, a la garantía del juez natural.

Si al extremo invocado, se agrega que la Corte estableció reiteradamente que lo atinente a la constitución e integración de tribunales colegiados, así como las cuestiones relativas a la forma de emitir su voto, es ajena, por su naturaleza procesal, a la instancia extraordinaria, resulta claro que el agravio no es eficaz para modificar en este punto el decisorio en recurso, y que, por ende, al no guardar éste relación directa con las garantías que se dicen vulneradas, corresponde desestimar la queja.

Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza c/ Cooperativa de obras y servicios públicos de Río Tercero

F. 633, XXXI, 25 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Juicio ejecutivo. Fianza. Constitución en mora. Liquidación. Fundamentación del recurso. Falta de agravio concreto. Inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 

Si bien las decisiones recaídas en juicios ejecutivos no constituyen, en principio, la sentencia definitiva que exige el artículo 14 de la Ley 48, cabe asignar tal carácter al pronunciamiento que confirmó lo resuelto sobre la fecha de constitución en mora, desde que, al no poder ser discutido en juicio ordinario posterior, dicho tema cae dentro de las previsiones del artículo 553, párrafo cuarto, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Conforme lo tiene establecido la Corte en abundante jurisprudencia, a los fines de una adecuada fundamentación del recurso extraordinario, cuando se invoca la falta de consideración de determinados elementos de juicio, no basta con señalarlos, sino que es preciso también, demostrar su conducencia para variar el resultado de la cuestión.

Los argumentos del recurrente se centran en que la decisión impugnada habría resuelto sobre la fecha de constitución en mora, en base a una pieza que resultaría ineficaz, por haber sida dejada sin efecto, antecedente que no habría ponderado la Suprema Corte provincial, ya que, de haberlo hecho, sus conclusiones serían opuestas a las que alcanzó. Sin embargo, omite indicar, fundamentar, y demostrar, si hubo o no mora, y, en su caso, cuál es la fecha de la misma. O, dicho de otro modo, a qué solución debiera haber llegado la sentencia para el reconocimiento de los derechos que pretende vulnerados, desde que no manifiesta cual es la incidencia concreta que habría tenido en el resultado de la causa, el examen de las piezas a las que alude.

En este marco, el recurso resulta inadmisible, por cuanto no aparece acreditada por el recurrente, la existencia de un gravamen concreto, es decir, en qué medida, una distinta inteligencia de la cuestión incidiría en una solución diferente del caso. En efecto, el peticionante sostiene que en las decisiones adoptadas en el proceso, existió un apartamiento de las constancias objetivas de la causa, en violación a las garantías de propiedad y defensa en juicio, pero no acredita el menoscabo patrimonial sufrido, cuando el remedio deducido sobre la base de la violación de garantías constitucionales requiere, para su procedencia, la demostración del perjuicio que efectivamente haya ocasionado la lesión a esos derechos, es decir, el correcto señalamiento de la incidencia que ella ha tenido en la decisión atacada, extremo que no acontece cuando el quejoso no controvierte la eficacia de los demás elementos probatorios tenidos en cuenta por el juzgador. Por otra parte, debe descartarse la arbitrariedad invocada, cuando los agravios reiteran asertos ya vertidos al cuestionar la sentencia del juez de grado, y se vinculan con argumentos referidos a cuestiones de hecho y prueba que, al margen de su acierto o error, bastan para acordarle validez al decisorio que se impugna. Sobre el particular, las quejas del recurrente no guardan relación con los elementos de juicio obrantes en la causa, desde que la resolución de la Cámara, que lo deja sin efecto, se limita a sostener que en el proceso de quiebra, no corresponde fijar la fecha de la mora, pero reitera el valor de los datos objetivos que contienen la anteriores comunicaciones.

La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales.

Frente a la tacha de inconstitucionalidad de los artículos 280 y 285 de Código Procesal Civil y Comercial, el apelante no realizó el esfuerzo de debida fundamentación que exige la inteligencia de la Ley Fundamental, como un conjunto armónico. En efecto, su impugnación resulta genérica y escueta, no siendo suficiente para que la Corte Suprema ejerza en el caso la atribución que reiteradamente ha calificado como la más delicada de las funciones que pueden encomendarse a un tribunal de justicia. Ello es así, pues la descalificación constitucional de una norma, es un acto de suma gravedad institucional que debe ser valorado a modo de última ratio del orden jurídico. Máxime cuando la Corte, en su doctrina de Fallos: 316:64, ya se ha pronunciado positivamente sobre la validez de las normas cuestionadas, lo que obligaba al recurrente a efectuar una adecuada crítica a tales consideraciones.

Banco de Londres de América del Sud c/ Casal Héctor José y otra s/ Ejecutivo

B. 294, XXXIII, 23 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa R. 950, L. XXXI, "Ramos, Néstor Horacio s/ Delito de robo calificado y abuso deshonesto reiterado" y, S. 708, L. XXXII, "Sola, Ricardo S. s/ Queja".

F., Luis s/ Infracción Ley 23.737 - Causa N° 473

F. 238, XXXIII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Medidas cautelares. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

La Corte tiene reiteradamente dicho que las decisiones referidas a medidas cautelares no constituyen sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48, a lo que cabe puntualizar que en el sublite nada obsta a que los actores replanteen el pedido ante el Juez Provincial cuya competencia para entender en él asunto se declare, circunstancia que refuerza la falta de definitividad aludida.

La mera enumeración dogmática, sin ningún desarrollo, de las supuestas consecuencias institucionales de la medida que se discute, no alcanza para fundar la invocada gravedad institucional del caso, en el marco de la excepcional doctrina de la Corte al respecto, la cual establece que no cabe hacer lugar a la invocación de la gravedad institucional si el punto no fue objeto de un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera indudable la concurrencia de esa circunstancia.

Vizioli, Mario E. y otros c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires

V. 110, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Obras sociales. Estado Mayor General del Ejército. Régimen de consolidación de deudas. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

Más allá de la reiteración de las argumentaciones expuestas en el recurso extraordinario, esta presentación directa, carece de sustento, ya que la Corte tiene reiteradamente dicho que la fundamentación de la queja debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los motivos por los cuales el a quo rechazó el remedio intentado.

Ello, en rigor, no acontece en el sublite, toda vez que la presentación, se extiende a reiterar los argumentos expuestos en el principal relativos a la aplicabilidad del precedente invocado y a especificar que por ella también se cuestionó la aplicación del régimen de consolidación de deuda al Estado Mayor del Ejército, así como a reproducir su desarrollo relativo a la supuesta validez de la resolución ministerial, mas, sin aportar elemento valedero alguno que evidencie el error en que habría Incurrido el sentenciador al rechazar el recurso federal por incumplimiento del requisito del planteamiento oportuno. de las cuestiones.

En este sentido, cabe recordar que conforme a reiterada jurisprudencia de la Corte -salvo casos de manifiesta arbitrariedad- la decisión del tribunal superior de la causa que declara inoportuno el planteamiento de la cuestión federal, deviene irreversible en la instancia extraordinaria, dada la naturaleza procesal de la materia.

 

Fernández, Secundino Juan c/ Estado Nacional Argentino -Ministerio de Defensa- Estado Mayor General del Ejército y otros

F. 1176, XXXII, 17 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Pensiones. Derecho al beneficio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

La aplicación inmediata -no retroactiva- de la ley 5.447, encuentra debido sustento en la circunstancia de que cuando entró a regir, la interesada se hallaba investida del "status" de pensionada, que la hacía acreedora a prestaciones en curso de cumplimiento, o, en otros términos, que la constituía en sujeto de una relación no agotada.

Es doctrina de la Corte que en esta materia lo esencial es cubrir riesgos de subsistencia, cuidando que el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción, por lo que no debe llegarse al desconocimiento de derechos sino con extrema cautela, razón por la cual resulta de estricta justicia que si el legislador estimó que la unión de hecho no conllevaba la extinción de la pensión, tal beneficio debe alcanzar a todos aquellos que se encuentren en una situación análoga, pues es también jurisprudencia del Tribunal que constituye una primordial regla de interpretación la armonización de los preceptos legales con los principios y garantías de la Constitución Nacional.

Amerisse, Nancy Teresa c/ Caja de Previsión Social de la Provincia y Provincia de Salta

A. 207, XXXI, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Protección de la tercera edad. Omisión de considerar cuestión propuesta. Procedencia del recurso. 

La omisión de los jueces de analizar y dar respuesta a todos los argumentos con los que la parte fundamentó su posición, se tradujo, en el caso, en la privación de la posibilidad de demostrar que se puede acceder a un derecho que posee raigambre constitucional, circunstancia que se muestra reñida con la cautela que el Tribunal declaró exigible para llegar al desconocimiento de los beneficios como el que se solicita en autos.

Monguzzi, Adila Mabel c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria Comercio y Actividades Civiles

M. 262, XXX, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Sentencia arbitraria. Despido. Salarios caídos. Interpretación de la ley. Inmunidad de jurisdicción. Existencia del agravio. Gravamen irreparable. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Justicia nacional del trabajo. Procedencia del recurso. 

El recurso federal denegado por el a quo resulta formalmente procedente. Ello es así, pues se han puesto en tela de juicio disposiciones de naturaleza federal, y la decisión recaída en la causa ha sido contraria al derecho que en ellas fundó el apelante. Por otra parte, la cuestión atinente a la inmunidad de jurisdicción de los estados extranjeros, concierne, según jurisprudencia de ese Alto Tribunal, a un "principio elemental de la ley de las naciones", que, por lo mismo, traduce su inequívoco carácter, federal y determina que su inteligencia deba ser establecida por la Corte. 

En cuanto al alcancé definitivo del decisorio apelado, ese Alto Cuerpo ha sostenido, reiteradamente, que a los fines dispuestos por el art. 14 de la ley 48, sentencia definitiva no es sólo la que concluye el pleito, sino también aquella con consecuencias frustratorias respecto del derecho federal invocado, por su tardía o imposible reparación ulterior, criterio, este último, aplicable a la causa, habida cuenta que lo decidido impide a la demandada en forma definitiva hacer valer de manera eficaz la inmunidad que reclama, cuyo carácter de derecho que requiere de tutela inmediata fue admitido por la Corte, en atención a que su menoscabo no es reparable a través de un juicio ordinario, lo que resulta, asimismo, referible a la pretendida jurisdicción originaria. Nada obsta a ello, el criterio de Fallos: 295:176,185 y 316:3111, dada la índole excepcional de tal solución, fundada en lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, in fine, del dec-ley 1285/58.

En lo atinente a la inmunidad que se invoca, cabe referir que, en efecto, como se precisó en "Manauta...", no existen tratados de derecho internacional referidos a la demandabilidad de los estados extranjeros, a diferencia de lo que ocurre con determinados agentes diplomáticos y consulares y con los organismos especializados de las Naciones Unidas; circunstancia que no fue óbice, sin embargo, al dictado de disposiciones destinadas a su regulación como el art. 24, inc. 1, dec-ley 1285/58. Por él, se dispuso no dar curso a la demanda contra un estado extranjero sin requerir en forma previa su conformidad para ser sometido a juicio. 

Si bien como expresó la Corte, la redacción de dicho artículo no conduce necesariamente a inferir la adopción de la teoría clásica de la inmunidad absoluta en la materia, tampoco introduce textualmente la distinción entre los actos de gobierno realizados por el Estado extranjero en su calidad de soberano y actos de índole comercial o de derecho. Dicha cuestión, sin embargo, fue zanjada por el Tribunal en oportunidad de fallar la causa precitada, ocasión en que se pronunció en favor de la segunda hipótesis; más tarde receptada, en forma expresa, por la ley 24.488, la que enumera una serie de casos en que no resulta admisible la invocación del privilegio. 

Más allá de la vinculación que puedan tener las labores del actor con las tareas específicas del organismo, ha de entenderse que aquéllas, dada su naturaleza e índole meramente auxiliar, no pueden quedar comprendidas entre las acciones que atañen al iure imperii; a lo que se añade que el cumplimiento de las obligaciones que de ellas eventualmente se deriven, en modo alguno puede afectar el normal desenvolvimiento de la Agencia ni sus tareas de cooperación técnica; lo que torna referible al presente, las consideraciones expuestas por la Corte en ocasión de sentenciar "Manauta", a cuyos términos cabe remitir en lo pertinente en mérito a la brevedad. No obsta a ello, la objeción de la accionada relativa a la supuesta aplicación retroactiva de dicho precedente, desde que agravios de tal índole pueden predicarse respecto de ciertas previsiones normativas; mas no acerca de interpretaciones distintas de un mismo texto legal; máxime, si como en el presente, ella encuentra su justificativo en la necesidad de adecuar dicho precepto a las actuales circunstancias de las relaciones internacionales.

Dicha solución, por otra parte, resulta coincidente con la prevista por la ley 24.488, que excluye la posibilidad de invocar, justamente, tal prerrogativa en lo que atañe a cuestiones laborales, texto legal que, por cierto, refuerza su validez en tanto no ha hecho sino recoger el estado normativo actual del derecho internacional, como la Corte lo declara en el citado "Manauta", al decir que "empero, a la vista de la práctica actual divergente de los Estados, ya no es posible sostener que la inmunidad absoluta de jurisdicción constituya una norma de Derecho Internacional general, porque no se practica de modo uniforme ni hay convicción jurídica de su obligatoriedad.". Finalmente, tampoco cabe atender a la afirmación de la accionada según la cual el Japón contaría con un régimen particular de inmunidad, respecto del cual gozaría de derechos adquiridos, toda vez que dicho aserto, al carecer de todo desarrollo y precisión, no excede de un mero enunciado dogmático.

En lo que concierne al agravio vinculado con la supuesta jurisdicción originaria que correspondería a los estados extranjeros, sabido es que no gozan de tal privilegio, toda vez que, conforme el art. 101, CN -actual 117- no revisten la calidad de aforados.

Igual conclusión cabe referir a las consideraciones de la recurrente relativas a la presunta denegatoria del fuero federal, ya que, como la Corte tuvo oportunidad de precisarlo, la Justicia Nacional del Trabajo, ejerce una jurisdicción de la misma naturaleza que el resto de los tribunales nacionales; circunstancia que impide pueda considerarse que ha existido, en rígor, denegatoria de tal fuero, desde que lo garantizado por la Constitución Nacional respecto del extranjero, en ese sentido, es la intervención de los tribunales de la Nación.

Saravia, Gregorio c/ Agencia Internacional del Japón Asociación civil sin fines de lucro

S. 304, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

El recurso de la accionada no puede prosperar, toda vez que la Corte tiene dicho de modo reiterado que las resoluciones sobre competencia que no deniegan el fuero federal, no constituyen sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48. Por lo demás, también ha sostenido que la fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo rechazó el remedio extraordinario.

Ello no acontece en el sub-lite, en tanto aún situados en la postura más favorable al presentante, de admitir arbitrarios los argumentos del a quo que fundaran la denegatoria, subsiste su fracaso en evidenciar la existencia de un gravamen actual y concreto y su eventual irreparabilidad, desde que no logra acreditar que el decisorio favorable a la jurisdicción nacional comprometa las garantías señaladas en su recurso o cause indefensión, frente a la evidencia -por otra parte, admitida por la propia recurrente- de que su domicilio social se encuentra, efectivamente, en Capital Federal -más allá de la existencia de establecimientos en otras jurisdicciones- y en tanto no se individualizan ni acreditan perjuicios efectivos ala defensa en juicio provocados por dicha decisión, en particular, pruebas o defensas de que se vio privado y su incidencia para el pleito. Se agrega a ello, la doctrina de la Corte relativa a que la distribución de competencias entre los tribunales permanentes del país, es cuestión extraña a la garantía de los jueces naturales, y ajena al recurso extraordinario.

Nada obsta a ello, la alegación de gravedad institucional formalizada que reitera la efectuada en el principal, en tanto la misma, carece de desarrollo, ni excede, por ende, de la mera afirmación dogmática, en el marco de la excepcional doctrina de la Corte respecto de su admisibilidad, que exige un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera indubitable su concurrencia.

Cornejo, Héctor c/ Establecimiento Frigorífico Azul S.A.

C. 2223, XXXII, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Queja por recurso denegado

Incompetencia. Denegatoria del recurso. 

Es reiterada doctrina de la Corte, que las decisiones en materia de competencia no constituyen resoluciones recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo cuando media denegación del fuero federal o en otras hipótesis excepcionales que permitan equipararlas a pronunciamientos definitivos.

Marino, María de Califano c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria Comercio y Actividades Civiles s/ Recurso de inaplicabilidad de ley

M. 347, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Recurso de inconstitucionalidad

Juicios en que es parte una provincia. Tributos. Doctrina de los actos propios. Denegatoria del recurso. 

Resulta oportuno recordar que la Corte tiene reiteradamente dicho que el sometimiento voluntario y sin reserva expresa a un régimen jurídico, obsta a su ulterior impugnación con base constitucional.

En autos, resulta estrictamente aplicable la llamada teoría de los actos propios, conformada en reiterados pronunciamientos jurisprudenciales, en particular del Máximo Tribunal, entendida como la reprobación por el ordenamiento jurídico general de toda pretensión contradictoria con la propia conducta del interesado, sancionable -en sentido lato- mediante el temperamento de considerarla inatendible procesalmente. Dicha concepción, conforme se ha señalado insistentemente, vela por la coherencia en el comportamiento de los intervinientes en el proceso, imposibilitándoles contradecir en el juicio sus propios actos anteriores que sean jurídicamente relevantes.

Entre Ríos, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos s/ Ejecución fiscal

E. 218, XXXI, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Recurso de queja (procesal)

Admisibilidad del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa S. 1545, L. XXXII, "Sánchez Granel, Eduardo Alberto y otros s/ Administración fraudulenta".

Sánchez, Granel Eduardo Alberto y otros P.S.S.A.A. s/ Administración fraudulenta

S. 1600, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Denegatoria del recurso. 

Cuestiones similares a las consideradas por la Corte en la causa A. 264, L. XXII, "Abbate Carmelo c/ Instituto Nacional de Previsión Social".

Moroni, Roberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo s/ Ejecución previsional

M. 176, XXXI, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa R. 1385, L. XXXII, "R. S.A. s/ Recurso de queja".

F., Paul s/ Recurso de queja (Causa N° 921)

F. 1042, XXXII, 29 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa R. 1385, L. XXXII, "R. S.A. s/ Recurso de queja".

K. S.A. s/ Recurso extraordinario (Causa N° 902)

K. 138, XXXII, 29 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa R. 1385, L. XXXII, "R. S.A. s/ Recurso de queja".

M., Enrique s/ Recurso de queja (Causa N° 852)

M. 1749, XXXII, 29 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa R. 950, L. XXXI, “Ramos, Néstor Horacio s/ Delito de robo calificado y abuso deshonesto reiterado".

C., Héctor s/ Extorsión

C. 92, XXXIII, 26 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Despido. Modificación de la cosa juzgada. Seguridad jurídica. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

La Corte ha declarado, desde los orígenes de su jurisprudencia, que sus fallos son irrevisables, ya sea por vía de reposición o de nulidad. Sin embargo, ha llegado a admitir en supuestos excepcionales la procedencia de recursos de revocatoria cuando han mediada errores que resultaban manifiestos.

Si bien es reiterada la doctrina del Tribunal en el sentido de que la cosa juzgada no se ve conmovida, sino por el contrario resguardada, cuando en la etapa de ejecución se corrigen defectos que la desnaturalizaban, tal aserto, va de suyo, no puede llegar al extremo de pretenderse hacer valer cuando ha mediado el cierre de dicha etapa ejecutoria y archivado la causa, pues en tal caso sí se afectaría de modo indubitable el basal principio de la firmeza de la cosa juzgada, dejando abierto sine die el resultado de los pleitos y dando vida, en consecuencia, al inadmisible campo de la inseguridad jurídica, que traduciría de inmediato el resquebrajamiento del estado de derecho.

Silva Garretón, Martín José Agustín c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ Despido

S. 537, XXVIII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Recurso extraordinario federal

Redargución de falsedad. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Cuestión no federal. Cuestión de derecho público local. Cuestiones procesales. Improcedencia del recurso. 

El recurso extraordinario resulta improcedente, en virtud de que no se ha demostrado la definitividad de la decisión del Superior Tribunal de Provincia, en tanto el actor no ha manifestado, ni acreditó, que se vea impedido de acceder al inicio de una nueva acción, similar a la instaurada, cuya nulidad y archivo se decretó. Por el contrario, de manera expresa reconoce que dicha decisión no lo priva del acceso a la jurisdicción, sin perjuicio de señalar que atenta contra el principio de economía procesal y celeridad, obligándolo a iniciar nuevamente la acción. El fallo que se impugna, cuestiona la aplicación e interpretación de normas procesales y de derecho público local, lo cual es exclusivo de los órganos jurisdiccionales provinciales, y no puede, por principio, ser susceptible de revisarse por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando, se trata de una incidencia que resuelve una cuestión de competencia donde no media denegatoria del fuero federal.

Grobocopatel Hermanos S.A. s/ Cuestión de competencia en los autos: Palazzoli, Miguel Alberto y otro c/ Secretaria de Política Ambiental s/ Acción de redargución de falsedad

G. 1660, XXXII, 06 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Recurso extraordinario

Cuestiones análogas a las consideradas por la Corte en la causa C. 278, L. XXVIII, "Chocobar, Sixto Celestino c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajuste por movilidad".

García, María Esther c/ Intituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajuste por movilidad

G. 204, XXVIII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Acción de amparo. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa G. 99, L. XXXII, “Gaibisso, César A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de justicia s/ Amparo Ley 16.986”.

Adamo, Héctor y otros c/ Estado Nacional (CSJN) s/ Queja

A. 133, XXXII, 23 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Declaración de inconstitucionalidad. Servicio telefónico. Inadmisibilidad del recurso. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa D. 218, L. XXXIII, "Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional P.E.N. s/ Amparo ley 16.986”.

Prodelco c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986

P. 310, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Establecimiento de utilidad nacional. Aeropuertos. Decretos nacionales. Decreto de necesidad y urgencia. Inconstitucionalidad. Poder Ejecutivo Nacional. Cuestión abstracta. 

El thema decidendum consiste en determinar si ha devenido abstracta la pretensión de autos, consistente en obtener, mediante una acción de amparo, la declaración de inconstitucionalidad del Decreto del Poder Ejecutivo Nacional 375/97, a raíz del dictado del decreto 842/97.

Si bien los decretos 375/97 y 500/97 fueron dictados en ejercicio de atribuciones emanadas de la Constitución Nacional y en uso de facultades otorgadas por el Congreso de la Nación, resultó aconsejable, atento a la urgencia de los plazos establecidos para las diversas etapas de la licitación nacional e internacional, el dictado de una norma que aprobara con carácter legislativo los decretos en cuestión. Por ello, en ejercicio de las facultades conferidas por el art. 99, inc. 3° de la Constitución Nacional, se dictó el decreto 842/97.

El tratamiento de la materia referida a la competencia del Poder Ejecutivo para dictar decretos de necesidad y urgencia, ha sido expresamente abordado en la Reforma Constitucional de 1994. Es así que dispone el art. 99, inciso 3°, de la Constitución Nacional que: "Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible seguir los trámites ordinario previstos por esta Constitución para la sanción de las leyes" y siempre que no se trate de determinadas materias, "podrá (el Poder Ejecutivo) dictar decretos por razones de necesidad y urgencia, los que serán decididos en acuerdo general de ministros que deberán refrendarlos, conjuntamente con el jefe de gabinete de ministros".

“El jefe de gabinete de ministros personalmente y dentro de los diez días someterá la medida a consideración de la Comisión Bicameral Permanente, cuya composición deberá respetar la proporción de las representaciones políticas de cada Cámara. Esta comisión elevará su despacho en un plazo de diez días al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, el que de inmediato considerarán las Cámaras. Una ley especial sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara regulará el trámite y los alcances de la, intervención del Congreso".

El decreto 842/97 fue emitido por el Poder Ejecutivo Nacional mediante la invocación expresa de las facultades que le otorga el art. 99 de la Ley Suprema y habiendo cumplido, además, todos los requisitos que éste pone sobre su cabeza en punto a la validez de ese acto. Frente a ello, el Congreso de la Nación no ha ratificado ni rechazado hasta el presente dicho decreto.

El art. 99 de nuestra Constitución regula una serie de requisitos que deberá cumplir el Poder Ejecutivo en orden a la validez de los decretos de necesidad y urgencia, como así también, establece ciertos trámites y plazos a cargo del Poder Legislativo para el ejercicio de su función de control, mas no prevé plazo alguno para que éste se expida, ni tampoco consecuencia alguna para el supuesto en que omita hacerlo. Por lo tanto, al margen de las consecuencias jurídicas que puedan derivarse en el futuro, ya sea de su ratificación o derogación por parte del Congreso Nacional, en las actuales circunstancias, el decreto 842/97 está vigente y, por ende, que tiene eficacia para tornar abstracta la pretensión de autos. 

La reforma de 1994 innovó, notablemente, respecto de las posiciones contrapuestas asumidas por la doctrina respecto del valor que correspondía acordar al silencio del Congreso. Ambas posiciones habrían quedado superadas por la exclusión de la voluntad tácita o ficta del Congreso: no corresponde atribuir valor alguno a su silencio. 

Ello significa que dictado un decreto de necesidad y urgencia y puesta en marcha la operatoria prescripta por la Constitución reformada con la intervención del Congreso, el decreto producirá sus efectos hasta el momento en que resulte derogado por una ley.

Mientras el Congreso de la Nación no se pronuncie en contra de la validez y vigencia del decreto N° 842/97 del Poder Ejecutivo Nacional, éste tiene actualmente eficacia como ratificación de índole legislativa de los decretos impugnados, y torna abstracta la pretensión de fondo que dió lugar al amparo del sub lite.

Nieva, Alejandro y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Decreto 375/97 s/ Amparo Ley 16.986

N. 126, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Jueces. Intangibilidad de la remuneración. Independencia del Poder Judicial. Sistema republicano. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa G. 99, L. XXXII, “Gaibisso, César A. y otros c/ Estado Nacional-Ministerio de Justicia s/ Amparo”.

La impugnación de los amparistas, en cuanto dirige a poner en evidencia la presunta arbitrariedad del decisorio en cuanto avala facultades del Poder Ejecutivo local de dictar decretos de necesidad y urgencia, carece de sustento.

En lo relativo a la intangibilidad remuneratoria de los magistrados en el dictamen de referencia se sostuvo que "el correcto enfoque del problema no pasa por analizar, si estamos ante el hipotético e inadmisible privilegio, abarcando la materia en debate desde una óptica individualista referida a los derechos personales de los interesados, sino de ponderar desde una visión más amplia, y no personal, que se vincula con la defensa institucional y la independencia irrestricta del Poder Judicial, como garantía esencial del republicano "; toda vez que, como lo tienen señalado jurisprudencia y doctrina, dicho principio no comporta un privilegio personal sino una defensa de la sociedad en conjunto.

 

Vargas, Gómez Carlos María y Sosa, Manuel Félix c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Corrientes s/ Acción de amparo

V. 930, XXXII, 14 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

Juicios contra el Estado. Servicio telefónico. Tarifa de servicios públicos. Modificación de tarifas. Decretos nacionales. Inconstitucionalidad. Ministerio Público Fiscal. Representación del Estado en juicio. Cuestión federal. Sentencia definitiva. Procedencia del recurso. 

La sentencia de Cámara, que confirmó la dictada en primera instancia, ha declarado la inconstitucionalidad del art. 2° del Decreto 92/97. En esas condiciones, el decisorio cuestionado puede causar agravios de dificultosa o insuficiente subsanación ulterior, proyectando incertidumbres sobre las relaciones económicas en curso entre los millones de usuarios y las empresas licenciatarias; por lo cual debe reputarse sentencia definitiva a los fines de los recursos extraordinarios deducidos. 

En cuanto a la cuestión federal, los agravios de las recurrentes ponen en tela de juicio la inteligencia que el tribunal atribuyó al art. 43 de la Constitución Nacional, declarando operativa la norma que faculta a las asociaciones que propendan a la defensa de los derechos de usuarios y consumidores, a ejercer las acciones de amparo colectivo previstas en la misma cláusula, aun mediando la ausencia de la norma legal reglamentaria de sus requisitos y formas de organización; además se discute substancialmente la interpretación de normas de carácter federal como son los artículos 4 de la ley 19.798, 12.4.1. del Pliego aprobado por Decreto 62/90, 16.4 del Decreto 2332/90, 6 y 8 del Decreto 2585/91, Resolución M.E. y O.S.P. 381/95" Resolución S.C. N° 57/96 y Decreto N° 92/97; así como también las potestades del P.E.N. en relación a la Ley de Reforma del Estado (23.696). 

Como lo ha declarado la Corte en reiteradas oportunidades, existe cuestión federal bastante para su examen por la vía extraordinaria, cuando los agravios de los recurrentes ponen en tela de juicio la inteligencia que cabe atribuir a cláusulas constitucionales y leyes federales, y la decisión del Superior Tribunal de la causa ha sido contraria a la validez de los derechos invocados por las apelantes con base en dichas normas. 

Sobre el tratamiento de la legitimación procesal de las asociaciones para incoar acciones de amparo colectivo, a la luz del art. 43 de la Ley Fundamental, corresponde definir la situación jurídica de los usuarios de servicios públicos y, como consecuencia, la tutela especial que le defiere el ordenamiento jurídico. 

La protección de los intereses individuales de los usuarios participa de las características comunes en la actuación de los derechos subjetivos ante la Administración y la jurisdicción. En cambio, la defensa colectiva de tales derechos presenta aspectos que merecen una consideración especial, cuando confluyen intereses supraindividuales contrapuestos. 

Es preciso diferenciar entre el interés individual del usuario derivado de la prestación directa del servicio, en virtud de un vínculo contractual o reglamentario; el interés colectivo sectorial, del que participan un conjunto determinado de usuarios calificados por la concurrencia de un interés compartido, y el interés colectivo, que puede ser identificado con los intereses generales de la sociedad, que radica indeterminado en los bienes de propiedad social o pública, común, de la naturaleza o de la cultura. Este último es un derecho concreto que se subjetiviza en el ambiente, en el patrimonio histórico y artístico, y en el inagotable desagregado de los bienes de Dios y del hombre. 

De tal forma, a cada uno de estos intereses corresponde una legitimación y un efecto del reclamo de protección acorde con su naturaleza. Así, la protección de un interés individual no ofrece dificultades; y sólo beneficia al reclamante directamente afectado. En cuanto a la defensa de los intereses colectivos sectoriales que pueda encarar una asociación de usuarios -como la amparista del sub examine- en tanto se trata de una suma de intereses individuales, la protección que articule sólo podrá comprender a los afiliados o inscritos en sus registros y dentro del ámbito territorial donde desenvuelva sus actividades. Ello así, para evitar que la protección de un sector pueda estar en pugna con otro sector de la sociedad. Los intereses propiamente colectivos son los que pertenecen a la comunidad toda, por tratarse de bienes de titularidad y goce colectivos, como son las dependencias del dominio público y el medio ambiente, respecto de los cuales la protección tiene alcances erga omnes.

El agravio federal de las recurrentes, referido a la inteligencia atribuida por las sentencias de grado al art. 43 de la Constitución Nacional, tiende a lograr que la Corte precise los alcances de la decisión que se pronuncie, toda vez que la sentencia confirmada por la Alzada, declara la inconstitucionalidad e inaplicabilidad del art. 2° del decreto N° 92/97 en el ámbito de actuación de PRODELCO y jurisdicción territorial de este tribunal, pero sin definir si se trata de un ámbito de validez espacial o personal.

La cuestión federal planteada guarda relación directa e inmediata con lo resuelto por el a quo, de conformidad con la exigencia del art. 15 de la ley 48, toda vez que la interpretación que el Tribunal otorgue a los términos de las normas federales citadas supra resultará decisiva para confirmar o revocar la sentencia recurrida. 

La oportuna introducción de la cuestión federal y su mantenimiento en las instancias ordinarias, a fin que los magistrados de grado se encuentren en condiciones de pronunciarse a su respecto, constituye una exigencia formal del recurso extraordinario conforme la doctrina y jurisprudencia de la materia.

Ambos recurrentes mantuvieron la cuestión federal oportunamente introducida en los recursos de apelación y en los escritos de interposición de recurso extraordinario. Por lo cual, puede declararse satisfecho el requisito formal de admisión, por lo que los recursos extraordinarios son formalmente admisibles, sin que sea menester acudir a la "gravedad institucional" que invocan.

En el dictamen de la causa "Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional (PEN) s/ Amparo ley 16.986", se sostuvo que la expectativa social creada alrededor de la solución del tema sub examine no parece que se pueda satisfacer con una decisión judicial sobre mantenimiento o revocación de una medida precautoria. Lo que la sociedad espera es la decisión de fondo de la controvertida cuestión del ajuste tarifario, decisión postergada por sucesivas articulaciones procesales. 

En el presente amparo llega a conocimiento de la Corte la cuestión de fondo, a través de los recursos extraordinarios deducidos, uno de los cuales ha sido interpuesto por la Secretaría de Comunicaciones de la Presidencia de la Nación conjuntamente con la Fiscal de Cámara Subrogante, por cuanto el Poder Ejecutivo Nacional encomendó a los miembros del Ministerio Público Fiscal asumir -de acuerdo a la instancia en que el expediente se encontrare- la representación y defensa de los derechos e intereses del Estado Nacional en el sub judice.

En tales condiciones, corresponde mantener a sus efectos el recurso extraordinario deducido por la representante del Ministerio Público Fiscal, cuya titularidad es ejercida por esta Procuración General.

Los límites de la intervención del Procurador en autos están determinados por la vigencia de la ley 17.516 de "Representación y Patrocinio del Estado Nacional y de sus Entes Descentralizados", que ha permitido confiar la defensa del Estado Nacional en autos al Ministerio Público Fiscal. En efecto, dicha ley autoriza que la representación judicial de los entes estatales, en causas iniciadas en el interior de la República sea confiada a los procuradores fiscales federales de ambas instancias, cuando el organismo interesado carezca -en el lugar- de servicios jurídicos propios. En tales supuestos, los fiscales de cámara y los procuradores fiscales de la Corte Suprema de Justicia deberán ajustarse a las instrucciones que hayan impartido o impartan el Poder Ejecutivo, los Ministros, Secretarios de Estado o reparticiones o entes descentralizados y, en defecto de ellas, desempeñarán su cometido en la forma que mejor contemple los derechos confiados a su custodia conforme a las disposiciones legales aplicables.

A la luz del art. 120 de la Constitución Nacional, el rol del Ministerio Público y, consecuentemente, del Procurador General, ha adquirido una plena autonomía que lo distancia de cualquier tipo de subordinación respecto de las demás autoridades de la Nación. Pero, más allá de haberse reconocido Ia operatividad funcional de aquel precepto en lo referente a numerosos aspectos de la actividad de este Ministerio, se mantiene vigente la anteriormente aludida preceptiva en la materia que aquí nos ocupa, prueba de lo cual es que, efectivamente, la representación de la Secretaría de Comunicaciones ha quedado en manos de los miembros del Ministerio Público Fiscal. De allí que, sin perjuicio de advertir que el proyecto de ley orgánica de esta magistratura, que cuenta con media sanción del Honorable Senado, libera de aquí en más, en todos los casos, a los fiscales de representar en juicio al Estado Nacional, en el sub judice permanecen incólumes las obligaciones que esa representación impone. 

La subsistencia de tal dicotomía, donde confluyen en el Ministerio Público la defensa de los intereses sociales y la posibilidad de la representación en juicio del Estado Nacional en materias fiscal y civil (leyes 3367 y 3952), generó muchas veces situaciones de incompatibilidad como la aquí manifiesta. Así, en diferentes causas, el entonces Procurador General Dr. Andrés' José D' Alessio, sobre la exclusiva base de invocar que el Estado Nacional había apoderado a los representantes de este Ministerio Público para que ejercieran su representación procesal, limitó su dictamen a la procedencia formal del recurso, postura que ese Máximo Tribunal aceptó sin objeciones. En igual sentido han actuado otros Procuradores.

De igual forma se debe proceder en el sub lite, en razón de que la defensa de los intereses del Estado Nacional en este proceso, sostenidos por la Secretaría de Comunicaciones de la Presidencia de la Nación, ha sido encomendada a los miembros del Ministerio Público Fiscal, que han actuado como abogados del Estado en las dos instancias anteriores. Ello condiciona esta intervención en esta vista por un doble motivo: dictaminar favorablemente sobre el fondo de la materia en recurso, implicaría duplicar el ejercicio recursivo por parte del Estado, quebrando la igualdad procesal de las partes, pero expedirse en desmedro de los referidos intereses estatales sería traicionar el mandato otorgado, por imperio de la ley, a este Ministerio Público en a cargo del Procurador General. 

El principio de unidad que caracteriza la actuación del Ministerio Público y que confluye en el reconocimiento del Procurador General como órgano supremo y de control de tal actividad importa un óbice muy nítido a la posibilidad de efectuar, en un extremo específico como el presente, una suerte de desdoblamiento de la singular personalidad de esta magistratura.

Asociación Protección del Consumido -PRODELCO- c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo

P. 475, XXXIII, 05 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Acción meramente declarativa. Legislación tributaria provincial. Tasa municipal. Admisibilidad del recurso. 

La Corte Suprema, en numerosos precedentes, reconoció la facultad de las provincias -y en consonancia, de los municipios- de legislar sobre impuestos de índole local, salvo, obviamente, cuando tal atribución chocase de modo expreso con prohibiciones específicas que surgen de la propia Constitución Nacional o de las atribuciones del Congreso de la Nación delegadas por los propios estados provinciales.

Es del caso señalar que, precisamente, la ley de comunicaciones N° 19.798, en su art. 39, prohíbe que se impongan a la prestataria de ese servicio público contribuciones nacionales, provinciales o municipales que tomen en cuenta el uso del suelo o del espacio aéreo.

Por otro lado, al no verse incluida la actora en las prescripciones de la ley 22.016 nada impide que obren en su favor las especiales prerrogativas que en materia tributaria se refieren al uso del espacio aéreo en el contexto de la ley de comunicaciones, prerrogativas que, como lo señala la recurrente, no han sido tampoco derogadas al momento de producirse la privatización del servicio, no obstante que sí de manera expresa dejáronse sin efecto algunas de las normas de dicha ley 19.798.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Santa Rosa s/ Acción meramente declarativa

T. 197, XXVII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Battauz, Jorge Raúl c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

B. 1855, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Broggine, Nicolás y otros s/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

B. 1857, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Castro, Manuel Luis c/ Sociedad Mixta Siderurgia

C. 2280, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Ceol, José Pelegrino c/Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

C. 2279, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Dalceggio, Luis Casino c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

D. 1175, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Dettler, Walter Eduardo c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

D. 1173, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Erdozain, José Osvaldo c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

E. 375, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Ferreyra, Juan Ángel c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

F. 1204, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Gattelet, Juan José c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

G. 1754, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Mensi, Eduardo Julio c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

M. 2068, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Puglia, Jorge Eduardo c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

P. 1717, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Schvemer, Jonas c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

S. 1666, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Vega, Ángel Leonardo c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

V. 918, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 99, L. XXIX, "Montenegro de Baldoma, María Cristina y otros c/ SOMISA s/ Cobro de pesos".

Zagalia, Hugo Nazareno c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina

Z. 270, XXXII, 16 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Bonos de amortización monetaria. Sentencia arbitraria. 

Resulta viable la impugnación que dirige el apelante con base en la doctrina de la arbitrariedad. En efecto, tiene establecido la Corte que con la alegada tacha se procura resguardar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa, por lo que resultan descalificables como actos judiciales válidos aquéllos pronunciamientos que, como el impugnado en autos, omiten pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la decisión del caso.

Inversora Interamericana S.A. - Incidente de levantamiento de interdicción de bonos de absorción monetaria

I. 247, XXXII, 26 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Competencia. Acción de amparo. Exportaciones. Puertos. Poder Ejecutivo Nacional. Competencia por la materia. Competencia federal. Procedencia del recurso. 

A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta, en primer lugar, la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Además, para decidir cuál es el juez competente no cabe atenerse a la ley que en definitiva sea aplicable, sino a la que se invoca como fundamento de la acción intentada.

La competencia se determina por la naturaleza de la demanda en sí y no por lo que se diga en materia de contradicción por la parte demandada; razón por la cual debe estarse únicamente a la pretensión esgrimida en la demanda y a las normas que -con sujeción a los hechos que la sustentan y al derecho en que ellos deben ser encuadrados- rigen la cuestión, sin que sea necesario pronunciarse acerca de la verdad de las aseveraciones del demandante, ni sobre las defensas que, en contradicción a ellas, opone el demandado.

La actora invocó -desde el inicio de las actuaciones- que construyó un puerto exportador y una planta terminal que cuentan con habilitaciones otorgadas por autoridad nacional y, por lo tanto, que el punto se halla regido por la Ley de Puertos n° 24.093 en cuanto dispone la jurisdicción nacional en materia de habilitación de puertos, como así también que los puertos terminales y particulares que se encuentren en funcionamiento con autorización precaria a la fecha de promulgación de esta ley, "serán definitivamente habilitados por el Poder Ejecutivo Nacional” (art. 9°). 

Agregó que, con los mismos requisitos exigidos para habilitar un puerto, serán habilitadas las terminales especializadas o multipropósito que constituyan unidades operativas independientes de los accesos acuáticos o terrestres, infraestructuras y servicios directos o indirectos de un puerto (art. 6° del decreto reglamentario de dicha ley). 

Ello es suficiente para pronunciarse a favor de la competencia federal en razón de la materia, ya que la acción entablada, como se vio, se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional y en una ley del Congreso, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa.

La jurisprudencia de la Corte indica que, con arreglo a lo dispuesto en el art. 106 de la Constitución Nacional, 2°, inc. 6° y arts. 12 de la ley 48, corresponde a la justicia federal (y no a la provincial), conocer de las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte.

 

S.A. Genaro García LTDA c/ Municipalidad de Rosario s/ Amparo

S. 192, XXXIII, 08 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Sentencia no firme. Cuestiones procesales. Improcedencia del recurso. 

El recurso en estudio ha sido erróneamente concedido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. En efecto: es principio sentado por la Corte que las resoluciones en materia de competencia no habilitan la instancia extraordinaria si no media denegatoria del fuero federal, ni privación de justicia, pues tales pronunciamientos no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario.

Cabe poner de relieve que, en el caso, no media denegación del fuero federal pues el a quo decidió que debía entender en el proceso la Justicia en lo Civil y el Tribunal reiteradamente ha reconocido el carácter nacional de todos los tribunales. En tales condiciones, pronunciamientos como el aquí considerado, en la medida que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales con asiento en la Capital Federal, no importan resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48, ni importan, de por sí, la lesión de garantías constitucionales. Valga recordar, sobre el particular, que la simple alegación de que un fallo vulnera determinados derechos reconocidos por la Ley Fundamental no guarda relación directa e inmediata con lo debatido y resuelto, si el apelante no demuestra -en concreto- cómo se ha operado tal violación en la sentencia impugnada.

En cuanto a los agravios vinculados con la invocada conexidad de la causa con la ventilada ante el fuero civil y comercial federal, el diáfano que remite a una cuestión procesal, ajena por ende al recurso extraordinario, que, además, no constituye sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Y la Corte tiene dicho de modo reiterado que la invocación de la aludida doctrina no suple el incumplimiento de aquel sustancial requisito. 

 

Roca Martín, Consuegra Gloria Sandra c/ Gettas, Jorge Roberto s/ Cobro de sumas de dinero

R. 35, XXXIII, 10 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones de competencia. Obras sociales. Sentencia definitiva. Defensa en juicio. Seguridad jurídica. Economía procesal. Admisibilidad del recurso. 

Cabe poner de relieve que la disposición procesal nacional establecida en el artículo 352, se refiere a la facultad que tienen la Corte Suprema de Justicia de la Nación y los jueces federales de provincia para revisar su competencia y así declararlo en cualquier estado del proceso por ser la misma de excepción, con el objeto de impedir la ampliación de una competencia originaria o federal que resulta ser expresamente asignada por la Constitución Nacional.

Corresponde deducir de ello, que la mencionada norma nacional no resulta de aplicación en el supuesto de autos, donde ha mediado la intervención de la justicia ordinaria provincial y el proceso ha concluido con el dictado de la respectiva sentencia definitiva.

El hecho de tener que aplicar o interpretar el tribunal local normas de carácter federal, de aplicación en todo el ámbito del territorio nacional, no constituye un impedimento hábil para autorizar la declaración de incompetencia en los términos en que lo plantea la Corte de Justicia local, en tanto las normas nacionales federales conforman la cúspide del ordenamiento legal del Estado y a ellas finalmente deben conformarse las decisiones de todos los tribunales de la Nación. 

Ello es así en virtud de que, a partir de la sanción de la ley 48, arts.14 y 15, la circunstancia de que en una causa radicada ante. un tribunal provincial se haya propuesto una ,cuestión federal, no justifica que el juez que no declara, su incompetencia, la remita al juez nacional de sección, luego de resuelto el caso, a los fines de la decisión originaria del punto federal del pleito, porque todos los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden interpretar y aplicar la Constitución y la leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponde, sin perjuicio de los recursos a que pueda haber lugar, incluso el extraordinario.

Tomando en consideración que en la presente causa, ha recaído sentencia definitiva que puso fin al pleito, emanada del tribunal de segunda instancia, que las partes no se agraviaron oportunamente de la radicación y trámite en la jurisdicción local; que no existe agravio de imposible reparación ante el supuesto de una omisión en la aplicación o interpretación errónea o impropia de normas federales que puedan sustentar el fallo, en virtud de no hallarse privado, quién se considere agraviado, de los recursos pertinentes ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, último intérprete de la Constitución y las leyes del Estado, la declaración de incompetente deviene improcedente en el estado actual de la causa, por violatoria de la garantía de la defensa en juicio de los derechos.

La Corte ha declarado que resulta necesario que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, sin que obste su carácter improrrogable, porque del principio en cuestión, no se sigue que el punto atinente a la jurisdicción pueda ser resuelto en cualquier estado del proceso, lo cual reconoce fundamentos vinculados a la regularidad jurídica y la economía procesal y que si bien el régimen de la preclusión es ajeno, como principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan dicha institución valen para proscribir los debates manifiestamente extemporáneos.

En igual sentido, ha señalado que no procede el planteamiento de cuestiones de competencia en juicios terminados.

Ha resaltado, asimismo, la Corte que cabe prescindir del principio según el cual las resoluciones en materia de incompetencia no habilitan la instancia extraordinaria si no media denegatoria del fuero federal, cuando existen evidentes razones de economía procesal y la necesidad de salvaguardar el derecho de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que integra la garantía de la defensa en juicio, pues el litigante debe sentir que las sentencias judiciales son soluciones oportunas beneficiosas y proporcionadas a la gravedad de su actual conflicto y necesidad. En suma, un medio efectivo y real de aplicación del orden jurídico, para que éste no quede reducido a expresiones abstractas y formales.

UOCRA c/ ADOS s/ Ordinario – Reconstruido – Inconstitucionalidad y Casación

U. 73, XXXII, 18 de julio de 1997

Ver dictamen

 

Daños y perjuicios. Procedencia del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa L. 973, L. XXXII; "López, Raúl Emilio c/ Sol San Javier S.A. y otros s/ Daños y perjuicios".

Colombres, Miguel Ángel c/ El Ceibo S.R.L. s/ Daños y perjuicios

C. 420, XXXIII, 28 de octubre de 1997

Ver dictamen

 

Declaración de inconstitucionalidad. Servicio de radiodifusión. Facultades del gobierno provincial. Estado Nacional. Aplicación de tratados internacionales. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa C. 822, L. XX, "Comité Federal de Radiodifusión c/ Provincia del Neuquén s/ Inconstitucionalidad".

La demanda se ha tornado abstracta con relación a la ley 4717. Ello es así, en virtud de la posterior sanción de la ley 4978 que, al igual que su predecesora, establece un régimen completo de servicios de radiodifusión, intrajurisdiccional y limitado, que abarca desde el otorgamiento de las licencias, pasando por la reglamentación, el sistema impositivo, la supervisión técnica, el control, la enumeración de los servicios comprendidos así como de los prestadores, la duración de las licencias, las causales de baja de las mismas, etc., de tal forma que cabe concluir que ha sustituido integralmente a la ley citada en primer término.

La jurisprudencia de la Corte, aunque reivindicó las facultades reservadas por las provincias y la autonomía de éstas dentro del sistema político federal, afirmó que el gobierno nacional puede legislar sobre aspectos internos de las actividades provinciales susceptibles de menoscabar el comercio interprovincial y exterior. Ello encuentra fácil analogía aplicado al caso en estudio, ya que aquí también puede relacionarse la regulación de las telecomunicaciones con fines federales de máxima jerarquía. 

También se dijo que la incorporación de la República Argentina a la Unión Internacional de las Telecomunicaciones y a su régimen, que integra el marco jurídico al que quedan sometidos esos servicios, importa una decisión que compete al gobierno nacional.

Sobre tal base, concluyó la Corte que normas análogas a las impugnadas en el caso contrariaban la legislación federal existente, dictada en uso de facultades propias del gobierno nacional y las disposiciones de los convenios internacionales que conforman el marco jurídico del servicio de telecomunicaciones.

Comité Federal de Radiodifusión c/ Corrientes, provincia de s/ Inconstitucionalidad

C. 671, XXVI, 22 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Defraudación. Retención indebida. Dictamen fiscal. Mantenimiento del recurso. 

Como lo sostiene el apelante, la Cámara ha fundado la nulidad del dictamen fiscal presentado, en un precepto inadecuado referido a otra alternativa del proceso y a la actividad fiscal de primera instancia, mas no a la forma y contenido del memorial de expresión de agravios que en el trámite del recurso de apelación prevé el artículo 519 del Código de Procedimientos en Materia Penal.

De allí que exigir que dicha presentación contenga -además de los agravios que sustentan la apelación, la calificación legal de los hechos y las razones por las que se mantiene el recurso-, una relación clara, precisa y circunstanciada de los hechos, el detalle de las pruebas recogidas, la determinación de la intervención o participación del procesado y el requerimiento de la pena a aplicar, resulta excesivo y carente de fundamento legal cuando dichos requisitos fueron conformados en la oportunidad prevista en el artículo 457 del Código de Procedimientos en Materia Penal y no cuestionados posteriormente.

V., Héctor José s/ Defraudación por retención indebida

V. 831, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Desistimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa V. 846, L. XXXII, “Venini, José María Felipe y otros”.

Vizioli, Mario Eduardo y otros c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo

V. 107, XXXIII, 14 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

Ejecución de honorarios. Acción de inconstitucionalidad. Ley provincial. Ejecución de sentencia. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 

En el análogo caso V. 61, L. XX “Videla”, la Corte convalidó la aplicación de una ley local que suspendía las ejecuciones de sentencia contra el Estado provincial, sancionada incluso después de dictada la sentencia definitiva y de trabado embargo sobre las sumas adeudadas. 

Por aplicación del criterio que de allí surge, los escuetos argumentos del escrito de los letrados de la actora, dirigidos a cuestionar la ley provincial por violar los artículos 17 y 31 de la Constitución Nacional, así como el art. 8° del Pacto de San José de Costa Rica, no satisfacen los requisitos mínimos de fundamentación que son exigibles cuando lo que se pretende es nada menos que la invalidez de una norma jurídica por resultar contraria a la Constitución Nacional; máxime, cuando los presentantes no se hacen cargo ni por ende controvierten la doctrina sustentada por la Corte para desestimar planteos de índole similar.

Ello es así, toda vez que, según tiene reiteradamente dicho la Corte, la declaración de inconstitucionalidad de las leyes constituye un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico.

Asociación Mutual Latinoamericana c/ Misiones, Provincia de s/ Daños y perjuicios

A. 418, XXIII, 22 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Vencimiento del plazo. Cuestión abstracta. 

Tiene declarado el Tribunal que su pronunciamiento debe atender a las circunstancias existentes al momento de ser emitido, aunque éstas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, doctrina aplicable en la especie, aunque se trate aquí de un supuesto de jurisdicción originaria y no apelada de la Corte.

Han transcurrido con exceso los plazos previstos por la ley 6266 de la provincia de La Rioja, sin que la Fiscalía de Estado provincial haya cumplido su obligación de presentar en autos el ejemplar de la ley especial que autorice el pago, pese a que la propia demandada dice haber elevado "la sentencia de autos regulatoria de honorarios a los fines del procedimiento establecido en la ley...". 

En tales condiciones, los profesionales de la parte actora se hallan habilitados para proseguir la ejecución de sus honorarios, en virtud de lo dispuesto por la misma ley que invoca su contraria y, por ende, que ha devenido abstracto el examen de su eventual inconstitucionalidad. Máxime cuando, de acuerdo con reiterada doctrina de la Corte, la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional que debe se considerada como ultima ratio del orden jurídico, a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía.

 

Obra Social Aceros Paraná S.A. y Empresa antecesora c/ La Rioja, Provincia de y otro s/ Ejecutivo

O. 52, XXVIII, 22 de diciembre de 1997

Ver dictamen

 

Improcedencia del recurso. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa S. 41, L. XXXII, "Sueldo, Claudio Rodolfo s/ Recurso de revisión".

A., José Carlos s/ Recurso de revisión

A. 307, XXXIII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa S. 41, L. XXXII, "Sueldo, Claudio Rodolfo s/ Recurso de revisión".

A., Marcelo Fabián s/ Recurso de revisión

A. 285, XXXIII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa S. 41, L. XXXII, "Sueldo, Claudio Rodolfo s/ Recurso de revisión".

C., Hugo Marcelo s/ Homicidio simple

C. 461, XXXIII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa S. 41, L. XXXII, "Sueldo, Claudio Rodolfo s/ Recurso de revisión".

Escobar, Héctor Lorenzo s/ Recurso de revisión

E. 70, XXXIII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa S. 41, L. XXXII, "Sueldo, Claudio Rodolfo s/ Recurso de revisión".

M. G., Vitctor Manuel s/ Recurso de revisión

M. 386, XXXIII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa S. 41, L. XXXII, "Sueldo, Claudio Rodolfo s/ Recurso de revisión".

Miguel Ángel M. s/ Recurso de revisión

M. 390, XXXIII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

 

Juicios contra el Estado. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 

A los fines de habilitar la instancia extraordinaria, no resulta idóneo el agravio que sólo trasunta la discrepancia del recurrente con el criterio del juzgador en un punto de naturaleza no federal, cual es, en el sublite, la determinación de las cuestiones sobre las cuales los tribunales de alzada deben pronunciarse cuando conocen por vía de recursos concedidos ante ellos. Máxime cuando no se ha alegado ni, por ende, puesto en evidencia que traduzca un excesivo rigor formal que lo hiciese arbitrario.

Cabe señalar que la intervención de la Corte a través de la apelación extraordinaria del art. 14 de la ley 48, requiere de la explicación precisa, en las instancias comunes, del derecho federal que se aduce desconocido, lo que por regla debe suceder en la primera oportunidad posible y previsible suministrada por el rito.

Si bien la doctrina del Máximo Tribunal establece que cuando la cuestión federal es contemplada y resuelta en la sentencia, resulta indiferente su planteamiento tardío, dicha doctrina no resulta aplicable al sub lite, en tanto que del tenor de la decisión atacada se desprende sólo una aclaración sobre el punto, mas no su efectivo tratamiento.

Massalin Particulares S.A. - Nobleza Picardo S.A.I.C y F. c/ Estado Nacional (Dirección General Impositiva) s/ Varios

M. 5, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Pedido de extradición. Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema. 

Si bien la Corte tiene reiteradamente establecido que los recursos ordinarios y extraordinarios no son excluyentes en la medida en que por ambas vías se obtiene, verificados los recaudos que hacen a la admisibilidad de cada recurso, la decisión definitiva de la Corte Suprema, es también doctrina del Tribunal que la declaración de admisibilidad del recurso ordinario de apelación determina la improcedencia formal del recurso extraordinario, habida cuenta de la mayor amplitud de la jurisdicción ordinaria de la Corte.

Estados Unidos s/ Solicita extradición de P., Brian Edward (Ley 19.764)

E. 363, XXXII, 14 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Per saltum. Medidas cautelares. Aeropuertos. Decretos nacionales. Decreto de necesidad y urgencia. Inconstitucionalidad. Control de constitucionalidad. Poder Ejecutivo Nacional. Poder Judicial de la Nación. Facultades del Poder Judicial. Cuestión no justiciable. Revisión judicial de actos administrativos. Revocación de sentencia. 

Debe analizarse si se ha configurado un virtual conflicto fundado en el exceso de competencia de un magistrado del Poder Judicial de la Nación, que ha alterado el equilibrio de las funciones inherentes a la forma republicana de gobierno.

Es cierto que, en ese sentido, la jueza no examinó la conveniencia, oportunidad, acierto o eficacia del criterio adoptado por el Poder Ejecutivo Nacional en punto a la privatización de aeropuertos, sino que se limitó a suspender los efectos del decreto 842/97, al conceder una medida cautelar solicitada con carácter previo al inicio de una causa judicial donde habrá de efectuarse el examen de la compatibilidad que el decreto impugnado observa con las disposiciones de la Constitución Nacional.

Hasta allí, su actuación se habría desenvuelto en su ámbito competencial pues, según tiene declarado la Corte, cuando ante los estrados de la justicia se impugnan las disposiciones expedidas en el ejercicio de una atribución propia de alguno de los otros poderes, con fundamento en que ellas se encuentran en pugna con la Constitución, se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del Poder Judicial. Empero, ello es así, siempre y cuando se produzca un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca.

La Corte ha declarado en Fallos 303:893 que, no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos. Si para determinar la jurisdicción de la Corte y de los demás tribunales de la Nación no existiese limitación derivada de la necesidad de un juicio, de una contienda entre partes, la Suprema Corte dispondría de una autoridad sin contralor sobre el gobierno de la República, y podría llegar el caso de que los demás poderes le quedaran supeditados con mengua de la letra y del espíritu de la Carta Fundamental. El Poder Judicial no se extiende a todas las violaciones posibles de la Constitución, sino a las que le son sometidas en forma de caso por una de sus partes. Si así no sucede, no hay caso y no hay, por lo tanto, jurisdicción acordada.

Declaró la Corte en Fallos: 306:1125, que el Poder Judicial de la Nación conferido a la Corte Suprema de Justicia y a los Tribunales nacionales se define como el que se ejercita en las causas de carácter contencioso a las que se refiere el art. 2° de la ley 27, que son aquéllas en las que se persigue en concreto la determinación del derecho debatido entre partes adversas. Y, por ello, no se da una causa o caso contencioso que permita el ejercicio del poder judicial conferido a los tribunales nacionales cuando se procura, como ocurre con la demanda de autos, la declaración general y directa de inconstitucionalidad de las normas o actos de los otros poderes.

No está en la órbita del Poder Judicial de la Nación la facultad de expedirse en forma general sobre la constitucionalidad de las normas emitidas por los poderes Legislativo y Ejecutivo, porque el fin y las consecuencias del control encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa requieren que este requisito de la existencia de un caso o controversia judicial sea observado rigurosamente para la preservación del principio de la división de los poderes.

Este principio fue sustentado como presupuesto básico del control constitucional por el Congreso de la Confederación cuando sancionó la primera ley de organización judicial nacional, cuyas disposiciones vinculadas a este punto fueron recogidas por la ley 27 y siguen vigentes.

Concluyó, en Fallos: 256:104, que resulta condición para el examen de la constitucionalidad de las leyes u otros actos de la autoridad que él ocurra como aspecto de un litigio común y como medida tendiente a superar el obstáculo que deriva de aquéllos para el reconocimiento del derecho invocado por la parte que los impugna.

En autos no se configura un caso o causa en los términos de la doctrina del Tribunal, por la falta de un perjuicio concreto de quienes han pretendido la intervención judicial.

La afirmación del grupo de diputados nacionales, que aducen que el dictado del decreto 842/97 por el Poder Ejecutivo Nacional lesiona sus derechos a ejercer sus funciones como tales, se encuentra totalmente alejada de la realidad, puesto que, a los actores nunca les estuvo impedido ejercer su función como legisladores. Por el contrario, disponen de un doble curso de acción para llevarla a cabo: uno, consistente en agotar los trámites parlamentarios necesarios para convertir en ley el proyecto sobre privatización de aeropuertos aprobado por el Senado de la Nación; y otro, sancionar una ley contraria a la ratificación del decreto 842/97, aún cuando no se haya creado la Comisión Bicameral prevista por el art. 99 de la Constitución Nacional.

Por lo tanto, otorgar legitimación a los actores en esta causa significaría admitir que, cada vez que su voto en el recinto no sea suficiente para alcanzar las mayorías requeridas por las respectivas reglamentaciones para convertir un proyecto en ley, puedan obtener, por vía judicial, un derecho que va más allá que el conferido por su propio cargo de legislador, esto es, paralizar las iniciativas que, en el mismo sentido, pueda tener el Poder Ejecutivo Nacional.

Así como los actores carecen de legitimación para obtener la medida cautelar de que se trata, tampoco puede tenerla el señor Defensor del Pueblo de la Nación, que fue tenido en autos como "adherido a la medida cautelar solicitada por los actores”.

No se configuran los requisitos para la procedencia de la jurisdicción federal en cuanto se refiere al control judicial de la Administración Pública: 1- la existencia de un "caso contencioso" -controversia entre partes que afirmen y contradigan sus derechos, la cual debe ser provocada por parte legítima y en la forma establecida por las respectivas normas procesales, quedando excluídas las consultas y las peticiones de declaraciones generales, así como las cuestiones de jurisdicción voluntaria-; 2- que dicha controversia no sea "abstracta" por carecer, quien la promueve, de un interés económico o jurídico que pueda ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse, no siendo suficiente a estos efectos invocar un perjuicio futuro eventual o hipotético; y 3- que el agravio alegado recaiga sobre el peticionante, y no sobre terceros.

La teoría de Montesquieu implica indudablemente la necesidad de establecer, entre las distintas autoridades, ciertas relaciones de dependencia. El objeto esencial de la separación de poderes es ante todo imponer, a cada titular de la potestad pública, determinados límites ya, que "es necesario que el poder detenga al poder". Pero si se quiere que los poderes se contengan y se detengan unos a otros, es necesario conceder a sus titulares los medios de influenciarse y controlarse recíprocamente. La Constitución ha previsto y regulado estas relaciones, para que no existan en el Estado más que poderes iguales; de lo contrario la unidad estatal quedaría desvirtuada. En nuestro sistema, los constituyentes se empeñaron en organizar un tribunal supremo asignándole el carácter de intérprete definitivo de la Constitución.

La consagración del Poder Judicial como supremo intérprete de la Constitución representa el más preciado resguardo para las instituciones republicanas y democráticas. De ello surge la necesidad de que la Corte ejerza plenamente su rol de guardiana de la Constitución Nacional y de garante del libre juego democrático, de lo contrario el tiempo empleado en la elaboración de una declaración de derechos y en el establecimiento de la forma republicana de gobierno se habrá perdido.

Sin embargo, la revisión judicial no importa un privilegio, no significa un sometimiento o subordinación del Poder Ejecutivo o del Poder Legislativo, que sería contrario al sistema de independencia y coordinación de los poderes del estado.

La Corte ha sostenido que, la misión más delicada de la justicia de la Nación es la del saberse mantener dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes y jurisdicciones.

En supuestos similares a los aquí tratados, la Corte ha hecho uso de los denominados poderes implícitos, independientemente del nomen juris que se le haya dado a su intervención. Así, ha sostenido que, los poderes implícitos son necesarios para el ejercicio de los que han sido expresamente conferidos; sin los cuales, sino imposible, sería sumamente difícil y embarazosa la marcha del gobierno constitucional en sus diferentes ramas.

Decir poderes implícitos es, en suma, decir poderes imprescindibles para el ejercicio de los expresamente concedidos, esto es, atribuciones que no son sustantivas ni independientes de estos últimos sino auxiliares y subordinadas. En cuanto a los alcances de tales poderes, la Corte ha entendido que, supuesta su existencia, la extensión no podría ir más allá de lo que fuere rigurosamente necesario para que la facultad expresa no resulte ilegítima y gravemente impedida por lo que mal podría depender el establecimiento de sus límites, de la discreción del órgano que los ejercite.

Asimismo, sostuvo que los poderes implícitos le son connaturales e irrenunciables para salvaguardar el libre ejercicio y la eficiencia de la función específica que se le atribuye a los jueces, habida cuenta de que es principio inconcuso de nuestro régimen republicano la separación, pero también el equilibrio armónico de los poderes en función de lograr la plenitud del Estado de Derecho. Estima que se deben poner en ejercicio los poderes implícitos que hacen a la salvaguarda de la eficacia de la función judicial, principalmente en cuanto se refiere a la protección de los derechos y garantías consagradas en la Constitución Nacional.

La Corte declaró que, la invasión que un poder del Estado pudiera hacer respecto de la zona de reserva de actuación de otro, importa siempre, por sí misma, una cuestión institucional de suma gravedad que, independientemente de que trasunte un conflicto de competencia jurisdiccional o un conflicto de poderes en sentido estricto, debe ser resuelta por ella misma, sin que sea óbice para ello la inexistencia de vías procesales específicas. En tal sentido, en los particulares y excepcionales casos en que tales materias están en juego, ella debe actuar debiendo atender a la sustancia real de dicha presentación, a su fundamento, trascendencia y a su procedibilidad, sin que obste a ello la existencia de un trámite ordinario con eventual aptitud para dejar sin efecto el acto que provocó el conflicto, toda vez que el mantenimiento del orden institucional no admite dilaciones.

Agregó que, aunque la cuestión de competencia no aparezca explicitada en términos formales y con todos los requisitos, preciso es tenerla por configurada atento al explícito planteo del presentante y a razones de economía procesal, que permiten prescindir de eventuales defectos de planteamiento de este tipo de cuestiones. Ello es así por cuanto es deber de esta Corte ejercer las atribuciones que le confiere el art. 24 inc. 7° del dec-ley 1285/58, toda vez que advierta en las actuaciones que se ha sometido al Estado Nacional a la decisión de un magistrado que resulta por ley carente de jurisdicción.

Es indispensable, que la Corte señale los límites precisos dentro de los que entiende que magistrados del Poder Judicial pueden a ejercer sus competencias, a fin de que los poderes del estado se adecuen recíprocamente y puedan coexistir en armonía, sin que ninguno de ellos invada la esfera que legítimamente pertenece a los otros.

Rodríguez, Jorge - Jefe de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Plantea cuestión de competencia e interpone apelación extraordinaria directa en autos: "Nieva Alejandro y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 842/97 (Medida cautelar)"

R. 420, XXXIII, 05 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Prescripción. Sentencia no firme. Doctrina de la arbitrariedad. Improcedencia del recurso. 

Uno de los requisitos a los que el artículo 14 de la ley 48 condiciona la admisibilidad formal del recurso extraordinario, es que haya sido interpuesto contra sentencias definitivas, es decir, con respecto a aquellas decisiones que dirimen la controversia poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación, o bien, cuando se trate de una resolución que origina un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.

Tiene establecido la Corte que resoluciones como la recurrida, cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso penal no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los afectos del recurso extraordinario, requisito éste del que no cabe prescindir aunque se invoque lesión a garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad. 

No se advierte que se verifique en autos circunstancia alguna que permita aplicar la excepción a ese principio, sustentada para aquellos supuestos en que se verifique una prolongación injustificada del proceso, de forma que pueda afectarse la garantía constitucional del debido proceso.

Tampoco resulta viable la crítica que se sustenta en la doctrina de la arbitrariedad. Ello porque las circunstancias apuntadas por el a quo para demostrar las sustanciales diferencias que exhiben el precedente invocado por la defensa y el presente caso, resultan determinantes para rechazar el planteo de la recurrente, quién sólo se limitó a invocar su aplicación.

M., T. s/ Incidente de previo y especial pronunciamiento - Causa n° 179/96

M. 1255, XXXII, 17 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa B. 750, L. XXXI, “Banco Buenos Aires Building Society S.A. s/ Quiebra".

Banco de Italia y Río de la Plata S.A. s/Quienra s/ Cuaderno separado por Banco Cental de la República Argentina

B. 943, XXXI, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa T. 197, "Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Santa Rosa s/ Acción meramente declarativa".

Empresa Telefónica de Argentina c/ Municipalidad de General Pico s/ Acción meramente declarativa

E. 90, XXV, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa T. 197, "Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Santa Rosa s/ Acción meramente declarativa".

Empresa Telefónica de Argentina c/ Municipalidad de Santa Rosa s/ Accion meramente declarativa

E. 175, XXV, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa T. 197, "Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Santa Rosa s/ Acción meramente declarativa".

Telefónica de Argentina S.A c/ Municipalidad de General Pico s/ Acción meramente declarativa

T. 201, XXVII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Quiebra. Interpretación de la ley. Incompatibilidades del síndico del concurso. Procedencia del recurso. 

En cuanto al fondo de la cuestión, la interpretación que efectúa el a-quo a fin de sostener la vigencia de la ley es arbitraria, por no ajustarse a lo que surge clara e indubitablemente de la misma, desde que no se desprende, ni del texto literal, ni de la exposición de motivos del proyecto, que haya sido otra la intención del legislador que la de impedir la designación de síndicos suplentes o ad-hoc para el estudio, análisis y consejo respecto de los créditos del Banco Central, quien ejercerá tal función sindical, aun en el supuesto en que se trate de su propio crédito.

El apotegma de que nadie puede ser juez y parte se encuentra claramente inmerso en las garantías del debido proceso, consagradas en el artículo 18 de la Constitución Nacional, ya que tal garantía importa un procedimiento en el cual las partes, puedan encontrar el amparo de la intervención de órganos y funcionarios de indubitable imparcialidad, como modo necesario de asegurar la defensa en juicio de los derechos en un plano de igualdad procesal.

Banco Buenos Aires Building Society S.A. s/ Quiebra

B. 750, XXXI, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Estése a lo dictaminado en la causa Comp. 742, L. XXXIII, "Moreira, Luis c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Cobro de indemnización por incapacidad laborativa".

Ferrocarriles Argentinos p/ Inhibitoria

COMP. 756, XXXIII, 20 de noviembre de 1997

Ver dictamen

 

Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema

Homicidio. Pedido de extradición. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Es doctrina del Tribunal que no corresponde el tratamiento de aquellos agravios que no constituyan una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considera equivocadas.

En cuanto a la falta de certificación del testimonio, cabe tener presente que cuando la documentación es introducida por conducto del Ministerio de Relaciones Exteriores y elevada por éste a la justicia competente, ésta debe tenerla por auténtica, sin más requisitos, pues aquélla se encuentra al amparo de la fe que le prestan, doblemente, el Ministro Extranjero que solicita la extradición y el Ministerio de Relaciones Exteriores que le da curso.

Por otro lado, la corte ha establecido que la extemporaneidad de la introducción formal del pedido de extradición no puede invocarse como una excepción legal contra la entrega del requerido.

La doctrina de la gravedad o interés institucional fue elaborada en sus orígenes a fin de impedir que óbices de naturaleza procesal o el carácter no definitivo de las resoluciones apeladas , frustraran el control de supremacía que debía ejercer la Corte en causas que excedían el mero interés de las partes en litigio y que como principio general existe cuando lo resuelto excede ese interés individual de las partes y atañe también a la colectividad, vulnerando el principio institucional básico y la consciencia de la comunidad.

C. L., Sergio y otros s/ Extradición

COMP. 1933, XXXII, 03 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

Recursos

Concesión errónea del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa D. 483, L. XXXI "Della Blanca, Luis Enrique y otro c/ Industria Metalúrgica Perscarmona S.A. p/ ordinario”.

Arce, Roberto Esteban y otro c/ Industrias Metalúrgicas Pescarmona S.A. p/ Ordinario s/ Incidente

A. 131, XXXII, 03 de abril de 1997

Ver dictamen

 

Régimen jubilatorio

Haber jubilatorio. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Inconstitucionalidad. 

En el caso no está en tela de juicio, ni que la provincia posea ciertas prerrogativas, ni que sus autoridades puedan ejercerlas plenamente dentro de su ámbito, como lo demuestra claramente el hecho de que no se cuestiona su facultad para crear y reglamentar entidades previsionales como la que ampara el actor, sino que está en cuestión la circunstancia de que dicha autoridad, al actuar tales poderes, pueda, a través de condicionar el goce del beneficio jubilatorio que estatuyó, incidir en el ejercicio de una actividad profesional llevada a cabo fuera de su jurisdicción, extremo que no resulta admisible desde que violarla la convivencia federal basada en el respeto de las autonomías de los otros estados.

Sterin Naum Salomos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Inconstitucionalidad

S. 742, XXXI, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo IX

Derecho Procesal Penal

Contienda negativa de competencia

Juez previniente. Competencia federal. 

La conducta a investigar habría obstruido el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y los empleados de la Nación, en los términos del artículo 3°, inciso 3° de la ley 48.

Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Federal, que previno, continuar con el trámite de las actuaciones.

Instituto Nacional D. A. s/ Denuncia

COMP. 885, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Aborto propio. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.

R. D., Felicia s/ Aborto propio

COMP. 664, XXXIII, 22 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Aborto. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 

La Corte tiene decidido que el correcto planteo de una cuestión negativa de competencia presupone que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.

No cumplió con tal requisito el magistrado local que no atribuyó competencia la justicia nacional para conocer de las presuntas prácticas abortivas cometidas en sede provincial, sino que se limitó a manifestar que no se habrían agregado las constancias que acreditarían la comisión de esos delitos.

Al resultar de las declaraciones y acta de allanamiento, en una localidad bonaerense funcionaría un consultorio donde se realizarían prácticas abortivas, corresponde declarar la competencia del Juzgado Criminal y Correccional provincial para investigar.

 

R., T. y otras s/ Aborto

COMP. 328, XXXIII, 01 de julio de 1997

Ver dictamen

Abuso deshonesto. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Toda vez que de las constancias de la causa se desprende que el hecho denunciado tuvo lugar en esta Capital, corresponde a la justicia nacional conocer de la causa.

J., F. D. s/ Abuso deshonesto

COMP. 1116, XXXII, 14 de febrero de 1997

Ver dictamen

Accidente de aviación. Circulación aérea. Competencia provincial. 

La Corte tiene reiteradamente establecido "la comisión de un delito en ocasión de la operación de aeronaves no provoca, por si sola la intervención de la justicia federal, sino que, conforme a lo que establece el artículo 198 del Código Aeronáutico, son de competencia de ese fuero los delitos que puedan afectar la navegación o el comercio aéreo".

B., Marcelo Gustavo, C. de F., Mirta s/ Accidente aéreo

COMP. 610, XXXIII, 22 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Acción de amparo. Detenido. Cámara de Apelaciones. 

El requerimiento del interno se encuentra relacionado con la detención impuesta por la Cámara, por lo que corresponde conocer en este supuesto a los jueces de la causa, a quien las leyes procesales le han asignado competencia respecto de la ejecución de las sentencias que dictaron. 

En este sentido la Corte ha establecido que en principio, el hábeas corpus y las demandas de amparo no autorizan a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben.

Por lo demás, en los precedentes señalados, la Corte también sostuvo que compete al juez de la respectiva causa, a tenor del artículo 18 de la Constitución Nacional, el control directo de los requisitos que la propia norma establece para el régimen carcelario, y ante él debe ser planteada, con arreglo a las formas legales, la cuestión atinente a la vulneración de las garantías que protegen a quienes se hallan procesados o condenados por la comisión de delitos. 

 

A., Ricardo Javier s/ Su presentación

COMP. 1068, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte, que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber, y en caso de no conocerse el lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.

C., Jorge Daniel s/ Defraudación

COMP. 8, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia criminal y correccional. 

Habida cuenta que existe coincidencia entre los tribunales intervinientes en el conflicto acerca de la calificación del hecho imputado, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse es el lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.

V, Daniel Alberto s/ Administración fraudulenta

COMP. 424, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Habida cuenta de que de las probanzas agregadas al incidente no se advierte que el imputado tuviera que rendir cuentas de su desempeño como liquidador ante el Juzgado que removió al anterior administrador, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.

B., José Ernesto s/ Denuncia

COMP. 597, XXXIII, 10 de octubre de 1997

Ver dictamen

Dado que la designación del imputado como administrador judicial fue efectuada por el señor Juez provincial y ante él se debía rendir cuentas de gestión, corresponde a la mencionada justicia continuar con la investigación de la causa.

M. Z. y otros s/ Defraudación por retención indebida

COMP. 1151, XXXII, 26 de febrero de 1997

Ver dictamen

Es doctrina de la Corte que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber, y en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.

C., Alberto Luis s/ Defraudación por administración fraudulenta

COMP. 1111, XXXII, 14 de febrero de 1997

Ver dictamen

Adulteración de cheque. Competencia del tribunal de casación. Competencia nacional. 

No existe en autos un conflicto de competencia que corresponde a la Corte resolver. 

Ello es así, porque de acuerdo a la doctrina establecida por la Corte al fallar en la causa “López, Esteban Emilio s/ Lesiones”, es la Cámara Nacional de Casación Penal -que posee facultades revisoras de las resoluciones que dicten ambos tribunales- el órgano superior común a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional y el Jugado Federal de Lomas de Zamora, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. 

 

G., Fernando Gabriel s/ Denuncia de estafa

COMP. 354, XXXIII, 01 de julio de 1997

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Habida cuenta que es doctrina del Tribunal que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa.

Policía de la Provincia de Formosa s/ Secuestro de Automotor

COMP. 255, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia nacional. 

Respecto a la sustitución de las placas individualizadoras, de la cual no surge su lugar de comisión, corresponde su conocimiento al magistrado nacional en cuya jurisdicción se comprobó el hecho.

Al resultar que el delito encubierto -hurto de automotor- es de competencia de la justicia provincial, cabe concluir que el hecho objeto de esta causa afecta a ella y no a la administración de justicia nacional. Por ser ello así, no resultan aplicables las reglas de acumulación por conexidad, sino que corresponde investigarlo al tribunal común con competencia en el lugar donde se produjo. 

Habida cuenta que de las escasas constancias del incidente tampoco es posible determinar el lugar de comisión del encubrimiento, debe estarse al sitio en el que la moto fue secuestrada.

A., Miguel Angel, C. M., Julio César s/ Encubrimiento

COMP. 753, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que cuando de las probanzas del incidente no surge el lugar donde se falsificó la numeración individualizadora del automotor, corresponde al juez donde se comprobó la infracción y se secuestró el rodado conocer a su respecto.

D. M., Raúl s/ Infracción Decreto Ley 6.582/58

COMP. 470, XXXIII, 06 de agosto de 1997

Ver dictamen

Competencia nacional. 

No pudiéndose establecer el lugar en que las patentes del automotor fueron cambiadas, corresponde atribuir la competencia al tribunal con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la existencia del delito.

Pérez, Cristian Adrián y otro s/ Hurto

COMP. 1159, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Amenazas. Competencia provincial. 

Una norma de exclusiva aplicación en el ámbito provincial no puede prevalecer sobre la legislación procesal de la Nación que regula la competencia de los tribunales nacionales y provinciales.

A., L. I. s/ Denuncia amenazas

COMP. 49, XXXIII, 06 de mayo de 1997

Ver dictamen

Asociación ilícita. Concurso de delitos. Separación de procesos. Competencia provincial. 

Es la justicia provincial la que debe continuar entendiendo con la investigación respecto al delito de asociación ilícita, pues, las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.

No cabe apartarse del principio general que rige la jurisdicción federal, por lo que resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte en el sentido de que en aquellos supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los delitos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

M., Roberto Adolfo s/ Averiguación infracción a la Ley 23.737

COMP. 155, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Atentado y resistencia a la autoridad. Malversación de caudales públicos. Banco Central de la República Argentina. Economía procesal. Competencia federal. 

Incorrecta traba de la contienda.

Al resultar de las constancias del incidente que el incumplimiento a los requerimientos formulados por la magistrada a cargo de la quiebra del banco implicado se habría producido en una ciudad provincial donde el Banco Central debía transferir los fondos ordenados y solicitar autorización para su disposición, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal.

Legajos de quiebra del Banco Mesopotámico remitidos por el Juzgado en lo Civil y Comercial N° 1

COMP. 4, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional. 

Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.

G., José Rubén s/ Incidente de competencia

COMP. 432, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

Cheque sin fondos. Domicilio del banco. Competencia provincial. Falsa denuncia. Competencia nacional. 

La conducta del caso encuadraría en las previsiones del artículo 302, inciso 3°, del Código Penal, cuya investigación corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.

Para el caso de que la falsa denuncia constituya delito, corresponde entender al magistrado nacional., toda vez que es en esta ciudad donde la imputada denunció el extravío del cheque.

L., Ana María s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal

COMP. 1167, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Coacción calificada. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que resulta competente la justicia ordinaria para conocer acerca del delito previsto en el artículo 149 ter del Código Penal, cuando resultare de un modo inequívoco que los hechos imputados tienen una estricta motivación particular, y que, además, no se da la posibilidad de que resultare afectada, en forma directa o indirecta, la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.

H., Rolando s/ Coacción agravada por uso de armas en concurso real con violación de domicilio

COMP. 732, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

Coacción. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si bien los delitos previstos en el artículo 3, inciso 5, de la ley 48, deben ser investigados por la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que, del conocimiento prioritario de las actuaciones por parte de la justicia nacional, en principio competente, resultare de modo inequívoco que los hechos imputados tienen estricta motivación particular, y que además, no se da la posibilidad de que resultare afectada en forma directa o indirecta, la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.

L., Horacio s/ Amenazas

COMP. 1158, XXXII, 17 de marzo de 1997

Ver dictamen

Competencia del Tribunal de Casación. 

De acuerdo con la doctrina establecida por la Corte al fallar en la causa N° 736, L. XXIV, "López, Esteban Emilio s/ lesiones", es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.

S., Juan Carlos y otro s/ Supuesta adulteración documento público

COMP. 148, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 779, L. XXXIII, "R., L. J. s/ Artículo 10 de la Ley 10.067”.

S., N. s/ Artículo 10 de la Ley 10.067 -Incidente de cuestión de competencia-

COMP. 783, XXXIII, 28 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Concurso de delitos. Lugar del hecho. Falsa denuncia. Competencia nacional. Estafa. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que el delito de falsa denuncia por robo de mercadería, y la posterior estafa contra una compañía de seguros intentada sobre la base de aquélla, concurren materialmente no obstante la relación de medio a fin que pudiera existir entre ellos, toda vez que la mera coincidencia subjetiva o final no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyen un único hecho o concurso formal. En consecuencia, al tratarse de delitos que pueden ser juzgados separadamente, debe determinarse cuál ha de ser tenido como lugar de comisión de cada uno de ellos a efectos de establecer la competencia.

 

C., José Luis s/ Falsa denuncia - Estafa en tentativa

COMP. 1122, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Contaminación ambiental. Competencia federal. 

En virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de la ley 24.051, el conocimiento de la presente contienda corresponde, en principio, a la justifica federal.

F., Simón Edgardo s/ Denuncia

COMP. 3, XXXIII, 15 de mayo de 1997

Ver dictamen

Desechos peligrosos. Competencia federal. 

Al resultar de las constancias del incidente que el objeto de esta causa es determinar si los desechos industriales del establecimiento denunciado pueden considerarse “residuos peligrosos”, en los términos del Anexo I de la ley 24.051, en razón de lo dispuesto por el artículo 58 de la misma norma, corresponde la competencia de la justicia federal para entender en estas actuaciones.

L. C., Freddy s/ Su denuncia

COMP. 396, XXXI, 19 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Contrabando. Competencia del tribunal de casación. 

No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte dirimir.

Ello es así pues de acuerdo con la doctrina establecida por la Corte al fallar en la causa Comp. 736, L. XXIV, “L., Esteban Emilio s/ Lesiones”, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. 

 

F., Eugenio y otros s/ Contrabando e infracción Decreto Ley 6582/58

COMP. 147, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte dirimir.

Ello es así pues de acuerdo con la doctrina establecida por la Corte al fallar en la causa Comp. 736, L. XXIV, “L., Esteban Emilio s/ Lesiones”, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.

 

F., José Armando y D., Celestino s/ Contrabando

COMP. 146, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Cuota alimentaria. Domicilio del causante. Competencia provincial. 

De acuerdo con el criterio establecido en Fallos: 303:1991 corresponde conocer de la causa al tribunal de la provincia de Entre Ríos, por ser en su jurisdicción donde se domicilian la denunciante y sus hijos menores.

G., L. A. s/ Infracción Ley 13.944

COMP. 1143, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Defraudación. Administración fraudulenta. Competencia provincial. 

Habida cuenta que no existe discrepancia entre los tribunales intervinientes en el conflicto acerca de la calificación del hecho, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en la sede de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.

G., Marcos s/ Defraudación por administración fraudulenta

COMP. 596, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber, y en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga s u domicilio legal en otra jurisdicción. Habida cuenta que las probanzas acompañadas al incidente no alcanzan para acreditar que los actos infieles en perjuicio de los intereses de los accionistas fueron cometidos en esta ciudad donde la empresa tiene su domicilio legal y que, por otra parte, el tribunal provincial no cuestionó que en la planta fabril de provincia estaría el asiento principal de los negocios sociales, corresponde declarar la competencia de la justicia local.

M. de E., Brigida s/ Defraudación

COMP. 44, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Habida cuenta que no existe controversia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación de la conducta a investigar; y que de las declaraciones, tanto de la presidente como de la tesorera de la institución, surge que los problemas para el retiro de las donaciones habrían comenzado en el año en que la imputada mudó su domicilio a la localidad sita en la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia del tribunal provincial para entender en estas actuaciones.

G., María Celina s/ Defraudación

COMP. 663, XXXIII, 29 de octubre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones sustancialmente análogas al dictamen de la causa Comp. 501, L. XXXIII, “G. de A., Elida Noemí s/ Denuncia de tentativa de estafa”.

G. d. A., Élida s/ Denuncia

COMP. 501, XXXIII, 05 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 

Respecto del desbaratamiento de derechos acordados, la Corte tiene resuelto que el delito se consuma cuando ya realizada la disposición patrimonial se torna incierto o litigioso el derecho adquirido.

L., Alberto Jorge s/ Defraudación

COMP. 1067, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Domicilio del imputado. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto que la omisión del deudor de poner el bien gravado a disposición del juez interviniente encuadraría en el delito de defraudación, no así en el de desobediencia ya que, a pesar de mediar una orden concreta y escrita, no incurre en el quien incumple ordenes relativas a intereses personales de índole patrimonial. 

También es doctrina del tribunal que resulta relevante pada decidir las cuestiones de competencia el lugar donde se dispuso el bien gravado, sustrayéndolo, sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba concreta en ese sentido, se debe presumir por tal el domicilio del deudor.

 

H., Manuel Otoniel s/ Defraudación por desbaratamiento

COMP. 491, XXXIII, 19 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia federal. 

Toda vez que la conducta reprochada al imputado habría obstruido el buen servicio que debía prestar el organismo nacional y los empleados de la Nación, en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48.

B., Alberto Fabián s/ Defraudación

COMP. 660, XXXIII, 29 de octubre de 1997

Ver dictamen

Estado nacional. Competencia federal. 

Asiste razón al magistrado provincial dado que del informe que obra en la causa, se desprende que los fondos para los beneficiarios de la ayuda económica correspondientes a los meses de marzo, mayo, junio, septiembre, octubre y noviembre de 1995 fueron aportados por la ANSES y transferidos directamente a ENCOTESA, sin salir nunca de la custodia del Estado Nacional. Por ello, el accionar denunciado habría provocado un perjuicio directo al patrimonio de la Nación, en los términos del artículo 3, inciso 3, de la ley 48, y su concordante el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.

S., Ramón B. y otros s/ Denuncia

COMP. 52, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 

Habida cuenta que la presunta omisión de la escribana de retener y efectuar el depósito del tributo correspondiente a la venta del inmueble resultaría anterior a la sanción de la ley 23.771, y que de los términos de la denuncia no se advierte la comisión de algún otro hecho ilícito que habilite la competencia del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia del tribunal local para entender en las actuaciones.

M., Adriana Cristina s/ Querella

COMP. 377, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia criminal y correccional. 

Habida cuenta que la calificación efectuada por el magistrado de una de las provincias no ha sido controvertida por otra provincia, quien se ha limitado a manifestar que esa podría ser una de las hipótesis delictivas a investigar, corresponde conocer al primero de ellos.

S, Marisol s/ Defraudación

COMP. 389, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Economía procesal. Competencia provincial. 

Es doctrina del Tribunal que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá en definitiva, conforme a razones de economía procesal.

M., Mario Rubén s/ Denuncia

COMP. 814, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Ministerios. Competencia federal. 

El accionar habría entorpecido o corrompido el buen servicio que tiene a su cargo un organismo nacional, por lo que corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en la causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

B., Américo Argentino s/ Defraudación

COMP. 1118, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Retención indebida. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió adecuadamente efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

N. A. S.A s/ Promueve querella contra Miguel Z.

COMP. 231, XXXIII, 03 de junio de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Atento que ambos magistrados coinciden en la calificación legal del hecho denunciado como constitutivo del delito previsto y reprimido por el artículo 173, inciso 2, del Código Penal, resulta de aplicación al sub lite la doctrina de la Corte en el sentido de que a los efectos de determinar la competencia territorial respecto del delito de retención indebida, debe tenerse en cuenta el lugar donde debía cumplirse la obligación de restituir y cuando ello no se convino expresamente debe atenderse al domicilio del deudor en el momento de ser exigida la restitución, situación ésta que se da en el presente caso, por lo que corresponde al juez provincial continuar conociendo en las presentes actuaciones.

B., Sergio s/ Defraudación por retención indebida

COMP. 33, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Retención indebida. Estelionato. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

Si no surge cuál era el lugar acordado para el cumplimiento de la obligación resulta de aplicación lo dispuesto por los artículos 747 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.

Si el único domicilio conocido del imputado es el de su negocio de venta de autos sito en la localidad de Martínez, corresponde declarar la competencia del tribunal local para conocer de este delito. 

La segunda conducta configuraría el delito de estelionato, en cuanto se habría vendido el rodado ajeno sin tener mandato para ello, hecho éste que también se habría consumado en jurisdicción provincial.

C., Omar s/ Denuncia Defraudación

COMP. 635, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Retención indebida. Rendición de cuentas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que cuando el acto infiel perjudicial del deber, constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para determinar la competencia el lugar donde las cuentas debían rendirse.

Al resultar de los términos de la denuncia y de la prueba producida que el imputado debía rendir cuenta de las cobranzas realizadas en la provincia, corresponde a la justicia local continuar con la investigación de la causa.

I., Fidel O. s/ Defraudación por retención indebida

COMP. 1144, XXXII, 14 de febrero de 1997

Ver dictamen

Delitos contra el honor. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Tiene establecido la Corte que los delitos como los que se imputan en el caso, deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizaron los términos presuntamente agraviantes.

Y., Alfredo. s/ Querella por calumnias e injurias

COMP. 661, XXXIII, 22 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Delitos contra el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Competencia federal. 

La Corte tiene resuelto que no obsta a la competencia federal la posibilidad de que resulte aplicable una norma del Código Penal, en la medida en que resultaría igualmente afectado el sistema nacional integrado de jubilaciones y pensiones, aspecto este último que es el que justifica, en definitiva, la intervención del fuero de excepción.

P., Sebastián s/ Presunta infracción Ley 24.241

COMP. 754, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 754, L. XXXIII, “P., Sebastián s/ Presunta infracción Ley 24.241”.

V., Juan José (Jacarandá Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones) s/ Ley 24.241

COMP. 795, XXXIII, 25 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Delitos contra la salud pública. Reglamento de inspección de productos, subproductos y derivados de origen animal. Servicio Nacional de Sanidad Animal. Ley federal. Competencia federal. 

La infracción al artículo10, inciso 1, del Reglamento de inspección de Productos, Subproductos y Derivados de Origen Animal -decreto 4238/68- dictado de conformidad con las prescripciones contenidas en la ley de Policía Sanitaria Animal -ley 3956- cuyo contralor está a cargo del SENASA -ley 23.899-, es de naturaleza federal en razón del poder de policía que en esta materia ejerce la Nación por la naturaleza de los bienes tutelados, corresponde conocer al fuero federal.

L., Sergio por supuesta infracción al Artículo 206 del Código Penal

COMP. 575, XXXII, 01 de julio de 1997

Ver dictamen

Delitos contra la seguridad de los medios de transporte y de comunicación. Camioneros. Juez previniente. Competencia federal. 

La conducta de los integrantes de los sindicatos adheridos a la medida de fuerza habría entorpecido el tránsito de camiones y medios de transporte en una ruta nacional; ello interfirió directamente el libre desarrollo del tráfico interjurisdiccional. En tales condiciones, corresponde a la justicia federal, que previno, continuar entendiendo en esta causa.

Averiguación presunta infracción al Artículo 194 del Código Penal

COMP. 708, XXXIII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

Denuncia. Geografía. Juez previniente. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. 

La ausencia de esos elementos, impide considerar que en el caso se presente una cuestión de competencia correctamente planteada que corresponda al tribunal resolver.

S., Maglen Edith s/ Denuncia

COMP. 649, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

Desechos peligrosos. Hidrocarburos. Aguas subterráneas. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que las disposiciones penales de la ley 24.051 no se integran típicamente con las enumeradas en el artículo 1 de esa ley, la cual, en cambio, sí limIta las facultades de índole administrativa de la autoridad de aplicación nacional ante las que le corresponden a las provincias y municipios -artículos 59 y 67-.

Siendo el objeto de esta contienda determinar si la presencia de hidrocarburos en las napas subterráneas en los predios linderos a la estación de servicio resulta peligrosa o contaminante del ambiente y, por ende, un hecho punible de los previstos en la ley 24.051, en razón de lo dispuesto por su artículo 58, corresponde su conocimiento a la justicia federal.

Agente Fiscal s/ Denuncia

COMP. 657, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Ebriedad. Portación de armas. Domicilio del menor. Competencia provincial. 

Corresponde resolver este conflicto a la justicia provincial. Ello es así porque es en el lugar donde tiene su asiento el núcleo familiar que pudo configurarse el abandono material o el peligro moral que requiera la adopción de medidas tuitivas para el joven de acuerdo a la inteligencia que, según el criterio de la Corte, debe asignarse al artículo 21 de la ley 10.903.

F., J. M. s/ Ebriedad y portación

COMP. 13, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Economía procesal. Domicilio conyugal. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto en casos que guardan similitud con el presente, que ante la multiplicidad de los lugares de ejecución del delito resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquellos donde se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.

 

B., Roberto Guillermo c/ Incidente de competencia promovido en la causa N° 41.262

COMP. 9, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Elecciones gremiales. Competencia federal. 

Habida cuenta que según lo dispuesto por el artículo 2° de la ley 23.071 corresponde a la justicia electoral o al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación el control de las elecciones gremiales, es la justicia federal la que deberá conocer en la causa.

Ello es así porque la conducta a investigar pudo afectar el normal desenvolvimiento del contralor asignado por la norma mencionada al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación.

M., Carlos Alberto s/ Denuncia

COMP. 1169, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Encubrimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional. 

Conflicto entre jueces nacionales.Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.

 

Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.

M., Carlos A. s/ Encubrimiento

COMP. 442, XXXIII, 06 de agosto de 1997

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.

G., Hilda s/ Encubrimiento

COMP. 380, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Robo. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido a través de numerosos precedente que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.

Las escasas probanzas reunidas hasta el presente no alcanzan para encuadrar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los procesados.

Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los procesados respecto de los hurtos acaecidos en esta ciudad, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.

G., Juan Carlos y otros s/ Encubrimiento - Causa 47.797

COMP. 553, XXXIII, 10 de octubre de 1997

Ver dictamen

Enriquecimiento ilícito de funcionario público. Competencia federal. 

Toda vez que el enriquecimiento ilícito constituye un delito contra la administración pública, porque corrompe la actuación funcional de los órganos del estado, y que de las constancias del incidente surge que el presunto incremento importante del patrimonio del imputado habría acontecido cuando se desempeñaba como funcionario público nacional con sede en esta ciudad, corresponde a la justicia federal entender en la causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

S., Federico Román s/ Denuncia s/ Enriquecimiento ilícito – incidente de competencia Artículo 49 Código Procesal Penal de la Nación – R., Raúl

COMP. 186, XXXIII, 01 de julio de 1997

Ver dictamen

Entorpecimiento de comunicación telegráfica o telefónica. Competencia de instrucción. 

Toda vez que de las probanzas agregadas al incidente no se advierte la interrupción del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones que, en el caso, habilitaría la competencia del fuero de excepción, corresponde al Juzgado de Instrucción provincial, continuar con la tramitación de la causa.

A., María de los Ángeles s/ Denuncia

COMP. 833, XXXII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia provincial. 

 

 

Habida cuenta que la justicia provincial no cuestiona la competencia de la justicia ordinaria para conocer en la causa, y que la Corte tiene establecido que el correcto planteo de una contienda negativa de competencia presupone que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente, corresponde al juzgado provincial entender del proceso para luego, si lo considera oportuno, plantear los conflictos jurisdiccionales que estime pertinentes.

 

N. N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos

COMP. 117, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Estafa procesal. Competencia de instrucción. Competencia nacional. 

La presentación de la documentación que pudo haber inducido a error al magistrado comercial, habría constituido el ardid necesario para obtener el pronunciamiento judicial y lograr así una sentencia dispositiva de propiedad perjudicial para el denunciante. 

En tal sentido y en consideración a que los títulos base de la ejecución fueron presentados en el Juzgado de Primera Instancia en lo Comercial de la Capital, donde además se encuentra el domicilio de la denunciada, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional de instrucción para que continúe con el conocimiento de la causa. 

 

A., Rafael Carlos; C., Carlos David s/ Estafa

COMP. 1021, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Estafa. Administración fraudulenta. Competencia provincial. 

La Corte tiene decidido que el correcto planteo de una contienda negativa de competencia presupone que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente.

V., Jorge Luis y otro (s) s/ Estafa

COMP. 611, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

Cheque. Competencia procesal. 

Conforme lo establecido por V.E., la sustracción de una pieza postal constituye un hecho distinto del uso ilícito que, posteriormente se realiza con su contenido y las reglas por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.

L., Emilio Eliseo s/ Denuncia de estafa- causa n° 5.883/96

COMP. 1130, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Declaración de la víctima. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que cuando las declaraciones de la víctima son verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones.

B., Nely; A., Juan Carlos y R., Analía s/ Estafa

COMP. 1033, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal. 

Al resultar privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar -la estafa cometida mediante la falsificación del cheque y el uso del documento nacional de identidad ajeno, que concurrirían en forma ideal-, corresponde al tribunal federal entender en las presentes actuaciones.

F., Miguel Ángel s/ Denuncia - Causa N° 35.190/10

COMP. 1124, XXXII, 17 de febrero de 1997

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia en lo penal económico. Competencia nacional. 

De las escasas constancias reunidas no surgen elementos de juicio que permitan calificar prima facie el hecho denunciado en alguna figura penal determinada -estafa o libramiento de cheque sin provisión de fondo- toda vez que no se ha practicado pesquisa alguna tendiente a brindar mayor precisión a la denuncia.

R., Alejandro V. y otra s/ Artículo 302 del Código Penal

COMP. 1024, XXXII, 14 de febrero de 1997

Ver dictamen

Juez previniente. 

Toda vez que la Corte tiene decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurre idealmente con su falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, se estima que la presente contienda no se halla precedida de la investigación necesaria como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

Por ello, corresponde a la justicia nacional, que previno, continuar con el trámite de las actuaciones; sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.

 

I. G. de S., Mabel s/ Tentativa de estafa

COMP. 96, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que cuando el delito de estafa, o su tentativa, es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurre idealmente con su falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.

G., Miguel Juan s/ Denuncia

COMP. 12, XXXIII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Lugar de disposición patrimonial.

La Corte tiene establecido que las declaraciones del denunciante, cuando resultan verosímiles, deben ser tenidas en cuenta para la resolución del conflicto, siempre y cuando no se encuentren desvirtuadas por otras constancias de la causa. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados que concurriría idealmente con aquélla. 

 

C., Gladis Antonia s/ Denuncia

COMP. 43, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

No existe en autos un conflicto que corresponda a la Corte dirimir en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.Ello es así, porque el Máximo Tribunal tiene establecido que para que exista una concreta contienda negativa de competencia es presupuesto necesario que intervengan dos tribunales que se atribuyan recíprocamente el conocimiento de una causa, lo que no sucede en el presente caso habida cuenta que el magistrado provincial no remitió las actuaciones a la justicia nacional de instrucción, a la que consideró competente para entender en ellas.

M., Mónica y otros responsables de la firma comercial "P. A." y/o " D. P." s/ Estafa

COMP. 1119, XXXII, 17 de febrero de 1997

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Concurso ideal. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido que, en lo vinculado al delito de estafa que concurría idealmente con el de falsificación de instrumento privado, cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente al lugar donde los documentos fueron entregados.

C., Silvio Jorge s/ Denuncia

COMP. 20, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Falsificación de instrumento público. Documento nacional de identidad. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto que la investigación de la adulteración de un documento nacional de identidad es separable de la causa en que se investigan las estafas perpetradas mediante el uso de una tarjeta de crédito y aquel documento.

Acerca de la falsificación de los instrumentos privados que se habrían hecho valer para lograr la apertura de las cuentas bancarias y la obtención de las tarjetas, el Tribunal tiene decidido que son competentes para conocer a su respecto los jueces con jurisdicción en el lugar en que los documentos fueron usados.

G., Karina s/ Denuncia

COMP. 612, XXXIII, 28 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

Aplicación de la hipótesis admitida por la Corte en el precedente Comp. 775, L. XXXII, "Cánovas, Carlo s/ Edgardo s/ Denuncia estafa".

Habida cuenta que de los escasos elementos reunidos en el incidente, no surge el lugar donde se habría producido la entrega de los cartulares, sin que pueda considerarse por tal, el lugar donde fue presentado al cobro, por lo que corresponde al tribunal preventor profundizar la investigación a los efectos de determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que los documentos fueron entregados.

I., Sergio s/ Estafa en tentativa

COMP. 218, XXXIII, 03 de junio de 1997

Ver dictamen

Juez previniente. 

Por la circunstancia de que no se hayan incorporado a la causa los elementos suficientes que permitan brindar a la imputación del denunciante la certeza necesaria para resolver la contienda, debe continuar investigando el juez de instrucción que previno, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.

P., Liberato s/ Denuncia de estafa

COMP. 1056, XXXII, 17 de marzo de 1997

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.

L., Javier Armando s/ Denuncia estafa

COMP. 1172, XXXII, 17 de marzo de 1997

Ver dictamen

Economía procesal. Competencia nacional. 

Es doctrina del Tribunal que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.

N., Enzo s/ Estafa

COMP. 651, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia provincial. 

Habida cuenta que no se cuestiona la calificación efectuada por el magistrado declinante ya que su rechazo se sustenta en la circunstancia de que no se habrían incorporado elementos de juicio que permitieran corroborar la denuncia, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, en el sentido de que, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifíca la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva conforme a razones de economía procesal.

L., Jorge Omar s/ Estafa

COMP. 500, XXXIII, 19 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Resulta de las declaraciones del denunciante que habría entregado un cartular en garantía del pago de expensas comunes y más allá de la posible conducta reprochable al presunto imputado, no puede eliminarse la eventualidad que tal accionar significaría una desnaturalización de la función del cheque como instrumento de pago.

P., Fabián Alejandro s/ Estafa

COMP. 471, XXXIII, 10 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Domicilio del banco. Competencia en lo penal económico. 

El hecho encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, delito que, en principio, corresponde investigar al magistrado con jurisdicción sobre el banco girado.

C., Héctor s/ Estafa

COMP. 613, XXXIII, 10 de octubre de 1997

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Competencia criminal y correccional. 

Toda vez que la contienda negativa de competencia se suscitó entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.

S., Jorge Eliseo s/ Estafa

COMP. 374, XXXIII, 12 de junio de 1997

Ver dictamen

Estelionato. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que el ardid determinante del acto de disposición que configura el estelionato se consuma en el lugar en que se produce el pago por la adquisición como libre del bien gravado.

U., Margarita Victoria s/ Denuncia

COMP. 392, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

Estupefacientes. Domicilio del menor. Competencia provincial. 

Debe dirimirse este conflicto declarando la competencia del tribunal provincial. Ello es así, porque es en el lugar donde tiene asiento su familia, integrada por los padres y cuatro hermanos, donde se habría configurado el "abandono material" o el "peligro moral" que requiere el amparo judicial para el joven, de acuerdo a la inteligencia que -según el criterio de la Corte- debe asignarse al artículo 21 de la ley 10.903.

M. A., F. s/ Artículo 10 - Ley 10.067

COMP. 1171, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Régimen penal de la minoridad. Competencia federal. 

La Corte ha sostenido en reiteradas oportunidades que el juez que intervino en la causa donde el menor fuera imputado tiene competencia para disponer las medidas tutelares que resulten necesarias por su estado de abandono. 

En esta inteligencia, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para continuar tramitando el expediente tutelar. 

Ello, sin perjuicio que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley 10.903, el magistrado nacional requiera la colaboración del Juzgado de menores, para el cumplimiento de las medidas tutelares.

 

Incidente de competencia de la causa actuaciones instruidas s/ Infracción Ley 23.737

COMP. 7, XXXIII, 17 de marzo de 1997

Ver dictamen

Exacciones ilegales. Impuesto inmobiliario. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que es competencia de la justicia provincial, y no la federal, si la solución del pleito depende esencialmente de la interpretación y aplicación de normas de derecho público local. 

La "tasa general de inmuebles" es un impuesto de carácter local cuya percepción es perseguida por una Municipalidad, por lo que corresponde a la justicia provincial conocer en esta causa.

Doctor V. R. D., Arnulfo s/ Denuncia de exacciones ilegales

COMP. 480, XXXIII, 30 de diciembre de 1997

Ver dictamen

Expendio de medicamentos. Tráfico de medicamentos o mercaderías peligrosas. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que del contexto de la ley 23.737 se infiere que el legislador decidió penalizar no sólo los hechos relacionados con el comercio de estupefacientes -y a los que, en principio, apuntarían la mayoría de las conductas previstas- sino también aquellos otros en los que, por algún medio, se lesione o afecte la salud pública en general como consecuencia de una comercialización indiscriminada de medicamentos que pueda ponerla en peligro. 

Por aplicación de estos principios, la composición de los medicamentos que requerían receta no altera la regla contenida en el artículo 34 de la ley 23.737, que dispone la competencia federal para los delitos previstos y penados en ella.

 

N.N. s/ Venta de sustancias medicinales sin receta

COMP. 118, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Falsificación de cheque. Concurso ideal. Estafa. Competencia provincial. 

La Corte tiene dicho que no encontrándose acreditado el lugar de la falsificación del documento corresponde estar al lugar donde éste fue usado, y donde, asimismo, tuvo comienzo de ejecución el segundo delito. 

Por aplicación de estos principios, cabe asignar el conocimiento de esta causa al juzgado con jurisdicción sobre la entidad donde se habría depositado el instrumento adulterado.

 

S., Noemí Nélida s/ Denuncia

COMP. 562, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que en aquellos supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

A., Hugo Pablo s/ Denuncia

COMP. 135, XXXIII, 15 de mayo de 1997

Ver dictamen

Uso de documento adulterado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Atento a los acontecimientos apuntados, más allá de una eventual coincidencia subjetiva o final, no autorizan su consideración como un hecho único, sino que por el contrario, ponen de relieve dos conductas distintas, consumadas en diferentes momentos.

Fiscal del Tribunal plantea excepción de incompetencia

COMP. 642, XXXIII, 22 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Competencia del tribunal de casación. 

No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte dirimir.

Ello es así pues de acuerdo con la doctrina establecida por la Corte al fallar en la causa Comp. 736, L. XXIV, “L., Esteban Emilio s/ Lesiones”, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.

 

B., José s/ Supuesta falsificación de documento público

COMP. 140, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Competencia federal. 

Al resultar de las constancias del expediente que la documentación observada habría sido presentada a la ANSES para solicitar un beneficio previsional, a pesar de que la pensión fue denegada, el hecho de autos es de aquellos que pueden afectar o corromper el buen servicio que tiene a su cargo un organismo nacional.

Municipalidad de Mercedes s/ Presunta infracción

COMP. 434, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Competencia por conexidad. Competencia provincial. 

Toda vez que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal en el sentido de que en aquellos supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los delitos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

 

N., Fernanda Amelia s/ Falsificación de documento público

COMP. 5, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Defraudación. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Toda vez que la Corte tiene establecido que la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la defraudación o su tentativa por el uso de aquél, y habida cuenta que la disposición patrimonial perjudicial mediante la escritura de venta del inmueble se realizó en esta ciudad, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para conocer respecto a este delito.

María Alejandra S. s/ Denuncia

COMP. 1069, XXXII, 26 de febrero de 1997

Ver dictamen

Documentación del automotor. Juez previniente. Competencia federal. 

Habida cuenta que la Corte tiene decidido que resulta privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos que representen la falsificación de documentos nacionales, y en atención al carácter inescindible que los magistrados intervinientes asignan al accionar del imputado, en tanto coincidieron en señalar que la estafa y el uso del instrumento adulterado constituyen un hecho único, corresponde declarar la competencia del juzgado federal, que previno, para seguir entendiendo en las presentes actuaciones.

M., Mario Alberto s/ Infracción Artículo 292 y 293 del Código Penal

COMP. 1131, XXXII, 14 de febrero de 1997

Ver dictamen

Falso testimonio. Estado Nacional. Competencia federal. 

Toda vez que el falso testimonio imputado pudo obstruir la administración de Justicia que, entonces, prestaba la Nación porque la provincia no había habilitado aún su propio servicio de justicia, su juzgamiento corresponde al fuero de excepción.

V. C. y F. s/ Infracción del Artículo 275 del Código Penal

COMP. 270, XXXIII, 01 de julio de 1997

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Artículo periodístico. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. 

Ello es así pues, más allá de la denuncia y del recorte periodístico a partir del cual se la formula, no se han incorporado elementos de juicio suficientes para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y, por ende, discernir el juez a quien corresponda investigarlo.

 

Fiscalía Penal N° 5 departamental s/ Denuncia

COMP. 296, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia provincial. 

De las escasas actuaciones incorporadas al incidente se advierte que no se ha practicado la necesaria investigación que permita dilucidar si los hechos a los que se hace referencia en la denuncia, son el resultado de una acción que afectara el servicio público y encuadrarlos así en alguna figura determinada para decidir acerca del juez a quien compete investigarlos.

 

V., Jorge Antonio s/ Denuncia Artículo 194 del Código Penal

COMP. 276, XXXIII, 01 de julio de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

De las escasas constancias agregadas al expediente no surgen elementos de juicios suficientes para determinar si la colisión denunciada entorpeció el tráfico ferroviario, única circunstancia que, en el caso, habilitaría la competencia del fuero de excepción.

En tales condiciones, corresponde a la justicia provincial, que previno, continuar conociendo en la causa. 

 

B., Sonia y otros s/ Homicidio culposo y lesiones

COMP. 326, XXXIII, 01 de julio de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. 

Ello es así, porque los informes incorporados al incidente no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo. 

 

S., Ricardo Mario s/ Denuncia

COMP. 444, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

Fraude a la propiedad intelectual. Competencia provincial. 

Habida cuenta que de las escasas constancias del incidente no surge que el software utilizado careciera de autenticidad, el hecho en cuestión debe ser analizado a la luz de la ley 11.723, cuyo conocimiento corresponde a la justicia local.

M, Corporation s/ Denuncia

COMP. 440, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Hábeas Corpus. Cámara de Apelaciones. 

Corresponde conocer en estos supuestos a los jueces de la causa, a quienes las leyes procesales les han asignado competencia respecto de la ejecución de las sentencias que dictaron. 

En este sentido, es doctrina de la Corte que, en principio, el hábeas corpus y las demandas de amparo no autorizan a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben. 

La Corte también sostuvo que compete al juez de la respectiva causa, a tenor del artículo 18 de la Constitución Nacional, el control directo de los requisitos que la propia norma establece para el régimen carcelario, y ante él debe ser planteada, con arreglo a las formas legales, la cuestión atinente a la vulneración de las garantías que protegen a quienes se hallan procesados o condenados por la comisión de delitos. 

 

E., Mario R. s/ Hábeas corpus

COMP. 54, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Competencia del tribunal de casación. 

No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte dirimir.

Ello así porque de acuerdo con la doctrina establecida por el tribunal al fallar en la causa Comp. 736, L. XXIV, “López, Esteban Emilio s/ Lesiones", es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. 

 

L. L. F., Richard s/ Habeas corpus

COMP. 109, XXXIII, 04 de abril de 1997

Ver dictamen

Hurto de automotor. Encubrimiento. Competencia nacional. 

El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez que el imputado del encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.

R., Rapul Ángel s/ Encubrimiento

COMP. 134, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Hurto. Cheque. Estafa. Tentativa. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. 

Respecto al delito de estafa o su tentativa, cabe atenerse a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.

P., Marcelo Fernando s/ Robo

COMP. 42, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 

Corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, que también conoce en la causa instruida por el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar.

P., A. P. s/ Infracción Ley 24.270

COMP. 647, XXXIII, 14 de octubre de 1997

Ver dictamen

Domicilio del menor. Competencia provincial. 

Al resultar de las constancias del incidente que el menor se domicilia en una localidad bonaerense y, por ende, cabe presumir que allí la imputada habría impedido al denunciante tomar contacto con su hijo, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa.

M., M. A. s/ Infracción Ley 24.270

COMP. 372, XXXIII, 01 de julio de 1997

Ver dictamen

Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Delito continuo. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido que en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes, teniéndose en cuenta para fijar la competencia el lugar en que se hallaban las víctimas en el momento en que el acusado violo sus deberes alimentarios.

A., Carlos Alberto s/ Infracción Ley 13.944

COMP. 116, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. 

No se han incorporado al proceso los elementos de juicio necesarios para discernir la competencia.

Por lo tanto y de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en la causa Comp. 475, L. XXXII, “Gómez, Rubén Edmundo”, debe continuar interviniendo el magistrado nacional que previno, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. 

 

Z., M. D. s/ Infracción Ley 13.944

COMP. 1178, XXXII, 17 de marzo de 1997

Ver dictamen

Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia federal. 

Entre las irregularidades denunciadas figura la retención de gran cantidad de formularios de comunicaciones al Registro Nacional de las Personas acerca de nacimientos, fallecimientos, solicitudes de duplicados, triplicados y actualizaciones del Documento Nacional de Identidad, algunos de ellos fechados en el año 1991, la conducta reprochada al encargado del registro encuadraría prima facie en la infracción prevista en el artículo 31, inciso d), de la ley 17.671, cuyo juzgamiento fue asignado por la misma norma al fuero de excepción.

A.,T. R. s/ Violación de los deberes de funcionarios públicos

COMP. 375, XXXIII, 24 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Injurias. Universidades. Decanos. Competencia federal. 

Es oportuno destacar que para la correcta traba de una contienda de competencia, es necesario el conocimiento por parte del magistrado que la promovió, de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su posición, regla no observada en el presente caso por cuanto no fue la causa devuelta al tribunal de origen. 

Para el supuesto que la Corte por razones de economía procesal, decidiera prescindir de ese reparo, esta Procuración General se pronuncia sobre el fondo del asunto.

En ese sentido, asiste razón al magistrado provincial por cuanto las expresiones que se atribuyen al imputado se relacionan con las funciones del decano en ese carácter. 

Por lo que corresponde declarar la competencia de la justicia federal para seguir entendiendo en las presentes actuaciones. 

 

S., Pedro Rodolfo s/ Denuncia

COMP. 1150, XXXII, 17 de marzo de 1997

Ver dictamen

Instigación a cometer delitos. Falsificación de instrumento público. Juez previniente. Competencia federal. 

El análisis sobre el cual apoya su resolución el juez declinante no constituye fundamento suficiente, pues no se advierte que incidencia pudiera tener en el caso o el carácter público o privado del documento.

Sumario averiguación presunta infracción artículos 209 y 293 del Código Penal

COMP. 312, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que, para resolver el conflicto jurisdiccional, los tribunales entre los que se suscitó deben efectuar una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento en una figura penal.

 

D., Mario Horacio s/ Hallazgo automotor

COMP. 822, XXXIII, 16 de diciembre de 1997

Ver dictamen

La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, obsta el correcto planteamiento de una cuestión de competencia que corresponda dirimir a la Corte en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.

E, Raúl Leónidas s/ Denuncia

COMP. 1109, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Lesiones culposas. Patrimonio. Competencia provincial. 

Inexistencia de perjuicio a la Nación.

La Corte tiene establecido que la determinación del tribunal habilitado para conocer en la causa penal fijará la competencia para decidir sobre la acción civil y sus incidencias, ejercidas accesoriamente en el proceso como lo autoriza el artículo 29 del Código Penal.

En el mismo sentido, el Tribunal ha dicho que la posibilidad de que la Nación deba eventualmente responder con su patrimonio por los delitos de que pudiera ser responsable uno de sus dependientes, no suscita la intervención del fuero federal, pues el daño que podría irrogarse a dicho patrimonio en tal supuesto, no se identifica con el previsto en el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, ya que la referencia legal a los delitos “que tiendan a la defraudación de sus rentas”, alude a los casos en que el daño sufrido por bienes del Estado es el que corresponde al resultado directo de la acción típica de que se trata.

U., Antonio Segundo Uladislao P.S.A. de lesiones culposas

COMP. 795, XXXII, 26 de febrero de 1997

Ver dictamen

Malversación de caudales públicos. Desobediencia. Lugar del hecho. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que no incurre en el delito de desobediencia quien incumple órdenes relativas a intereses personales de índole patrimonial.

Es doctrina de la Corte que el delito de malversación de caudales públicos cometido por el depositario judicial se consuma en el lugar en donde se hallaban depositados los efectos objeto del embargo.

Toda vez que la falta de cumplimiento por parte de la imputada a la intimación cursada significaría una obstrucción al buen servicio que presta la justicia nacional, corresponde entender en este proceso al tribunal federal con jurisdicción en la localidad donde se hallaban depositados los bienes, aunque no haya sido parte en la contienda.

L. Elias Alfredo c/ J., Elisa s/ Malversación de caudales públicos (Artículo 263)

COMP. 746, XXXIII, 25 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Menores extraviados. Domicilio del menor. Competencia provincial. 

Habida cuenta que las manifestaciones de la madre ante la autoridad policial resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias del expediente, ellas pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de dirimir este conflicto.

R., L. J. s/ Artículo 10 de la Ley 10.067 s/ Incidente de cuestión de competencia

COMP. 779, XXXIII, 28 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuados por otros elementos del expediente.

La conducta encuadraría, en principio, en las previsiones del artículo 302, inciso 3, del Código Penal, cuya investigación corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.

H. Instalaciones S.R.L. s/ Artículo 302 Código Penal

COMP. 30, XXXIII, 15 de mayo de 1997

Ver dictamen

Presupuesto de obra pública. Juez previniente. Competencia provincial. 

Inexistencia de perjuicio a la Nación.

La Corte tiene decidido que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.

Actuación fiscal s/ Averiguaciones obra palacio legislativo

COMP. 1071, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Robo calificado. Economía procesal. Lugar del hecho. Juez previniente, Competencia provincial. 

Para casos similares al presente, la Corte tiene resuelto que son competentes para conocer de ellos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y que, frente a tal hipótesis, la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal

 

A., Diego Omar s/ Privación ilegal de la libertad

COMP. 1087, XXXII, 24 de febrero de 1997

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Para casos similares al presente, la Corte tiene resuelto que son competentes para conocer de ellos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y que, frente a tal hipótesis, la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.

Incidente de competencia en causa "O., Mario Oscar"

COMP. 1110, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Procedimiento policial. Resistencia a la autoridad. Abuso de armas. Juez previniente. Competencia provincial. 

Más allá de la calificación que en definitiva pueda asignarse a los hechos, toda vez que la conducta desplegada por los imputados para impedir que los agentes provinciales lograran detenerlos habría tenido una motivación estrictamente particular, y no afectó la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones, por lo que corresponde a la justicia provincial, que previno, continuar con el trámite de las actuaciones.

Blanco, Fernando; Olivarez, Taty en actuaciones iniciadas de oficio en Comisaría 11ª. Capital Federal

COMP. 1165, XXXII, 17 de marzo de 1997

Ver dictamen

Quiebra fraudulenta. Sociedad anónima. Directores de SA. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte en el sentido de que la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si ese perjuicio no se identifica con el resultado directo de una acción típica. 

Por otra parte, también la Corte. tiene decidido que como la quiebra fraudulenta lesiona a la masa de acreedores con derecho al cobro de los créditos provenientes del patrimonio del deudor y no a los acreedores individualmente considerados, resulta competente la justicia ordinaria y no la federal para conocer a su respecto, aunque la Dirección Nacional de Recaudación Previsional haya verificado un crédito a su favor.

 

P, Gerardo Simón s/ Artículo 178 del Código Penal

COMP. 415, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Régimen jubilatorio. Competencia en lo penal económico. 

Corresponde al Tribunal Superior que primero hubiere conocido.

No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte resolver toda vez que la presente contienda se trabó entre dos jueces nacionales. De conformidad con lo reglado por el artículo 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58, la cuestión debe ser dirimida por el Tribunal Superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.

S., Martín s/ Infracción Ley 24.241, incidente de incompetencia

COMP. 1149, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Regímenes jubilatorios del SIJyP. Competencia en lo penal económico. 

No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte resolver toda vez que la presente contienda se trabó entre dos jueces nacionales. Es por ello que de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido, en el caso la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico.

 

L., Oscar Alberto s/ Infracción Ley 24.241

COMP. 131, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Retención indebida. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Habida cuenta que ambos magistrados coinciden en la calificación legal del hecho denunciado, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

B. Club s/ Estafa

COMP. 445, XXXIII, 11 de agosto de 1997

Ver dictamen

Robo calificado. Código procesal penal. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.

Habida cuenta que el ámbito de aplicación de la ley 10.067 se encuentra circunscripto a la jurisdicción de la provincia de Buenos Aires, resulta que corresponde resolver este conflicto de conformidad a lo normado por el artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación.

A., Ariel Humberto y S., Jorge Martín s/ Robo Calificado

COMP. 1160, XXXII, 26 de febrero de 1997

Ver dictamen

Policía. Competencia federal. 

De las probanzas del incidente surge que la sustracción del arma al agente de la policía federal y la obstrucción del servicio que el prestaba, constituyen parte del mismo hechos desplegado por los imputados al intentar el robo de la sucursal bancaria. En consecuencia corresponde al magistrado federal proseguir con el trámite de las actuaciones.

A., Pedro Eduardo y otros s/ Robo calificado

COMP. 706, XXXIII, 29 de octubre de 1997

Ver dictamen

Robo de automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia por conexidad. Juez previniente. Competencia penal. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que la distribución de competencias judiciales entre provincias o entre ellas y la Nación escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad.

Enrique S. C. M. y otro s/ Supuesto robo automotor y cambio de placa individualizante

COMP. 150, XXXIII, 16 de julio de 1997

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Competencia nacional. 

Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos jueces nacionales, resulta que, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.

F., Juan Héctor s/ Robo de automotor

COMP. 1142, XXXII, 26 de febrero de 1997

Ver dictamen

Robo. Encubrimiento. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. 

En este sentido, los escasos elementos de convicción incorporados al incidente no permiten, por el momento, concluir con ese grado de certeza que el procesado resulte ajeno a la sustracción del rodado. No se puede dejar de contemplar, al menos como posible, su participación en el delito principal.

Resulta de aplicación al caso lo resuelto por la Corte cuando concluyó que para evitar la posibilidad de que se dicten en jurisdicciones distintas resoluciones que en definitiva resulten contradictorias, corresponde al magistrado que tiene a su cargo la investigación del robo entender en las actuaciones sustanciadas con motivo del hallazgo del rodado en sede provincial, por la posible comisión del delito de encubrimiento, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.

 

L., Adrián A. s/ Encubrimiento

COMP. 511, XXXIII, 19 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Estafa. Cheque. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación la doctrina del Tribunal que establece que, cuando el delito de falsificación de instrumento privado concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el juez con competencia en el lugar en el que aquéllos fueron entregados y donde, además, ha tenido comienzo de ejecución el segundo delito.

S., Josefina Cristina s/ Robo

COMP. 636, XXXIII, 22 de octubre de 1997

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, y que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde aquellos fueron entregados.

D., José Nicolás s/ Denuncia de robo calificado

COMP. 1088, XXXII, 28 de febrero de 1997

Ver dictamen

Subsidio estatal. Bienes provinciales. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que si el subsidio otorgado por el Ministerio de Bienestar Social de la Nación a una provincia consiste en una suma de dinero, su sola entrega, implica la transferencia del dominio sobra ella, sin que a dicha conclusión pueda obstar la subsistencia a favor de la administración federal, del derecho a requerir la rendición de cuentas y a vigilar el cumplimiento de los fines para los que el beneficio fuera acordado.

Agente Fiscal Dr. Gustavo S. s/ Remite actuaciones

COMP. 1086, XXXII, 14 de febrero de 1997

Ver dictamen

Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. 

La Corte, tiene establecido que la reforma al artículo 3, inciso 5, de la ley 48, exceptúa de la competencia federal al delito de simple tenencia de arma de guerra cuando la conducta descripta por esta figura reconozca una motivación particular, pero en aquellos casos, que, por sus características, aquélla transcienda del mero interés individual para convertirse en un medio tendiente a afectar la seguridad jurídica de la Nación, la investigación de los hechos previstos por el artículo 189 bis del Código Penal, corresponde al fuero federal.

G., Alberto s/ Tenencia armas de guerra

COMP. 1123, XXXII, 17 de marzo de 1997

Ver dictamen

Seguridad pública. Competencia provincial. 

La reforma del artículo 3° inciso 5° de la ley 48 -Según ley 23.817- exceptúa de la competencia federal al delito de simple tenencia de munición de guerra cuando la conducta descripta por esta figura reconozca motivación particular pero que, en aquellos casos en que, por sus características, aquella trasciende del mero interés individual para convertirse en un medio tendiente a afectar la seguridad jurídica de la Nación, corresponde al fuero federal la investigación de los hechos previstos por el artículo 189 bis del Código Penal.

Toda vez que de las constancias de autos no surge que el hecho haya puesto en peligro la seguridad del Estado o sus instituciones ni que las municiones incautadas hayan sido empleadas para cometer delitos cuyo juzgamiento resulte exclusivo de la Justicia federal, es el magistrado local quien debe continuar entendiendo en la causa.

 

J., Guillermo Luis s/ Tenencia de munición de arma de guerra

COMP. 91, XXXIII, 29 de mayo de 1997

Ver dictamen

Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. 

De acuerdo con el criterio establecido por la Corte a partir del precedente que se registra en Fallo: 314:191, corresponde a la justicia provincial el conocimiento de la causa.

U. G., Ignacio F s/ Tenencia de munición de guerra

COMP. 53, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Tenencia ilegítima de material explosivo. Acopio de municiones. Competencia federal. 

El presente caso no se encuentra comprendido en la excepción incorporada por la ley 23.817 al régimen general de la competencia federal del artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 que rige la materia.

A. de M., María del Luján s/ Denuncia por robo / Imputado A., Sergio Fernando y otros. Tenencia de materiales peligrosos

COMP. 95, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Tutela. Domicilio del menor. Competencia provincial. 

Ha dicho la Corte que no puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de esa actividad está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido.

G., E. A. y otro s/ Prevención

COMP. 1046, XXXII, 15 de mayo de 1997

Ver dictamen

Usurpación. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto que la intervención del fuero de excepción esta condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.

F., Camilo s/ Denuncia usurpación de propiedad

COMP. 141, XXXIII, 15 de mayo de 1997

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Exacciones ilegales. Inhibitoria. Fuerza Aérea. Código de justicia militar. Competencia federal. 

La Corte tiene dicho que uno de los fines esenciales de la ley 23.049 ha sido el de restringir la competencia militar a los delitos de la naturaleza, excluyendo de esa jurisdicción a los delitos comunes en tiempos de paz.

Asimismo, el Tribunal ha establecido que se entienden como delitos o faltas de naturaleza militar aquellas figuras cuyo contenido está imbuido por los objetivos de preservación de la disciplina militar que sustentan el ordenamiento penal específico establecido por el Código de Justicia.

La conducta imputada no participa de esas características toda vez que ésta encuentra adecuación en el artículo 266 del Código Penal.

En tales condiciones y habida cuenta que el hecho habría afectado el buen servicio de los empleados de la Nación, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para entender en las actuaciones. 

 

Alegre, Basilio Guillermo s/ Interpone acción inhibitoria

COMP. 396, XXXIII, 12 de agosto de 1997

Ver dictamen

Extorsión. Asociación ilícita. Economía procesal. Competencia federal. 

La Corte tiene decidido que debe caer bajo la competencia de los tribunales federales todo hecho cometido con la finalidad de atentar contra la seguridad de las instituciones nacionales mediante la conmoción, intimidación y alarma que los hechos causen en el espíritu público, cualesquiera sean las personas individuales o jurídicas que resulten afectadas directamente por la acción respectiva.

Las características de los hechos imputados a integrantes de la organización denunciada, no permiten descartar prima facie que puedan haber sido inspirados en los propósitos mencionados en el párrafo anterior. 

Así, resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal según la cual el delito de asociación ilícita tiene el carácter de permanente , y si el accionar se ha verificado en varias jurisdicciones corresponde atribuir la competencia al magistrado que resulte más conveniente por razones de economía procesal con el fin de procurar una mejor actuación de la justicia que permita que la investigación y el proceso se lleven a cabo cerca del lugar donde ocurrió la infracción y donde se encuentran los elementos de prueba.

 

Supermercados C. s/ Sumario p/ Averiguación Extorsión

COMP. 623, XXXIII, 27 de octubre de 1997

Ver dictamen

Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Al resultar de las probanzas del incidente que la mayoría de los actos con relevancia típica tuvieron lugar en la localidad de Pergamino y que es en esa ciudad donde, además, se domicilian los imputados, razones de economía procesal y mejor defensa aconsejan declarar la competencia de la justicia local.

C., Gabriel P. y F. S., Juan Carlos promueven incidente de competencia

COMP. 29, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Intimidación pública. Competencia federal. 

Resulta en principio acertado el criterio expuesto por el representante del Ministerio Público, en tanto de las constancias de la causa no se advierte que la amenaza dirigida a la denunciante, constituya el medio para los fines previstos en el artículo 211 del Código Penal. 

Tampoco se advierte que en el incidente se presenten las excepciones del artículo 149 ter del código sustantivo que habilitan la competencia ordinaria, ya que no surge de manera inequívoca que los hechos reconozcan una estricta motivación particular.

Escuela Provincial N° 183 s/ Infracción al Artículo 149 ter del Código Penal

COMP. 281, XXXIII, 10 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Robo calificado. Fuerzas de seguridad. Policía de la Prefectura Naval. Competencia federal. 

Habida cuenta que los agentes de la Prefectura que cumplen funciones de “policía adicional” están sujetos a las disposiciones del reglamento de disciplina de esa fuerza de seguridad y que, por otra parte, los accidentes sufridos por ellos en el desempeño de esas funciones son considerados a los fines de su calificación de igual modo que los padecidos por el personal que cumple funciones policiales normales, los hechos a investigar afectaron el servicio que prestaban empleados de la Nación y corresponde declarar la competencia federal.

M., Eugenio y otros s/ Robo calificado, lesiones y asociación ilícita

COMP. 600, XXXIII, 14 de octubre de 1997

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Corresponde devolver a la Corte las presentes actuaciones a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir la deficiencia.

N.N. s/ Venta de sustancias medicinales sin receta

COMP. 118, XXXIII, 15 de mayo de 1997

Ver dictamen

Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 290 L. XXXIII, " Zacarías, Elsa Leónidas y otros s/ Contrabando de importación".

F., Ángel y D. S. C., Gonzalo s/ Supuesta Infracción Artículo 2° Inciso A

COMP. 548, XXXIII, 01 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 52, L XXXIII, “S., Ramón Belén y otros s/ Denuncia”.

Agente Fiscal s/ Denuncia (S., Oscar y otro)

COMP. 133, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 52, L. XXXIII "Sueldo, Ramón Belén y otros s/denuncia".

M., Viviana Noemí s/ Denuncia

COMP. 198, XXXIII, 06 de mayo de 1997

Ver dictamen

Delitos contra el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 754, L. XXXIII, “P., Sebastián s/ Presunta infracción Ley 24.241”.

Testimonios de la causa Nro. 14.053 E., Myriam Victoria s/ Artículo 135 de la Ley 24.241

COMP. 849, XXXIII, 26 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Delitos contra la libertad de trabajo y asociación. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 708, L. XXXIII, "Averiguación presunta infracción al artículo 194 del Código Penal".

C., Eduardo en representación Empresa Petrolífera Pérez Compang S.A. s/ Denuncia infracción Artículo 158 del Código Penal Argentino

COMP. 723, XXXIII, 27 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Devolución del expediente. Superior Tribunal de Justicia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 200, L. XXXIII, "Albanesi, Susana Beatriz y otros s/ Amparo".

Casiano, Nelida Carmen y otro s/ Amparo

COMP. 222, XXXIII, 05 de mayo de 1997

Ver dictamen

Estafa. Domicilio del girado. Competencia provincial. 

Teniendo en cuenta lo resuelto por el Tribunal en casos como el presente, si no existió simultaneidad en las prestaciones la acción del imputado no constituyó el presupuesto determinante del delito de estafa, sino que el hecho encuadró en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, resultando competente para investigarlo, el magistrado con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.

A., Alberto s/ Denuncia

COMP. 1107, XXXII, 14 de febrero de 1997

Ver dictamen

Pago con cheque sin provisión de fondos. Domicilio del banco. Competencia provincial. 

Dado que la cuenta corriente del imputado fue cerrada con posterioridad al libramiento de los cheques, y que los documentos habrían sido dados en pago de facturas de fecha anterior, no existió simultaneidad entre las contraprestaciones y por ende, la entrega de los valores por parte del imputado no puede ser considerada como el ardid determinante del delito de estafa. 

En esta inteligencia, el hecho denunciado encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.

S., Eduardo s/ Artículo 302 del Código Penal

COMP. 582, XXXIII, 10 de octubre de 1997

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia de menores. 

La Corte tiene decidido que los jueces que han entendido en las causas donde los menores son autores o víctimas de un delito son los competentes para conocer de lo referente a su asistencia tutelar.

Sin embargo, ello no acontece en el caso, habida cuenta que de las constancias del incidente surge que la causa se inició ante la justicia local como una "actuación simple", a modo de expediente de protección. Por otra parte tampoco se estima que los menores podrían ser considerados como imputados de la comisión de delito alguno, porque el pegamento de contacto no constituye un "estupefaciente" en los términos del artículo 77 del Código Penal.

Actuaciones instruidas s/ Presunta infracción Ley 23.737

COMP. 656, XXXIII, 29 de octubre de 1997

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Estafa. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 

La Corte ha dicho, en casos como el presente, en que el delito de falsificación de instrumento privado concurre formalmente con el de estafa, que ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar donde aquellos fueron entregados.

F.C. L., Roberto s/ Bloqueo ilegalidad cheque y falsificación instrumento privado equiparable a público

COMP. 1115, XXXII, 14 de febrero de 1997

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Registro de la propiedad automotor. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.

Toda vez que la falta de investigación posterior a la presentación de la denuncia impide asegurar que los formularios hayan sido presentados ante el Registro de Propiedad del Automotor y por ende se haya entorpecido el buen servicio de sus empleados, no obstante la prematura afirmación del magistrado federal, corresponde a la justicia provincial seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.

M., Román E. s/ Falsificación de instrumento público

COMP. 1139, XXXII, 14 de febrero de 1997

Ver dictamen

Intimidación pública. Investigación inconclusa. Competencia federal. 

Toda vez que ningún representante del país extranjero, que revista status de agente diplomático y resulte damnificado por el hecho de autos, ha solicitado formalmente ser tenido por parte querellante y no se advierte de las escasas probanzas recogidas que, en el caso, se haya afectado el desempeño de las actividades propias de esa legación, hasta tanto no se acredite en el caso alguno de esos extremos, corresponde rechazar la declinatoria dispuesta por el magistrado federal. 

 

G., Abraham y otros/ Su denuncia s/ Intimidación pública

G. 84, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 

Incorrecta traba de la contienda.

La Corte ha dicho que, para resolver el conflicto jurisdiccional, los tribunales entre los que se suscitó deben efectuar una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento en una figura penal.

En tales condiciones, no ha mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda dirimir al Tribunal.

Por ello, debe continuar conociendo la justicia federal que previno.

 

S., Ernesto Mario s/ Infracción Ley 22.362 y Ley 11.723

COMP. 31, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Muerte. Agentes diplomáticos. Querellante. Competencia nacional. 

Ninguna persona que revista status de agente diplomático y resulte damnificado por el hecho de autos, ha solicitado formalmente ser tenido por parte querellante y no se advierte que se haya afectado el desempeño de las actividades propias de esa legación.

Por lo tanto, hasta tanto no se acredite en el caso alguno de esos extremos, corresponde rechazar la declinatoria dispuesta a magistrado nacional.

 

N.N. s/ Muerte por causa dudosa

P. 190, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Obras sociales. Competencia provincial. 

Desde el punto de vista formal, no se ha observado la regla que establece que para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión. A tal efecto, correspondía a la Cámara Federal, y no al juez, mantener la resolución de incompetencia dictada en su oportunidad. 

La Corte tiene establecido que conforme a las previsiones de la ley 23.660 las obras sociales son patrimonio de los trabajadores que las componen, y poseen individualidad jurídica, financiera y administrativa aunque actúen bajo la supervisión de la Dirección Nacional de Obras Sociales, dependiente del Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación.

 

G., Juan Domingo s/ Denuncia

COMP. 6, XXXIII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Pago. Construcción de viviendas. Fondos provinciales de la vivienda. Competencia provincial. 

Tiene dicho la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. 

También tiene dicho el Tribunal que la ley 21.581 que reglamenta el funcionamiento del F.O.N.A.V.I. procura descentralizar su responsabilidad operativa, de tal manera que ésta queda en manos de los institutos provinciales, limitando sus funciones al financiamiento de los programas autorizados por las provincias y a la fiscalización y control de las pautas generales que la misma ley establece.

El hecho en análisis no habría perjudicado a las rentas de la Nación porque la Secretaría de Vivienda y Calidad Ambiental habría librado la orden de pago a favor del Instituto de Vivienda de la provincia de Chubut, y éste es el que debe responder patrimonialmente ante el organismo nacional por el reintegro de los fondos -artículos 17 y 18 de la ley 21.581-.

No puede confundirse la acción típica dirigida a corromper el buen servicio de los funcionarios nacionales de control, con aquélla que, dirigida objetivamente a damnificar las rentas provinciales, incumple, para ello, disposiciones nacionales de carácter administrativo.

Sumario instruído en averiguación presuntos ilícitos G. S.A.

COMP. 278, XXXIII, 24 de noviembre de 1997

Ver dictamen

Recusación. Competencia del tribunal de casación. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 48, L. XXXIII.

G. M., Enrique s/ Incidente de recusación

COMP. 129, XXXIII, 31 de marzo de 1997

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa G. 342, XXVI, “Giroldi, Horacio David s/ Recurso de casación – causa n° 32/93”.

La Corte no resulta habilitada para asumir intervención en autos, pues, más allá de las razones invocadas en la resolución que obra en la causa, la solución correcta del caso remite a la conclusión opuesta. 

Corresponde observar que aun cuando el procedimiento que rige el trámite de las actuaciones permanezca intangible no es posible desconocer que la derogación del Código de Procedimientos en Materia Penal, al haberse sancionado el actual Código Procesal Penal también sustituido el régimen procesal que subsidiariamente debe aplicarse a los casos comprendidos en aquella ley especial. 

Como consecuencia de lo anterior, toda vez que la aludida norma específica no contiene previsión alguna sobre el trámite que debe seguirse ante planteos recaudatorios, corresponde acudir al Código Procesal Penal. Asimismo, su aplicación conlleva determinar cuál es el tribunal competente que, de conformidad con su artículo 61, debe intervenir cuando el juez no admite la recusación. Ello, sin perjuicio de señalar que no existe discusión acerca de que ese tribunal debe ser de superior grado respecto del magistrado objetado. 

Para llegar a esa conclusión, no es relevante la circunstancia de que la ley 23.077 no prevea expresamente la existencia de recurso ante la Cámara Nacional de Casación Penal, aspecto sobre el que esta última ha apoyado la decisión que aquí se examina. 

Este criterio no se ve afectado por el seguido por la Corte al resolver, de acuerdo a lo dictaminado por el Ministerio Público, la cuestión de competencia suscitada en los autos principales, habida cuenta las particulares razones allí invocadas para hacer excepción al principio que se había aplicado en el precedente “De Sagastizabal”. 

Toda vez que el código adjetivo ha instaurado a la Cámara Nacional de Casación Penal como Tribunal superior tanto de los tribunales federales en lo criminal, habilitados para juzgar en los procesos seguidos por los delitos abarcados por la ley 23.077, como de la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín, teniendo en cuenta que, por principio, las leyes de reforma de procedimiento son de aplicación a las causas pendientes no se advierten razones para su pretendida exclusión. 

También cabe afirmar que, si bien el artículo 87 de la ley 23.077 sólo contempló el recurso extraordinario contra la sentencia definitiva, la interpretación de esa norma no puede ignorar el inveterado principio que establece carácter limitado y excepcional a la competencia de la Corte y a esa vía impugnativa, en cuya virtud debe concluirse que esa circunscripta previsión legal no puede extenderse a casos bien distintos como el sub lite. 

 

G. M., Enrique s/ Recusación

COMP. 48, XXXIII, 31 de marzo de 1997

Ver dictamen

Robo calificado. Competencia federal. 

No existe un conflicto que corresponda a la Corte dirimir en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. Ello es así, porque para una concreta contienda de competencia es presupuesto necesario que los dos tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de una causa, lo que no sucede en el sub lite.

Por lo demás, habida cuenta que el auto de sobreseimiento es anterior al planteo de la cuestión de competencia formulado por la justicia federal, y que ésta, por otra parte reconoce que tal pronunciamiento es ajustado a derecho, corresponde devolver las actuaciones al Juzgado Federal.

 

F., Armando Valentin s/ Robo calificado automotro

COMP. 1173, XXXII, 04 de abril de 1997

Ver dictamen

Excepción de incompetencia

Contrabando. Tratados internacionales. Confirmación de sentencia. 

Los fundamentos vertidos por la Cámara a partir del reconocimiento de la vigencia del Acuerdo de Recife, impiden la descalificación del fallo tal como pretenden los recurrentes.

En efecto, el acuerdo en cuestión se rige, en cuanto fueren aplicables, por las normas del Tratado de Montevideo de 1980 y por la Resolución 2 del Consejo de ministros, estatuido por aquél como órgano supremo de la Asociación Latinoamericana de Integración -ALADI- (art. 30). El referido tratado sustituyó al de Montevideo de 1960 -suscripto por nuestro país y que instituyó la "Asociación Latinoamericana de Libre Comercio"- en el proceso de integración encaminado a promover el desarrollo económico-social de la región, acordándose como objetivo a largo plazo de dicho proceso, el establecimiento en forma gradual y progresiva de un mercado común latinoamericano (art. 1). 

Entre las atribuciones del citado consejo, se encuentra la de "dictar normas generales que tiendan al mejor cumplimiento de los objetivos de la Asociación, así como el desarrollo armónico del proceso de integración" (art. 30, inc. a). 

Por otra parte, también se otorga la posibilidad de realizar acuerdos de alcance parcial -aquellos en cuya celebración no participa la totalidad de los países miembros- para el cumplimiento de las funciones básicas de la ALADI (arts. 2 y 4). Incluso, entre esta clase de acuerdos se prevén expresamente aquellos relacionados con la promoción del comercio (arts.7 y 8), categoría de la que participa el referido Acuerdo de Recife al establecer, precisamente con el objeto de facilitar el comercio entre los países que lo suscriben, las medidas técnicas y operativas para regular los controles integrados en frontera. 

Por lo tanto, no se alcanza a apreciar en qué se sustenta la exigencia planteada por los recurrentes respecto a la aprobación de dicho Acuerdo por el Congreso, que los lleva a desconocer su vigencia y omitir la consideración de lo dispuesto en el artículo 18, en virtud del cual los funcionarios de los países signatarios con las atribuciones señaladas y la representación (art. 31) que legítimamente les otorga el aludido Tratado de Montevideo de 1980, ratificado por ley.22.354 han convenido que rige a partir de la fecha de su suscripción-y que tendrá duración indefinida.

En consecuencia, la indicada comunidad de intereses que emana de ambos tratados internacionales aprobados por el Congreso Nacional y la reconocida facultad del citado consejo conforme con lo expuesto, unida a la expresa previsión contenida en el artículo 18 del Acuerdo de Recife, constituyen razones suficientes para admitir su inmediata incorporación al derecho interno de nuestro país, sin que por ello resulten menoscabadas las garantías constitucionales que invocan los recurrentes. 

Por lo demás, cabe concluir que el temperamento adoptado por el tribunal a quo no implicó necesariamente derogar el principio de territorialidad consagrado en el Tratado de Montevideo de 1889. En todo caso, a partir de la regulación de los denominados centros integrados de frontera, se suscitan circunstancias excepcionales en el marco del proceso de integración comercial de países latinoamericanos, acordado en los mencionados convenios internacionales, que conllevan a aplicar -de acuerdo con nuestro derecho punitivo- aquel principio a supuestos como el presente, por extensión de la jurisdicción.

D, Miguel A. y Otro s/ Contrabando (Incidente de apelación auto de nulidad de sentencia)

D. 224, XXXIII, 14 de agosto de 1997

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer

Solicita medidas para mejor dictaminar.

E. R., Pedro y M., Alejandro Mario s/ Contrabando

E. 120, XXVII, 31 de octubre de 1997

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

G. S., Humberto Nicanor y otros s/ Infracción Ley 23.737- Causa N° 1115

G. 1616, XXXII, 11 de febrero de 1997

Ver dictamen

Procesal Penal

General. Jurisdicción y Competencia. Competencia. Por el Territorio. Distribución de la Competencia. 

Contienda negativa de competencia. Malversación de caudales públicos. Tribunal encargado de resolver.

Más allá de la calificación que en definitiva corresponda, toda vez que los fondos objeto del embargo ordenado por el magistrado civil fueron depositados en el Banco Provincia de Córdoba, lugar donde además debía cumplirse el mandato judicial, el juzgado de Instrucción, Menores y Falta de la ciudad de Alta Gracia, provincia de Córdoba, debe seguir conociendo en la causa.

Amaya, Enrique del Carmen s/ Malversación de fondos

COMP. 1028, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Entrega del automotor. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

La decisión apelada, por sus efectos, debe ser equiparada a una sentencia definitiva contra las que procede el recurso extraordinario federal, ya que no obstante tratarse de un auto interlocutorio que resuelve la entrega de objetos afectados a una investigación penal, lo hace con carácter definitivo causando un agravio que resulta de insusceptible reparación ulterior.

 Por otra parte, el remedio federal intentado resulta formalmente procedente por hallarse en tela de juicio la inteligencia que corresponde asignar a las normas federales en juego y la decisión ha sido contraria al derecho que el recurrente fundó en ellas.

La decisión apelada se presenta como el resultado de una valoración parcializada de las constancias comprobadas de la causa, y de una errónea aplicación de la normativa federal aplicable al caso, que genera un grave perjuicio a la veracidad de los datos que deben asentarse en los registros públicos, por lo que cabe descalificarla como acto jurisdiccional válido.

 

V., Simon Aldo y otros s/ Falsificación de instrumento público causa N° 101/95

V. 799, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Estupefacientes. Aplicación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

La exégesis efectuada por los vocales de la mayoría del tribunal a quo resulta arbitraria y dogmática pues, al aplicar el segundo párrafo del artículo 14 de la ley de drogas a una conducta que escapa a esa previsión y halla fiel tipicidad en su primer párrafo, se ha desvirtuado el sentido de la norma federal.

Con lo expuesto, se aprecia que el agravio del Ministerio Público se dirige a la hermenéutica de la ley 23.737 y no a una discrepancia sobre la valoración de la prueba, como se consideró al rechazar la apelación federal. Por ello la Corte debe hacer lugar a la queja interpuesta, declarar procedente el recurso extraordinario, revocar la sentencia y ordenar el dictado de una nueva conforme a derecho.

 

O. de B., Carlos Alejandro s/ Infracción Ley 23.737

O. 49, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

La resolución del tribunal de alzada por la que no se hizo lugar al recurso extraordinario deducido, adolece de la debida fundamentación de acuerdo con el reiterado criterio de la Corte, según el cual si bien incumbe exclusivamente a la Corte juzgar sobre la existencia o no de un supuesto de arbitrariedad, ello no exime a los órganos judiciales llamados a dictar pronunciamiento de resolver circunstanciadamente si la apelación federal, prima facie valorada, cuenta respecto de cada uno de los agravios que la originan, con fundamentos suficientes para dar sustento, a la luz de la doctrina del Máximo Tribunal, a la invocación de un caso de inequívoco carácter excepcional, como lo es el de la arbitrariedad. En consecuencia, conforme con la citada doctrina, cabe declarar la nulidad de dicho pronunciamiento al no dar satisfacción a los requisitos idóneos para la obtención de la finalidad a que se hallaba destinado.

En cuanto al fallo recurrido corresponde observar que, además de carecer de toda cita normativa, sus consideraciones sustanciales se limitan a su escueto y dogmático apartado donde, pese a la falta de certeza en que se funda, no se han vertido las razones por las cuales no se valoró la trascendente prueba invocada por el Ministerio Público en su escrito de expresión de agravios. Tales circunstancias, habilitan su descalificación como acto jurisdiccional válido. En este sentido, tal como tiene establecido la Corte, si bien no configura, en principio, un supuesto de arbitrariedad el fallo que confirma otro de un tribunal inferior por sus mismos fundamentos, ese solo extremo, sin referencia a los concretos agravios vertidos en el memorial que sustenta la apelación, resulta insuficiente para convalidarlo y tanto más cuando la sentencia a la que se remite el a quo presenta, en sí misma, graves defectos de fundamentación. 

La tacha de arbitrariedad resulta de aplicación restringida en aquellos casos en que la absolución se sustenta en la duda existente respecto de la responsabilidad del procesado, pues como ha establecido la Corte en los autos F. 307, XX "Freud, Enrique y otros s/ Homicidio culposo", ello es así toda vez que se trata de un estado de incertidumbre que se desarrolla en el fuero interno de los magistrados. Pero no es menos cierto, y así surge de ese mismo precedente, que ese estado, si bien subjetivo, debe ser consecuencia de la apreciación de los elementos del proceso en su conjunto. La absolución por aplicación del artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal no exime, por lo tanto, de la adecuada consideración de los argumentos introducidos por las partes, así como de la valoración de los elementos de juicio incorporados al proceso conforme a las pautas legales, sino que por el contrario supone necesariamente dicha actividad.

La duda como fundamento del fallo no constituye, pues, obstáculo para concluir en su arbitrariedad, en tanto aquélla no haya surgido a raíz de la debida consideración de los elementos de juicio esenciales y conducentes para la solución del litigio pues, en tal caso, la sentencia no reconocerá otra razón más que la voluntad de quienes la pronunciaron.

Es posible advertir, que se trata de un supuesto en el cual, merced a una sentencia que no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias probadas de la causa, se ha arribado a un presunto estado de duda opuesto a la certeza que hubiera brindado la correcta ponderación de aquellas constancias que acreditan de modo pleno el delito imputado y la responsabilidad del acusado.

B., Walter Enrique s/ Defraudación por retención indebida - Causa N° 1963

B. 236, XXXII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Ministerio Público Fiscal. Recurso de casación. Sentencia absolutoria. Mantenimiento del recurso. 

El criterio de esta Procuración General, acerca de la validez constitucional de los límites objetivos que, por el monto de las penas, impone el Código Procesal Penal de la Nación para recurrir en casación, ha sido reiteradamente expuesto a partir del dictamen en la causa M. 820, XXIX, "M., Simón Antonio s/ Robo y atentado a la autoridad".

Más aún, se ha extendido el criterio allí invocado con relación a la limitación que impone al ministerio fiscal el citado artículo 458, inciso 10, del código adjetivo, por las razones invocadas al dictaminar en la causa S. 708, L. XXXII, “S. Ricardo S. s/ Queja”.

 

S. P., Gustavo Gulliver s/ Robo y robo calificado en concurso real -causa N° 156-

S. 179, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa R. 950, L. XXXI, "R., Néstor Horacio s/ Delito de robo calificado y abuso deshonesto reiterado", y S. 708, L. XXXII, "S., Ricardo S. s/ Queja".

G., Norma Noemí s/ Falso testimonio -Causa N° 21-

G. 1542, XXXII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

Prescripción de la acción penal. Desistimiento del recurso. 

Habida cuenta que quedó definido en el caso a partir de qué momento hubo querella por injurias, resultaba indispensable rebatir ese argumento para luego abordar la discusión de la existencia de interrupciones por secuela de juicio, aspecto sobre el cual viene exclusivamente fundada la apelación fiscal, pues al haber quedado firme que el presente proceso, carece de sentido tratar de asignar esa calidad a diversas presentaciones anteriores y posteriores del acusador particular.

V., Horacio s/ Incidente de prescripción de la acción penal – Causa n° 11.911-

V. 99, XXXII, 26 de agosto de 1997

Ver dictamen

Robo en poblado y en banda. Cambio de calificación legal. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación. Mantenimiento del recurso. 

La resolución del tribunal de alzada por la que no se hizo lugar el recurso extraordinario deducido, adolece de la debida fundamentación de acuerdo con el reiterado criterio de la Corte, en el sentido de que si bien incumbe exclusivamente a la Corte juzgar sobre la existencia o no de un supuesto de arbitrariedad, ello no exime a los órganos judiciales llamados a dictar pronunciamiento de resolver circunstanciadamente si la apelación federal, prima facie valorada, cuenta respecto de cada uno de los agravios que la originan, con fundamentos suficientes para dar sustento, a la luz de la doctrina del Tribunal, a la invocación de un caso de inequívoco carácter excepcional, como lo es el de la arbitrariedad. En consecuencia, conforme con la citada doctrina, cabe declarar la nulidad de dicho pronunciamiento al no dar satisfacción a los requisitos idóneos para la obtención de la finalidad al que se hallaba destinado.

Cabe advertir que las agravantes establecidas para el delito de robo reconocen su razón de ser en la modalidad de ejecución de ciertas conductas. En el supuesto de autos, no se encuentra razón alguna para que el mayor poder vulnerante que implica la participación de tres ó más personas en el hecho califique aquel delito en sus dos modalidades; tanto porque se torna más fácil doblegar la resistencia presente o prefabricada por la víctima, neutralizando, de una u otra forma, la eficaz defensa del bien jurídico tutelado. Por lo tanto, aun cuando la crítica del recurrente se dirige a cuestionar la interpretación de una disposición de naturaleza común, ello no obsta a la viabilidad del remedio federal cuando, como en el sub judice, se ha formulado una inteligencia inadecuada de la norma que la desvirtúa y vuelve inoperante, lo cual equivale a decidir en contra o con prescindencia de sus términos, lo que autoriza descalificar el pronunciamiento con base en la alegada causal de arbitrariedad

L. E., Marco Antonio y otros s/ Robo en poblado y en banda en grado de tentativa

L. 46, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Tentativa. Robo simple. Robo en poblado y en banda. Apreciación de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Fundamentación de sentencias. Derivación no razonada del derecho vigente. Presunciones. Mantenimiento del recurso. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa L. 46, L. XXXIII, “Lozano Espinosa, Marco Antonio y otros s/ Robo en poblado y en banda en grado de tentativa”. 

 

El agravio invocado por el recurrente permite aplicar en el sub judice la excepción posible a la regla según la cual las cuestiones que se suscitan acerca de la forma en que fue apreciada la prueba, como la consecuente aplicación del artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal constituyen, por vía de principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia excepcional. Ello es así, pues también tiene establecido la Corte que con la doctrina de la arbitrariedad se procura asegurar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa.

Las falencias y omisiones respecto de las especiales circunstancias de modo, tiempo y lugar que rodearon al hecho objeto de investigación, desvirtúan la esencia de la prueba presuncional que surge de las circunstancias acreditadas en la causa, cuya eficacia probatoria depende de la valoración en conjunto de todos los elementos del proceso, teniendo en cuenta su diversidad, correlación y concordancia, lo que descalifica el fallo como acto jurisdiccional válido.

S., Marcelo Javier y otros s/ Robo en grado de tentativa -Causa N° 45.131-

S. 217, XXXII, 30 de junio de 1997

Ver dictamen

Queja por recurso denegado

Suspensión del juicio a prueba. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al fallo de la causa M. 305, L. XXXII, "Menna, Luís s/ Recurso de queja", en el que la Procuración general de la nación dictaminó manteniendo el recurso interpuesto.

L., Carlos Alejandro s/ Suspensión de proceso a prueba - causa n°13014-

L. 231, XXXIII, 05 de septiembre de 1997

Ver dictamen

Recurso de queja (procesal)

Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa R. 950, L. XXXI, “R., N. H. s/ Delito de robo calificado y abuso deshonesto reiterado.

C., Héctor Edgardo s/ Extorsión -causa N° 130-

C. 309, XXXIII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Recurso extraordinario federal

Falsedad ideológica. Circunvención de incapaz o menor. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 

Los agravios introducidos en la presentación fiscal suscitan cuestión federal suficiente para habilitar la vía extraordinaria, con base en la alegada tacha de arbitrariedad. En efecto, si bien es cierto que tanto las cuestiones que se originan acerca de la apreciación de las pruebas, como aquéllas vinculadas con la aplicación del principio contenido en el artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal, constituyen, por regla, una materia propia de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a esta instancia extraordinaria, en el sub judice cabe aplicar la excepción posible a ese principio.

B, Romualdo Norberto y otros s/ Falsedad Ideologica y circunvención de incapaz -Causa N° 1154-

B. 255, XXXIII, 14 de agosto de 1997

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Administración fraudulenta. Doctrina de la arbitrariedad. Improcedencia del recurso. 

En cuanto a la primera de las cuestiones planteadas, la apelación federal no puede prosperar pues, sin dejar de destacar la reiterada jurisprudencia de la Corte en el sentido de que la arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden recursos extraordinarios de orden local, no se alcanza a vislumbrar, ni tampoco se ha demostrado en el sub judice, cuál es el perjuicio concreto que la decisión le causa al recurrente en lo vinculado con la supuesta falta de fundamentación legal. La sola alegación de las garantías constitucionales y de las normas procesales que entiende conculcadas, no suple esa deficiente fundamentación que contiene el recurso.

Con relación al agravio detallado en el punto b) del apartado que antecede, tampoco hay razones vertidas en el fallo en este aspecto, por mínimas que resulten y al margen de su acierto o error, autoricen a su impugnación con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad.

M., Guillermo Ricardo s/ Administración fraudulenta

M. 1802, XXXII, 15 de abril de 1997

Ver dictamen

Delitos contra el honor. Falta de fundamentación. Inadmisibilidad del recurso. 

Tiene establecido la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos para ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. Sin embargo, tal doctrina admite excepción cuando existe un apartamiento de las constancias del proceso o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación ante el tribunal de la causa con inusitado rigor formalque frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio.

En el sub judice resulta imposible apreciar la concurrencia de tales extremos, pues el remedio federal adolece de una ostensible carencia de fundamentación de acuerdo con el requisito que exige el artículo 15 de la ley 48, al no contener una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos en que la decisión del Alto Tribunal provincial se apoya.

 

A., Roberto Oscar c/ G., Jorge A. s/ Querella por calumnias e injurias

A. 1290, XXXII, 10 de abril de 1997

Ver dictamen

Excarcelación. Improcedencia del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa N. 284, L.XXXIl, “N., Erika Elizabeth y otros p/ Infracción art. 139 bis CP.”

H. de N., Susana Delia s/ Excarcelación

H. 295, XXXII, 31 de marzo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa N° 284, L. XXXII, "N., Erika Elizabeth y otros s/ Infracción Art.139 bis C.P.".

A., Evelyn Rosas s/ Incidente de excarcelación

A. 1329, XXXII, 31 de marzo de 1997

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa N° 284, L.XXXIl, “Nápoli, Erika Elizabeth y otros p/ Infracción art. 139 bis CP.”

F., José Luis s/ Incidente de excarcelación

F. 1197, XXXII, 31 de marzo de 1997

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Competencia del tribunal de casación. Improcedencia del recurso. 

Los agravios que sustentan el recurso extraordinario deducido se basan en la falta o defectuosa motivación de lo resuelto por el tribunal de alzada, aspecto que se vincula con la posible inobservancia de disposiciones que el ordenamiento procesal vigente establece bajo pena de nulidad (Art. 123 C.P.P.).

Por lo tanto, en la medida que tales cuestiones serían de competencia propia de la Cámara de Casación Penal, conforme lo dispuesto en los artículos 456, inciso 2° y 474, del citado cuerpo legal, el fallo recurrido no es la sentencia definitiva dictada por el superior tribunal de la causa, razón por la cual, la vía federal intentada resulta inadmisible. Por lo demás, resulta del caso destacar que la Corte tiene dicho que la secular y vigente expresión de que la Corte es custodia e intérprete "final " de la Constitución y de los derechos en ella consagrados, debe ser entendida no sólo en el sentido de que sus decisiones son irrevisables, sino también en el de que son últimas, esto es: que proceden sólo luego de agotadas por las partes todas las instancias.

N., Érika Elizabeth y otros s/ Infracción Art. 139 bis del Código Penal

N. 284, XXXII, 31 de marzo de 1997

Ver dictamen

Falta de fundamentación. Competencia del tribunal de casación. Inadmisibilidad del recurso. 

Sin dejar de advertir la defectuosa fundamentación que adolece el remedio federal deducido, al no efectuarse una crítica concreta y razonada de los argumentos en los que se apoya la decisión de primera instancia -art. 319 del Código Procesal Penal- a los que, en definitiva, se remite el tribunal de alzada, se infiere de lo expuesto que la cuestión que el apelante pretende someter a conocimiento de la Corte, prima facie valorada, sería de competencia de la Cámara de Casación Penal, de acuerdo con lo establecido en el artículo 474 del citado cuerpo legal. Por tal motivo, al no constituir el fallo recurrido la sentencia definitiva dictada por el superior tribunal de la causa, la vía intentada resulta inadmisible.

P., Rodolfo Enrique s/ Excarcelación

P. 1728, XXXII, 11 de abril de 1997

Ver dictamen

Recursos

Lesiones culposas. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa M. 305, L.XXXII, “M., Luis s/ Recurso de queja”.

Q., Dalmiro Pascual s/ Lesiones culposas - Causa N° 6688

Q. 142, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Superior Tribunal de la Causa. Denegatoria del recurso. 

Toda vez que el recurso interpuesto no se dirige contra la sentencia del tribunal superior de la causa (art. 7 de la ley 23.098), de conformidad con lo dictaminado en las causas C. 1928, L. XXXII, "C., Héctor E. (interno U. 7) s/ Habeas corpus", L. 195, L. XXXII, "L., María Verónica s/habeas corpus" y M. 1979, L.XXXII, "Morales, Alfredo J. (interno U. 7) s/interpone habeas corpus", la Corte debe rechazarlo.

T., Adolfo Rubén s/ Habeas corpus

T. 95, XXXIII, 08 de abril de 1997

Ver dictamen

Regulación de honorarios

Extradición. Honorarios del perito. 

De conformidad con el artículo 347 del Código Procesal Penal de la Nación, pueden regularse sus honorarios.

C., Augusto s/ Extradición

C. 1292, XXVIII, 11 de marzo de 1997

Ver dictamen

Vista del procurador

Situación del imputado. Traslado de detenidos. Tratados internacionales. Principio de subsidiariedad. 

Con posterioridad a los pronunciamientos judiciales del sub-lite, entró en vigencia la ley 24.767 de "Cooperación Internacional en Materia Penal" normativa que vino a llenar el vacío que desde la aprobación del tratado existía en nuestro derecho interno acerca de la autoridad nacional competente para conocer en la materia.

El artículo 3, inciso 2, del acuerdo bilateral regula que "cada Estado designará una autoridad que se encargará de ejercer las funciones previstas en el presente”.

Congruente con aquella previsión, la reciente ley 24.767 ha contemplado en su artículo 2: "Si existiera un tratado entre el Estado requirente y la República Argentina, sus normas regirán el trámite de la ayuda. Sin perjuicio de ello, las normas de la presente ley servirán para interpretar el texto de los tratados. En todo lo que no disponga en especial el tratado, se aplicará la presente ley".

Frente a este principio de subsidiariedad expresa, no es posible desconocer que en su "Parte IV - Cumplimiento de condenas", cuando esa ley regula el cumplimiento en el extranjero de condenas dictadas en la Argentina -título II-, está refiriéndose a un instituto análogo al contenido en el tratado celebrado con el Reino de España para el traslado de condenados ley 24.036.

Ante esta situación, se debe observar que de conformidad con el artículo 106 de ley 24.767, actualmente es el Ministerio de Justicia la autoridad facultada para decidir acerca de la petición de traslados como los formulados una vez acreditados los extremos que requieren sus incisos a) y b).

En ese entendimiento, corresponde adecuar el sub examine a la norma que con posterioridad de la interposición del recurso ha venido a especificar la autoridad de que de acuerdo con el artículo 3 -inciso 2- de la ley 24.036, debe encargarse de ejercer las funciones previstas en ese tratado internacional. Tal temperamento es el que mejor se adecúa al principio sentado por la Corte en Fallos 298: 33; 301:947 y 311: 1219.

 

R. M, Sebastián Joaquín y otro s/ Recurso de casación

R. 185, XXXII, 26 de agosto de 1997

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo X

Derecho Tributario y Aduanero

Recurso extraordinario

Juicios contra el Estado. Cobro de sumas de dinero. Decreto de necesidad y urgencia. Ley tributaria. Derechos adquiridos. Confirmación de sentencia. 

En cuanto al fondo del asunto, cabe señalar en primer término -como ya lo hizo este Ministerio Público en casos análogos al presente- que la Corte declaró, con relación al indiscutido principio de legalidad, que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es, válidamente creada por el único poder del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 -texto 1853-1860- de la Constitución Nacional.

También dijo la Corte que el hecho de que el decreto sea de los llamados “de necesidad y urgencia” no obsta a la conclusión anterior pues, aún cuando en el caso “Peralta” el Tribunal reconoció la validez de una norma de ese tipo, ya en esa oportunidad se señaló que, en materia económica, las inquietudes de los constituyentes se asentaron en temas como la obligada participación del Poder Legislativo en la imposición de contribuciones (art. 67, inc. 2°), consustanciada con la norma republicana de gobierno. Se adelantó de tal modo una conclusión que se deriva directamente del principio de reserva legal en materia impositiva, cual es la limitación constitucional infranqueable que supone esa materia para los decretos referidos, aun cuando se reconozca su validez respecto de otras materias y en las especialísimas circunstancias que precedieron al dictado del decreto 36/90.

Esa conclusión, por otra parte, resulta ahora corroborada por la reforma de la Constitución Nacional, toda vez que si bien su art. 99 expresamente contempla -entre las atribuciones del Poder Ejecutivo- la de dictar decretos de necesidad y urgencia, prohíbe el ejercicio de tal facultad extraordinaria -entre otras- en materia tributaria (inc. 3°).

Tiene declarado el Máximo Tribunal que ni el legislador ni el juez pueden, en virtud de una ley nueva o de su interpretación, arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la legislación anterior, ya que en ese caso el principio de la no retroactividad deja de ser una norma infraconstitucional para confundirse con la garantía de la inviolabilidad de la propiedad reconocida por la Ley Suprema.

Kupchik, Luisa Spak de y Kupchik Albeto Mario c/ Banco Central de la República Argentina y Estado Nacional (M.E) s/ Varios

K. 3, XXXII, 18 de febrero de 1997

Ver dictamen

 

 

 

 

 



Capítulo XI

Derechos Humanos

Recurso extraordinario

Estado Nacional. Derechos humanos. Principio de dignidad humana. Verdad jurídica objetiva. Aplicación de tratados internacionales. Desaparecidos. Non bis in ídem. Procedencia del recurso. 

En este trámite judicial se trata del resguardo de una obligación del Estado Nacional de respetar los Derechos Humanos, lo que sin duda implica asegurar la búsqueda o el logro de la verdad material, como primer paso al reconocimiento de la Dignidad Humana. En este sentido, material y formal, consistente en que la decisión jurisdiccional anterior y ahora recurrida implica un rechazo definitivo a la pretensión de ese resguardo hay, en verdad, "un caso".

El respeto absoluto a las garantías individuales, exige, en un Estado de Derecho, un compromiso estatal de protagonismo del sistema judicial. Son los Jueces y no otros funcionarios del Poder Público, que tienen el principal deber de ser guardianes de las garantías individuales. El Poder Judicial ha nacido como instrumento de los ciudadanos frente al nacimiento del Estado y con los jueces nace el derecho de todos y cada uno de los ciudadanos de los Países libres a que de ellos emane, en clave sentencia, el contenido de la ley, ellos son "la boca de la ley".

La falta de compromiso del Poder Judicial con la necesidad de la búsqueda de la "verdad histórica", sobre todo en relación con episodios de tanta trascendencia ética e institucional, no haría honor a la enorme decisión que ha tomado el Constituyente al incorporar a nuestra Carta Magna, por medio del art. 75 inc. 22, a los documentos internacionales de Derechos Humanos de mayor trascendencia, por lo menos para la región. La incorporación constitucional de una garantía individual implica, la obligación de su resguardo judicial, más allá del administrativo.

Tal como concluyó la Corte, aún antes de la última reforma constitucional, en el considerando 20° de Fallos: 315: 1492, cuando ratifica un tratado que firmó con otro Estado, se obliga internacionalmente a que sus órganos administrativos y jurisdiccionales lo apliquen a los supuestos que ese tratado contemple, siempre que contenga descripciones lo suficientemente concretas de tales supuestos de hecho que hagan posible su aplicación inmediata.

Dentro de ese marco, el sistema de justicia y en particular esta Procuración General de la Nación, que por mandato Constitucional debe velar por los intereses generales de la sociedad; debe recordar en todo momento el imperativo ético de ser solidaria con las víctimas y, ello implica buscar las alternativas institucionales más adecuadas para paliar o disminuir su sufrimiento. En lo que respecta a los familiares de las víctimas desaparecidas durante el régimen del último gobierno de facto, el sistema de justicia debe atender en forma eficaz a la necesidad de hacer un duelo y ello comienza con la verdad. Esta Procuración debe ser solidaria con la verdad.

La carencia de un ámbito jurisdiccional, a la manera de una definición precisa de competencia, para descubrir la verdad de los hechos investigados, no debe ser trasladada a los familiares de las víctimas. Ello no puede ser argumento para no cumplir un imperativo constitucional, y tanto más cuando ha sido objeto de un compromiso internacional en la medida que, de ese modo, se previene la eventual responsabilidad del Estado por los actos de sus órganos internos, cuestión a la que no es ajeno el tribunal en cuanto pueda constitucionalmente evitarla.

Tampoco puede pasarse por alto que la Corte no puede dejar de velar por todo lo que hace al más acabado resguardo de los derechos y libertades de quienes acuden o son llevados a los estrados judiciales de su jurisdicción en demanda de justicia, ni que de acuerdo al criterio de la Corte establecido en el caso Giroldi, la tolerancia del Estado a circunstancias o condiciones que impidan a los individuos acceder a los recursos internos adecuados para proteger sus, derechos, constituye una violación del art. 1.1 de la Convención, Americana de Derechos Humanos, en cuyas normas la recurrente apoya su pretensión.

Atender al derecho de la recurrente no afecta, en este caso, garantía alguna de igual rango que pudiese amparar a las demás partes y, especialmente, respecto de aquella que veda la posibilidad del doble juzgamiento. La garantía de no estar sujeto a un doble juzgamiento o procesamiento no corre, en este caso, ningún riesgo. Ello es así pues, toda garantía, y el “non bis in idem” no es la excepción, debe defender a los individuos de un ejercicio del poder arbitrario.

A pesar del enjuiciamiento parcial de la recurrente sobre el sistema administrativo de fomento y protección de los Derechos Humanos del que dispone el Estado Nacional, la existencia de esa Subsecretaría no podría suplir de ningún modo a la labor de los jueces en el resguardo de las garantías individuales y derechos humanos. La realización por el sistema de justicia de las medidas solicitadas, no obsta a la formal colaboración de ese organismo.

A. de L., Carmen s/ Recurso extraordinario (Causa Nº 450)

S. 1085, XXXI, 08 de mayo de 1997

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo XII

Seguridad Social

Cuestiones de competencia

Juicios contra el Estado. Procesos de conocimiento. Obras sociales. Competencia previsional. 

Se suscita un conflicto jurisdiccional, que habrá de resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708.

A los fines de dilucidar la contienda de competencia suscitada, que, con posterioridad a su traba, se promulgó la ley 24.655, por la que se creó la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social. Dicha norma estableció la competencia de los tribunales del fuero respecto de las causas concernientes a la seguridad social, involucre tanto el régimen previsional; lo atinente al amparo por mora en la materia; las ejecuciones perseguidas por la Dirección General Impositiva conforme el decreto 507/93; como las causas previamente asignadas a la Justicia del Trabajo por el artículo 24 de la ley 23.660. 

También precisó, como atribuciones propias del Ministerio Público foral, velar por la observancia de los preceptos en la materia y ser parte necesaria en sus causas y contiendas de competencia, ello en el marco de lo dispuesto por el artículo 38 de la ley 23.661, que prevé la jurisdicción federal en todo cuanto atañe a los agentes del seguro de salud, carácter que revisten las obras sociales sindicales. 

De dicha enumeración se desprende una consideración específica de las mismas por los incisos e) y f) del artículo 2, en tanto por el primero se alude a las facultades de ejecución de créditos de la seguridad social por la DGI y por el segundo, al cobro judicial de aporte, contribuciones, recargos, intereses y actualizaciones adeudados a las obras sociales. 

No surge, en cambio, un tratamiento general particularizado respecto de litigios que pudieren involucrarlas o al sistema nacional del seguro de salud, situación que sí se verifica en relación, por ejemplo, a la materia previsional. 

Ello no impide considerar su temática incluida, de manera general, en la competencia inaugurada por el fuero recientemente creado. 

Por otra parte, considerada la cuestión desde la perspectiva de los tribunales contencioso administrativos, si bien se demanda al estado y se cuestionan decretos y resoluciones de origen administrativo, la materia comprometida en el reclamo no concierne al derecho que justifica la especialización foral. 

Tampoco constituye un argumento en contrario la competencia atribuida por el artículo 26 de la ley 24.463 a la Alzada en la materia; habida cuenta que, allende al alcance general que le confiere a los incisos b) y e) del artículo 39 bis del decreto ley 1.285/58, su diseño corresponde al período anterior al de creación del fuero de primera instancia en la seguridad social y por ende, nada dice respecto de unos contenidos hasta esa fecha atribuidos, según el caso, a otros tribunales. 

Finalmente, la circunstancia de atribuir competencia a un tribunal ajeno al conflicto, no excede las facultades del Alto Cuerpo, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que atañe a sus potestades otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas, aunque no hubieran sido parte en la contienda. 

Por lo expuesto, corresponde entender en la presente demanda al tribunal federal de primera instancia de la seguridad social que por turno corresponda. 

 

OSPIT y otro c/ Estado Nacional (Ministerio de Salud y Acción Social) y otro s/ Proceso de conocimiento

COMP. 941, XXXII, 20 de marzo de 1997

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 

Es reiterada doctrina de la Corte, según la cual, las decisiones en materia de competencia no constituyen resoluciones recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo cuando media denegación del fuero federal o en otras hipótesis excepcionales que permitan equipararlas a pronunciamientos definitivos.

Biaggini, E. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social

B. 399, XXXII, 23 de mayo de 1997

Ver dictamen

Recursos de la seguridad social

Procedimiento de impugnación de deuda previsional. Asociaciones civiles. AFIP DGI. Aplicación de tratados internacionales. 

A tenor de los argumentos expuestos por el sentenciador y al alcance de los agravios que para impugnarlos trae la asociación apelante, puede llegarse a una solución que contemple plenamente el interés de ésta sin entrar a definir la interpretación que en el sub-lite cabe atribuir al pacto de San José de Costa Rica, sin perjuicio de señalar que el problema fue resuelto por el Tribunal en el precedente publicado en Fallos 312:2490.

Ello es así, por cuanto le asiste razón cuando puntualiza que los jueces, con evidente desmedro de su derecho de defensa en juicio, sostuvieron que no se han objetivado los supuestos que autorizarían eximir a la recurrente del depósito previo en cuestión, siendo, por el contrario, que intentó probarla imposibilidad real de efectuar dicho anticipo, e invocó su condición de asociación civil sin fines de lucro, temas todos ellos, cuyo tratamiento pormenorizado omitió el a-quo. La circunstancia señalada, cualquiera sea el resultado final del pleito, obliga a dejar sin efecto la sentencia apelada, para que, por quien corresponda, se dicte una nueva, en la cual se consideren en forma cabal las probanzas arrimadas y las consideraciones expuestas por el interesado.

Club Recreativo Los Indios c/ Dirección General Impositiva s/ Impugnación de deuda

C. 1780, XXXI, 28 de agosto de 1997

Ver dictamen
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